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La Soberanía Alimentaria como estrategia
Desde que apareció por primera vez el concepto de Soberanía
Alimentaria en el marco del foro alternativo a la Cumbre Mundial
de la Alimentación organizada por la FAO en 1996, la Soberanía
Alimentaria ha sido un concepto emergente que ha ido progresiva-
mente ganando espacio en las diferentes agendas sociales y políticas.

En primer lugar, ha permitido el desarrollo de toda una estra-
tegia de lucha en torno a ella. Viejas reivindicaciones como la re-
forma agraria, cosmovisiones como las de los pueblos originarios o
la defensa de las fuentes de vida (tierra, agua) y de la propia vida
(biodiversidad), han encontrado en el paradigma de la Soberanía
Alimentaria su acomodo. Los viejos saberes campesinos y alimen-
tarios enraizados en una pluralidad de ecosistemas que los princi-
pios de la agroecología revaloriza, dan coherencia teórica a un «modo
de producción campesino» que es central en el concepto de Sobe-
ranía Alimentaria. El derecho universal a unos alimentos sanos,
nutritivos y adecuados culturalmente, producidos de forma respe-
tuosa con la naturaleza, y permitiendo vivir dignamente a todos lo
que participan en el proceso alimentario, marcan un objetivo a la
lucha. Reivindicación que se enfrenta al actual control del sistema
alimentario por parte de un puñado de multinacionales guiadas
por el objetivo de maximizar los beneficios, y le contrapone, como
factor central de la estrategia, la recuperación del control de la ali-
mentación por parte de productores y consumidores (La Vía Cam-
pesina, 2003).

INTRODUCCIÓN
Xavier Montagut
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Esta concepción poliédrica de la Soberanía Alimentaria, que
ha permitido hilvanar en torno de ella toda una estrategia de lu-
cha, explica que hoy sea la bandera unificadora de millones de cam-
pesinas y campesinos del sur y del norte, del este y del oeste, agru-
pados en torno a La Vía Campesina.

La incidencia de este movimiento, que se puede considerar el
más importante de la alterglobalización, es también significativa.
Organizaciones no gubernamentales de desarrollo, ecologistas, fe-
ministas, de consumidores, universidades y centros de investiga-
ción, y todo tipo de asociaciones ciudadanas han recogido, con
mayor o menor profundidad, la exigencia de la Soberanía Ali-
mentaria. Hoy no hay foro de los movimientos sociales que en-
frentan al neoliberalismo en donde la Soberanía Alimentaria no
tenga su espacio.

En concreto, en las movilizaciones de resistencia frente a la
Organización Mundial del Comercio (OMC) y los diferentes trata-
dos de libre comercio que han ido apareciendo, la Soberanía
Alimentaria y las organizaciones aglutinadas en torno a dicha exi-
gencia han jugado un papel significativo. Han sido parte de los
importantes fracasos impuestos a los planes más agresivos de la pro-
pia OMC y de algunos tratados tan significativos como el ALCA (Área
de Libre Comercio de las Américas).

A un nivel más local se están desarrollando miles de experien-
cias productivas, miles de experiencias de comercialización y de
consumo, que aparecen como espacios de resistencia y de supervi-
vencia del modelo de agricultura campesina frente al avance del
modelo agroindustrial. Constituyen la base práctica de la estrate-
gia de la Soberanía Alimentaria, demuestran la viabilidad de sus
propuestas y son la semilla sin la cual los cambios más globales no
podrían fructificar (Montagut y Vivas, 2009).

La hora de la Soberanía Alimentaria
Este cúmulo de avances a la hora de crear una agenda propia, un
potentísimo movimiento de resistencia y una multiplicidad de prác-
ticas de producción, comercialización y consumo, planteaban la po-
sibilidad y la necesidad de dar un nuevo paso. Así, más de 500 repre-
sentantes de más de 80 países, pertenecientes a organizaciones de
campesinos y campesinas, agricultores familiares, pescadores tradi-
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cionales, pueblos indígenas, pueblos sin tierra, trabajadores rurales,
migrantes, pastores, comunidades forestales, mujeres, consumido-
res, y de movimientos ecologistas y urbanos, se reunieron en el pue-
blo de Nyéléni en Selingue, Mali, en febrero de 2007, para fortalecer
el movimiento global para la Soberanía Alimentaria, y vieron que
era necesario y posible empezar a promover políticas públicas de Es-
tado a su favor (Foro para la Soberanía Alimentaría, 2007).

Desde siempre la estrategia de Soberanía Alimentaria ha plan-
teado que un nuevo modelo productivo, una economía al servi-
cio de las personas y un control por parte de la población de su
alimentación no era posible sin cambios estructurales. Y para con-
seguirlos las acciones de resistencia y las experiencias prácticas
debían combinarse con cambios en el ámbito de las políticas públi-
cas. Sin embargo, pasar de las luchas de resistencia a la capacidad
de incidir de forma propositiva requería de una correlación de
fuerzas que sólo después de importantes avances se empieza a
conseguir.

La fuerza que había adquirido La Vía Campesina y sus aliados,
y la crisis del modelo neoliberal, abrían espacios para la promoción
de dichas políticas. El mismo mensaje enviado por Hugo Chávez,
presidente de Venezuela, y Amadou Toumani Touré, presidente de
Malí, a la conferencia de Nyeleni mostraba que las posibilidades exis-
tían y la necesidad de pugnar por aprovecharlas. Desde entonces, y
agudizado por la crisis alimentaria de 2008, gobiernos locales, regio-
nales y nacionales de diferentes partes del mundo han mostrado sen-
sibilidad hacia las propuestas de la Soberanía Alimentaría. La
misma Vía Campesina, en su V Conferencia realizada en 2008 en
Maputo, estableció una línea estratégica, a nivel internacional y en
los diferentes estados, para promover políticas públicas de apoyo a la
Soberanía Alimentaria aprovechando los nuevos espacios que, perci-
bía, se estaban abriendo (La Vía Campesina, 2008).

Sin duda donde estas sensibilidades y posibilidades se han
mostrado más claramente y donde se han conseguido avances más
significativos es en América Latina, y especialmente en los países
pertenecientes al ALBA y a Petrocaribe.
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América Latina: una situación esperanzadora
El monopolio neoliberal que caracterizaba la casi totalidad de las
políticas económicas latinoamericanas durante los noventa em-
pezó a romperse en la primera década del nuevo milenio. Cada
vez más países viven cambios gubernamentales que, con sus con-
tradicciones y limitaciones, se enfrentan a un modelo de
globalización neoliberal que les ofrecía un papel dependiente en
un mercado internacional que les asignaba el papel de proveedo-
res de materias primas, incluyendo las materias primas agrarias.
Cada vez más países apuestan, con mayor o menor definición y
radicalidad, por nuevos modelos económicos. Y dentro de este
proceso la creación de alianzas regionales como el ALBA, que opta
«por la lógica de la cooperación comercial, el intercambio solida-
rio y la complementariedad económica entre las diferentes estruc-
turas nacionales como principios generales de su filosofía»,1 im-
plican que estas experiencias han entrado en la vía de la
colaboración y el refuerzo mútuo, creando una situación regio-
nal excepcionalmente favorable para recuperar la soberanía na-
cional, incluyendo la alimentaria.

No podemos hablar de la situación de América Latina sin situar
el papel de Brasil. Con razón muchos movimientos sociales y en es-
pecial el MST (Movimento dos Trabalhadors Rurais Sem Terra), una
de las organizaciones con más peso en La Vía Campesina, se pueden
considerar traicionados por la política agraria y económica impulsa-
da por el presidente Luiz Inácio Lula da Silva. En muchos países,
cuando el impulso de políticas a favor de la Soberanía Alimentaria
topan con oligarquías agrarias, estas aparecen formadas, o estrecha-
mente ligadas, por las oligarquías brasileñas, y sus intereses son de-
fendidos por el gobierno de Lula. Esta defensa de los mecanismos de
dominacion que juega hoy Brasil en América del Sur se corresponde
con sus posicionamientos en los foros internacionales, en los que
regatea intereses con el imperialismo desde su papel de potente
exportador de materias primas, y en ningún caso de defensa de una
política relacionada con la Soberanía Alimentaria. Sin embargo, y a
pesar de ello, la política de Lula significa un debilitamiento del mo-

1. Citado del artículo de Alberto Montero publicado en el presente libro.
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delo único neoliberal, y refleja y a la vez refuerza una multipolar
América Latina que, debilitando al imperialismo, da más espacios y
posibilidades a iniciativas como la del ALBA. Brasil, a pesar de su
nuevo papel de potencia dominante, frena y debilita determinadas
estrategias imperialistas, e incluso en algunos casos permitiendo alian-
zas extremadamente útiles como fue el caso de su actitud frente al
golpe de Honduras de junio de 2009.

Esta situación hace que, para los sectores que creemos que otro
mundo es posible, sea de suma importancia la experiencia que se
está desarrollando en América Latina. Y dentro de un nuevo mo-
delo económico al servicio de las mayorías, el tema agrario es, a
nuestro entender, absolutamente central tanto por razones teóricas
como prácticas. Que sea resuelto a favor de una agricultura cam-
pesina, a favor de la Soberanía Alimentaria, será un indicador de la
salud del proceso y una muestra de su robustez.

¿En qué fundamentamos estas últimas afirmaciones tan con-
cluyentes y que han motivado la realización de este libro?. Veámos-
lo detenidamente.

La agricultura debe estar en el centro de un modelo
sostenible y debe ser campesina
La actual crisis económica es, en esencia, el estallido de una burbu-
ja financiera. Estamos en un modelo económico que ha llevado a
que en 2007 los activos financieros fueran cinco veces mayores que
el producto nacional o la renta mundial. Esta desproporción es
mayor en los países ricos. En España el valor de los activos finan-
cieros era casi nueve veces el producto nacional (Montagut, 2009).

Volver a una economía «real», a una economía productiva,
parece algo sensato incluso para los economistas. Pero lo que clási-
camente se llama economía real, economía productiva, es una eco-
nomía que sólo cuenta los flujos monetarios. ¿Y qué encontramos
si analizamos desde el punto de vista de la materia y de la energía
esta «economía productiva» basada en flujos monetarios?. Pues que
estamos ante una economía que no produce nada nuevo; es sólo
una economía extractiva. Lo que la economía monetaria llama crea-
ción de riqueza no es más que la concentración y la redistribución
de la riqueza que se extrae. Seguir con este proceso nos acerca cada
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vez más a lo que algunos autores han llamado la «sopa entrópica».2

Continuar en un economía extractivista es una postura suicida, ya
que nuestra biosfera es finita.

Una economía realmente productiva debe entender esta como
un subsistema dentro de un sistema más amplio: la biosfera. Sus
límites y leyes deben enmarcar una economía que realmente quie-
ra ser sostenible. Visto así, el proceso fundamental que permite
que la única fuente de energía innagotable, el Sol, se transforme en
formas utilizables por la humanidad es el proceso de fotosíntesis.
La fundamental actividad humana que utiliza este proceso para
satisfacer sus necesidades es la agricultura. En esta nueva visión, la
agricultura ha de volver a tomar un papel central en la actividad
económica.

La teoría que explicaba (y que todavía se enseña en las faculta-
des de economía) que el desarrollo de un país va paralelo a la pér-
dida de peso de su sector primario, es otro de los monstruos teóri-
cos, hijos del mito del «desarrollo-crecimiento económico/
-crecimiento del PIB» que nos ha regalado la visión economista do-
minante, una visión miope que obvia los límites de la biosfera.

Si pensamos en un modelo respetuoso con los ciclos de la na-
turaleza, cada vez más las materias que utilicemos, e incluso parte
de la energía, tendrá que ver con los sistemas agrícolas. Los actual-
mente llamados agrocombustibles son la respuesta mercantil e
industrializada, y que incrementa el problema en lugar de solucio-
narlo, a una situación real: el fin de la época del petróleo barato. La
crisis ecológica devolverá una gran importancia económica a los
sistemas agrícolas. Los primeros síntomas de ello ya los estamos
observando: desde los agrocombustibles a las compras masivas de
tierra agrícola por parte de gobiernos y multinacionales, pasando
por el interés de los especuladores en los mercados de comodities
agrícolas.

Que la agricultura retome un papel en la economía que nunca
debió abandonar puede hacerse repitiendo los esquemas actuales

2. Se considera que aunque ni la materia ni la energía se destruyen, su
redistribución lleva hacia una mayor entropía y que por tanto a que la posiblidad
de su utilización por el ser humano diminuya aceleraramente (Naredo, 2006).
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de agricultura industrializada, lo que significaría una nueva vuelta
de tuerca en la insostenibilidad de un modelo que está tan cerca de
sus límites que puede que no la aguante. Pero también puede ser
una oportunidad para volver a dar protagonismo a los agricultores
estableciendo un sistema justo y sostenible, tal como propugna la
estrategia de la Soberanía Alimentaria. Que la agricultura recupere
protagonismo en la economía sólo depende del ritmo con que se
acaben los precios baratos de la energía y la materia no renovable.
Y esto en algunos casos, como los combustibles fósiles, ya ha em-
pezado. Esta situación significa una oportunidad, pero también
un riesgo.

La actual agricultura industrial significa un deterioro medio-
ambiental sin precedentes (Montagut y Dogliotti, 2006). Su ba-
lance enérgetico es totalmente insotenible. Todo ello ha llevado a la
paradoja que la actual agricultura industrial sea una de las causas
fundamentales del cambio climático (GRAIN, 2009).

Pero igual que la agricultura es causa de los problemas, otro
tipo de agricultura puede ser parte de la solución. Estamos hablan-
do de que la agricultura campesina y la agroecologia son impres-
cindibles si queremos parar el cambio climático y enfriar el plane-
ta, y si queremos preservar los bienes comunes (tierra y agua) y la
biodiversidad (La Vía Campesina, 2007).

El Buen Vivir empieza por una alimentación sana
y suficiente
Si nos olvidamos de los mitos del desarrollismo y del crecimiento
del PIB como objetivo último de la economía, y volvemos a situar
en el centro, como han hecho los ecuatorianos en su nueva consti-
tución, el Buen Vivir o Sumak Kawsay como paradigma, hemos
de convenir que el derecho a una alimentación sana, suficiente y
adecuada culturalmente está en el centro de los objetivos de una
política económica al servicio de las mayorías.

Y ello adquiere una importancia mayor cuando el actual siste-
ma agroalimentario se ha mostrado incapaz de alimentar a la hu-
manidad. Los últimos informes de la FAO hablan de que ya hemos
sobrepasado los mil millones de personas que pasan hambre en el
mundo, con un crecimiento de casi un 20% en los últimos tres
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años (FAO 2009). A ello hay que sumar que la cada vez peor ali-
mentación de la población con poder adquisitivo ha llevado a que
la obesidad sea hoy, según la Organización Mundial de la Salud, la
principal enfermedad no infecciosa a nivel mundial.

Haber llegado a este punto debería ser razón suficiente para
poner patas arriba las doctrinas que han estado dominando la po-
lítica agrícola internacional. Sin embargo, aquellos que han estado
dirigiendo el actual y fracasado sistema agroalimentario quieren
volver a repetir lo que, por muy desastroso que sea, les proporciona
inmensos beneficios.

Un análisis global de esta situación lo presenta GRAIN (2008)
cuando escribe:

La crisis alimentaria mundial, que quienes están en el poder se
apresuraron a definir con un problema de insuficiencia en ma-
teria de producción, se ha convertido en un caballo de Troya
para introducir semillas, fertilizantes y, subrepticiamente, sis-
temas de mercado en los países pobres. Lo que parece una «ayuda
en semillas» en el corto plazo puede enmascarar lo que en rea-
lidad es la «ayuda para el agronegocio» en el largo plazo.

Es por ello que hemos considerado muy pertinente, frente a
los cantos de sirena de la agricultura industrial y productivista, abrir
este libro con el artículo de Miguel Altieri. Un artículo que defien-
de la potencialidad del modelo de producción campesino y su ca-
pacidad de producir alimentos de forma eficiente y respetuosa con
el medio ambiente, en contraposición al del paradigma agrario
dominante caracterizado, entre otras cosas, por la concentración
de la tierra, el monocultivo, la vocación exportadora, la dependen-
cia de insumos industriales y la generación de externalidades fuer-
temente negativas para el medio ambiente. Esa potencialidad se
convierte para Altieri en el pilar fundamental a partir del cual or-
ganizar la agenda política y la lucha de los movimientos sociales
campesinos e indígenas.

Pero la importancia social de la agricultura campesina va más
allá de su viabilidad para proporcionar alimentos suficientes a toda
la población. Paradójicamente la política agraria industrialista y el
neoliberalismo han hecho que la mayoría de los hambrientos sean
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agricultores arruinados y que en los sectores rurales (mayoritarios en
América Latina) se encuentren los niveles de pobreza más elevados.
Es por ello que una política centrada en recuperar la agricultura cam-
pesina se convierte en un potente instrumento de lucha contra la
pobreza y para la subsistencia de millones de campesinos. Además la
producción campesina constituye un modo de vida ligado intrínsi-
camente a las diferentes culturas, incluyendo las originarias, que de
formas diversas recogen sabidurías milenarias constituyendo un modo
de vida capaz de gestionar de forma armónica el territorio, y con ello
las fuentes de vida: agua, tierra y biodiversidad. Preservar la multifun-
cionalidad de la agricultura campesina es también un motivo para
que los procesos que se están dando en Latinoamérica sean muy
importantes para todos los que queremos otro mundo.

Democratización de la economía y Soberanía
Alimentaria
Criticamos al actual modelo económico por su supeditación a la
obtención del máximo beneficio de unos pocos accionistas que
controlan, a través de las grandes multinacionales, el mercado
mundial. Por ello defendemos, en el terreno de las alternativas, que
la economía debe supeditarse a las necesidades humanas, a los in-
tereses de las mayorías sociales.

El modelo actual disfraza, detrás de una fe casi religiosa en unas
supuestas leyes de mercado, el verdadero control por parte de unos
pocos de la economía mundial. Un modelo que prime las necesida-
des humanas ha de propiciar el control de la economía por las mayo-
rías sociales, promoviendo que estas se expresen de forma democrá-
tica y participativa. Desde este punto de vista la estrategia de la
Soberanía Alimentaria aporta una concreción y un desarrollo de esta
visión a un tema como el de la alimentación, la agricultura y la ges-
tión del territorio. El control de la alimentación por parte de la po-
blación, de los agricultores y de los consumidores es el núcleo de la
estrategia de la Soberanía Alimentaria. Se sitúa así como avanzadilla
en el desarrollo de uno de los paradigmas de otro mundo a construir.

La importancia de la democratización en la agricultura tiene sus
bases en una amplísima y riquísima realidad campesina en todo el
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mundo. Hoy todavía es la pequeña agricultora la que nos alimenta.
De los 450 millones de establecimientos agrícolas del mundo, el 85%
ocupa menos de 2 hectáreas. Son las mujeres y los hombres que prac-
tican esta pequeña agricultura los que cuidan y mejoran las semillas.
Por lo menos 1.400 millones de personas dependen de las semillas
guardadas de una cosecha a otra y mejoradas localmente.

Ellas son la base de la medicina. Aproximadamente el 70% de
la población mundial depende de medicamentos tradicionales,
basados en hierbas locales, para buena parte del cuidado de su sa-
lud. Las ventas mundiales de medicamentos, acaparados en su
mayoría por diez multinacionales, basan gran parte de sus patentes
en la apropiación privada de los conocimientos tradicionales de la
gente del campo.

Para la mayoría de la población mundial, los cultivos mejorados
por los agricultores y los medicamentos tradicionales son mucho
más accesibles y asequibles. Son diversos, se encuenran libres de
patentes, y están descentralizados y adaptados a miles de condicio-
nes culturales, ambientales, climáticas y geográficas. Las comuni-
dades campesinas son las que tienen la mano de obra, los recursos,
el conocimiento y la potencialidad para sostener prácticas agroeco-
lógicas. Ellas son capaces de alimentar de forma saludable a todo
los habitantes del planeta y conservarlo. Esa es la gente que puede
adaptar la agricultura a condiciones climáticas extremas. Son los
verdaderos expertos en las «ciencias de la vida», y son su ciencia y
sus tecnologías las que merecen apoyo y reconocimiento.

Es por eso que desarrollar esta agricultura campesina implica
devolverles el protagonismo y la soberanía, así como la capacidad
de determinar las políticas públicas a favor de su modo de vida.

La agricultura campesina, a la vez que es portadora de esta gran
riqueza y potencialidad, es el modo de vida de la mayoría de la
población mundial que está siendo agredida por la agricultura in-
dustrial y que está destruyéndola. La defensa por parte de millones
de campesinas y campesinos de su propia subsistencia ha generado
un movimiento amplísimo de resistencia. Es por ello que recupe-
rando el control de lo que producen y como lo producen, democra-
tizando la agricultura, el movimiento campesino y sus organizaciones
son, a la vez que los principales protagonistas de la Soberanía
Alimentaria, sus principales garantes.
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Reflexiones sobre la acción y para la acción
Consideramos a los movimientos sociales en general, y a las orga-
nizaciones campesinas en particular, como sujetos, motor y garan-
te de la Soberanía Alimentaria. Este es el vector central de los tra-
bajos que conforman el libro: la relación de estos movimientos
sociales con la esfera pública.

Para ello hemos contado con la colaboración de diferentes in-
vestigadores que, a su capacidad de reflexión sobre las temáticas
que aborda el libro, unen su condición de activistas vinculados de
una u otra forma a los movimientos sociales y a los procesos de
cambio que se están viviendo en América Latina. Ello, además
de frescor y conocimiento de causa, da al libro una visión política.
Y es que por dónde avanzar y qué estrategias utilizar son temas
recurrentes en el libro. Estos aspectos, en un momento tan contra-
dictorio e incipiente como el actual, dan al libro un especial interés
para los que nos situamos como activistas a favor del cambio social
y ecológico.

El libro presenta el nuevo contexto que vive el subcontinente a
partir de las nuevas propuestas gubernamentales de cambio en el
paradigma agrario, mostrando también las limitaciones y contra-
dicciones con las que se enfrentan, que no son pocas. Y como ya
hemos señalado, evidenciando el rol que en el proceso están jugan-
do las organizaciones sociales campesinas e indígenas.

Precisamente este último punto es el tema central de la prime-
ra sección (Movimientos sociales indígenas y campesinos: Surgimien-
to, reclamaciones e incidencia política). Así, tras el inicio con el ya
citado artículo de Miguel Alteiri, Víctor Bretón nos explica, cen-
trándose en el caso ecuatoriano, la formación y desarrollo de los
movimientos campesinos e indígenas en las últimas décadas. El
artículo muestra cómo estos movimientos fueron adecuándose al
paso del paradigma económico desarrollista, característico de las
décadas centrales del siglo pasado, al neoliberal. Su presentación
termina antes de iniciarse el nuevo giro político-económico que
supone la subida al poder de un gobierno, el de Rafael Correa, que
se presenta como anti-neoliberal. Este análisis histórico, es espe-
cialmente pertinente para analizar los riesgos que una relación poco
crítica con determinados gobiernos puede suponer de cooptación
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del liderazgo y de debilitamiento del carácter alternativo y movi-
lizador de las organizaciones indígenas y campesinas. Temática, por
cierto, que reaparece en otros artículos del mismo libro.

El artículo de Fernando Mayorga recoge el testigo en el pun-
to que lo ha dejado Victor Bretón. Y lo hace en el contexto donde
la relación entre movimientos sociales y gobierno es más próxima
y, quizás, más avanzada: la Bolivia actual. Con Evo Morales, Boliva
cuenta con un gobierno encabezado por un líder histórico de los
movimientos campesinos e indígenas, situado ahí por dichos mo-
vimientos, a los que les debe su fuerza y ante los que está obliga-
do a rendir cuentas. Sin embargo, la proximidad de Evo Morales
con los movimientos sociales (es fundador de La Vía Campesina)
no resuelve por sí sola la correlación de fuerzas necesaria para im-
pulsar los cambios. La fuerza política, económica e institucional,
y el apoyo internacional por parte de los poderosos del planeta,
de los sectores opuestos a los cambios, ha llevado a complejas
circunstancias que han limitado las propuestas del gobierno. Los
movimientos sociales se han encontrado, y más dada su propia
diversidad, en la tesitura de combinar el apoyo, la crítica y hasta
la confrontación con la acción del gobierno. Mayorga analiza el
equilibro cambiante entre esta acción de gobierno y las reclama-
ciones de los movimientos sociales.

La segunda parte del libro (Nuevas políticas agrarias en América
Latina: ¿Hacia la Soberanía Alimentaria?) entra en el debate de las
políticas agrarias de los nuevos gobiernos nacionalistas. Y qué me-
jor lugar para empezar el análisis que en torno a la experiencia cu-
bana, que sigue siendo la más sólida de anti-imperialismo y de vo-
luntad de servicio hacia las mayorías sociales en Latinoamérica, y
por tanto, un referente obligado para la izquierda con voluntad
transformadora.

En el análisis de su política agraria se centra el artículo de Fer-
nando Funes Monzote. El autor explica el radical cambio a favor
de una agricultura independiente de insumos externos y dirigida a
producir alimentos para el mercado interno que protagonizó Cuba
tras el debacle económico que supuso la caída del bloque socialista.
Pero a la vez demuestra la insuficiencia de un modelo de sustitu-
ciones de insumos y la necesaria implicación social y profundización
de sistemas integrados de producción basados en perspectivas
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agroecológicas. El viraje de la agricultura cubana, después de la
caída del bloque socialista, que sabiendo hacer de la necesidad vir-
tud rompió durante el Período Especial con siglos de producción
agraria centrada en el monocultivo para la exportación avanzando
en una línea de autonomía agrícola, es visto en su debilidad en la
entrevista a Peter Rosset. Rosset analiza como esa tendencia sufrió
un retroceso entre 2005 y 2008 haciendo que las importaciones de
alimentos creciesen de 100 millones a 1.000 millones, lo que llegó
a deprimir la agricultura cubana. Apunta que la vuelta a la senda
de la Soberanía Alimentaria a partir de 2008, en que la crisis de los
precios alimentarios internacionales puso en evidencia el peligro
de la vía dependiente, se ve posibilitada y reforzada, y su continui-
dad garantizada, en la medida que la nueva postura del gobierno
de Raúl Castro se combine con el reforzamiento que dentro de la
ANAP ha tenido el «Movimiento Agroecológico de Campesino a
Campesino». Un movimiento que en sólo diez años ha incorpora-
do ya a más de una tercera parte de las familias campesinas del
país. De nuevo la necesidad de un enfoque agroecológico más con-
secuente ligado a una participación de las organizaciones de base
campesinas se convierte, como el análisis de Fernando Funes
Monzote señala, en un elemento esencial para el avance de la Sobe-
ranía Alimentaria en Cuba.

Pero donde, al menos formalmente, el concepto de Soberanía
Alimentaria surge y se define como modelo agrario prioritario es
en países como Venezuela, Ecuador o Bolivia. Así se explicita en
sus nuevas constituciones y normativas legislativas posteriores.

Miguel Urioste para el caso de Bolivia y Juan Pablo Muñoz
para el de Ecuador analizan las políticas agrarias de los nuevos apa-
ratos constitucionales y legislativos con el que estos dos países se
han dotado, las posibilidades que este nuevo marco ofrece para la
aplicación de políticas agrarias campesinistas, y el rol jugado por
los movimientos sociales y campesinos en el proceso.

En el caso de Bolivia el artículo ilustra detalladamente todas la
fuerzas que se oponen a un avance en la Soberanía Alimentaria y
los equilibrios que tiene que hacer el gobierno, marcado por la
correlación de fuerzas existentes.

En el caso de Ecuador la situación es todavía más compleja. Ni
Correa es un líder surgido de los movimientos sociales, si bien no
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es ajeno a su agenda, ni el partido Movimiento País tiene un ori-
gen popular y campesino como sí ocurre con el boliviano Movi-
miento al Socialismo (MAS). En el seno del Movimiento País con-
viven fuerzas favorables a la Soberanía Alimentaria y fuerzas
contrarias. El carácter contradictorio, y digamos en pugna, tanto
del gobierno de Ecuador como del propio Movimiento País se evi-
dencian en su política alrededor del sector extractivo. Así junto a
una novedosa propuesta que defiende dejar en el subsuelo el mu-
cho petróleo que yace bajo el Yasuní, nos encontramos con una ley
de minería en abierta contradicción con la Soberanía Alimentaria
y que es la continuación de una política gubernamental de conce-
siones mineras a empresas extranjeras. Y en este tema los plantea-
mientos ideológicos de Correa son similares a los de Hugo Chávez;
si bien intentan beneficiar a la población con las rentas del extrac-
tivismo, no sólo no lo consideran un sector que debe ser controla-
do y progresivamente desplazado en un proceso de transición ha-
cia otro modelo más sostenible, sino que aceptan el modelo
desarrollista que, utilizando su propia terminología, «arruina los
recursos naturales» y se enfrenta a quienes los mantienen: campesi-
nos e indígenas.

Esta situación de espacio en pugna en el propio gobierno y en
el propio Movimiento País complica mucho el trabajo en pos de la
Soberanía Alimentaría, como analiza Juan Pablo Muñoz en su ar-
tículo, y dificulta una resolución positiva de los debates que, al
menos en parte, dividen hoy a los movimientos sociales, indígenas
y campesinos de Ecuador. Todo ello le lleva a concluir que hoy la
Soberanía Alimentaria es «un destello importante que todavía no
logra convertirse en un claro destino para el país».

Una conclusión parecida podría desprenderse del artículo de
Alberto Montero, que estudia las propuestas agrarias que se es-
tán manejando dentro del espacio de integración regional ALBA-
TPC (Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América -
Tratado de Comercio de los Pueblos), espacio conformado por
Cuba y países emergentes en los que se están planteando políticas
de carácter nacionalista. Quizás cuando se observa la situación
desde una perspectiva regional se ve con mayor claridad los obs-
táculos políticos, sociales y económicos que significa colocar a la
agricultura campesina, a la Soberanía Alimentaria, como para-
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digma central del quehacer económico. Es de resaltar que sólo
con la incorporación de la Bolivia de Evo Morales el tema se aborda
en estos espacios regionales, que empieza a tener un impulso con
la crisis alimentaria (una vez más es cuando el tema alimentario
afecta a las capas urbanas cuando aumenta la sensibilidad políti-
ca), y que propuestas novedosas en el terreno comercial como la
creación de empresas «granacionales» de productos alimentarios
no están exentas de contradicciones al recurrir a compras en los
que los precios priman sobre los principios de la Soberanía Ali-
mentaria.

Si el libro empieza con un artículo de Miquel Altieri sobre la
potencialidad de la agricultura campesina, si el papel de los movi-
mientos campesinos y sus organizaciones ha estado presente en todos
los análisis, que mejor colofón para esta segunda sección que la voz
de alguien tan cercano al trabajo de La Vía Campesina en América
Latina como Peter Rosset para darnos una visión general de la si-
tuación desde el punto de vista de las organizaciones campesinas y
de su pugna por avanzar en la Soberanía Alimentaria. En la entre-
vista que se le plantea hace un repaso de las políticas agrarias lati-
noamericanas, mostrando su complejidad y limitaciones, profun-
dizando y completando muchos de los artículos anteriores, y sobre
todo aportando una visión muy próxima al principal actor en toda
esta lucha: La Vía Campesina.

El artículo de Jordi Gascón, que a modo de reflexión final ocu-
pa la última sección del libro, busca dar otra perspectiva de las
políticas agrarias de los nuevos gobiernos nacionalistas al compa-
rarlas con las que plantearon los gobiernos nacionalistas del pasado
siglo, durante la llamada Era de las Reformas Agrarias, y situar
como un elemento central de la nueva coyuntura el diferente papel
que juegan actualmente los movimientos sociales campesinos,
mucho más fortalecidos y con una agenda política propia, la Sobe-
ranía Alimentaria. El cúmulo de reflexiones que nos aporta el libro
se ve complementado con una comparativa que, tomando carrerilla
desde el pasado, permite mirar un poco más lejos.

En definitiva, se trata de un libro que quiere reflexionar en el
análisis de cómo avanzan las políticas públicas a favor de la Sobera-
nía Alimentaria en una situación de transformación incipiente, en
donde pugnan fuerzas claramente adversas en todos los terrenos y
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en el que los movimientos sociales tienen una difícil tarea de apo-
yo, presión y reivindicación a unos gobiernos y unas alianzas re-
gionales no exentas de contradicciones. Un proceso que, en toda
su complejidad, aporta una esperanza de que haya empezado la
hora de la Soberanía Alimentaria.

El presente libro quiere analizar este proceso, pero también tras-
mitir dicha esperanza. Parafraseando un lema de La Vía Campesina,
pretende ayudar a «globalizar esta esperanza para globalizar su lucha».

Bibliografía
FAO (2009), El Estado de la Inseguridad Alimentaria en el Mundo

2009. Crisis económicas: repercusiones y enseñanzas extraídas.
Roma.

FORO PARA LA SOBERANÍA ALIMENTARÍA (2007), «Declaración
de Nyéléni». Nyéléni, Selingue, Mali. Accesible en:
www.nyeleni.org/spip.php?article291

GRAIN (2008), «Ayuda en semillas, agroempresas y crisis
alimentaria» Biodiversidad y Cultura 58 (octubre). Accesible
en www.grain.org/biodiversidad/?type=45

— (2009), «El fracaso del sistema alimentario transnacional»
Biodiversidad y Cultura 62 (octubre). Accesible en:
www.grain.org/biodiversidad/?id=455

LA VÍA CAMPESINA (2003), «Qué es Soberanía Alimentaria». Ac-
cesible en:
www.viacampesina.org/main_sp/index.php?option= com_
content&task=view&id=343&Itemid=38

— (2007), Los pequeños productores y la agricultura sostenible están
enfriando el planeta. Documento de Posición de La Via Cam-
pesina. Accesible en:
www.viacampesina.net/downloads/PAPER5/SP/paper5-SP.pdf

— (2008) «Vía Campesina celebrará su V Conferencia Interna-
cional». Accesible en:
www.viacampesina.org/main_sp/index.php?option=com_
content&task=view&id=579&Itemid=67

MONTAGUT, X. (2009), «Entrevista sobre Soberanía Alimentaria»
Revista Hika, Bilbao.



23

MONTAGUT, X. y F. DOGLIOTTI, Alimentos globalizados: sobera-
nía alimentaria y comercio justo. Barcelona: Icaria.

MONTAGUT, X. y E. VIVAS (2009), Del campo al plato: los circuitos
de producción y distribución de alimentos. Barcelona: Icaria.

NAREDO, J.M. (2006), Raíces económicas del deterioro ecológico y
social: más allá de los dogmas. Madrid: Siglo XXI.





PRIMERA PARTE

MOVIMIENTOS SOCIALES INDÍGENAS
Y CAMPESINOS: SURGIMIENTO,

RECLAMACIONES E INCIDENCIA POLÍTICA



26



27

Fuerzas globales cuestionan la capacidad de los países en vía de
desarrollo para alimentarse. Varios países han organizado sus eco-
nomías alrededor de un competitivo sector agrícola orientado a la
exportación y basado principalmente en el monocultivo. Puede
afirmarse que las exportaciones de cultivos como la soja en Brasil y
Argentina contribuyen a sus economías a obtener divisa fuerte que
puede utilizarse para comprar otros bienes en el extranjero. Sin
embargo, este tipo de modelo agroexportador, además de crear
dependencia, también comporta diversos problemas económicos,
ambientales y sociales, incluso impactos negativos sobre la salud
pública, la integridad ecosistémica, la calidad de los alimentos, y
en muchos casos trastornos en el medio de vida rural tradicional al
acelerar el endeudamiento de miles de pequeños campesinos.

La creciente presión a favor de la agricultura industrial y la
globalización, con especial interés en los cultivos de exportación, y
últimamente enfatizando los cultivos transgénicos y la expansión
de agrocombustibles (caña de azúcar, maíz, soya, palma de aceite,
eucalipto, etc.), cada día transforma más la agricultura y el sumi-
nistro de alimentos en todo el mundo, y conlleva impactos y ries-
gos económicos, sociales y ecológicos potencialmente severos. Este

I. ¿POR QUÉ LA AGRICULTURA
CAMPESINA?. AGROECOLOGÍA,
MOVIMIENTOS SOCIALES Y POLÍTICAS A
FAVOR DE LA SOBERANÍA ALIMENTARIA*

Miguel A. Altieri

*Una versión del presente artículo fue publicada con el título de «Agroeco-
logy, small farms and food sovereignity» en Monthly Review, vol. 61 (2009):
102-113.
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proceso tiene lugar en medio de un contexto de cambio climático
que, se piensa, tendrá efectos de gran alcance en la productividad
de los cultivos, especialmente en los países en vía de desarrollo de
zonas tropicales. Los riesgos incluyen el incremento de los huraca-
nes y de las inundaciones de las tierras bajas, así como el aumento
de la frecuencia y severidad de las sequías en áreas semiáridas y de
las condiciones de calor excesivo, todo lo cual puede limitar significa-
tivamente la productividad agrícola.

Globalmente la Revolución Verde, si bien mejoró la produc-
ción de ciertos cultivos, evidenció no ser sostenible al causar daños
al medio ambiente y pérdidas dramáticas de biodiversidad y del
conocimiento tradicional asociado. Además favoreció a los agri-
cultores más ricos mientras que dejó endeudados a muchos cam-
pesinos pobres. La nueva Revolución Verde propuesta por la Alianza
para una Revolución Verde en África (AGRA) y financiada por la fun-
daciones Gates y Rockefeller parece destinada a repetir la tragedia
de la primera Revolución Verde al aumentar la dependencia de los
productores a insumos caros (a modo de ejemplo, los costes de los
fertilizantes subieron aproximadamente el 270% en 2008), a
variedades de plantas patentadas a las cuales los campesinos pobres
no pueden acceder, y a la ayuda extranjera (Rosenzweig y Hi-
llel, 2008).

En medio de estas tendencias globales, el concepto de Sobera-
nía Alimentaria y los sistemas de producción basados en la Agroe-
cología han despertado interés en las dos últimas décadas. Iniciati-
vas que implican la aplicación de la ciencia agroecológica moderna
alimentada por el conocimiento indígena, lideradas por miles de
campesinos, organizaciones no gubernamentales y algunas insti-
tuciones gubernamentales y académicas, están demostrando que
pueden mejorar la seguridad alimentaria a la vez que conserva los
recursos naturales, la agrobiodiversidad, el suelo y el agua en
centenerares de comunidades rurales de diversas regiones de todo
el mundo (Pretty y Morrison y Hine, 2003). La ciencia de la Agroe-
cología, que se define como la aplicación de conceptos y principios
ecológicos al diseño y manejo de agroecosistemas sostenibles, pro-
porciona un marco teórico-metodológico para tasar la compleji-
dad de los agroecosistemas. La estrategia agroecológica se basa en
mejorar la calidad del suelo para producir plantas fuertes y sanas,
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debilitando al mismo tiempo las plagas (malezas, insectos, enfer-
medades y nemátodos) y promover el desarrollo de organismos
benéficos a través de la diversificación funcional del agroecosistema
(Gliessman et al. 1998).

Durante siglos las agriculturas de los países en vías de desarro-
llo se construyeron sobre los recursos locales de tierra, agua y otros
recursos, así como en las variedades locales y el conocimiento indí-
gena. Todo ello ha nutrido biológica y genéticamente las granjas
minifundistas con una solidez y una resistencia que les ha ayudado
a adaptarse a climas que cambian rápidamente, así como a plagas y
enfermedades (Denevan, 1995). La permanencia de millones de
hectáreas agrícolas bajo el antiguo manejo tradicional en la forma
de campos elevados, terrazas, policultivos (con varias cosechas cre-
ciendo en el mismo campo), sistemas de agroforestería, etc., docu-
menta una estrategia agrícola indígena exitosa e incluye un tributo
a la «creatividad» de los agricultores tradicionales. Este microcosmos
de agricultura tradicional ofrece modelos prometedores para otras
áreas, ya que promueve la biodiversidad, prospera sin agroquímicos
y sostiene producciones todo el año. Muchos de los nuevos mode-
los agrarios que la humanidad necesitará para la transición hacia
formas de agricultura más ecológicas, biodiversas, locales, sostenibles
y socialmente justas, se basan en la racionalidad ecológica de la
agricultura tradicional a pequeña escala, que suponen ejemplos
establecidos de formas acertadas de agricultura local. Tales siste-
mas han alimentado a la mayor parte del mundo durante siglos y
lo siguen haciendo en muchas partes del planeta (Altieri, 2004).

Por suerte, todavía subsisten miles de pequeñas explotaciones
tradicionales dispersos en los paisajes rurales de todo el mundo. La
productividad y sostenibilidad de estos agroecosistemas se puede
optimizar con métodos agroecológicos, que de esta manera pue-
den formar la base de la Soberanía Alimentaria, definida como el
derecho de cada nación o región para mantener y desarrollar su
capacidad de producir cosechas de alimentos básicos con la diver-
sidad de cultivos correspondiente. El concepto emergente de Sobe-
ranía Alimentaria enfatiza el acceso de los agricultores a la tierra,
las semillas y el agua, se enfoca en la autonomía local, los mercados
y ciclos de consumo y de producción locales, la soberanía energéti-
ca y tecnológica, y las redes de campesino a campesino.
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Producción campesina agroecológica versus agricultura
convencional
A finales de 1980, en América Latina había alrededor de 16 millones
de unidades de producción campesina que ocupaban cerca de 60,5
millones de hectáreas. Esto supone el 34,5% del total de la tierra
cultivada. La población campesina incluye 75 millones de personas
que representan casi dos tercios de la población rural total de Améri-
ca Latina. El tamaño promedio de esas explotaciones es aproximada-
mente 18 hectáreas, aunque la contribución de la agricultura cam-
pesina al suministro general de alimentos en la región es significativa.
Estas pequeñas unidades de producción fueron responsables del 41%
de la producción agrícola para el consumo doméstico; concretamen-
te, producían a nivel regional el 51% de maíz, el 77% de frijol y el
61% de patatas (Ortega, 1986). La contribución a la seguridad
alimentaria de este sector minifundista es hoy tan crucial como hace
veinticinco años.

África tiene aproximadamente 33 millones de pequeñas gran-
jas, lo que representa el 80% de las explotaciones de la región. La
mayoría de los campesinos africanos (muchos de ellos, mujeres)
son minifundistas: dos terceras partes de las explotaciones agra-
rias no llegan a las dos hectáreas. La mayoría de los minifundistas
practican una agricultura de «bajos insumos», basada en el uso
de los recursos locales pero pudiendo hacer un uso moderado de
insumos externos. Esta agricultura produce la mayoría de granos
y legumbres, y casi toda las raíces, tubérculos y cosechas de pláta-
no. Los campesinos minifundistas cultivan la mayoría de alimentos
básicos con prácticamente ningún o poco uso de fertilizantes y
semillas mejoradas (Asenso-Okyere y Benneh, 1997). Sin em-
bargo, esta situación ha cambiado en las dos últimas décadas,
cuando la producción de alimentos per cápita disminuyó en África.
África alguna vez fue autosuficiente en cereales, pero ahora se ve
en la necesidad de importar millones de toneladas. A pesar de
este aumento en las importaciones, los campesinos minifundistas
todavía producen la mayor parte del alimento que se consume en
el continente.

China sola cuenta con casi la mitad de las pequeñas explota-
ciones agrarias de Asia (193 millones de hectáreas), seguida de la
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India con el 23%, Indonesia, Bangladesh y Vietnam. De la mayo-
ría de los más de 200 millones de agricultores de arroz que viven en
Asia, pocos cultivan más de dos hectáreas. China tiene probable-
mente 75 millones de agricultores de arroz que todavía practican
métodos similares a los usados hace más de mil años. Las varieda-
des locales, que se cultivan sobre todo en ecosistemas montañosos
o en condiciones lluviosas, suponen el volumen total del arroz pro-
ducido por los pequeños campesinos de Asia (Hanks, 1992).

Aunque la ciencia agrícola convencional considera que las pe-
queñas granjas familiares son atrasadas e ineficaces, la investiga-
ción muestra que las explotaciones pequeñas son mucho más pro-
ductivas que las grandes si se considera la producción total y no la
producción de un solo cultivo. Las producciones de maíz en siste-
mas de cultivo mexicanos y guatemaltecos tradicionales son aproxi-
madamente de dos toneladas por hectárea o, medidas de otra ma-
nera, aproximadamente 4.320.000 calorías, suficientes para cubrir
las necesidades anuales de alimentación de una familia típica de 5
a 7 personas. En 1950 las chinampas mexicanas (camellones eleva-
dos de cultivos situados en lagos o pantanos poco profundos) pre-
sentaban producciones de maíz de 3,5 a 6,3 toneladas por hectá-
rea. En aquella época eran las producciones más altas a largo plazo
logradas en todo México. En comparación, en 1955 las produccio-
nes promedio de maíz en Estados Unidos eran de 2,6 toneladas
por hectárea, y no pasaron el margen de cuatro por hectárea hasta
1965 (Sanders, 1957). Cada hectárea de chinampa podría produ-
cir suficiente comida para 15-20 personas al año.

Los sistemas de cultivo múltiples tradicionales proporcionan
alrededor del 20% del suministro mundial de alimentos. Los
policultivos constituyen al menos el 80% del área cultivada en África
Occidental, y la mayor parte de la producción de cultivos básicos
en la zona tropical latinoamericana también se da en policultivos.
Estos sistemas de agricultura diversificados en los cuales el agricul-
tor a pequeña escala produce granos, frutas, verduras, forraje y ali-
mento para animales en el mismo campo, generan una producción
total mayor que los monocultivos como el maíz cultivado a gran
escala. Una explotación grande puede producir más maíz por hec-
tárea que una pequeña en la que el maíz se cultiva como parte de
un policultivo en el que también se dan otros productos como el
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frijol, la calabaza, la patata o el heno. Pero, la productividad del
policultivo en términos de productos cosechables por unidad de área
es más elevada que bajo un monocultivo con el mismo nivel de ma-
nejo. Las ventajas de producción pueden promediar del 20% al 60%,
ya que las policultivos reducen pérdidas debido a la reducción del
espacio de malezas (utilizan el espacio que de otra forma estas plan-
tas ocuparían), los insectos (al mejorar el hábitat de sus especies ani-
males depredadoras) y las enfermedades (debido a la mayor diversi-
dad genética), y hacen un uso más eficiente de los recursos disponibles
de agua, luz y nutrientes (Francis, 1986).

Al hacer un manejo más intensivo de menos recursos, los pe-
queños agricultores pueden obtener más ganancia por unidad de
producción y de esta manera alcanzar un mayor beneficio, incluso
si la producción de cada producto es inferior (Rosset, 1999). En
producción total, la granja diversificada genera muchos más ali-
mentos. Esta diferencia es evidente si se mide monetariamente. En
Estados Unidos las granjas más pequeñas, de dos hectáreas, produ-
cen por un valor de 15.104 dólares por hectárea, con una ganancia
neta aproximada de 2.902 dólares por hectárea. En cambio las gran-
jas más grandes, con una extensión media de 15.581 hectáreas,
obtienen 249 dólares por hectárea y un neto aproximado de 52
dólares. Las pequeñas y medianas granjas no sólo muestran una
mayor productividad que los agricultores convencionales, sino que
lo hacen con un impacto negativo al medio ambiente muy infe-
rior: numerosas investigaciones demuestran que los pequeños cam-
pesinos cuidan mejor los recursos naturales, incluso reduciendo la
erosión del suelo, y conservan la biodiversidad. Una parte impor-
tante de los ingresos más altos por hectárea de las granjas en Esta-
dos Unidos se origina cuando los pequeños agricultores consiguen
evitar a los intermediarios y venden directamente al consumidor, a
los restaurantes o a los mercados. También tienden a recibir un
sobreprecio por sus productos de carácter local, con frecuencia or-
gánicos.

La relación inversa entre tamaño de la explotación y produc-
ción puede atribuirse a que el campesino minifundista hace un uso
más eficiente de la tierra, el agua, la biodiversidad y otros recursos
agrícolas. Así que en términos de ingresos y egresos, la sociedad
estaría mejor con agricultores a pequeña escala. Crear economías
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rurales fuertes en el Sur basadas en la agricultura a pequeña escala
permitirá que su población permanezca con sus familias en el cam-
po. Y ello ayudará a contener la marea migratoria a barrios margi-
nales de ciudades donde no existen suficientes oportunidades de
empleo. Con una población mundial en crecimiento, la redistri-
bución de las tierras agrícolas puede llegar a ser crucial para ali-
mentar el planeta, especialmente si la agricultura a gran escala se
dedica a llenar los depósitos de los automóviles a través de la pro-
ducción de agrocombustibles.

Los agricultores a pequeña escala tradicionales tienden a culti-
var una amplia variedad de cultivos. Muchas de estas plantas son
variedades autóctonas (landraces), más heterogéneas genéticamente
que las variedades modernas, y cuyas semillas han sido transmiti-
das de generación en generación. Estas variedades autóctonas son
menos vulnerables, por lo que permiten aumentar la seguridad de
las cosechas frente a enfermedades, plagas, sequías y otras incle-
mencias del medio (Clawson, 1985). En un estudio a nivel mun-
dial sobre la diversidad de especies en explotaciones campesinas
que incluyó veintisiete cultivos, los científicos encontraron que si-
gue manteniéndose una diversidad genética considerable bajo la
forma de variedades tradicionales, especialmente de cultivos bási-
cos. En la mayoría de los casos, los agricultores mantienen la diver-
sidad como una estrategia para enfrentar el cambio ambiental o las
necesidades sociales y económicas futuras. Muchos investigadores
han concluido que la riqueza varietal mejora la productividad y
reduce los riesgos.

Dada la introducción de cultivos transgénicos en las áreas de
alta diversidad, existe la posibilidad de que los rasgos de la semilla
que son importantes para los campesinos indígenas (resistencia a
la sequía, capacidad competitiva, rendimiento en sistemas de
policultivos, calidad de almacenaje, etc.) sean sustituidos por cua-
lidades transgénicas (por ejemplo, la resistencia al herbicida), cua-
lidades que no tienen interés para agricultores que no utilizan
agroquímicos (Jordan, 2001). Ante esta situación el riesgo aumen-
tará, y los campesinos pueden perder su capacidad de producir de
forma relativamente estable, con poca dependencia de insumos
externos, y bajo ambientes cambiantes. Los impactos sociales de
los déficits de cosechas, los cuales resultan de los cambios en la
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integridad de las variedades locales debido a la contaminación
genética, pueden ser considerables en países en vía de desarrollo.

Es crucial proteger las áreas de la agricultura campesina de la
contaminación de cultivos con OGM. Mantener refugios de diver-
sidad genética, geográficamente aislados de cualquier posibilidad
de fertilización cruzada o contaminación genética por los cultivos
transgénicos, creará «islas» de recursos genéticos intactos que ac-
túen como salvaguardas contra el potencial fracaso ecológico deri-
vado de la Segunda Revolución Verde, impuesta por programas
como el Gates-Rockefeller-AGRA en África anteriormente citado.
Estos santuarios genéticos también han de servir como vivero de
semillas libres de OGM necesarios para repoblar las granjas orgáni-
cas del Norte que inevitablemente serán contaminadas por el avance
de la agricultura transgénica. Los minifundistas y las comunidades
indígenas del Sur, con la ayuda de científicos y organizaciones no
gubernamentales, pueden seguir siendo los creadores y guardianes
de una diversidad biológica y genética que continuará enriqueciendo
la cultura alimentaria del planeta.

La mayoría de los modelos de cambio climático predicen que
los daños van a afectar desigualmente a las regiones pobladas por
pequeños agricultores, en particular a los campesinos de las zonas
de secano del Tercer Mundo. Sin embargo, los modelos existentes
proporcionan, en el mejor de los casos, una aproximación esque-
mática de los efectos esperados y esconden la enorme variabilidad
en las estrategias de adaptación. Muchas comunidades rurales y
familias campesinas tradicionales son capaces de enfrentar las pre-
visibles fluctuaciones del clima (Altieri y Koohafkan, 2008). De
hecho, muchos agricultores se adaptan y hasta se preparan para el
cambio climático minimizando el fracaso de las cosechas a través
de un mayor uso de variedades locales tolerantes a la sequía, pro-
moviendo sistemas de cosecha de agua y policultivos, haciendo un
manejo orgánico del suelo, practicando la recolección de plantas
silvestres y la agroforestería, y otras técnicas agrícolas tradicionales
(Browder, 1989).

En agroecosistemas tradicionales, el predominio de sistemas
de cultivos complejos y diversificados tiene una importancia clave
para la estabilidad de los sistemas agrícolas campesinos, permitien-
do que los cultivos alcancen niveles de productividad aceptables
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hasta en condiciones ambientalmente estresantes. En general, los
agroecosistemas tradicionales son menos vulnerables a la pérdida
catastrófica, ya que cultivan una amplia variedad de cultivos y va-
riedades en diferentes disposiciones espaciales y temporales. Por
ejemplo, investigaciones han descubierto que los policultivos de
sorgo/cacahuete y mijo/cacahuete mostraban una mayor estabili-
dad de producción y menos caídas de productividad en períodos
de sequía que los monocultivos.

Una manera de evidenciar estos resultados experimentales es
en términos de volumen producido: cuando dos o más especies se
cultivan juntas producen más que cuando se cultivan solas. Por
ejemplo, una hectárea de una mezcla de sorgo y cacahuete produce
más que media hectárea de sólo sorgo más media hectárea de sólo
cacahuete. Todas las intercosechas produjeron más en los cinco
niveles de disponibilidad de humedad que se ensayó, y que oscila-
ban entre los 297 y los 584 mm de agua aplicada durante el perío-
do de crecimiento. Es interesante señalar que la diferencia relativa
de productividad entre monocultivo y policultivo aumentaba a
medida que se incrementaba el estrés hídrico (Natarajan y Willey,
1996). Muchos campesinos cultivan bajo diseños de agroforestería,
en los que la sombra de los árboles protege las plantas contra las
fluctuaciones extremas del clima y de la humedad del suelo. Los
agricultores influyen en el microclima reteniendo y sembrando ár-
boles, que disminuyen la temperatura, la velocidad de viento, la
evaporación y la exposición directa a los rayos solares, e intercep-
tan el granizo y la lluvia fuerte. En agroecosistemas de café en
Chiapas (México) se descubrió que las fluctuaciones de tempera-
tura, humedad y radiación solar aumentaban considerablemente a
medida que la sombra disminuía, lo que indica que la sombra está
directamente relacionada con la mitigación de la variabilidad en el
microclima y la humedad del suelo (Lin, 2007).

Mediciones realizadas en terrenos de ladera después del hura-
cán Mitch que asoló América Central en 1998 mostraron que los
campesinos que aplicaban prácticas sostenibles como cultivos de
cobertura de mucuna (leguminosa tropical), cultivos intercalados
y agroforestería padecieron menos daños que aquellos que practi-
caban una agricultura convencional. El estudio, que abarcó 360
comunidades y 24 departamentos de Nicaragua, Honduras y Gua-
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temala, mostró que las parcelas diversificadas mantuvieron del 20%
al 40% más capa vegetal, presentaban mayor humedad de suelo,
padecieron una menor erosión y experimentaron pérdidas econó-
micas inferiores (Holt-Giménez, 2001). Esto demuestra que una
reevaluación de la tecnología indígena puede dar una información
esencial sobre la capacidad de adaptación y resiliencia de su modo
de producción, información de importancia estratégica a difundir
entre los agricultores mundiales que han de enfrentar el cambio
climático. Además, las tecnologías indígenas a menudo reflejan una
cosmovisión y un entendimiento de nuestra relación con el mun-
do natural más realista y sostenible que las occidentales.

Políticas agrarias, movimientos sociales y Soberanía
Alimentaria
A pesar de la evidencia de las ventajas de adaptabilidad y producti-
vidad de los sistemas agrícolas tradicionales y a pequeña escala,
muchos científicos y especialistas en desarrollo, así como organiza-
ciones internacionales, sostienen que el rendimiento de la agricul-
tura de subsistencia no es satisfactorio y que la intensificación de la
producción es esencial para la transición a la producción comer-
cial. Si bien tales métodos de intensificación han fracasado frecuen-
temente, la investigación demuestra que la agricultura tradicional
y las combinaciones de cultivo con animales a menudo si son sus-
ceptibles de adaptarse para aumentar la productividad. Así sucede
cuando los principios ecológicos se aplican en las pequeñas gran-
jas; es decir, mejorando el suelo y el hábitat de modo que promue-
va el crecimiento sano de las plantas, debilite las plagas, y estimule
organismos benéficos, a la vez que se usa la mano de obra y los
recursos locales de forma más eficaz.

Diversos estudios han documentado ampliamente que los pe-
queños campesinos pueden producir la mayor parte de los ali-
mentos que las comunidades rurales y urbanas requieren en el
contexto de cambio climático y con los consiguientes costes ener-
géticos que ello conlleva (Uphoff y Altieri et al., 1999). La evi-
dencia es concluyente: los nuevos métodos agroecológicos y tec-
nologías defendidas por campesinos, ONG y organizaciones locales
alrededor del mundo ya están contribuyendo a la seguridad
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alimentaria a nivel local, regional y nacional. En muchos países,
diferentes métodos agroecológicos y participativos muestran re-
sultados muy positivos incluso en condiciones ambientales ad-
versas. Estos métodos pueden permitir, entre otras cosas, aumen-
tar las cosechas de cereales entre un 50 y un 200%, incrementar
la estabilidad de la producción a través de la diversificación, me-
jorar la dieta y los ingresos, contribuir a la seguridad alimentaria
nacional (e incluso exportar), y conservar la base de los recursos
naturales y la agrobiodiversidad.

Estas aseveraciones han sido confirmadas por un reciente in-
forme de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Comercio y
Desarrollo (UNCTAD) que afirma que la agricultura ecológica po-
dría incrementar la seguridad alimentaria en África. Basándose
en el análisis de 114 casos, el informe reveló que una conversión
de las granjas a métodos de producción orgánicos aumentó la pro-
ductividad agrícola en un 116%. Además, el cambio hacia siste-
mas de producción orgánica tiene un impacto duradero ya que
aumenta los niveles de capital natural, humano, social, financie-
ro y físico en las comunidades agrícolas. Por otra parte, el infor-
me de la Evaluación Internacional del Papel del Conocimiento,
la Ciencia y la Tecnología en el Desarrollo Agrícola (IAASTD) en-
cargada por el Banco Mundial, la Organización de las Naciones
Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) y otras agen-
cias de Naciones Unidas, señalaba que un aumento del esfuerzo a
favor de las ciencias agroecológicas contribuiría a resolver los pro-
blemas ambientales y a mantener y aumentar la productividad.
Esta evaluación también subraya que los sistemas de conocimiento
tradicionales y locales mejoran la calidad del suelo agrícola y la
biodiversidad, así como el manejo de nutrientes, plagas y agua, y
aumentan la capacidad de enfrentar las tensiones ambientales aso-
ciadas al cambio climático.

Que se aproveche el potencial de las innovaciones agroecológicas
y se difunda depende de varios factores y requiere grandes cambios
en las políticas agrarias, las instituciones, la investigación y los
métodos extensionistas. Las estrategias agroecológicas propuestas
tienen que apuntar deliberadamente a la población empobrecida,
y no solamente para aumentar la producción y conservar los recur-
sos naturales, sino también para promover la generación de em-
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pleo y mejorar el acceso a los mercados locales. Cualquier intento
serio por desarrollar tecnologías agrícolas sostenibles tiene que ba-
sarse, en su investigación, en los conocimientos y habilidades loca-
les (Richards, 1985). Se tiene que involucrar a los campesinos en la
formulación de la agenda de investigación y lograr su participa-
ción activa en el proceso de innovación y extensión tecnológica a
través de metodologías de Campesino a Campesino que permiten
compartir las experiencias, fortalecer la capacidad de la investiga-
ción local y enfrentar más eficazmente los riesgos. El proceso agroe-
cológico requiere la participación y la mejora del nivel de conoci-
mientos ecológicos de los campesinos sobre sus explotaciones y
recursos. Así se sentarán las bases para potenciar la capacidad de
constante innovación que ya caracterizan a las comunidades rura-
les (Holt-Giménez, 2006).

Además se deben desarrollar oportunidades equitativas de
mercado, enfatizando esquemas locales de comercialización y dis-
tribución, precios justos y otros mecanismos que relacionen a los
campesinos con el resto de la población de forma más directa y
solidaria. El mayor desafío es incrementar la inversión y la investi-
gación en agroecología y difundir los proyectos que ya han demos-
trado ser exitosos entre miles de agricultores. Pero esto generará un
impacto significativo en los ingresos, la seguridad alimentaria y el
bienestar ambiental de toda la población, sobre todo en los campe-
sinos minifundistas que han sido impactados negativamente por la
política agrícola moderna convencional, la tecnología y la profun-
da penetración de la agroindustria multinacional en el Tercer Mundo
(Rosset, Patel y Courville, 2006).

El desarrollo de la agricultura sostenible requerirá cambios es-
tructurales significativos, además de innovación tecnológica y la
creación de redes de solidaridad de campesino a campesino. Este
cambio no es posible sin movimientos sociales que generen una
nueva voluntad política entre los funcionarios con poder de deci-
sión y los empujen en la transformación de las instituciones y re-
gulaciones que actualmente frenan el desarrollo agrícola sosteni-
ble. Se necesita una transformación radical de la agricultura. Una
transformación que comprenda que el tránsito a una agricultura
ecológica no es posible sin otros cambios en los ámbitos social,
político, cultural y económico que afectan al agro.
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Los movimientos campesinos e indígenas organizados como el
movimiento internacional La Vía Campesina y el Movimiento de
Trabajadores Sin Tierras (MST) de Brasil ya hace mucho tiempo
que sostienen que los agricultores requieren la tierra para producir
los alimentos de sus propias comunidades y de su país. Por esta
razón han abogado por verdaderas reformas agrarias que permitan
al campesino acceder y controlar la tierra, el agua y la agrobiodi-
versidad, lo que es de vital importancia para que las comunidades
puedan satisfacer las crecientes demandas alimentarias.

La Vía Campesina cree que si se quiere proteger el sustento,
el trabajo, la seguridad alimentaria y la salud de la población, así
como conservar el medio ambiente, la producción de alimentos
tiene que permanecer en manos de los campesinos a pequeña es-
cala y que no se puede dejar bajo el control de las grandes compa-
ñías agroindus-triales y las cadenas de supermercados. Sólo cam-
biando el modelo industrial agrícola de grandes latifundios
dirigido a la exportación y basado en el libre comercio se puede
frenar la espiral creciente de la pobreza, los salarios bajos, la mi-
gración rural y urbana, el hambre y la degradación ambiental.
Los movimientos rurales sociales abrazan el concepto de Sobera-
nía Alimentaria como una alternativa al modelo neoliberal que
promueve un comercio internacional injusto para solucionar el
problema alimentario mundial. La Soberanía Alimentaria se en-
foca en la autonomía local, los mercados locales, los ciclos locales
de producción-consumo, la soberanía energética y tecnológica, y
la redes de campesino a campesino.

La Revolución Verde no será suficiente para reducir el hambre
y la pobreza, ni para conservar la biodiversidad. Si las causas pri-
mordiales del hambre, la pobreza y la injusticia no se enfrentan
directamente, la tensión entre el desarrollo social equitativo y la
conservación ecológica se acentuarán. Los sistemas de agricultura
ecológica que no cuestionan la naturaleza del monocultivo y que
dependen de los insumos externos, que participan en costosos se-
llos de certificación extranjeros o en sistemas de comercio justo
destinados sólo a la agroexportación, ofrecen muy poco a los pe-
queños campesinos, pues los vuelve dependientes de insumos ex-
ternos y mercados extranjeros volátiles. Mantener la dependencia
de los campesinos bajo un esquema de sustitución de unos insumos
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foráneos por otros hace poco para encaminarlos hacia una moder-
nización productiva agroecológica. Los mercados justos que tie-
nen por destino los mercados ricos del Norte, además de presentar
los mismos problemas que plantea cualquier esquema agroexpor-
tador, no priorizan la Soberanía Alimentaria, perpetuando así la
dependencia y el hambre.

Los movimientos sociales rurales asumen que el desmontaje
del complejo agroalimentario industrial y la restauración de los sis-
temas alimentarios locales deben estar acompañados por la cons-
trucción de alternativas agroecológicas que satisfagan las necesida-
des de los campesinos a pequeña escala y de la población no rural
de ingresos bajos. Y esto se opone al control transnacional de la
producción y la distribución. Considerando la urgencia de los pro-
blemas que afectan a la agricultura, se requiere la creación urgente
de redes entre campesinos que promueven la agricultura sosteni-
ble, organizaciones de la sociedad civil (incluyendo consumido-
res), e instituciones de investigación comprometidas. Avanzar ha-
cia una agricultura socialmente justa, económicamente viable y
ambientalmente sana será el resultado de la acción coordinada de
movimientos sociales emergentes en el sector rural en alianza con
organizaciones de la sociedad civil que apoyan sus mismos objeti-
vos. Hay que creer que ante la presión política constante de cam-
pesinos organizados y sociedad civil, los políticos sean más respon-
sables y desarrollen e impulsen políticas que conduzcan a mejorar
la Soberanía Alimentaria, preservar los recursos naturales, y a ase-
gurar la igualdad social y la viabilidad económica.
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Durante el último tercio del siglo XX, la dinámica social en los An-
des ecuatorianos experimentó cambios trascendentales e imprevi-
sibles tan sólo unos años atrás. El primero de ellos, sin duda, lo
constituyó la entrada en escena de nuevos actores o, si se prefiere,
de nuevos sujetos de desarrollo rural. Me estoy refiriendo a la con-
solidación del movimiento indígena, articulado fundamentalmen-
te, aunque no sólo, alrededor de la Confederación de Nacionalida-
des Indígenas del Ecuador (CONAIE). Este es uno de los factores
más novedosos en la historia reciente del país y, con sus particula-
ridades, se ajusta a la tendencia constatada en otros escenarios lati-
noamericanos caracterizados por la presencia de importantes con-
tingentes de población indígena-campesina.1 La irrupción de la
CONAIE, además, situó «la cuestión étnica» como una prioridad de
la agenda de los poderes públicos y de las agencias de cooperación.

II. REFORMA AGRARIA, DESARROLLO
RURAL Y ETNICIDAD EN LOS ANDES
SEPTENTRIONALES (1960-2005)*

Víctor Bretón

*Este texto sintetiza las conclusiones más importantes de una investigación
de varios años de duración sobre las relaciones entre los organismos de desarro-
llo y las organizaciones indígenas de los Andes del Ecuador. He dejado de lado
las comparaciones con procesos que, como el de Bolivia, se prestan a reflexiones
esclarecedoras y estimulantes.

1. Son muchos los trabajos que relacionan la emergencia de la etnicidad en
la región como paraguas aglutinador de la acción colectiva con su dimensión
estratégica y con el acceso de los grupos subalternos a espacios de autonomía
relativa. Ese proceso cobró fuerza en paralelo al ascenso del neoliberalismo como
doctrina hegemónica. Véanse Koonings y Silva (1999), Petras y Veltmeyer (2001)
o Yashar (2005), entre otros.
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Otro elemento insoslayable es la mutación que se va a ir consoli-
dando en el modus operandi del aparato del desarrollo, pues la pro-
liferación de nuevos actores y de nuevos sujetos vino acompañada
(o fue consecuencia) de esos cambios. Las medidas de ajuste deri-
vadas del Consenso de Washington, con toda su filosofía antiesta-
talista, generaron un replegamiento formidable del Estado. De haber
sido este el principal impulsor de las políticas estructurales, que
tuvieron en las reformas agrarias de los sesenta y los setenta su
máxima expresión, se constata una dejación en favor de agencias
de todo tipo (muchas de ellas Organizaciones No Gubernamenta-
les, ONG) que, ya entre los años ochenta y noventa, se convirtieron
en las principales impulsoras de las intervenciones sobre el medio
rural. Semejante proceso de externalización vino acompañado de
un ir y venir de formas de vehicular y entender la misma noción de
desarrollo: desde el «capital social» hasta el «etnodesarrollo», pa-
sando por todas las versiones imaginables de intervenciones «soste-
nibles», con «enfoque de género» y espíritu «empoderativo». Una
colección de modas que denotan, en el fondo, un giro en lo que a
los planteamientos sobre la pobreza rural y los movimientos socia-
les se refiere (Kay, 2008).

Tomando como punto de referencia empírico a la sierra ecua-
toriana, donde de manera emblemática el movimiento indígena
hizo gala durante la última década del siglo XX de una alta capaci-
dad movilizadora y de una notable destreza en la interlocución con
el Estado y las agencias de cooperación, mi tesis principal es que
esa sucesión de modas descansó sobre el denominador común de
un esfuerzo por desvincular el desarrollo rural de la cuestión
irresuelta de la concentración de la tierra y la riqueza. Esa línea
pasó por enfatizar los aspectos identitarios y organizativos dejando
en segundo plano todo lo referente a la agenda campesina prece-
dente. Quiero incidir también en el papel cambiante desempeña-
do en todo ello por los mediadores indígenas y que se reflejó en el
tránsito de unos intelectuales orgánicos de «viejo cuño» —los ema-
nados de la coyuntura reformista del tiempo de la lucha por la tie-
rra— a un grupo de dirigentes profesionalizados que devinieron
en parte de un dispositivo neoliberal de poder. A tal fin, y partien-
do del significado de los logros conquistados por el movimiento
indígena en las postrimerías del siglo XX (primer apartado), pro-
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pongo una lectura sintética de lo que significó la herencia del mo-
delo desarrollista de los sesenta y los setenta desde el punto de vista
de la conformación de aquellos intelectuales orgánicos (segundo
acápite) para pasar, después, a un análisis de las implicaciones del
neoliberalismo en lo que a la etnificación del desarrollo rural y al
reacomodo de las dirigencias indígenas se refiere. Mi análisis abar-
ca, pues, desde la época de las reformas agrarias hasta la llegada a la
Presidencia de la República de Rafael Correa tras las elecciones de
2006, hito que marca el inicio de un tiempo nuevo —no sé en el
momento de escribir estas líneas si «pos-neoliberal», «neo-cepalino»
o «neo-desarrollista»— que merecería una investigación específica
y detallada. De ahí la delimitación cronológica del título.

El movimiento indígena como actor político
El advenimiento del movimiento indígena como un actor político
de primera magnitud ha sido, sin duda, uno de los acontecimien-
tos más remarcables de la historia social contemporánea del Ecua-
dor. Aunque arranca, como veremos, de procesos que hunden sus
raíces en las décadas precedentes, es en la de los años ochenta cuan-
do, definitivamente, se condensó en la CONAIE la que fuera una de
las plataformas de reivindicación identitaria con mayor capacidad
de movilización y de interpelación de la América Latina del último
cambio de siglo: la voz de los pueblos indígenas se hizo audible
—directa y claramente audible— al menos desde que en 1990 pa-
ralizaran por vez primera el país y cuestionaran, también por pri-
mera vez, la permanencia de un esquema estatal de relaciones ex-
cluyente e inequitativo.2  En casos como el del Ecuador, además, el

2. Hay que recordar en este punto la estructura piramidal del movimiento
indígena ecuatoriano. Sus cimientos están conformados por un tupido tejido de
organizaciones locales —conocidas como «de primer grado» o «de base»— que
se extiende a lo largo y ancho del territorio (comunidades, cooperativas, asocia-
ciones, etc.). A partir de esa base, fueron surgiendo las federaciones u OSG (or-
ganizaciones «de segundo grado»), cada una de las cuales agrupa a un conjunto
más o menos amplio de las anteriores. Este es, continuando con el símil de la
pirámide, el segundo piso, visto desde abajo. Más arriba, encontramos un tercer
grado de andamiaje que suele abarcar el ámbito provincial. Son federaciones de
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escenario que fueron definiendo esos procesos de afirmación
identitaria se caracterizó por el hecho de que, ante el descalabro del
Estado desarrollista y el descrédito generalizado de las propuestas
procedentes del espectro de la izquierda clásica, el indígena fuera
durante los noventa el único movimiento social con capacidad de
enfrentar a sectores muy amplios de la población contra la impla-
cabilidad de un ajuste económico de alto coste social presuntamente
inevitable.3  En el contexto de un Estado tan débil y clientelar como
el ecuatoriano —históricamente débil y clientelar—, la reiterada
capacidad movilizadora de la CONAIE4 incidió más de lo que suele
reconocerse en la errática trayectoria de la gestión económica del
país, al obligar periódicamente a negociar, matizar y reorientar los
lineamientos del gobierno de turno (Santana, 2004).

federaciones, es decir, federaciones de OSG. De la unión de esas organizaciones
de tercer grado emergieron las tres grandes plataformas correspondientes a las
regiones naturales del país: ECUARUNARI en la sierra (Ecuador Runacunapac
Riccharimui / Amanecer del Indio Ecuatoriano), CONFENIAE en el oriente
amazónico (Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecua-
toriana) y CONAICE en la costa (Confederación de Nacionalidades y Pueblos
Indígenas de la Costa Ecuatoriana). Finalmente, de la alianza de estas surgió en
1986 la CONAIE. Aunque esta es la coordinadora más representativa a nivel na-
cional, conviene no olvidar que no es la única: junto a ella coexiste la FENOCIN

(Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indias y Negras del Ecua-
dor), con un discurso más clasista que la CONAIE, y la FEINE (Federación Nacio-
nal de Indígenas Evangélicos del Ecuador), aglutinadora en exclusiva de organi-
zaciones evangelistas.

3. Con esto no quiero decir que, gracias a ello, el Ecuador eludiera la orto-
doxia neoliberal, ni mucho menos: a la vista está la dolarización de la economía
nacional a partir del año 2000; un proceso que colocó al país «un paso al frente»
en lo que al radicalismo en la traducción a la realidad local de los preceptos
neoliberales se refiere. La impronta de la fortaleza demostrada por el movimien-
to indígena entre finales de los ochenta y 2003 (año de su ruptura con el enton-
ces presidente Lucio Gutiérrez) se evidencia más bien en las características del
ajuste «a la ecuatoriana»: en lugar de un modelo unilineal y ortodoxo (como en
la Bolivia de Sánchez de Lozada, en el México de Salinas de Gortari o en el Perú
del «fujishock»), en Ecuador las medidas fueron zigzagueantes y heterodoxas.

4. Capacidad plasmada, por ejemplo, en los exitosos levantamientos de 1990,
1994 y 2001; en su participación en el derrocamiento del presidente Jamil
Mahuad en enero de 2000; o en los numerosos paros y bloqueos de carreteras
parciales vividos durante los turbulentos años finiseculares.
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En cualquier caso, y vista en perspectiva histórica, la mag-
nitud del cambio experimentado por la sociedad ecuatoriana
durante las últimas décadas del siglo XX es innegable: tanto en
términos de los logros alcanzados por los pueblos y nacionali-
dades indígenas,5  como de lo que había significado la
invisibilización de la alteridad cultural a lo largo del dilatado
proceso de construcción nacional republicana. En ese tránsito,
sin duda rápido contemplado desde la larga duración transecular,
fue crucial la existencia de una sólida élite intelectual indígena
capaz de hilvanar un discurso sobre la plurinacionalidad, la
importancia de la identidad étnica y el derecho a la diferencia;
discurso en cuya elaboración también participaron numerosos
intelectuales no-indígenas que, ante la crisis de la izquierda tra-
dicional, apostaron por el fortalecimiento de la CONAIE y sus
filiales como alternativa realmente democratizante frente al an-
quilosado aparato de un Estado en crisis permanente desde el
fin del espejismo petrolero al inicio de la década de 1980.6 El
reconocimiento de la trascendencia de esas élites pensantes no
significa —al contrario— que las reivindicaciones expresadas
bajo la bandera de la etnicidad no estuviesen ampliamente asu-
midas por las bases: como muy bien evidenciaron los sucesivos
levantamientos de los años noventa:

El discurso de los dirigentes indígenas fue masivamente adop-
tado y transformado rápidamente en acciones políticas, por-

5. Logros que hacen alusión a rubros como, por citar sólo algunos, el respe-
to por parte de sectores blancos y mestizos hacia todo lo indígena, el reconoci-
miento constitucional (tanto en la Constitución de 1998 como en la de 2008)
de un paquete remarcable de reivindicaciones históricas del movimiento, la pre-
sencia indígena recurrente en el escenario político nacional, o la imagen con-
quistada por la CONAIE a escala internacional.

6. Buena prueba de ello fue la conformación a partir de 1995 del Movi-
miento Plurinacional Pachakutik-Nuevo País, proceso en el que convergieron
los intereses de los líderes indígenas de cara a contar con una plataforma política
con qué concurrir a la arena electoral y generar amplias alianzas con tendencias
progresistas, con la propuesta de la izquierda (no-indígena) de articular una or-
ganización pluriétnica de amplia base social alejada de los partidos tradicionales
(Guerrero y Ospina, 2003: 194-195; Larrea, 2004: 69).
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que se funda en las experiencias diarias de discriminación étnica
y en las estrategias de resistencia que construyen la identidad y
el autorrespeto indígenas con base en las definiciones cultura-
listas de lo indígena. (Lentz, 2000: 205)

Reconocida, pues, la importancia del contexto en este tipo de
fenómenos de revitalización étnica, y retomando el hilo
argumental de este ensayo, es el momento de iniciar la reflexión
sobre aquel haz de procesos que cristalizaron en un movimiento
como la CONAIE. De entre todos ellos, como ya se indicó, quiero
destacar la herencia y la quiebra de los modelos desarrollistas pre-
cedentes, y lo que significó después la consolidación y tenaz per-
sistencia del neoliberalismo. Es precisamente durante esta segun-
da etapa que se ensayarán vías de intervención sobre el mundo
indígena-campesino tendientes cada vez más a diluir el conteni-
do clasista de sus viejas demandas en clichés estereotipados y
esencialistas. Es también entonces cuando, fruto precisamente de
ello, se sembraron las semillas de la profunda crisis de representa-
tividad por la que atravesará la CONAIE de 2003 en adelante, tras
su alejamiento de (cuando no enfrentamiento a) la Presidencia
de la República y su pérdida de capacidad redistributiva y de man-
tenimiento de clientelas.7

7. Este es un fenómeno curioso, al menos en apariencia. Lucio Gutiérrez
llegó a primer mandatario gracias al apoyo del movimiento indígena en la con-
tienda electoral de 2002. Mientras duró tal alianza, la CONAIE disfrutó de cotas de
poder insólitas por aquel entonces en toda América Latina para una plataforma
étnica. Tras la ruptura, escenificada en el verano de 2003 con la salida del Gobier-
no de los tres ministros vinculados a Pachakutik, la misma CONAIE entró crisis.
Una primera prueba de la magnitud de esa crisis fueron los resultados escuálidos,
rayando el ridículo, que obtuvo el dirigente histórico Luis Macas en las elecciones
presidenciales de 2006 (Báez y Bretón, 2006), y eso que era la primera vez en que
el movimiento indígena presentaba a un intelectual propio (y de enorme presti-
gio) como candidato. Creo que, en realidad, esa situación se estaba larvando desde
mucho tiempo atrás, que los oropeles del poder y la capacidad de gestionar recur-
sos desde las diferentes instancias de la administración (Estado, prefecturas, mu-
nicipios) la enmascaraban, y que en la lógica del modelo cultural del neoliberalismo
se pueden encontrar algunas de sus claves explicativas, tal como intentaré mostrar
en la segunda mitad de este trabajo.
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La herencia del modelo desarrollista
Durante décadas, «reforma agraria» fue una expresión mágica en
el mundo del desarrollo rural. Eran los años del industrialismo
cepalino,8 cuando se aseguraba por activa y por pasiva que la trans-
formación profunda de las estructuras agrarias constituía una con-
dición sine qua non del «despegue» económico (el célebre take off
de Rostow), pues facilitaría la capitalización y la adecuación del
campesinado «tradicional» a la coyuntura expansiva y reforzaría
la cohesión social. La «modernización» de América Latina debía
pasar, así, por la consolidación de estados fuertes, intervencionistas
y proteccionistas capaces de reformar las estructuras agrarias, im-
pulsar la industrialización y el crecimiento urbano, y articular un
discurso socialmente aglutinador alrededor de ese proyecto. De
ahí la importancia de las reformas agrarias (sello de la alianza del
Estado con el campesinado) y de los programas indigenistas diri-
gidos hacia la integración de los más marginados entre los margi-
nados rurales.

Límites y paradojas del indigenismo ecuatoriano
Más allá del indigenismo oficial derivado del histórico Congreso
Interamericano de 1940 (Pátzcuaro, México), y cuyos resultados
en Ecuador fueron más bien escasos, quiero llamar la atención so-
bre algunas experiencias indigenistas que se fueron concretando en
los Andes ecuatorianos durante las décadas de 1960 y 1970, mo-
mento álgido del conflicto agrario. Me estoy refiriendo a la Misión
Andina del Ecuador (MAE),9 muy vinculada a la antropología apli-
cada de la época; a la praxis indigenista impulsada por los sectores
progresistas de la Iglesia católica;10 y a la labor desplegada por la

8. Este modelo fue prolijamente teorizado desde la Comisión Económica
para América Latina y el Caribe (CEPAL) —de ahí lo de «cepalino»—, convir-
tiéndose en el paradigma dominante en materia de desarrollo desde finales de la
década de 1940 hasta los inicios de la de 1980.

9. Diseñada por Naciones Unidas (1952) y dirigida por la Organización
Internacional del Trabajo hasta su integración en el Estado ecuatoriano (1964),
la MAE fue uno de los proyectos indigenistas más emblemáticos de su época. Fue
perdiendo fuelle con el inicio de la reforma agraria hasta extinguirse práctica-
mente con la década de 1960.
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Federación Ecuatoriana de Indios (FEI), creada en 1944 desde el
Partido Comunista para impulsar el sindicalismo entre la pobla-
ción indígena.

La MAE defendió de manera pionera en el país la necesidad de
impulsar un desarrollo armonioso de los diversos aspectos que cons-
tituían la vida cotidiana de las comunidades rurales. El seguimien-
to de sus realizaciones revela, sin embargo, su excesivo sesgo
tecnocrático: la inversión en rubros como caminos, escuelas co-
munales, infraestructuras sanitarias, viviendas rurales y, muy espe-
cialmente, la introducción de la revolución verde, marcaron los lí-
mites de su intervención. Poco es, en efecto, lo que fructificó de
aquél esfuerzo desde el punto de vista de la exclusión social y de la
marginación económica de la población indígena. Desde el mo-
mento en que nunca cuestionó la concentración de la tierra en pocas
manos y que, por lo tanto, poco o nada hizo por facilitar el acceso
de los campesinos a una parcela o por combatir la pervivencia del
régimen de hacienda, las iniciativas de Misión Andina estaban con-
denadas a caer en saco roto. No sucedió lo mismo, en cambio, con
la simiente que dejó desde el punto de vista organizativo. En la
medida en que esa institución también invirtió en educación y
capacitación de líderes campesinos, es más que notable la huella
que imprimió en la primera generación de intelectuales indígenas
que, más de cuarenta años después, reconocían su deuda con los
talleres formativos de la MAE, innovadores en la mayor parte de los
cantones andinos en los que se impartieron (Bretón, 2001). Para-
dójicamente, una iniciativa tan homogeneizadora en su filosofía
como esta, contribuyó a la concienciación étnica y a la reivindicación
de la diferencia como herramienta y demanda política en el largo
plazo de aquellos a quienes presuntamente iba a integrar en la so-
ciedad nacional.

En el caso del indigenismo católico derivado del espíritu del
Concilio Vaticano II (1963), nos encontramos ante unos plan-
teamientos muy diferentes, próximos a algunos lineamentos ideo-

10. Sobre el rol jugado por las iglesias evangélicas, especialmente fuerte en
la sierra central y que por cuestiones de espacio dejo fuera del texto, véanse
Muratorio (1982) y Andrade (2004).
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lógicos de la izquierda (reivindicación del reparto agrario). Di-
cha orientación está bien representada en la sierra ecuatoriana
por la obra de la Diócesis de Riobamba (provincia de Chimborazo,
la de mayor población indígena del país) en el tiempo de Monse-
ñor Leónidas Proaño, quien llegó a definirla como la Iglesia de
los Pobres. Sin querer entrar en detalles sobre su trascendencia en
la lucha contra el latifundio, ni sobre el significado que tuvo la
pérdida por parte de los sectores dominantes en la sociedad rural
de uno de sus aliados tradicionales —la Iglesia—, sí es oportuno
remarcar su impacto en lo que a la formación del movimiento
indígena se refiere, y eso en un doble sentido. Por una parte, en el
caso específico de Chimborazo, por el apoyo que la Diócesis dio
a las comunidades en su armazón organizativo: un somero ras-
treo por las actuales organizaciones quichuas, pone de manifies-
to que muchas de ellas hunden sus raíces en el impulso brindado
por los sacerdotes proañistas al fortalecimiento de las estructuras
asociativas del mundo indígena como herramienta de cambio
social (FEEP, 1987). En segundo lugar, y más allá de la casuística
particular de Chimborazo, por la puesta en funcionamiento de
una serie de instituciones de desarrollo (ONG) que, hasta el día
de hoy, han venido trabajando en pos de una concepción del de-
sarrollo rural que ha tomado como referente de sus objetivos a las
comunidades y, básicamente, a las federaciones de comunidades
(las OSG).

Otro aspecto interesante de todo esto, enfatizado por Car-
men Martínez Novo (2007), es de qué manera, y a diferencia
de otros países como México, el Estado ecuatoriano acostum-
bró a externalizar la práctica indigenista en instituciones ajenas
al propio Estado (tal es el caso de Misión Andina y de la Iglesia
católica). Pienso que dicha delegación es coherente con el siste-
ma de administración de poblaciones establecido en Ecuador
desde las primeras décadas de vida republicana. En efecto, tal
como ha mostrado en diferentes trabajos Andrés Guerrero, al
menos desde la supresión del tributo de indios (institución de
raigambre colonial) en 1857 y hasta la liquidación del régimen
de hacienda en los setenta del siglo XX, el Estado delegó —bajo
la argucia legal de la igualación ciudadana y la eliminación ofi-
cial de la categoría «indio»— la administración de esas pobla-
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ciones al ámbito privado (al mundo de las haciendas, de la domi-
nación étnica en los cantones y las parroquias rurales). En ese con-
texto, y durante casi un siglo y medio, los indios fueron
invisibilizados y privados de voz propia. Su intermediación con los
poderes del Estado se hacía a través de otras personas que «tradu-
cían» sus demandas y aspiraciones al lenguaje políticamente co-
rrecto: son lo que el autor denomina las «formas ventrílocuas de
representación»; estado de cosas que se prolongó hasta la emersión
contemporánea del movimiento indígena (Guerrero, 1994 y 2000).
Quiero subrayar la naturaleza de ese sistema de administración de
poblaciones, pues conformaba el campo en el que se circunscribían
las iniciativas de corte indigenista: fueran anti o pro-reformistas,
tuvieran una intencionalidad implícita de mantener el statu quo o
una voluntad explícita transformadora o revolucionaria, el hecho
es que se desenvolvían en un marco en el que el Estado se desen-
tendía de la cuestión indígena —resuelta en los ámbitos de los micro
poderes locales, en el día a día, en los roces de la cotidianidad
pueblerina—, acusando siempre, por lo tanto, sesgos ventrílocuos
evidentes y conspicuos.

Además de todo el elenco de agentes emanados de la Iglesia
progresista (sacerdotes conciliares, catequistas, alfabetizadores,
promotores rurales), conviene no olvidar que, desde tiempo atrás,
militantes destacados de la izquierda habían iniciado a través de
la FEI una labor importante en la formación de cuadros dirigen-
tes indígenas. Es frecuente, por ejemplo, toparse en la memoria
oral de quienes vivieron la etapa de las luchas agrarias de los se-
senta y los setenta con la figura de los abogados y activistas de la
FEI que asesoraban a los comuneros sobre las estrategias más efi-
cientes de hacerse con la tierra, colaborando en la constitución de
sindicatos campesinos al ínterin o en los márgenes de los latifun-
dios. El mismo Guerrero nos recuerda de qué manera la Federa-
ción se constituyó, de hecho, «en una suerte de aparato indigenista
no estatal», es decir, en «un organismo de mediación, de ex-
presión y traducción (una ventriloquia política) de sujetos socia-
les, los indios, carentes de reconocimiento (legalidad y legitimi-
dad) y, por ende, de discurso reconocido y acceso directo al sis-
tema político». De ahí el intento de la FEI de «desprivatizar
y deslocalizar los conflictos agrarios, expulsarlos fuera de lo
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regional y llegar a los centros de decisión del Estado nacional»
(1993: 102-103).11

Lo que me parece más llamativo de todas estas experiencias es
que, a trazo grueso, en lugar de disolver las identidades indias, las
reforzaron; en vez de fortalecer la constitución de una comunidad
imaginada nacional mestiza, desataron procesos de reafirmación (y
reinvención) identitaria indígena. Esto permite reflexionar sobre la
importancia que los diferentes modelos de intervención indigenista
tuvieron en la conformación en el medio andino de verdaderos inte-
lectuales orgánicos, en el sentido gramsciano del término, que van a
jugar un rol clave en la lucha por la tierra y en la construcción de un
sujeto de acción colectiva amparado bajo el paraguas de «lo indíge-
na». En la articulación de esa élite campesina de intelectuales orgáni-
cos, que se convirtieron en los primeros organizadores de sindicatos,
comunas y asociaciones y que se erigieron como los mediadores en-
tre el complejo mundo de los peones de hacienda y el de sus aliados
externos contra la oligarquía terrateniente, muchos fueron los que
contribuyeron a su adoctrinamiento estratégico: tanto los promoto-
res católicos como los activistas de la FEI establecieron engarces
organizativos con las comunidades indígenas, apoyaron el tupido
tejido de solidaridades domésticas y comunitarias e impulsaron la
promoción de líderes a menudo a través de los dirigentes consuetu-
dinarios.

11. El prolijo trabajo de Marc Becker (2008) sobre las relaciones históricas de
la izquierda con el mundo indígena viene a debatir algunos de estos planteamientos.
A través de su análisis de las sinergias entre la FEI y las luchas indígeno-campesinas,
este autor cuestiona la idea de la ventriloquia al argumentar que la conciencia étnica
y la conciencia de clase estuvieron presentes, con altibajos, en el quehacer de la Fe-
deración: no es que el Partido Comunista y la FEI hablaran «en nombre» de los
indios, sino que destacadísimos dirigentes quichuas —hombres y mujeres, por más
señas— formaron parte de sus organigramas, desempeñando cargos de gran rele-
vancia política. Más allá de la minuciosidad de la investigación empírica de Becker,
creo que el meollo de la cuestión se sitúa en otro lado: en cierto sentido, el hecho
innegable de que las demandas indígenas —embebidas además en un discurso cla-
sista— fueran audibles únicamente a través de la interlocución de plataformas reco-
nocidas por la sociedad hegemónica, no sólo no invalida, sino que refuerza la tesis de
la ventriloquia. Becker muestra, de hecho, cómo uno de los grandes méritos de la
FEI fue el de trasladar los conflictos agrarios del ámbito de lo local y privado (las
haciendas) al público-nacional, como ya había señalado Guerrero.
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Los resultados asimétricos de las reformas agrarias
Son prolijos los trabajos disponibles sobre el impacto que las leyes de
reforma agraria de 1964 y 1973 tuvieron sobre la mutación estructu-
ral del espacio rural ecuatoriano, por lo que no me voy a entretener
mucho en ello.12 Baste recordar que en el año 1954, fecha de realiza-
ción del primer censo agropecuario del país, el 2,1% de las explotacio-
nes —con más de un centenar de hectáreas cada una— acaparaba el
64,4% de la superficie agrícola mientras que las unidades inferiores a
cinco hectáreas (el 73,1% del total) tan sólo controlaban el 7,2% (ta-
bla 1). La expansión de la frontera agrícola y, en mucha menor medi-
da, la reforma redistributiva (circunscrita al área andina) se tradujeron
en una notable reducción de los índices de concentración de la propie-
dad: treinta años después, en 1984, las posesiones superiores al cente-
nar de hectáreas no concentraban más del 34% de la superficie
agropecuaria; la mediana propiedad (de entre 20 y 100 hectáreas) ha-
bía incrementado su importancia territorial (con el 30% en su haber);
y los patrimonios inferiores a 20 hectáreas, con el 35,6% de la super-
ficie, habían experimentado un fuerte crecimiento (Chiriboga, 1987:
6). Es importante insistir en que esa aparente mayor equidad, por de-
berse básicamente a la puesta en cultivo de nuevos territorios ubicados
en las tierras bajas subtropicales y tropicales, es más ficticia que otra
cosa. El Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización
(IERAC), en realidad, desmovilizó al campesinado a través del fomento
de la colonización y del acceso a la propiedad de los huasipungueros
serranos,13 aceleró la disolución y posterior redistribución de las ha-
ciendas tradicionales con dificultades para adecuarse a las necesida-
des modernizantes impuestas por la coyuntura desarrollista, pero ga-
rantizó la reconversión sobre las mejores tierras de aquellas otras
susceptibles de transformarse en unidades capitalizadas orientadas al
mercado urbano interior o a la exportación.

12. Véanse Chiriboga (1987), Barsky (1988) y Bretón (1997).
13. La hegemonía de las haciendas explica la pervivencia, hasta la década

de 1960, de un amplio abanico de vínculos («precarios» en el lenguaje de la
época) entre las economías campesinas serranas y los hacendados. Esos vínculos,
el más importante de los cuales era el huasipungo, se fundamentaban en la ob-
tención de rentas en trabajo por parte de los terratenientes a cambio de permitir
el acceso de los campesinos a la tierra y otros recursos de la hacienda.
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Desde la perspectiva indígeno-campesina, la reforma compor-
tó una contracción importante de la demanda de mano de obra
fruto de la ruptura de sus vínculos con las haciendas supervivientes
(a menudo fuertemente mecanizadas), la pérdida del acceso a otros
recursos (y a otros pisos ecológicos) de los antiguos latifundios y la
aceleración de sus procesos de diferenciación interna. Lo más habi-
tual fue que se redistribuyeran las peores tierras (laderosas, erosio-
nables y de escasa vocación agrícola), que entrarían con el paso de
los años en un lenta pero continua minifundización,14 dado el co-
lapso con el que topará la siguiente generación de ex-huasipun-
gueros cuya única posibilidad de acceder a una parcela será a través
de la fragmentación de los lotes entregados por el IERAC o de la
ocupación y sobre explotación generalizada de los pisos ecológicos
más altos —los páramos—, sometidos hoy en día a un grado de
deterioro muy considerable.

A grandes rasgos, la reforma agraria permitió ampliar la super-
ficie agropecuaria (dos millones de hectáreas en sólo 20 años), en-
mascarar las estadísticas sobre distribución real de la riqueza, pro-
curar la transformación de las grandes propiedades potencialmente
viables y estimular la movilidad económica y social de un campesi-
nado cada vez más heterogéneo. Este último punto es muy impor-
tante para entender cómo se fue articulando el movimiento indí-
gena en un contexto pos-reformista en el que la descomposición
del régimen terrateniente implicó, definitivamente, el fin de la vin-
culación orgánica del indio con la hacienda y su inserción a gran
escala en los circuitos comerciales y en el mercado de trabajo regio-
nal y nacional. Ese fue el escenario en el que se intensificó la mi-
gración estacional de un pequeño campesinado indígena empuja-
do por la presión demográfica sobre la tierra y por las esperanzas
del auge petrolero de la década de 1970: la naturaleza de ida y vuel-
ta de esos flujos migratorios posibilitó el mantenimiento de los vín-
culos (afectivos, sociales, simbólicos y económicos) de los y las

14. Sólo entre 1954 y 1974 (tabla 1), las unidades campesinas (consigna-
das en los censos como menores de 20 hectáreas) aumentaron globalmente en
133.901. En ese intervalo, el 66% se minifundizó por debajo de las 5 hectáreas,
al tiempo que el 34% restante inició, con un promedio de 11,81 hectáreas por
explotación, su capitalización.
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Tabla 1. Evolución de la estructura agraria en Ecuador, 1954-2000

Tamaño de las
unidades

1954
unidades

1974
unidades

2000
unidades

1954
%

1974
%

2000
%

Menos de 5 ha 251.686 346.877 535.309 73,11 66,82 63,51

De 5 a 20 ha 57.650 96.360 176.726 16,75 18,56 20,97

De 20 a 100 ha

Más de 100 ha

Total unidades 100,00

27.742 64.813 111.290 8,06 12,48 13,20

7.156 11.091 19.557 2,08 2,14 2,32

354.234 519.141 842.882 100,00 100,00

Tamaño de las
unidades

1954
hectáreas

1974
hectáreas

2000
hectáreas

1954
%

1974
%

2000
%

Menos de 5 ha 432.200 538.700 774.225 7,20 6,78 6,27

De 5 a 20 ha 565.800 935.300 1.706.794 9,43 11,77 13,81

De 20 a 100 ha

Más de 100 ha

Total hectáreas 100,00

1.138.700 2.664.700 4.614.436 18,98 33,52 37,35

3.863.000 3.810.800 5.260.375 64,39 47,94 42,57

5.999.700 7.949.500 12.355.830 100,00 100,00

Fuente: Censos Agropecuarios de 1954, 1974 y 2000.

migrantes con sus comunidades originarias. Este elemento, a su
vez, permitió retroalimentar la base de las adscripciones identitarias
locales sobre las que ir construyendo un nuevo sujeto colectivo
panindígena.

La forma en que se concretó la reforma en los Andes significó
en el medio plazo un deterioro creciente de las condiciones de vida
de buena parte de sus teóricos beneficiarios. Las posibilidades que
la movilidad abrió en un escenario de expansión económica petro-
lera se «cortocircuitaron» con la llegada de la crisis y la recesión
entrada ya la década de 1980, deslegitimando al Estado y conde-
nando a parte importante de la población indígena serrana a repro-
ducirse como grupos sociales marginales (Guerrero, 2001: 207).
Facilitó, a la vez, que ciertos sectores minoritarios dieran el salto,
por disponer de ventajas comparativas de distinta índole —bien
por haber accedido a mejores y mayores porciones de tierra (a veces
incluso por su ubicación privilegiada dentro de la misma estructu-
ra jerárquica de poder en las viejas haciendas), bien como conse-
cuencia de ser destinatarios directos de proyectos de desarrollo ru-
ral, o resultado del mayor acceso a la educación o a la formación
profesional— hacia la capitalización-mercantilización de sus eco-
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nomías, alimentando y reforzando el selecto grupo de los intelec-
tuales orgánicos indígenas.15 Para el grueso de la población indígeno-
campesina, sin embargo, la dislocación de sus economías tras la
reforma obligó a buscar fuera del ámbito doméstico los comple-
mentos indispensables para garantizar su supervivencia.

La eliminación del huasipungo y el fin de la dominación
hacendataria tampoco impidieron la redefinición de las jerarquías
raciales: tal como señala Amalia Pallares (2002: 37), la rearticula-
ción de las relaciones de producción reorganizó la racialización de
los sectores subalternos. Aquí son referencia obligada los hallazgos
de Carola Lentz (1997) sobre el impacto de la migración temporal
de los comuneros chimboracenses a las plantaciones de caña de la
costa en la constitución de un sujeto colectivo «indígena» por enci-
ma de las adscripciones identitarias locales, pues todos ellos eran
allí discriminados como «indios» independientemente de su comu-
nidad, parroquia o cantón de origen. La reforma agraria marcó así
un parteaguas en la evolución social de los Andes ecuatorianos en
tanto que, gracias a la aceleración que supuso en la integración de
las comunidades indígenas al mercado y al Estado, «la conciencia
de pertenecer a un grupo ‘nosotros’, que inicialmente era definido
en el ámbito local», se transformó «en un sentimiento de pertenen-
cia a una gran comunidad de indígenas» (Lentz, 2000: 226). De
ese modo, se fue reedificando la frontera étnica al tiempo que se
cimentaba una identidad y un proyecto común para las «naciona-
lidades indígenas».

15. En el esquema de intermediación con el Estado y el aparto del desarro-
llo inaugurado tras el desplazamiento de los terratenientes, los líderes indígenas
adquirieron nuevos y valiosísimos conocimientos sobre el funcionamiento del
mundo exterior; conocimientos que nunca habían tenido en el tiempo de las
haciendas. Ahí fue cuando empezaron a demandar cotas de control sobre la pla-
nificación y la ejecución de los programas de desarrollo rural (Pallares, 2002:
41). De hecho, «una importante proporción de los líderes, en algún momento
de su recorrido, trabajaron de promotores, capacitadores o gestores de proyec-
tos de desarrollo en las agencias estatales, de la iglesia o privadas»; es decir, «re-
cibieron una instrucción y colaboraron en aquellas instituciones frente a las cuales,
desde sus puestos en las parroquias, la provincia o la capital de la República
deben emitir discursos sobre la diferencia étnica, la opresión y la autonomía»
(Guerrero, 1995: 11).
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Otro factor a tener en cuenta es que la población rural indíge-
na emigró tras la reforma agraria menos con carácter definitivo que
la blanco-mestiza, con lo que muchas parroquias andinas experi-
mentaron, entre 1962 y 1990, un proceso de indianización res-
ponsable también de la fiebre etnicista que recorrió de norte a sur
el callejón interandino a partir de las etapas finales de la lucha por
la tierra.16 El énfasis en la reivindicación étnico-comunitaria du-
rante las décadas de los ochenta y los noventa, por tanto, puede ser
entendido en parte como respuesta desde esos espacios (re)india-
nizados a la decepción generada por los resultados obtenidos final-
mente en términos económicos de las reformas agrarias. Como ha
apuntado Tania Korovkin, esa intervención no estuvo a la altura
de las expectativas que generó entre el campesinado, por lo que
desató «una tendencia para el desarrollo de organizaciones autóno-
mas al margen de la red organizativa controlada por el gobierno y,
además, una proliferación de conflictos entre las organizaciones
patrocinadas por el Estado y sus supuestos benefactores» (1993,
5). Dicha tendencia se vio fortalecida por otro efecto colateral de la
disolución de las haciendas: la profusión legal de organizaciones de
base (sobre todo comunas y cooperativas) con personería jurídica,
trámite que las facultaba para obtener algunos servicios mínimos
prestados por el Estado (escuelas por ejemplo).17

Una última reflexión sobre la magnitud de las reformas agra-
rias. Creo que con lo dicho queda suficientemente claro que las
limitaciones que estas presentaron en el caso ecuatoriano desde el
punto de vista de la redistribución real y efectiva de las tierras más
productivas —en una lectura economicista del fenómeno— no im-
pide reconocer su trascendencia en lo que a las transformaciones

16. De 1962 a 1990 la población rural en las áreas de predominio indígena
aumentó un tercio, elevando la tasa general de crecimiento de la sierra, que sólo
lo hizo en una cuarta parte (Zamosc, 1995: 25). Hernán Carrasco (1993) cons-
tató además a través del análisis de los censos de 1974, 1982 y 1990 que la
proliferación de organizaciones quichuas coincidía con una dinámica demográ-
fica de despoblamiento mestizo de las cabeceras parroquiales.

17. El 39,4% del total de las comunas y el 74,14% del de las cooperativas
constituidas en la sierra entre 1911 y 1992 vieron la luz en el período compren-
dido de 1965 a 1984 (Zamosc, 1995: 90-94).
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del medio rural andino se refiere. Las reformas liquidaron, de he-
cho, una estructura agraria conformada en trazo grueso desde la
segunda mitad del siglo XVII: estamos hablando de generaciones y
generaciones de patrones que se reproducían para seguir siendo pa-
trones y de generaciones y generaciones de indios mitayos, con-
ciertos y huasipungueros cuyo universo vital difícilmente podía tras-
cender de los límites de las haciendas. Visto en perspectiva histórica,
el salto que propiciaron es de unas proporciones formidables. De
alguna manera —y en la línea argumental de lo afirmado por
Rodrigo Montoya (1992) para el caso peruano—, es como si estas
hubieran roto un dique enorme, el de la dominación secular de los
señores de la tierra, provocando un desembalse cuyas consecuen-
cias de todo orden —políticas, culturales, sociales y simbólicas, ade-
más de económicas— todavía no hemos aprehendido en toda su
magnitud y complejidad. El devenir de plataformas como la
CONAIE, surgidas en los intersticios de la ruralidad, de hecho, difí-
cilmente es comprensible sin tener en consideración la significa-
ción profunda de las reformas y las dinámicas que acarrearon en la
intermediación del Estado con los campesinos. En los Andes ecua-
torianos, desde luego, el desmoronamiento del viejo régimen lati-
fundista marcó un antes y un después que está en la base de la
consolidación de un sólido andamiaje organizativo cimentado en
las luchas agrarias y en cuyo fortalecimiento jugaron a posteriori
(ya en los años ochenta y noventa) un rol fundamental las agencias
de desarrollo estatales, privadas y multilaterales.

Neoliberalismo y nueva ruralidad
El neoliberalismo se fue concretando en América Latina a través de
tres grandes directrices políticas, en lo que a las áreas rurales se
refiere: la desregulación de los mercados de productos e insumos
—consecuencia de la apertura comercial y la teoría de las ventajas
comparativas—, la liberalización del mercado de tierras, y la subs-
titución del paradigma de la reforma agraria por el del desarrollo
rural integral (DRI) en un primer momento (años ochenta) y, en
adelante, por el proyectismo de todo tipo como única vía de inter-
vención. En base a ello, la praxis del desarrollo rural en los Andes
ecuatorianos durante las dos últimas décadas del siglo XX vino
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marcada por el fin del ciclo reformista, la proliferación de ONG

en medio del replegamiento del Estado, una gran dispersión
paradigmática y una deriva etnicista en los planteamientos y en
los sujetos de interés.

Los DRI y el fin del ciclo reformista
La apuesta por los DRI como alternativa a la reforma agraria, hecho
consumado ya a finales de los años setenta, implicó el abandono de
la pretensión de una transformación global de la sociedad rural en
aras de actuaciones parciales y circunscritas a determinados grupos
de productores (Grindle, 1986), al tiempo que abrió una puerta a
la privatización de las actuaciones en materia de desarrollo. De
hecho, desde el momento en que el DRI suponía renunciar a la
utopía de un cambio estructural en favor de los proyectos de actua-
ción inmediata y focalizada (Cloke y Little, 1990), era de por sí
compatible con el marco de la nueva economía institucional.18

En cualquier caso, lo que quiero remarcar aquí no es tanto el
resultado tangible de los DRI como el hecho innegable de que sir-
vieron, también en el caso ecuatoriano, de coartada al abandono
del tema de la distribución de la tierra.19 En nombre del desarrollo
rural, y asumiendo tácitamente el fin del ciclo reformista, casi to-
das las intervenciones eludieron esta cuestión: los proyectos DRI,

18. Un espíritu en cierto sentido anticipado en Ecuador por la Ley de Fo-
mento y Desarrollo Agropecuario de 1979, que imponía un primer giro con
respecto al proceso reformista iniciado en 1964 y que se plasmó en el Plan Na-
cional de Desarrollo (1980-1984). Dicho Plan identificó diecisiete proyectos
DRI y creó el Subsistema de Desarrollo Rural Integral; la Secretaría de Desarro-
llo Rural Integral (SEDRI) y las correspondientes unidades ejecutoras de los pro-
yectos serían las responsables de su puesta en marcha (SEDRI, 1983: 11-12).

19. Los logros globales de los DRI ecuatorianos fueron más bien modestos,
tal como ha sido puesto de manifiesto en diferentes investigaciones. En el caso
del FODERUMA (Fondo de Desarrollo Rural Marginal), por ejemplo, Tania
Korovkin enfatiza de qué manera este fue concebido como sucedáneo tecnocrático
de la reforma agraria: en teoría, FODERUMA pretendía prestar asistencia finan-
ciera a los sectores menos favorecidos del campesinado; en la práctica, en cam-
bio, la limitación de sus fondos lo hizo prácticamente inoperante a gran escala
(Korovkin, 1997: 38). Resultados similares obtienen Luciano Martínez y Alex
Barril (1995) en su trabajo sobre el PRONADER (Programa Nacional de Desarro-
llo Rural) a lo largo de más de doce años de funcionamiento.
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pioneros de la nueva coyuntura, ni siquiera la mencionaban, pues
la consideraban (por activa o por pasiva) como un asunto desfasa-
do y anticuado. Si a esto añadimos el contexto crítico de la década
de los ochenta y la merma financiera del Estado para impulsarlos,
es fácilmente explicable su pérdida de protagonismo como agentes
potenciadores del desarrollo rural en beneficio de las ONG, multi-
plicadas y sobredimensionadas a la sombra de un ajuste económi-
co que ha ido limitando la capacidad de los poderes públicos.

La privatización de las intervenciones sobre el medio rural
La proliferación de esas agencias fue llenando el vacío dejado por el
Estado, ejerciendo como eslabones intermedios de la «cadena de la
ayuda» y consolidando nuevas formas de cooptación y clientelismo.
Partiendo de esa realidad, el modelo de cooperación de finales del
siglo XX, fundamentado en buena medida en la actuación de las ONG,
se convirtió en la contraparte neoliberal de las políticas sociales en
muchos países de América Latina. Es verdad que la presencia de ONG
en la región no es nueva, y que en el caso del Ecuador algunas de las
más importantes se remontan a los tiempos de la lucha por la tierra.
Lo novedoso es la entrada masiva en escena de esta clase de organiza-
ciones a partir de los inicios de la década de 1980: según cálculos de
Jorge León (1998), casi tres cuartas partes (el 72,5%) de las que hi-
cieron su aparición en el país a lo largo del siglo XX (hasta 1995)
vieron la luz en los años que van de 1981 a 1994; es decir, a la par de
la puesta en marcha de las diferentes políticas de ajuste ensayadas
desde 1982.

Ese cambio de contexto también incidió sobre las ONG de ma-
yor solera, que tuvieron que enfrentar un proceso intenso de
redefinición de sus prioridades y de sus métodos. Es remarcable en
este sentido el giro que dieron muchas de las agencias históricas del
área andina (Ecuador, Perú y Bolivia), pasando de unas actitudes
rupturistas y contestatarias propias de los setenta a otras partici-
pativas (¿acomodaticias?) con la ortodoxia dominante en la década
siguiente. Durante la época de las reformas agrarias y los primeros
programas DRI, en efecto, las ONG «contestaban la acción guber-
namental, buscando ampliar la base social de los programas públi-
cos». Su actuación se diferenciaba de la de los organismos oficiales
«no tanto por el modelo de desarrollo que impulsaban sino por el
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énfasis dado a la organización social, a la capacitación y politización»
(Chiriboga, 1995: 18). Un amplio elenco de ONG, en esa tesitura,
se definía prácticamente como organizaciones anti-Estado, en la
medida en que este era considerado como el representante institu-
cional de los grupos dominantes, y la impronta de su quehacer
sobre la consolidación de los movimientos sociales y sobre la ideo-
logización de muchos de sus dirigentes fue notoria. Desde media-
dos de los ochenta, sin embargo, esa orientación fue sustituida por
otra marcada por la insistencia en la colaboración, la concerta-
ción, la intermediación en los procesos sociales y el distanciamien-
to de la política formal, considerada ahora como «un campo exter-
no de las ONG» (Chiriboga, 1995: 39).

Esa mutación pudo darse, empero, a pesar del propio código ético
de muchos responsables locales de ONG: las financieras externas (habi-
tualmente europeas o norteamericanas) fueron imponiendo las temá-
ticas, los plazos, las orientaciones políticamente correctas de los pro-
yectos a ejecutar e incluso las formas de evaluación (cuando no a los
evaluadores). De ese modo, la economía política del neoliberalismo
exigió a las viejas ONG repensar y replantear sus relaciones con el Esta-
do, con el mercado y con los beneficiarios. Hoy por hoy, en la medida
en que apuestan más por atacar los síntomas de la pobreza que sus
causas estructurales, la mayor parte de las agencias privadas que ope-
ran en Ecuador reciben el grueso de sus ingresos de organismos guber-
namentales del Norte o multilaterales interesados por el efecto de anal-
gésico social que sus intervenciones pueden generar. De este modo,
han ido tejiendo un amplio y sutil «colchón» capaz de amortiguar
los efectos del ajuste económico: en unos casos (el de los excluidos
del modelo) suplantando al Estado en proyectos de diversa índole y
minando, a través de su conversión en beneficiarios de la ayuda, su
potencial convulsivo; en otros (el de los técnicos nacionales de todo
tipo) consolidando un espacio de refugio frente al ajuste.20

20. Un elemento que ha jugado en favor de esa evolución ha sido la cooptación
de numerosos intelectuales y profesionales locales que, ante el colapso del sector
público y la pauperización de las clases medias, se vieron obligados a emplearse en la
tabla de salvación en que se convirtió el mundo de las ONG y la cooperación inter-
nacional. La intelectualidad indígena, por supuesto, no fue inmune a ese proceso.
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La fragmentación del aparato del desarrollo y la dispersión
paradigmática
El paradigma de intervención representado por el modelo de las
ONG es, paradójicamente, una suerte de anti-paradigma o, si se
prefiere, de no-paradigma. En realidad, hay tantos modelos de ac-
tuación sobre la sociedad rural como agencias de desarrollo, siendo
sencillo encontrar comunidades campesinas en cuyo espacio opera
simultáneamente una multiplicidad inusitada de aquellas.21 Junto
a la yuxtaposición consiguiente de otras tantas pequeñas estructu-
ras burocrático-administrativas, esto ha generado la superposición
sobre la misma base social de proyectos ejecutados desde orienta-
ciones con frecuencia contrapuestas (desde la agroecología a la
revolución verde, desde el fortalecimiento organizativo hasta la capa-
citación empresarial, pasando por todas las modas imaginables).
Semejante heterogeneidad ha fomentado todo tipo de reticencias a
la colaboración, aunque sólo sea por la simple incompatibilidad
programática. Contribuyó a equiparar además el comportamiento
de las ONG con el de cualquier empresa de servicios, dada su nece-
sidad de competir en un mercado (el de la cooperación internacio-
nal) caracterizado por lo limitado de los medios financieros dispo-
nibles en relación a las ingentes necesidades de la empresa (el
desarrollo convencionalmente entendido): de ahí la contienda
interinstitucional para hacerse con los recursos puestos en juego,
incitando rivalidades y distinciones.

Esa fragmentación del aparato y de los enfoques de interven-
ción ofrece la triste estampa «de un espejo quebrado en mil frag-
mentos, cada uno de los cuales refleja, desde su propia forma, la
misma imagen dislocada del desarrollo» (Paniagua, 1992: 209).
En medio de esa aparente heterogeneidad, parece subyacer no obs-
tante una suerte de agenda oculta, promovida desde las más altas
instancias del aparato del desarrollo (básicamente del Banco Mun-

21. Sirvan como muestra los siguientes ejemplos de la provincia de
Chimborazo: la contabilización de 35 ONG en la órbita del cantón Guamote
entre 1985 y 1996 (CESA, 1997: 86), de 29 en la parroquia indígena de Cacha
a finales de 1989 (Bretón, 2001: 168), y hasta de 60 agencias (récord nacional)
sólo en la parroquia San Juan por esos mismos años (Bebbington, Ramón,
Carrasco, Torres y Trujillo, 1992: 194).
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dial y del entramado institucional de Naciones Unidas), que tran-
sita hacia la etnificación del desarrollo rural —ahí encaja por ejem-
plo el énfasis mostrado en el fomento del «capital social» y del
«etnodesarrollo» como temas estrella en su interlocución con las
organizaciones indígenas— y su desvinculación de todas aquellas
formulaciones que cuestionen los mecanismos básicos de acumu-
lación del capitalismo neoliberal (y la reconcentración de la tierra
es uno de ellos).22 Es como un movimiento de péndulo que ha
saltado, en un puñado de años, desde el fervor por la reforma agra-
ria hasta posicionamientos identitarios esencializados, siempre par-
ciales y asumidos incluso por las propias organizaciones indígenas,
tal como se argumenta a continuación.

La etnificación del desarrollo rural
Desde los años ochenta, tanto el Estado a través de los DRI como
las ONG tuvieron un papel muy activo en la articulación de OSG
como contrapartes de sus proyectos. La razón última tiene que ver
con el hecho de que estas plataformas son estructuras manejables
—ni muy pequeñas (e irrelevantes en términos del impacto de la
intervención), ni excesivamente grandes (lo que aumentaría el riesgo
de diluir los resultados)—, aparentemente bien coordinadas con
las bases que las integran y que, a juzgar al menos por la retórica de
sus líderes, condensan las virtudes emanadas del comunitarismo
con que tantas veces han sido estereotipados los campesinos andinos
desde posiciones idealistas.

22. Más allá del debate teórico sobre el concepto de capital social, que dejo
de lado, conviene señalar que el Banco Mundial potenció una visión reduccionista:
la circunscrita a la presencia de organizaciones capaces de facilitar a los sectores
populares la acción colectiva en pos de intereses comunes. El apoyo e inducción
de esas formas organizativas —capital social estructural, en la literatura especia-
lizada— se consideró indispensable para incrementar el protagonismo de los
pobres rurales en sus procesos de cambio. En consonancia con la filosofía pos-
Consenso de Washington, se optó por esa conceptualización como paradigma
innovador en materia de desarrollo (Grootaert y Van Bastelaer, 2001), marcan-
do estilo y explicando el éxito que adquirió a finales de los noventa entre todas
las agencias importantes, públicas y privadas. Una lectura en positivo de ese
proceso, se encuentra en Bebbington, Woolcock, Guggenheim y Olson (2006).
Para una crítica demoledora, véase Fine (2001).



65

En una investigación anterior sobre la relación entre las ONG y
el andamiaje organizativo indígena, en base a una muestra de 170
agencias interventoras con un total de 405 proyectos activos de
desarrollo rural a finales de la década de 1990 (Bretón, 2001 y 2002),
pude constatar la existencia de una sólida tendencia a concentrar
los proyectos y las inversiones en los municipios (cantones) más
indígenas de la sierra. A pesar de que la pobreza rural se encontra-
ba ampliamente redistribuida a lo largo del callejón interandino,
parecía que, con alguna excepción, eran los espacios rurales mayori-
tariamente quichuas los principales beneficiarios de la cooperación
al desarrollo. De manera lógica, pues, los ámbitos más visitados
por las ONG y con mayor población indígena eran los que presen-
taban mayor densidad organizativa, medida tanto en el número
como en la fortaleza aparente de sus OSG. La relación causal quedó
ampliamente demostrada en el estudio: el efecto de atracción que
la etnicidad ejercía sobre las ONG, y que se traducía en su concen-
tración sobre las zonas de predominio quichua, coadyuvó un rápi-
do proceso de fortalecimiento organizativo sobre el medio rural.
Proceso —conviene insistir en ello— que fue consecuencia de la
forma de operar de las agencias de desarrollo y que sirvió para que
algunos investigadores vinculados al Banco Mundial concluyeran
que una de las características del campesinado indígena era su alta
densidad en capital social y que, por ende, una de las prioridades
del Banco debía ser su fomento en aras de alcanzar el
«empoderamiento» y la mejora de las condiciones de vida de esa
población étnicamente diferenciada (Bebbington y Carroll, 2000;
Carroll, 2002 y 2003).

La realidad, sin embargo, distaba mucho de esa imagen
edulcorada de las OSG. Hacen falta más trabajos de carácter
etnográfico sobre su naturaleza, sobre el complejo haz de relacio-
nes que se ha ido entretejiendo entre las dirigencias y las bases, así
como sobre los vínculos entre esas dirigencias-mediadoras y las
agencias de desarrollo. Por el momento, y a partir de mi propia
experiencia de campo y de las aportaciones de Luciano Martínez
(2006), estamos en condiciones de afirmar: 1) que buena parte de
las OSG se han constituido gracias a la promoción, apoyo e induc-
ción de instituciones foráneas ligadas a programas de desarrollo, lo
cual significa que las motivaciones para su existencia son externas,
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abarcando desde la puesta en funcionamiento de proyectos pro-
ductivos hasta el proselitismo religioso; 2) que cada OSG compite
con otras OSG por mantener e incrementar su «clientela» (sus ba-
ses), produciéndose desencuentros, desavenencias, rupturas, esci-
siones y conflictos; 3) que su dependencia funcional de la obten-
ción de recursos del aparato del desarrollo ha comportado la
substitución paulatina de una dirigencia indígena militante,
ideologizada e identificada con un perfil político-reivindicativo, por
otra de carácter tecnocrático, alejada de los viejos intelectuales or-
gánicos y convertida en un sector de mediadores profesionales más
interesado por las características y la envergadura de los proyectos a
implementar que por un cuestionamiento del modelo proyectista
o del abandono del Estado de sus obligaciones sociales. Todo ello,
en suma, ha ejercido un poderoso influjo de cara a canalizar las
reivindicaciones del movimiento indígena hacia andariveles
asumibles por el modelo hegemónico.

Estas consideraciones, harto reveladoras por sí mismas, me
condujeron a definir los modelos neoliberales de intervención so-
bre el medio rural andino como neo-indigenistas y etnófagos.23 Lo
de neo-indigenistas viene porque se asemejan a los del indigenismo
clásico en su afán de situar la etnicidad en un plano «políticamente
correcto», aunque adecuando el horizonte final —la domestica-
ción del movimiento indígena y la neutralización de su potencial
revulsivo— al signo de los tiempos: la asunción de la pluricultu-
ralidad, del plurilingüismo y, en el mejor de los casos, de la
plurinacionalidad de los estados latinoamericanos no tenía por qué
atentar contra la lógica de la acumulación capitalista neoliberal.
Esta es una lección que aprendieron los organismos multilaterales
al «descubrir» la importancia de la inversión en rubros tan poco
convencionales como el capital social o el etnodesarrollo en países
donde, con el Ecuador a la cabeza, los movimientos étnicos habían

23. La expresión la tomé parcialmente de Héctor Díaz-Polanco (1997),
autor que aludía literalmente al indigenismo etnófago. En la medida en que el
término «indigenismo» está demasiado relacionado con su utilización para cali-
ficar el paquete de políticas dirigidas a las poblaciones indígenas durante la eta-
pa desarrollista, preferí hablar de neo-indigenismo etnófago para referirme a la
situación creada por los modelos neoliberales de actuación.
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mostrado su capacidad de aglutinar y canalizar el descontento po-
pular ante el ajuste.24 La etnofagia alude a la peculiaridad tal vez
más perversa y también más sutil del nuevo indigenismo: el hecho
de que los programas fueran gestionados y ejecutados parcialmen-
te por indígenas. Una simple ojeada al funcionamiento del entra-
mado institucional del desarrollo evidencia de qué modo sectores
importantes de la intelectualidad quichua —la misma que en su
día elaboró un discurso contestatario y con ribetes anti-neolibe-
rales— se fue enquistando en su maquinaria burocrático-adminis-
trativa y en algunos estamentos privilegiados de la alta política con-
vencional. Lo mismo cabe argüir desde el punto de vista de los
pisos intermedios del andamiaje organizativo indígena (las OSG y
lo que estas representan), dependientes funcional y financieramente
de las ONG, de las financieras multilaterales y de sus proyectos.

Reflexiones finales: etnofagia y multiculturalismo
neoliberal
En este apartado final voy a tratar de anudar, en forma de reflexio-
nes abiertas, los principales hilos sueltos que la madeja de la
etnificación del desarrollo rural ha ido dejando en lo que respecta
al discurso, las prácticas y la representatividad del movimiento in-
dígena y de sus dirigentes-mediadores.

UNO. Más allá de sus limitados resultados redistributivos, la re-
forma agraria representó un punto de inflexión fundamental en los
Andes ecuatorianos. La liquidación de un sistema de explotación
—el régimen de hacienda— de más de tres siglos de existencia supu-
so un desembalse de unas proporciones extraordinarias. No es expli-

24. Es importante señalar que Ecuador fue el país elegido por el Banco
Mundial para ensayar las virtudes del etnodesarrollo y del fortalecimiento
organizativo a través del Proyecto de Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Ne-
gros del Ecuador (PRODEPINE). Esta iniciativa constituyó, entre 1998 y 2004,
el pilar de las políticas de desarrollo del Estado ecuatoriano sobre esos colecti-
vos. Como señalé en otro trabajo, PRODEPINE puede ser considerado como ejem-
plo paradigmático de las nuevas formas inducidas de neo-indigenismo etnófago,
tanto por sus resultados inocuos en lo que al «combate contra la pobreza» se
refiere como por sus efectos sobre la cooptación de líderes y por su naturaleza de
correa de transmisión del proyectismo (Bretón, 2005).
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cable, de hecho, la articulación del movimiento indígena sin enten-
der las implicaciones de todo tipo que acarreó el proceso reformista y
las sinergias por él desatadas. La lucha por la tierra y las estrategias
que generó —concatenación de un tupido andamiaje organizativo
con capacidad para aglutinar la acción colectiva del campesinado in-
dígena— están en la base de la politización de la etnicidad ya en la
década de los setenta. En todo ese transcurso, jugaron un papel fun-
damental los dirigentes que, a modo de verdaderos intelectuales or-
gánicos, tomaron las riendas de las organizaciones —a caballo en-
tonces entre las demandas campesinistas y las reivindicaciones étnicas
por el respeto, la ciudadanía y contra el racismo— y fueron hilva-
nando un discurso político propio, cada vez más independiente del
de sus aliados externos. El rol de estos últimos —catequistas, sacer-
dotes y técnicos vinculados a la teología de la liberación, así como
militantes de la FEI— fue clave desde el punto de vista de la confor-
mación de esa miríada de intelectuales orgánicos quichuas. Esa rela-
ción se retroalimentó por mucho tiempo, pues una parte importante
de las ONG y las agencias de cooperación que focalizaron su interés
en el mundo indígena, hicieron del fortalecimiento organizativo una
bandera de su labor sobre el terreno.

DOS. El movimiento indígena demostró una gran capacidad de
contestación ante los intentos zigzagueantes de imponer ajustes de alto
coste social. No pudo evitarlos —ahí está la dolarización de la econo-
mía ecuatoriana a partir del año 2000—, pero sí fue capaz de inducir
avances significativos en la senda de los derechos colectivos: desde re-
conocimientos constitucionales de gran poder simbólico (y la natura-
leza pluricultural y multiétnica del Estado es uno de ellos) hasta la
inserción de destacados intelectuales indígenas en la gestión de las
políticas públicas, y no sólo en los ámbitos municipales (alcaldes) y
provinciales (prefectos), sino alcanzando algunas de las más altas ma-
gistraturas del Estado (ministerios como el de Relaciones Exteriores y
el de Agricultura, en su momento más álgido). Las fortalezas de la
CONAIE y la imagen construida y publicitada a escala internacional,
hicieron de la indianidad un poderoso imán para atraer recursos y pro-
yectos sobre las parroquias quichuas de los Andes. Las organizaciones
fueron perdiendo perfil como plataformas de lucha y reivindicación
para ganar peso como contrapartes de las agencias de desarrollo. Poco
a poco, las demandas de hondo calado político, las que cuestionaron
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en su día la concentración de la tierra y la inevitabilidad del dogma
neoliberal, cedieron terreno ante la lluvia fina del proyectismo, que
terminó por imponer un campo de juego en el que, definitivamente,
el único margen de negociación del movimiento indígena se encuadra
en el número y el monto de proyectos a ejecutar.

TRES. Todo ello se fue consumando a la vez que los cuadros di-
rigentes de la CONAIE se institucionalizaban. Desde el manejo de los
poderes locales hasta las cómodas oficinas de los ministerios o la ges-
tión de ambiciosos programas del Banco Mundial, el caso es que el
grueso de la intelectualidad indígena de hoy tiene poco que ver con
los liderazgos de tres décadas atrás. Las viejas dirigencias del tiempo
de la reforma agraria fueron reemplazadas por nuevas generaciones
de líderes emprendedores, con ribetes tecnocráticos barnizados de
una identidad esencializada, en consonancia con el discurso prêt-à-
porter del aparato del desarrollo. Se fueron convirtiendo, de facto, en
parte funcional de un dispositivo de poder de corte neoliberal. Con
una retórica cada vez más etnicista, con mayores dificultades para
tender puentes con otros sectores sociales no definidos como indíge-
nas pero igual de golpeados por el neoliberalismo que la población
quichua, y en una esfera de intereses en alejamiento creciente de los
problemas y las expectativas de la vida cotidiana de las comunidades,
todo parece indicar que ese grupo de mediadores profesionales está
enfrentando una aguda crisis de representatividad.

CUATRO. En todo este proceso, el aparato del desarrollo ha ju-
gado un papel decisivo. Conviene no perder de vista de qué mane-
ra, desde la primera mitad de los noventa, el mismo Banco Mun-
dial ha ido mostrando una atención renovada por los pueblos
indígenas. La apertura y sensibilidad hacia sus reivindicaciones cons-
tituye, ciertamente, una respuesta al vigor demostrado por las or-
ganizaciones étnicas. Como en otros países (México, Guatemala o
Panamá son buenos ejemplos), la respuesta del establishment
neoliberal se ha orientado hacia la articulación de una suerte de
práctica discursiva que algunos autores califican ya como «multicul-
turalismo neoliberal»; un patrón recurrente de interacción entre
los regímenes neoliberales y las plataformas indianistas que está
corriendo en una triple dirección: asumir y apoyar, incluso a través
de modificaciones constitucionales, determinadas demandas de
carácter cultural (derechos al reconocimiento y visualización de la
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diferencia); dejar en un segundo plano (o simplemente obviar)
aquellos planteamientos que pudieran poner en entredicho la lógi-
ca del modelo de acumulación; y profundizar en paralelo la vía
asistencialista (proyectista) de intervención sobre las comunidades
de base.25 La paradoja de esa acepción del multiculturalismo es que
oficializa la alteridad cultural mientras que, por otro lado, desesti-
ma todo aquello que cuestione la hegemonía de la ortodoxia
neoliberal, conformando así la naturaleza de lo que Charles Hale
(2004) ha calificado como el ideal del «indio permitido».

FINAL. La etnificación de la cuestión agraria y la consiguiente
concentración de recursos de la cooperación en «lo indígena» y «lo
andino», han comportado la invisibilización de procesos que se han
ido dando en paralelo en otras zonas del país. Sobre todo a partir de
la década de 1990, y quizás espoleada por la dolarización, la recon-
centración de la tierra y el expolio campesino han sido rápidos e im-
perceptibles a los ojos de casi todos. Si bien es cierto que la acumu-
lación de la riqueza y la subproletarización de la población indígena
es notoria en los enclaves floricultores de la sierra, la verdad es que no
es allí donde se concretan los mayores índices de acaparamiento de
superficies agrícolas. Los nuevos oligarcas no se sienten atraídos por
las tierras altas, sometidas a una sobrexplotación tenaz, con serios
problemas de erosión y degradación de suelos. La verdadera cuestión
agraria se fue trasladando silenciosamente desde el pie de monte
andino hasta las llanuras tropicales de la costa, a la expansión ilimi-
tada de las grandes empresas bananeras y a la ampliación de los em-
porios agroexportadores donde la precariedad laboral, la represión
de cualquier iniciativa sindical, el trabajo infantil indiscriminado y
la constitución de un verdadero lumpen proletariado sometido a una
flexibilización y arbitrariedad brutal en los mecanismos de contrata-
ción, están a la orden del día (Martínez Valle, 2003). Y eso se dio con
la aquiescencia de las autoridades y una ausencia notoria de ONG u
organismos multilaterales de desarrollo. Tras el deslumbramiento de
una visión edulcorada del movimiento indígena y sus logros, subyace
el hecho innegable (aunque pocas veces reconocido) de que los índi-

25. Véanse, por ejemplo, Díaz-Polanco (2006), Assies (2000), Hale (2002)
y Martínez Novo (2006).
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ces de concentración de la tierra en el Ecuador se sitúan hoy, al me-
nos, a la par de los que justificaron en su día la reforma agraria.26
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Después de tres años de gestión gubernamental al mando de Evo
Morales, el Movimiento Al Socialismo (MAS) se encamina hacia
la reelección de su líder en los comicios presidenciales de diciem-
bre de 2009. En el transcurso se aprobó una nueva Constitución
Política que reconoce un modelo de Estado plurinacional en aten-
ción a las reivindicaciones del movimiento campesino e indíge-
na. La nacionalización de los hidrocarburos fue otra política adop-
tada por Evo Morales en respuesta a las demandas de diversos
sectores de la población cuyas protestas provocaron la renuncia
de dos presidentes antes de la victoria del MAS en diciembre de
2005. Es decir, el gobierno de Evo Morales tiene como impronta
peculiar una imbricación con organizaciones y sectores sociales
de carácter popular y un discurso que combina elementos de na-
cionalismo e indigenismo. Estos rasgos distinguen su estilo polí-
tico y organizativo respecto a los partidos tradicionales que ma-
nejaron el gobierno desde la recuperación de la democracia en
1982. Esta situación se explica, en buena medida, por la ligazón
entre el liderazgo de Evo Morales y los movimientos sociales que
conforman la base de apoyo al MAS, definido como un «instru-
mento político» de las organizaciones sindicales. Este ensayo se
refiere a esa relación que modificó el proceso político boliviano
desde principios de esta década con consecuencias evidentes para
el decurso de la democracia.

Un hecho que caracteriza a la política boliviana es el prota-
gonismo de movimientos sociales que combinan sus demandas

III. BOLIVIA: MOVIMIENTOS SOCIALES
CAMPESINOS E INDÍGENAS EN EL
GOBIERNO DE EVO MORALES (2006-2009)

Fernando Mayorga
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sectoriales con propuestas de transformación política. A principios
de 2000, se inició un ciclo de protestas contra el neoliberalismo y
los partidos tradicionales que provocaron la renuncia de dos presi-
dentes y el adelantamiento de elecciones generales. Este proceso
tuvo un desenlace peculiar con la victoria electoral del MAS en di-
ciembre de 2005 y el arribo de Evo Morales a la Presidencia de la
República. Antes de este acontecimiento, las relaciones entre los
movimientos sociales y la política institucional se caracterizaban
por la confrontación con el Estado. Con Evo Morales en la presi-
dencia, esas relaciones adquirieron un carácter inédito por la cerca-
nía entre el gobierno del MAS y varias organizaciones populares, al
punto que la gestión gubernamental se autodefine como un proce-
so íntimamente ligado a los movimientos sociales. El rol paralelo
de Evo Morales como dirigente de los sindicatos de los campesinos
cocaleros, jefe del partido de gobierno y presidente de la República
es un símbolo de esa imbricación.

En este trabajo evaluamos la relación entre acción colectiva,
política y Estado, a partir de delimitar las características de los
movimientos sociales, su incidencia en los cambios políticos acon-
tecidos en los últimos años y las modalidades de su relación con el
proceso político conducido por el MAS, prestando atención a algu-
nos actores sociales vinculados con —o afines a— el oficialismo.

Definiciones y características
Existen varias definiciones acerca de los movimiento sociales para
dar cuenta de un fenómeno sociopolítico que se caracteriza por su
diversidad y complejidad. Algunas corrientes teóricas lo abordan
de manera descriptiva e intentan una taxonomía que toma en cuenta
sus estructuras de movilización, repertorios de acción y formas de
organización; o bien, los marcos interpretativos que proveen senti-
do y orientan la acción colectiva; también contemplan las oportu-
nidades políticas que surgen por cambios en la trama de la
institucionalidad estatal debido a una situación de crisis o la aper-
tura del sistema político mediante una reforma incremental (cfr.
Mc Adam, Mc Carthy y Zald, 1999). Desde otra perspectiva, se
puede mencionar la influencia del contexto sociopolítico y de la
relación de fuerzas en una coyuntura determinada; de los métodos
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de lucha y la capacidad organizativa de los movimientos sociales,
de su ideología y de las pautas de cultura política.

Cuando el énfasis descriptivo da paso a una mirada de corte
teleológico, los movimientos sociales son considerados como «la
vanguardia» del proceso histórico que encarna las virtudes demo-
cráticas de la sociedad civil en contraposición a las tendencias
autoritarias del poder estatal. Una mirada esencialista que no com-
partimos porque presupone que la acción colectiva tiene un sen-
tido previamente asignado por un determinado principio («revo-
lución», «progreso», «democracia») que desdeña la dinámica de
las interacciones sociopolítica cuyos derroteros no pueden ser pre-
determinados.

Nuestra reflexión adopta una lectura analítico-descriptiva que
pretende evitar esa mirada teleológica que, entre otras cosas, pres-
cinde de una postura crítica respecto, por ejemplo, a la vigencia o
ausencia de códigos democráticos en el desempeño y funciona-
miento interno de los movimientos sociales. Así, la noción de
movimiento social remite a una forma de acción colectiva que
contempla grados de organización y elementos de solidaridad
grupal que incluyen rasgos identitarios; acción colectiva que se
articula en torno a demandas que provocan una relación conflic-
tiva con el Estado y, en esa medida, excede las pautas institu-
cionales establecidas para procesar sus reclamos cuestionando el
sistema vigente (cfr. Melucci, 1999). Una acción colectiva puede
adquirir diversos rasgos organizativos —estables o episódicos—
dependiendo de su capacidad de movilización y del carácter de
las demandas que esgrime, así como, del grado de autonomía res-
pecto al Estado y la capacidad de las instituciones políticas para
canalizar esas demandas.

En el caso boliviano, la noción de movimientos sociales se con-
virtió desde fines de los años noventa en un término de amplio uso
periodístico y fue asimilado por varios actores sociales para auto
identificarse como agentes de la protesta social y portadores de pro-
puestas de cambio. Desde la victoria de Evo Morales, el discurso
gubernamental utiliza este término para referirse a una suerte de
sujeto de la «revolución democrática y cultural» que propugna el
MAS, o bien, como la base social que respalda las iniciativas
oficialistas. Esta nominación generalizada se ha traducido en un
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manejo elástico del concepto, con escaso rigor conceptual. De esta
manera, organizaciones sindicales, actos de protesta y movilizaciones
de sectores organizados con diversos fines son descritos como mo-
vimientos sociales. En algunos casos, el elemento que define su
carácter es un rasgo identitario, en otros, el tipo de acciones que
realizan, o los objetivos de su movilización. Existen algunos inten-
tos de análisis que, por ejemplo, evalúan su impacto general en la
democracia a partir de considerar que los movimientos sociales «han
transformado varios aspectos del campo político, modificando el
espacio legítimo de dónde ir a producir política, rediseñando la
condición socioeconómica y étnica de los actores políticos, inno-
vando nuevas técnicas sociales para hacer política, además de mutar
los fines y sentido de la política» (García et al. 2004: 18). Aunque
peca de exceso, esa evaluación pone en evidencia el lazo directo que
se establece entre acción colectiva y política como un rasgo de la
democracia boliviana.

No interesa discutir aspectos metodológicos sobre este tema
sino precisar los criterios para estudiar los movimientos sociales.
Uno de esos criterios tiene que ver con la capacidad organizativa de
algunos movimientos que se sustenta en una larga tradición sindi-
cal. Es el caso del movimiento campesino organizado a nivel na-
cional en la Confederación Sindical Única de Trabajadores Cam-
pesinos de Bolivia (CSUTCB), fundada en 1979, y que desde
principios de los años noventa promovió la formación de un «ins-
trumento político». Luego, se sitúa la emergencia del movimiento
indígena como resultado de un debate respecto a la legitimidad del
sindicato campesino como forma organizativa y el rescate de for-
mas tradicionales de organización, en el altiplano y valles, que die-
ron origen a nuevas formas de organización entre los quechuas y
los aymaras, los grupos étnicos más grandes del país. Paralelamente,
se produjo la emergencia de organizaciones con sello identitario
propio y modalidades específicas —«central», «asamblea», «coor-
dinadora»— que representan a más de treinta pueblos indígenas
de los llanos y amazonia. Si el apelativo de pueblos indígenas se
refiere a los grupos étnicos de tierras bajas, la denominación de
naciones originarias es esgrimida por quechuas y aymaras, de tie-
rras altas. De ahí deriva la comprensión del movimiento campesi-
no e indígena como un conglomerado de «naciones y pueblos indí-
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gena originario y campesinos» que definió la orientación de la re-
forma estatal aprobada en la Asamblea Constituyente (realizada
entre agosto de 2006 y diciembre de 2007) con un modelo de Es-
tado Plurinacional. Obviamente, un sector fundamental es el mo-
vimiento de campesinos y colonizadores productores de hoja de
coca —el movimiento cocalero liderado por Evo Morales— por-
que jugó un papel central en la formación del MAS y es la base
social de apoyo más consistente al gobierno.

Para esbozar un cuadro completo de la irrupción política de los
movimientos sociales es necesario tomar en cuenta su vinculación
con campañas y redes de carácter transnacional surgidas al influjo
—o en contra— del proceso de globalización. Si las demandas por
los derechos colectivos de los pueblos indígenas se convirtieron en
un aspecto central del debate sobre la democracia y el desarrollo en
los organismos internacionales (Banco Mundial, Organización de
Naciones Unidas y Banco Interamericano de Desarrollo), también
fueron asumidas por el movimiento antiglobalización o alter-
mundista. Este movimiento de la «sociedad civil global» congrega
sindicatos, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, re-
des de activistas y diversas organizaciones sociales y políticas del
Norte y del Sur con posturas antineoliberales, ecologistas e indige-
nistas y propugna la democracia directa y la autogestión bajo la
consigna «Otro mundo es posible». De esta manera, así como el
Convenio 169 sobre Derechos de los pueblos indígenas y tribales en
países independientes de la Organización Internacional del Trabajo
(OIT) formó parte de los repertorios de acción de los movimientos
sociales locales; también fue importante su conexión con las redes
y campañas de la «sociedad civil global» —por ejemplo, el Jubileo
2000 promovido por la iglesia católica y el Foro Social Mundial
impulsado por grupos de izquierda y ONG— como espacios apro-
piados para respaldar sus acciones de protesta contra el neolibera-
lismo y sus demandas políticas en el ámbito nacional.

La participación de los movimientos sociales bolivianos en las
redes globales fue incrementándose desde fines de los años noven-
ta, al compás de campañas internacionales por la condonación de
la deuda externa, contra los tratados de libre comercio o por el co-
mercio justo. Esta participación alimentó su discurso contestata-
rio y también proporcionó criterios para formular alternativas a las
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políticas gubernamentales. Un ejemplo nítido de esta influencia es
la conversión de la «lucha» contra los tratados de Libre Comercio
(TLC) —promovidos por Estados Unidos— en la promoción de
una nueva política de relaciones internacionales bajo las pautas del
comercio justo que se presenta, desde el arribo de Evo Morales al
gobierno, como Tratado de Comercio de los Pueblos (TCP). A par-
tir de 2006, esta iniciativa se transformará en un esfuerzo parcial
de integración regional entre «gobiernos de izquierda» (Bolivia,
Cuba, Ecuador, Nicaragua, Venezuela y otros países) conocido como
la Alternativa Bolivariana para América Latina y el Caribe (ALBA),
y adopta como sigla ALBA-TCP, a solicitud de Evo Morales.

Es un ejemplo del tránsito de «la protesta a la propuesta», con-
signa enarbolada por el MAS en la campaña electoral de 2005 y que
también es un eslogan presente en los discursos del Foro Social
Mundial, un espacio informal de activismo antiglobalización en el
cual Evo Morales, como dirigente del sindicalismo campesino
cocalero, era una figura relevante antes del impacto mediático
mundial de su presencia como «primer presidente indígena» de
Bolivia. La mutación de la figura de Evo Morales —presente en
dos mundos: el mundo de la política institucional y el denomina-
do «Otro mundo es posible»— también representa simbólicamen-
te la transformación de algunos movimientos sociales en base so-
cial de apoyo electoral y político a un partido en funciones de
gobierno.

Es el tránsito de una relación conflictiva a una lógica de coope-
ración con el Estado y la transformación de la autonomía contesta-
taria de las organizaciones sociales en un acercamiento con rasgos
de cooptación gubernamental. Mutaciones que se produjeron en
un contexto de crisis estatal, hecho que explica la emergencia y
protagonismo de los movimientos sociales antes de su incursión en
las esferas del poder gubernamental.

Crisis estatal y movimientos sociales
La acción de los movimientos sociales se modificó de manera
sustantiva a fines de los años noventa con la emergencia de nuevas
demandas sociales. También se manifestó en el cuestionamiento al
modelo económico neoliberal que, desde 1985, había privilegiado



83

la inversión extranjera y reducido el papel del Estado, así como en
el rechazo a un esquema de gobernabilidad basado en coaliciones
de gobierno conformadas por partidos tradicionales.

Un rasgo de la crisis estatal fue la debilidad de la política insti-
tucional, esto es, la escasa representatividad e ineficacia de los par-
tidos políticos y el parlamento. Desde principios de la presente
década, las reivindicaciones sociales fueron planteadas a través de
la acción directa y mediante procedimientos extraparlamentarios
como huelgas, marchas, bloqueos de carreteras, ocupación de tie-
rras, paros regionales, etc. Estas acciones expresaban una modali-
dad de participación definida como «la política en las calles» (Cal-
derón y Szmukler, 2000) en contraposición a la política que discurre
por canales institucionales. Un estilo de acción colectiva con una
larga historia en el país. Esta modalidad de incidencia política asu-
mió una fuerza peculiar desde el año 2000 y fue practicada por
nuevos movimientos sociales que esgrimían demandas en torno a
las cuales se articularon diversas organizaciones de la sociedad ci-
vil, sobre todo fundaciones y organizaciones no gubernamentales.
Estas demandas tenían que ver con recursos naturales, agua, tierra,
territorio, derechos de pueblos indígenas y de mujeres, y en la
mayoría de los casos presentaban un fuerte contenido de reivindi-
cación étnico-cultural y democracia participativa.

La apelación a la democracia participativa se tradujo —desde
abril de 2004— en una reforma constitucional parcial que recono-
ció el referéndum, la asamblea constituyente y la iniciativa legisla-
tiva ciudadana como nuevas formas de participación política. Tam-
bién se aprobó la apertura del sistema de representación política a
nuevos actores —agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas—
en la disputa electoral eliminando el monopolio partidista en la
política. Esas reformas institucionales provocaron cambios en
la democracia, incidieron en la orientación de las políticas públicas
y en la toma de decisiones sobre temas cruciales, como hidrocarbu-
ros y descentralización política. Paralelamente, surgieron organi-
zaciones políticas que representaban al movimiento campesino e
indígena y que se organizaron sobre la base de redes sindicales cam-
pesinas y comunidades indígenas. El MAS y el Movimiento Indíge-
na Pachakuti (MIP) participaron en las elecciones generales de 2002
y lograron escaños parlamentarios. El MAS tuvo mayor éxito pues-
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to que logró el segundo lugar a nivel nacional y se convirtió en la
principal fuerza de oposición; siendo su segunda incursión electo-
ral después de 1997 cuando, en alianza con el Partido Comunista,
consiguieron cuatro diputaciones, una en manos de Evo Morales.
A partir de su papel opositor, el MAS se transformó en alternativa
de poder y en las elecciones en diciembre de 2005 obtuvo el primer
lugar con mayoría absoluta de votos. De esta manera, Evo Morales
se convirtió en presidente de la República con el apoyo de movi-
mientos sociales de diversa índole.

Los movimientos sociales y el gobierno del MAS

Los movimientos sociales que adquirieron protagonismo político en
los últimos años son aquellos que esgrimen demandas étnico-cultu-
rales, como el movimiento indígena aymara y los pueblos indígenas
de los llanos y la amazonía. En términos organizativos se expresa, en
el primer caso, en la recuperación de formas tradicionales de organi-
zación en el altiplano y los valles andinos y la creación del Consejo
Nacional de Ayllus y Markas del Qollasuyu (CONAMAQ). En el se-
gundo caso, con la conformación de nuevas organizaciones en tie-
rras bajas, como la Central de Pueblos Indígenas del Beni (CPIB), la
Coordinadora de Pueblos Étnicos de Santa Cruz (CPESC), la Asam-
blea del Pueblo Guaraní (APG) y, particularmente, la Confederación
de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB). El funcionamiento de es-
tos movimientos se sustenta en un lógica de toma de decisiones «de
abajo hacia arriba», esto es, presenta un rasgo deliberativo; sus obje-
tivos de lucha están definidos por la identidad étnico-cultural y el
territorio. La emergencia y protagonismo del movimiento indígena
tuvo un impulso adicional con el debate internacional sobre los de-
rechos colectivos de los pueblos indígenas que adquirió una impor-
tancia creciente en diversos foros de Naciones Unidas y, a partir de
1992 —en ocasión de la conmemoración de los 500 años del inicio
de la conquista española—, se convirtió en bandera de lucha y rei-
vindicación étnico-cultural de un movimiento que asumió carácter
continental. Un resultado del protagonismo creciente del movimiento
indígena a escala mundial fue la aprobación de la Declaración de las
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas en sep-
tiembre de 2007.
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Otro actor social de raigambre sindical que incursionó en el
espacio político es el movimiento cocalero, conformado por cam-
pesinos productores de hoja de coca; una fuerza sindical que ad-
quirió, desde fines de los años ochenta, un protagonismo particu-
lar e impulsó la creación del «instrumento político» del movimiento
campesino en el seno de la CSUTCB hasta concluir en la creación
del MAS. Su accionar fue decisivo en los conflictos sociales y políti-
cos de los últimos años esgrimiendo un discurso que combina ele-
mentos étnico-culturales —como la defensa de las culturas origi-
narias y la hoja de coca—, propuestas nacionalistas en relación a
los recursos naturales y posturas anti-norteamericanas por su opo-
sición a la política antidrogas de Estados Unidos. Se trata de una
organización que comporta rasgos del sindicalismo campesino tra-
dicional pero adquiere nuevas connotaciones en coincidencia con
la importancia que adquirieron los derechos colectivos de los pue-
blos indígenas en el ámbito internacional.

La irrupción y fortalecimiento de estos actores sociales (a los
que suman el Movimiento Sin Tierra, la Federación Departamen-
tal de Regantes de Cochabamba, la Coordinadora de Defensa del
Agua y la Vida y la Federación de Juntas Vecinales de El Alto)
modificó el escenario político electoral, el proceso decisional y la
orientación de las políticas públicas. Las demandas planteadas por
estos movimientos a partir de una crítica al neoliberalismo y una
revaloración del nacionalismo estatista en la economía, junto con
la crítica a los partidos políticos y la reivindicación de inclusión de
los sectores campesinos e indígenas, modificaron la discursividad
política. Un efecto de esta influencia fue la recomposición del sis-
tema de partidos en los comicios de 2002, cuyos resultados provo-
caron la presencia de dirigentes de estos movimientos sociales como
representantes parlamentarios del MAS y del MIP. Más adelante,
con la victoria de Evo Morales en diciembre de 2005, se produjo
su incursión en tareas gubernamentales como expresión de una im-
bricación sui generis entre movimientos sociales y partido de go-
bierno.

Desde la posesión de Evo Morales como presidente de la Re-
pública, en enero de 2006, se modificaron las relaciones entre
movimientos sociales y el Estado que en el pasado estaban teñidas
de enemistad. Este cambio se expresa no solamente por el carácter
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que asumió el discurso gubernamental sino por la presencia orgá-
nica de dirigentes de varias organizaciones en el poder ejecutivo y
por los intentos de establecer mecanismos formales de coordina-
ción entre el gobierno y movimientos sociales.

Los discursos de Evo Morales interpelaron a los movimientos
sociales como parte del gobierno y como referentes de la gestión
gubernamental en una variedad de temas:

Yo estoy convencido, si este nuevo parlamento que es producto
de las luchas sociales responde al pueblo boliviano, este parla-
mento será el ejército de la liberación nacional, este parlamento
será el ejército de la lucha por la segunda independencia… y si
no pueden acá, seguirán siendo los movimientos sociales, [sobre
todo] indígena, que sigan luchando por esa segunda indepen-
dencia de nuestro país. (Transmisión de mando presidencial. La
Paz, 22 de enero de 2006)

[…] acá tenemos representantes de los movimientos sociales,
empresariales, de regiones y de sectores. Es verdad, quiero de-
cirles a los movimientos sociales, 15 ministerios no va a alcan-
zar para todos, pero 15 o 16 ministros que expresen el senti-
miento, el pensamiento, el sufrimiento del pueblo boliviano.
(Posesión del gabinete ministerial. La Paz, 23 de enero de 2006)

Que bueno sería, ver en las fiestas patrias, juntos: Fuerzas Ar-
madas, los movimientos sociales participando, recordando los
aniversarios de los departamentos como también de la nación.
(Posesión del Alto Mando militar y policial. La Paz, 24 de ene-
ro de 2006)

[…] los movimientos sociales sí o sí tienen que ir en la Asam-
blea Constituyente… Tiene que haber la mayor participación
de los movimientos sociales, del pueblo boliviano, de los terri-
torios, tiene que haber legitimidad acompañada por la legali-
dad… con los movimientos sociales vamos a cumplir con nues-
tras tarea. (Evaluación del primer mes de gobierno. La Paz, 22
de febrero de 2006)

[…] estoy seguro que ustedes como hermanos, como compa-
ñeros que vienen de los movimientos sociales de todos los sec-
tores, pues apuesten por ese cambio… todos debemos orien-
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tarnos, unirnos quienes venimos fundamentalmente de los mo-
vimientos sociales indígenas originarios campesinos, no estoy
hablando del MAS, del partido. (Instalación de la Asamblea
Constituyente. Sucre, 6 de agosto de 2006)

[...] llegamos al gobierno con una propuesta […] de gobierno
discutida, debatida especialmente con los movimientos sociales
[…] todos podemos tener derecho a vivir mejor, pero cuando pensa-
mos en vivir mejor, siempre afectamos ciertos intereses, y reco-
giendo las propuestas de los movimientos sociales el vivir bien
tiene un hondo significativo cultural, filosófico, social. (Infor-
me primer año de gestión. La Paz, 22 de enero de 2007)

Junto con la presencia de los movimientos sociales en los enun-
ciados discursivos presidenciales, se tiene la participación directa de
dirigentes en el gabinete ministerial como expresión de la imbrica-
ción entre gobierno y organizaciones sociales. Existen varios ejem-
plos de esta relación con el nombramiento como ministros o ministras
de una dirigente de las trabajadoras de hogar, un representante de las
cooperativas mineras, el máximo dirigente de las juntas vecinales de
la ciudad de El Alto, una líder de las federaciones de mujeres campe-
sinas o un representante del gremio del magisterio. Esto al margen
de la presencia de varios dirigentes en el parlamento y en la bancada
del MAS en la Asamblea Constituyente. También es necesario men-
cionar que las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) tiene una
presencia importante en las esferas gubernamentales, sobre todo aque-
llas que tienen una labor vinculada a organizaciones campesinas,
indígenas, de mujeres. Por ello, un diario mencionaba que:

En la conformación del gabinete ministerial del presidente Evo
Morales predomina la presencia de profesionales y técnicos pro-
cedentes de las Organizaciones No Gubernamentales que apo-
yan el «proceso de cambio»; [no es] un gobierno de «movi-
mientos sociales» con participación de líderes indígenas [porque]
las ONG tienen 14 de los 16 ministerios y 47 de los 53 viceminis-
terios. (El Nuevo Día, 19 de mayo de 2008)



88

Aparte de la cuestionada veracidad de esa nota periodística se
pone en evidencia otro rasgo de los nuevos lazos entre gobierno y
sociedad civil: al protagonismo de los movimientos sociales, sobre
todo campesino e indígena, se suma la presencia de personeros de
ONG en la gestión gubernamental. No obstante, para fines de esta
reflexión concentramos nuestro análisis en los movimientos sociales.

A la participación directa de dirigentes de organizaciones po-
pulares en el poder ejecutivo se adiciona la realización de eventos
de evaluación del desempeño gubernamental en asambleas sindi-
cales; también se produjo la formación de una instancia orgánica
para articular la relación entre el gobierno y los movimientos so-
ciales, aparte de la creación de un Viceministerio de Coordinación
con los Movimientos Sociales que actúa, más bien, como una ofi-
cina gubernamental de manejo de conflictos.

La primera evaluación de la gestión gubernamental —definida
por la prensa como una suerte de «examen ante los movimientos
sociales»— se produjo a los seis meses de gestión gubernamental con
la participación de dirigentes que cuestionaron el incumplimiento
de promesas gubernamentales. En ocasión del cumplimiento del
primer año de gobierno se organizó un evento público para brindar
un «informe paralelo» al informe oficial que Evo Morales presentó al
Congreso Nacional, y que fue «divulgado ante los movimientos so-
ciales que fueron convocados… a la Plaza de los Héroes en un esce-
nario de fiesta» (La Razón, 22 de enero de 2007).

En esa oportunidad, se planteó la idea de crear una instancia
de coordinación conformada por el poder ejecutivo, la bancada
parlamentaria del MAS, dirigentes de los movimientos sociales afi-
nes al gobierno y representantes en la Asamblea Constituyente. En
palabras de Evo Morales: «Sería como un estado mayor del pueblo,
donde se coordinarían todas las acciones y proyectos» (El Deber, 22
de enero de 2007). Este mecanismo se denominó Coordinadora
Nacional por el Cambio (CONALCAM) y estaba inicialmente com-
puesta por trece organizaciones sociales afines al MAS, como las
confederaciones nacionales de campesinos y colonizadores, CIDOB,
CONAMAQ, y el Movimiento Sin Tierra, la Federación de Trabaja-
doras del Hogar, la Confederación de Jubilados y una organiza-
ción de desocupados (La Razón, 24 de enero de 2007). Más ade-
lante, sobre todo durante el año 2008, esta organización aglutinó a
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múltiples organizaciones sociales y tuvo enorme importancia en
las movilizaciones a favor de la aprobación de una propuesta
oficialista de nueva Constitución Política del Estado.

Desde otra perspectiva, las reuniones de evaluación pueden en-
tenderse como ampliados sindicales que remplazan a los congresos
partidistas y su realización es otra modalidad de vinculación con or-
ganizaciones sociales que permite al gobierno contener las críticas a
su desempeño o recibir demandas de manera controlada.

Este tipo de vinculación del partido de gobierno con sus alia-
dos sociales incita a reflexionar sobre las características del MAS como
movimiento político. Una faceta de ese vínculo es la formación de
una «coalición inestable» en torno al MAS, un término que permite
evaluar las diversas relaciones entre el partido de gobierno y los
movimientos sociales, entre los que sobresalen campesinos cocaleros,
indígenas y cooperativistas mineros.

El movimiento cocalero tiene su base sindical en las Federacio-
nes de Campesinos del Trópico del departamento de Cochabamba
y es el germen del MAS como «instrumento político» del movimiento
campesino. La reelección de Evo Morales como principal dirigente
de las organizaciones sindicales de los cocaleros a pesar que asumió
la Presidencia de la República es una muestra de la simbiosis entre
partido, gobierno y movimiento social. En esa medida, el primer
círculo de esa «coalición inestable» está conformado por una rela-
ción entre partido y organizaciones sindicales que comparten base
social y dirigencia. La presencia de dirigentes cocaleros en cargos
municipales y parlamentarios se inició en 1997 pero se acrecentó
en los siguientes años y, luego, se trasladó al gobierno central.

Otro actor importante es el movimiento de los cooperativistas
mineros aglutinados en una federación nacional (FENCOMIN) que
tuvo un papel decisivo en la movilización electoral a favor del MAS.
La relación entre el gobierno y este sector muestra cierta compleji-
dad porque FENCOMIN era aliada incuestionable hasta octubre de
2006, cuando se produjeron trágicos enfrentamientos entre coo-
perativistas y trabajadores asalariados de la empresa estatal a raíz
de una disputa respecto a la explotación de un yacimiento de esta-
ño. Dos organizaciones con afinidad al partido de gobierno de-
sataron un conflicto que fue evaluado por Evo Morales como parte
de una «conspiración interna y externa, operada por sectores conser-
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vadores que se oponen al proceso de cambio» y respecto a los grupos
en disputa señaló que eran «…un instrumento para evitar el cambio
del modelo neoliberal» (Los Tiempos, 7 de octubre de 2006). De esta
manera, al margen de las peculiaridades del conflicto, el discurso
gubernamental evaluaba el accionar de los movimientos sociales a
partir de su articulación —o distanciamiento respecto— al proyecto
político del MAS. La destitución de un dirigente cooperativista que
ejercía el cargo de ministro de Minería y Metalurgia y su reemplazo
por un representante de los trabajadores asalariados marcó durante
una par de años el distanciamiento de FENCOMIN. Además, los coo-
perativistas rechazaron una política gubernamental que pretendía
aplicar un aumento de impuestos y la reactivación de la empresa
estatal en el sector minero. Desde entonces, las relaciones entre este
sector y el gobierno transitaron entre la negociación y el reclamo
pero, finalmente, se resolvieron con la exclusión de las cooperativas
mineras del incremento impositivo y el reconocimiento de sus dere-
chos en la nueva Constitución Política.

El movimiento campesino e indígena, al margen de sus víncu-
los con el MAS, actuó de manera coordinada en la Asamblea Cons-
tituyente bajo la denominación de Pacto de Unidad. Esta instancia
reunió a la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campe-
sinos de Bolivia (CSUTCB), Consejo Nacional de Ayllus y Markas
del Qollasuyo (CONAMAQ), Confederación de Pueblos Indígenas
de Bolivia (CIDOB), Confederación Sindical de Colonizadores de
Bolivia (CSCB), Federación de Mujeres Campesinas de Bolivia Bar-
tolina Sisa (FMCBBS), Confederación de Pueblos Étnicos de Santa
Cruz (CPESC), Confederación de Pueblos Moxeños del Beni
(CPEMB), Movimiento Sin Tierra (MST) y Asamblea del Pueblo
Guaraní (APG), y paradójicamente las organizaciones sindicales del
movimiento cocalero no engrosaron sus filas. El Pacto de Unidad
presentó un proyecto de nuevo texto constitucional con el título:
Por un Estado Plurinacional y la autodeterminación de los pueblos y
naciones indígenas, originarias y campesinas, que fue asumido por el
MAS como propuesta oficial. Durante el desarrollo de la Asamblea
Constituyente, algunas organizaciones del Pacto de Unidad cues-
tionaron las negociaciones del MAS con la oposición y rechazaron
incorporar enmiendas al proyecto de texto constitucional, pero ter-
minaron alineándose a las posiciones del gobierno.
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De esta manera, las relaciones entre movimientos sociales y el
MAS no pueden comprenderse bajo la antinomia convencional de
autonomía o cooptación. No obstante, como veremos, en el trans-
curso de 2008 esas relaciones se modificaron notablemente porque
la Coordinadora Nacional por el Cambio (CONALCAM) se trans-
formó en una instancia organizativa que permitió al MAS controlar
el accionar del conjunto de las organizaciones populares, sobre todo
de las zonas rurales.

¿Una «coalición inestable» de movimientos sociales?
El discurso de Evo Morales interpela a los movimientos sociales como
agentes del «proceso de cambio» y referentes de la labor guberna-
mental. En esa medida, el MAS no solamente representa a los movi-
mientos sociales sino que forma parte de una coalición de actores
sociales y políticos que se aglutinan bajo el liderazgo de Evo Mora-
les, convertido en factor de unificación simbólica y de conducción
práctica. Pero se trata de una «coalición inestable» porque varios
movimientos sociales son la base de apoyo orgánico y permanente
del MAS, como los campesinos cocaleros y los colonizadores; otras
organizaciones son circunstancialmente aliadas del partido de go-
bierno, entre las que se destacan las cooperativas mineras y algunos
sindicatos obreros. En algunos casos, las organizaciones se adscriben
a la línea oficialista pero no ingresan al círculo de aliados ni forman
parte de la base social de apoyo al gobierno, como la Central Obrera
Boliviana y sectores del magisterio, aduciendo el principio de inde-
pendencia sindical respecto al gobierno de turno. O bien, determi-
nadas organizaciones indígenas —CONAMAQ y CIDOB— actuaron
alternativamente como aliados o grupos de presión, particularmente
en la Asamblea Constituyente. Algo similar ocurrió en torno a la
designación de candidatos a diputados y senadores para los comicios
generales de diciembre de 2009 que no estuvo exenta de tensiones
entre el partido de gobierno y algunas organizaciones indígenas y
campesinas.

Es decir, en la medida que las demandas de un movimiento
social son canalizadas por el MAS se produce un lazo fuerte y una
participación estable en la coalición oficialista. En la medida que
se origina una disyunción entre demanda sectorial y política gu-
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bernamental, el vínculo del movimiento social con el MAS se debi-
lita o rompe momentáneamente. Por ello, esa coalición adquiere
rasgos de inestabilidad porque varía el tipo de vínculo entre movi-
miento social y partido de gobierno y este lazo depende de la co-
rrespondencia entre intereses grupales y decisiones gubernamenta-
les. Estas características fueron predominantes hasta la conclusión
de la Asamblea Constituyente y adquirieron nuevos matices cuan-
do la oposición desplegó una serie de acciones dirigidas a evitar la
aprobación de la nueva Constitución Política.

Institucionalización de las relaciones entre gobierno
y movimientos sociales
Después de la aprobación del proyecto de nuevo texto constitucio-
nal en la Asamblea Constituyente, en diciembre de 2007, con votos
del oficialismo y rechazo de la oposición, se agudizó la crisis política.
La polarización ideológica y la conflictividad social dividieron al
país entre regiones que apoyan al MAS, los departamentos de tie-
rras altas, y regiones adversas a Evo Morales, los departamento de
tierras bajas, que reclamaban autonomías departamentales para
contrarrestar la victoria del MAS en la Asamblea Constituyente. Para
evitar la aprobación de la nueva Constitución Política, la oposi-
ción parlamentaria dilató la aprobación de la convocatoria al refe-
réndum constitucional; por su parte, la oposición regional —con-
formada por autoridades departamentales y movimientos cívicos
de carácter urbano— organizó protestas radicales. Frente a esta si-
tuación, el MAS fortaleció a CONALCAM y la convirtió en una orga-
nización que abarcó a la generalidad de los movimientos sociales
bajo la conducción del partido de gobierno, más precisamente, del
liderazgo de Evo Morales.

Como vimos, CONALCAM surgió en ocasión del cumplimiento
del primer año de gestión gubernamental en un evento organizado
para brindar a los movimientos sociales un informe «paralelo» al infor-
me presidencial presentado al Congreso Nacional. Aunque en esferas
gubernamentales se mencionó que CONALCAM estaría «por encima
del gabinete e incluso de los poderes ejecutivo, legislativo y Judicial» y
tendría «un fuerte nivel de decisión en los ámbitos político, económi-
co y social en el proceso de cambio» (La Razón, 24 de enero de 2007),
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su accionar fue intermitente y su protagonismo casi nulo hasta que el
MAS decidió concluir el proceso constituyente con la aprobación de la
nueva Constitución Política mediante referéndum.

Durante el año 2008, cambió el cariz de CONALCAM porque
aglutinó a las organizaciones que formaban parte del Pacto de Uni-
dad y amplió su convocatoria a todas las organizaciones sindicales
y de otros sectores (cocaleros, universitarios, juntas vecinales, gre-
miales, jubilados, estudiantes, cooperativistas), inclusive la Cen-
tral Obrera Boliviana se sumó a varias acciones desplegadas en un
acuerdo tácito con el gobierno. Este nuevo papel se manifestó cuan-
do CONALCAM respondió a las protestas opositoras con movili-
zaciones sociales y marchas masivas de campesinos, indígenas y
mineros. En septiembre una marcha se dirigió a la ciudad de Santa
Cruz, centro de la oposición regional, con riesgos de enfrentamientos
fratricidas y, después, en octubre, otra movilización avanzó hacia La
Paz, sede de gobierno, para presionar a la oposición parlamentaria
por la aprobación de la convocatoria a referéndum constitucional
mediante un cerco al congreso. Ambas acciones fueron contenidas
por el gobierno a través de la intervención directa del presidente de la
República que encauzó esas protestas hacia soluciones concertadas
con la oposición. Algo similar ocurrió en abril de 2009, en ocasión
de la aprobación de una ley de régimen electoral de carácter transito-
rio que convocó a las elecciones generales para diciembre, puesto
que Evo Morales inició una huelga de hambre que fue secundada
por dirigentes de CONALCAM que, de esta manera, dejaron de lado el
cerco al congreso como método de presión.

Los acontecimientos en torno a los conflictos suscitados en sep-
tiembre y octubre de 2008 pusieron de manifiesto la complejidad
del ejercicio del liderazgo de Evo Morales puesto que, en su condi-
ción de presidente de la república y jefe del MAS, se encargó de
dirigir un par de cruciales asambleas de CONALCAM para tomar
decisiones. En esas asambleas sindicales se presentaron varias posi-
ciones que fueron debatidas en presencia de Evo Morales que ac-
tuó como moderador en los tramos decisivos de uno de los eventos
que duró alrededor de veinte horas y fue transmitido en directo
por una radioemisora estatal. Al margen que se impuso la línea
gubernamental de negociación con la oposición —en sentido con-
trario a las propuestas de varios movimientos sociales— es preciso
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resaltar que la decisión presidencial se sustentó en la lógica de
la asamblea sindical, el debate se ventiló públicamente y, obvia-
mente, las medidas fueron acatadas por todas las organizaciones
participantes. Es decir, el liderazgo de Evo Morales se impuso no
solamente por la disponibilidad de los recursos de poder guberna-
mentales (su condición de presidente de la República) y partidistas
(su condición de jefe del MAS con capacidad de control de varias
federaciones sindicales) sino porque estableció una interacción di-
recta con las organizaciones sociales que no se supeditaban al con-
trol partidista o gubernamental. Es decir, CONALCAM no era un
simple brazo sindical del MAS, no obstante operó como sustento
político del gobierno, merced a la presencia del presidente de la
República actuando bajo los códigos del sindicalismo. En cambio,
en abril de 2009, su iniciativa —huelga de hambre— práctica-
mente paralizó a los movimientos sociales y CONALCAM tuvo que
secundar esa medida y aceptar que las negociaciones se confinen
en los espacios institucionales de la política, el parlamento, y no se
diriman bajo la presión de la movilización callejera. Es decir, de
manera paulatina el MAS, en particular Evo Morales, amplió su
autonomía de decisión, algo que se puso de manifiesto de manera
nítida cuando se definieron las listas de candidatos a parlamenta-
rios para las elecciones de diciembre de 2009 puesto que Evo Mo-
rales definió las listas de senadores (36 escaños en disputa) y dipu-
tados plurinominales (53 de 130 miembros que componen la
cámara baja), dejando para las organizaciones sociales la selección
de candidatos a diputados uninominales, esto es, un total de 77
asientos que incluyen 7 circunscripciones especiales indígenas). Es
decir, CONALCAM no impuso sus candidatos, tampoco el MAS pres-
cindió de esa organización, en una suerte de equilibrio que mues-
tra una relación de mutua necesidad, aunque con la evidente deci-
sión final en manos del líder del partido.

En suma, el liderazgo de Evo Morales no se sustenta solamente
en la capacidad de movilización de su organización partidista ni en
la disponibilidad de sus bases electorales. La relación de su gobier-
no con los movimientos sociales implica un intercambio constante
que asumió diversos formatos organizativos que se fueron adap-
tando a las exigencias de la coyuntura política y a las necesidades
de la pugna con la oposición parlamentaria y regional. Así aconte-
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ció entre 2006 y 2007 con el Pacto de Unidad en la Asamblea
Constituyente y, desde 2008, con CONALCAM; en el primer caso
con un mayor grado de independencia respecto a los dictámenes
del gobierno y menor capacidad de movilización, en el segundo
caso, con menor autonomía respecto al MAS y mayor capacidad
movilizadora. En ambas circunstancias, el liderazgo de Evo Mora-
les resulta decisivo para las decisiones finales de un gobierno que se
sustenta en —pero no se subordina a— los movimientos sociales.

Bibliografía
Asamblea Nacional de Organizaciones Indígenas, Originarias,

Campesinas y de Colonizadores de Bolivia (2006), «Por un
Estado plurinacional y la autodeterminación de los pueblos y
naciones indígenas, originarias y campesinas», La Paz (Separa-
ta periodística).

CALDERÓN, F. y SZMUKLER, A. (2000), La política en las calles. La
Paz, Plural y CERES.

GARCÍA LINERA, A.; CHÁVEZ LEÓN, M. y COSTAS MONJE,
Patricia (2004), Sociología de los movimientos sociales en Boli-
via. Estructuras de movilización, repertorios culturales y acción
política. La Paz, Oxfam-Diakonía.

MAYORGA, F. (2006), «La izquierda campesina e indígena en Bo-
livia. El Movimiento Al Socialismo (MAS)», en Problémes
D’Amerique Latine 59, Institut Choiseul, París.

— (2007), «Movimientos sociales, política y Estado», Opiniones y
Análisis 84 (Temas de coyuntura nacional, Tomo I). La Paz,
Fundemos & Hans Seidel Stiftung.

MAYORGA, F. y CÓRDOVA, E. (2008), El movimiento antigloba-
lización en Bolivia: Procesos globales e iniciativas locales en tiem-
po de crisis y cambio, La Paz, Plural y CESU-UMSS & UNRISD.

MCADAM, D.; MCCARTHY, J. D. y ZALD, M. N. (1999), Movi-
mientos sociales. Perspectivas comparadas. Madrid y México:
Istmo.

MELUCCI, A. (1999), Acción colectiva, vida cotidiana y democra-
cia, El Colegio de México, México.





SEGUNDA PARTE

NUEVAS POLÍTICAS AGRARIAS
EN AMÉRICA LATINA:

¿HACIA LA SOBERANÍA ALIMENTARIA?



98



99

Cuba cuenta con una larga tradición agroexportadora, de mono-
cultivos y de extracción indiscriminada de recursos naturales. Es-
tos modelos agrícolas de corte colonial, practicados durante aproxi-
madamente cuatro siglos, generaron una alta dependencia de
insumos importados, provocaron la degradación de los suelos, la
disminución de la biodiversidad y la reducción drástica de la cu-
bierta forestal (CITMA, 1997; Funes Monzote, 2008).

Precisamente uno de los propósitos fundamentales de la Revo-
lución de 1959 fue resolver los que se consideraban viejos proble-
mas de la agricultura cubana, básicamente la propiedad nacional y
foránea (sobre todo estadounidense) de grandes extensiones de tie-
rra (latifundios) y la falta de diversificación (Anónimo, 1960; Valdés,
2003). A pesar de estas intenciones, la rápida industrialización de
la agricultura estatal basada en métodos convencionales tendió a
concentrar la tierra en grandes empresas estatales, lo cual provocó
problemas ambientales similares a los causados por los latifundios.
Si bien el modelo estatal incrementó los niveles de producción y la
calidad de vida en el medio rural, terminó creando consecuencias
económicas, ecológicas y sociales negativas que no pueden ignorarse.

La excesiva aplicación de insumos agroquímicos producidos
en el exterior, la implementación de sistemas de producción de
monocultivo y a gran escala, la concentración de los agricultores
en las ciudades y pueblos rurales, así como la dependencia de pocas
exportaciones, hicieron vulnerable el modelo agrícola convencio-
nal establecido en todo el país. Esta vulnerabilidad se hizo más

IV. TRANSICIÓN HACIA LA AGRICULTURA
SOSTENIBLE EN CUBA

Fernando R. Funes Monzote
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evidente a inicios de los años noventa, luego de la desintegración del
bloque socialista de Europa del Este y la Unión de Repúblicas Socia-
listas Soviéticas (URSS), cuando desapareció la mayoría de los insumos
con precios preferenciales, tanto materiales como financieros. La
agricultura cubana, junto con otras ramas de la economía, entró en
la mayor crisis de la historia reciente. Esta situación creó condiciones
excepcionales para la construcción de un modelo agrícola alternati-
vo y mucho más sostenible a escala nacional.

Durante los últimos quince años (1993-2008) la agricultura
cubana ha sido reorientada. Hoy existe una preocupación, como
nunca antes, por la autosuficiencia alimentaria y la protección am-
biental. En 1993 tuvo lugar un proceso de descentralización masivo
que traspasó más del 40% de las tierras estatales a formas cooperati-
vas de producción. En 1994 se instituyó el Programa Nacional para
el Medio Ambiente y el Desarrollo (la versión cubana de la Agenda
21 de las Naciones Unidas), y dos años después se aprobó la Estrate-
gia Ambiental Nacional (CITMA, 1997). Con la promulgación en
1997 de la Ley de Medio Ambiente, la protección ambiental se con-
virtió en política de Estado (Gaceta Oficial, 1997).

La transformación en el campo cubano durante la última dé-
cada del siglo XX e inicios del XXI es un ejemplo de conversión a
gran escala: de un modelo altamente especializado, convencional,
industrializado y dependiente de insumos externos, a uno basado
en los principios agroecológicos y de la agricultura orgánica (Rosset
y Benjamin 1994; Funes et al., 2002). Numerosos estudios atribu-
yen el éxito de esta conversión a la forma de organización social
empleada y al desarrollo de tecnologías ambientalmente apropia-
das (Wright, 2005).

A diferencia de los movimientos aislados de agricultura soste-
nible desarrollados en otros países, Cuba ha protagonizado un
movimiento masivo y de amplia participación popular donde la
producción agraria fue considerada clave para la seguridad
alimentaria de la población. En sus etapas más tempranas, la trans-
formación del sistema agrícola en Cuba ha consistido básicamente
en la sustitución de insumos químicos por biológicos y en el em-
pleo más eficiente de los recursos disponibles. Mediante estas es-
trategias se han alcanzado numerosos objetivos de la agricultura
sostenible. La persistente carencia de insumos externos y la imple-
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mentación de sistemas de producción diversificados, ha favorecido
la proliferación de prácticas agroecológicas innovadoras en todo el
país.

Condiciones geográficas y biofísicas
Cuba es la mayor de las islas del Caribe, con un área total de 110
860 km2. El país está dominado por extensas planicies, que ocu-
pan alrededor del 80% de su superficie y tres macizos montañosos
bien definidos: la Sierra de los Órganos en el occidente, la Sierra
del Escambray al centro y la Sierra Maestra en el oriente.

De acuerdo con el sistema de clasificación del clima reconocido
por la Organización para la Agricultura y la Alimentación (FAO)
(Köppen, 1907), el clima de Cuba es tropical de sabana (Aw). Excepto
por algunas áreas específicas, toda la isla tiene la influencia del océano.
Cerca del Trópico de Cáncer y de la Corriente del Golfo, recibe los
efectos destructivos de las tormentas tropicales y de los huracanes (con
vientos de 150 a 200 km/h y más), así como severas sequías que afec-
tan directamente la actividad agrícola y la infraestructura en general.
El clima se caracteriza por una estación lluviosa, con altas temperatu-
ras y fuertes precipitaciones entre mayo y octubre (70% de la lluvia
total anual) y una estación seca, de noviembre a abril, con pocas preci-
pitaciones y temperaturas más frescas (tabla 1).

A pesar de que La Habana es el principal centro económico,
cada una de las catorce provincias del país es importante desde el
punto de vista agrícola, cultural y económico. La densidad de po-
blación es más alta en Cuba (102 habitantes/km2) que en México
(50), América Central (68) y América del Sur (17), pero más baja

Tabla 1
Características demográficas, fisiográficas y climáticas de Cuba

Datos generales Clima

Longitud del país, km 1.250              Estación

Área, km2 110,860 Lluvia      Seca

Elevación más alta, m 1974 Precipitaciones, mm 1.104 316

Población total (millones)    11.3  Temp. media, °C 26.9 23.2

Fuente: ONE, 2004.
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que en el promedio de la región del Caribe (139) (FAOSTAT, 2004).
Lo que es aún más importante: Cuba tiene un alto porcentaje de
tierra arable, de manera que cada hectárea apta para la agricultura
en llanuras necesita alimentar a menos de dos personas por año.
Mientras que sólo el 34% del área total de América Latina es con-
siderada apta para uso agrícola, en Cuba es de aproximadamente el
60% (ONE, 2004). Sin embargo, la despoblación de las áreas rura-
les alcanza dimensiones similares a la de los países industrializados.
De acuerdo con el último censo agrícola nacional, en la actualidad
menos del 25% de la población vive en asentamientos rurales, sólo
el 11% trabaja en el sector agrícola y probablemente menos del 6%
se vincula directamente con estas actividades (ONE, 2004).

Los suelos de Cuba son heterogéneos. La fertilidad del área arable
total, de acuerdo con los nutrientes disponibles, se clasifica como:
15% de alta fertilidad, 24% media, 45% baja y 14% pobre (CITMA,
1998; Treto et al., 2002; ONE, 2004). Según estas fuentes, los suelos
cubanos son predominantemente Oxisoles y Ultisoles (68%) y en
las áreas restantes son Inceptisoles y Vertisoles. Los factores limitantes
de los suelos empleados en las actividades agrícolas son el escaso con-
tenido de materia orgánica, la baja fertilidad, la erosión y el pobre
drenaje (tabla 2). A pesar de las limitaciones mencionadas, Cuba
posee un medio ambiente natural excepcional para la agricultura.
Debido a sus condiciones y a la diversidad de plantas y animales
empleados para propósitos agrícolas, es posible desarrollar durante
todo el año la agricultura y la ganadería al aire libre.

Salinidad y sodicidad 1,0 14,9
Erosión (muy fuerte o media) 2,9 43,3
Pobre drenaje 2,7 40,3
Baja fertilidad 3,0 44,8
Compactación natural 1,6 23,9
Acidez 2,1 31,8
Contenido de materia orgánica 4,7 69,6
Baja retención 2,5 37,3
Áreas rocosas 0,8 11,9

Fuentes: CITMA 1998; ONE 2004.

Tabla 2
Principales factores limitantes de los suelos cubanos

Factor Área agrícola afectada

Millones ha % del total
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Por otra parte, la amplia infraestructura de carreteras y cami-
nos con acceso al mar, la existencia de grandes reservas de agua
embalsada para la irrigación, la electrificación generalizada del cam-
po, así como la elevada inversión en facilidades agrícolas y la exten-
sa red de instituciones científicas, son precondiciones valiosas para
incrementar la producción agrícola en Cuba.

Breve historia de la agricultura cubana
Los primeros habitantes de Cuba llegaron hace aproximadamen-
te 10.000 años procedentes de América del Norte, a través del río
Misisipi, vía la Florida y las Bahamas (Torres-Cuevas y Loyola,
2001). Denominados guanahatabeyes, estos grupos eran cazado-
res, pescadores y recolectores. La segunda corriente migratoria
provino de América del Sur hace unos 4.500 años. Conocidos
como ciboneyes, también pescaban y recolectaban, pero introdu-
jeron instrumentos más desarrollados para la caza y el procesa-
miento de alimentos. Un tercer grupo de pobladores, denomina-
dos taínos, arribó a la isla alrededor de 1.500 años atrás. Formaban
parte de la familia aborigen sudamericana conocida como arahuaca
y eran también diestros cazadores y pescadores, pero además prac-
ticaban la agricultura (Le Riverend, 1970). Estos eran tal vez los
nativos americanos más numerosos y dominantes a la llegada de
los españoles a la isla, en 1492. Uno de sus sistemas agrícolas más
productivos utilizaba camellones, es decir, montículos de tierra y
materia orgánica. Estas comunidades aplicaban el sistema de tum-
ba y quema de cultivos a pequeña escala, especialmente de yuca y
maíz, así como los empleados en sus rituales, como tabaco y al-
godón.

Se estima que a la llegada de los españoles, entre el 60 y el 90%
de Cuba estaba cubierta por bosques (Del Risco, 1995). En un
inicio, los conquistadores congregaron a los indígenas en las lla-
madas vecindades o reservas, en las cuales la mayoría de los habi-
tantes continuó empleando métodos agrícolas tradicionales. Como
colonizadores, los españoles se convirtieron en terratenientes, em-
pleando sistemas básicamente integrados denominados estancias,
con una alta proporción de cultivos (Le Riverend, 1970). La tran-
sición de la agricultura indígena a la nueva forma implementada
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por los españoles puede considerarse el primer paso en el proceso
de conversión hacia prácticas agrícolas europeas.

A principios del siglo XVII la agricultura comercial experimen-
tó un desarrollo más rápido con la llegada de la producción azuca-
rera y tabacalera a las estancias (Le Riverend, 1992; Marrero, 1974-
1984; Funes Monzote, 2008). La Revolución Haitiana de 1791
dio a Cuba la apertura que necesitaba para comenzar a competir
con las colonias francesas como el principal productor y exportador
de azúcar del mundo. El consecuente establecimiento de plantas
procesadoras de azúcar en el campo cubano condujo a la transfor-
mación radical de la estructura agrícola y al salto definitivo de la
economía colonial cubana. Las grandes extensiones de tierra dedi-
cadas a la ganadería, intercaladas con bosques y pastos, fueron sub-
divididas en propiedades más pequeñas. El incremento de la pro-
ducción y especialización en azúcar de caña acentuó el impacto
social y ambiental que ha acompañado a la industria desde sus ini-
cios. Las tempranas críticas al sistema se basaron en el daño a los
recursos naturales, específicamente la destrucción de los bosques y
el abandono de tierras «cansadas» e improductivas (De la Sagra,
1831; Reynoso, 1862).

La concentración y la centralización de la producción azucare-
ra continuaron en el siglo XX. Luego de que Cuba alcanzó la inde-
pendencia de España en 1898, el capital norteamericano estable-
ció grandes latifundios azucareros en el oriente del país, que hasta
ese momento había sido el área menos afectada por la agricultura.
Durante las primeras dos décadas del siglo XX la siembra de caña
de azúcar produjo la más intensa deforestación de la historia de
Cuba. Alrededor de 1925, la mayor parte de las llanuras cubanas
estaban plantadas de caña. Las propiedades más extensas, que ocu-
paban el 70% de la tierra agrícola, se dedicaban básicamente a la
ganadería y el azúcar. Poco más del 1% de los dueños de tierras
poseían el 50% de esta, mientras el 71% de los propietarios tenía
sólo el 11% (Valdés, 2003).

Sin embargo, las tierras gestionadas por los latifundios eran
ineficientes para la producción de alimentos, y muchas de estas
grandes fincas (cerca del 40%) fueron gradualmente abandonadas.
Mientras, el sector campesino, que practicaba una agricultura
diversificada con estrategias integradas tradicionales, tenía un con-
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siderable impacto en la economía agraria. De acuerdo con el censo
agrícola de 1946, casi el 90% de las fincas eran diversificadas. Es-
tas fincas de 5 a 75 ha, con su producción integrada y mejor efi-
ciencia organizativa, generaban alrededor del 50% de la produc-
ción agrícola total del país, pero ocupaban sólo el 25% del área
agrícola (CAN, 1951).

A pesar de la existencia de muchas pequeñas fincas diversi-
ficadas, la estructura de tenencia de la tierra y el modelo económi-
co exportador contribuyeron a la creación de un sector agrícola
que se especializó en unos pocos cultivos. El campo cubano se ca-
racterizaba por la dependencia económica y política de los Estados
Unidos, la escasez de alimentos de subsistencia, la inequidad social
y una alta tasa de desempleo durante el «tiempo muerto» (meses
durante los cuales no se procesaba azúcar). Esta inestable situación
influyó considerablemente en el triunfo de la Revolución Cubana
de 1959.

Escenario pos-revolución

Reformas agrarias
El gobierno revolucionario adoptó dos leyes de Reforma Agraria
que otorgaron la propiedad de la tierra a los campesinos que la
trabajaban, lo que redujo considerablemente el tamaño de las fin-
cas. La primera, firmada en mayo de 1959, limitó la tenencia de
tierra a alrededor de 400 ha. Luego, en 1963, la Segunda Ley de
Reforma Agraria estableció un máximo de 67 ha con el objetivo de
eliminar la clase social terrateniente y la explotación de los campe-
sinos (Anon, 1960; Valdés, 2003). En la primera etapa, el 40% de
la tierra arable fue expropiada de las compañías y grandes propie-
tarios extranjeros y pasó a manos del Estado. En la segunda etapa,
otro 30% de la tierra se convirtió en estatal (Valdés, 2003).

En ese momento había cuatro objetivos priorizados para la
transformación de la agricultura cubana: 1) satisfacer los requeri-
mientos crecientes de la población, 2) generar fondos monetarios
con la exportación de los productos, 3) obtener materias primas
para la industria de procesamiento de alimentos y 4) erradicar la
pobreza del campo (Anon, 1960). Se desarrollaron varios enfoques
educativos, culturales y económicos, incluyendo las campañas de
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alfabetización, el desarrollo de comunidades rurales para brindar
servicios sociales y de salud a los campesinos, la construcción de
miles de kilómetros de nuevas carreteras y la electrificación de las
áreas rurales (Anon, 1987).

El modelo agrícola convencional
A pesar de que el gobierno expresó oficialmente su deseo de diver-
sificación, su administración subterránea de la agricultura apoyó el
monocultivo a gran escala. Los compromisos de exportar materias
primas como azúcar, cítricos, café, tabaco y otros al Consejo de
Ayuda Mutua Económica (CAME) del bloque de países socialistas,
forzaron a Cuba a cumplir planes quinquenales con altos costes
ambientales. De ahí que la dependencia de alimentos procesados
importados de Europa del Este alcanzara niveles sin precedentes
(Espinosa, 1992).

La aplicación de los conceptos de la revolución verde fue faci-
litada por las fuertes relaciones con la URSS y los países socialistas
de Europa del Este. Como política nacional, Cuba adoptó la ten-
dencia mundial de sustituir capital por fuerza de trabajo para in-
crementar la productividad. Este método se caracterizó por el ma-
nejo físico y agroquímico de los procesos agrícolas a gran escala, y
la producción mecanizada con una elevada aplicación de insumos
externos a monocultivos. La aplicación del modelo industrializado
de agricultura, junto con el incremento del consumo energético
per cápita de 10,7 MJ/día a 11,9 MJ/día. El consumo proteico per
cápita también se incrementó en el mismo período: de 66,4 g/día
a 76,5 g/día. A pesar de este progreso, las tasas de consumo per
cápita fueron insuficientes para las necesidades nutricionales cal-
culadas de 12,4 MJ/día de energía y 86,3 g/día de proteínas (Pérez-
Marín y Muñoz Baños, 1991).

Estos avances se lograron y sostuvieron a través de un modelo
que descansó en altos insumos externos, unos pocos cultivos de
exportación y el comercio con los países socialistas de Europa del
Este. Durante los años ochenta, el 87% del comercio exterior se
desarrolló con esas naciones a precios favorables, y sólo el 13% con
otras naciones a precios del mercado mundial (Lage, 1992). En
1988, Cuba envío el 81,7% de todas sus exportaciones al bloque
socialista, mientras el 83,8% de sus importaciones totales provi-
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nieron de esos países (Pérez Marín y Muñoz Baños, 1991). El acuer-
do con el CAME permitía a Cuba vender sus productos en el merca-
do socialista a altos precios, mientras las importaciones se compra-
ban a bajos costes.

Por tanto, la dependencia de la agricultura económica de unos
pocos productos de exportación fue impresionante, y la tierra de-
dicada a estos cultivos era enorme. Tres de los principales cultivos
de exportación —azúcar, tabaco y cítricos— cubrían el 50% de la
tierra agrícola. La importación de petróleo, maquinaria y diversas
materias primas en grandes cantidades resultaba favorable para Cuba
en términos económicos, pero no para su autosuficiencia alimen-
taria. Bajo estas condiciones el país importaba el 57% de sus re-
querimientos de proteína y más del 50% de la energía, aceites co-
mestibles, productos lácteos, carnes, fertilizantes, herbicidas y
concentrados para la alimentación del ganado (PNAN, 1994).

Ya en la década de 1970, las instituciones de investigación cu-
banas comenzaron a estudiar los conceptos de disminución y sus-
titución de insumos externos. Las políticas y la investigación co-
menzaron a prestar atención a las implicaciones económicas de la
sustitución de materias primas locales por importadas. Sin embar-
go, a finales de los años ochenta nuestra agricultura se caracteriza-
ba por una alta concentración de la tierra en manos del Estado
(80% del área total pertenecía al sector estatal), altos niveles de
mecanización (un tractor por cada 125 ha de tierra agrícola), es-
pecialización agrícola y alto uso de insumos (13 millones de tonela-
das de diésel, 1,3 millones de toneladas de fertilizantes, 80 millones
de dólares en pesticidas y 1,6 millones de toneladas de concentrados
para la alimentación animal por año) (Lage, 1992).

Consecuencias y colapso
La continua aplicación de este modelo agrícola derivó en severas
consecuencias económicas, ecológicas y sociales. Entre las más
importantes se encuentran la salinizacion (un millón de hectáreas
afectadas), la erosión del suelo de moderada a severa, la compac-
tación del suelo con su consiguiente infertilidad, la pérdida de
biodiversidad y la deforestación de la tierra agrícola (CITMA, 1997).
Entre 1956 y 1989 se produjo un acelerado éxodo de población
rural hacia áreas urbanas, lo que provocó una disminución de la
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población rural de 56 a 28%, y a menos de 20% a mediados de los
años noventa (Funes et al., 2002).

Como resultado de este conjunto de factores, a finales de la dé-
cada de 1980 los rendimientos agrícolas y ganaderos comenzaron a
decrecer y, consecuentemente, la eficiencia económica (Pérez Marín
y Muñoz Baños, 1991). El modelo agrícola convencional, que había
sido aplicado más o menos por espacio de veinticinco años, deman-
daba mayores cantidades de insumos químicos y de capital para
mantener estables sus rendimientos. La depresión de la producción
agrícola provocó la escasez de productos en los mercados.

Para paliar esta situación se inició un ambicioso Programa
Alimentario con la intención de recuperar la infraestructura y el
volumen de la producción para cubrir la demanda interna (ANPP,
1991). Este programa se basó esencialmente en el enfoque conven-
cional de altos insumos, porque podía contar con abundantes
insumos traídos del exterior. Incluso cuando la desintegración del
socialismo en Europa del Este y la URSS derivó en la pérdida de
estos insumos, el gobierno decidió «continuar desarrollando el Pro-
grama Alimentario a pesar de lo difíciles que puedan ser las condi-
ciones que debamos enfrentar» (ANPP, 1991). Sin la ayuda espera-
da, sería necesario ajustar seriamente la tecnología y la estructura
de producción.

La situación después del colapso del bloque socialista
El inesperado derrumbe de los países socialistas de Europa del Este
y de la URSS resaltó las contradicciones y vulnerabilidades del mo-
delo agrícola que Cuba había desarrollado. La isla perdió los prin-
cipales mercados y las garantías que estos países le habían propor-
cionado en el pasado. La capacidad de compra en el extranjero se
redujo drásticamente de 8.100 millones de dólares en 1989 a 1.700
millones en 1993, una disminución de casi el 80%. En ese año se
destinaron 750 millones de doláres a la compra de combustible
para la economía nacional y 440 millones a alimentos básicos (Lage
1992; PNANN, 1994).

Aunque la agricultura a pequeña y mediana escala mostró mayor
resiliencia a la crisis, en 1989 este sector de producción agrícola
representaba sólo el 12% del área de la tierra agrícola total. Las
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restantes tierras agrícolas, que estaban manejándose con métodos
de altos insumos, industrializados y a gran escala, colapsaron dra-
máticamente. Uno de los primeros efectos fue la deficiencia calóri-
ca y la consecuente pérdida de peso extendida entre la población.
Además, empezaron a aparecer muchas enfermedades como resul-
tado del bajo consumo de ciertos nutrientes (PAHO, 2002) (tabla
3). Por ejemplo, la neuropatia epidémica, causada por la deficien-
cia de vitamina B, afectó la visión de más de cincuenta mil perso-
nas (Arnaud et al., 2001). Las consecuencias de la crisis en la segu-
ridad alimentaria habrían sido mucho más dramáticas sin el sistema
de racionamiento gubernamental, que aseguró el acceso equitativo
a los alimentos y evitó una hambruna (Rosset y Benjamín, 1994;
PNAN, 1994; Wright, 2005).

1. Las necesidades nutricionales para la población cubana (Porrata et al.,
1996) se definieron por las normas de la FAO (FAO; WHO y UNU, 1985).

Calorías 12,4 MJ 97,5 62,7
Proteínas 86,3 g 89,7 53,0
Grasas 92,5 g 95,0 28,0
Hierro 16 mg 112,0 68,8
Calcio 1.123 mg 77,4 62,9
Vitamina A 991 mg 100,9 28,8
Vitamina C 224,5 mg 52,2 25,8

Tabla 3
Comparación de niveles nutricionales per capita por día en 1987 y 1993

Nutriente Necesidades nutricionales1 Porcentaje de satisfacción
de necesidades reconocidas

1987 1993

Fuentes: PNAN, 1994; Pérez-Marín y Muñoz Baños, 1991.

A pesar de las dificultades económicas, el gobierno continuó
reforzando los programas sociales. La proporción de la mortalidad
infantil en el primer año de vida se redujo casi a la mitad durante
este tiempo: de 11,1 por cada 1.000 nacidos vivos en 1989 a 6,4 al
cierre de 1999 (Granma, 2000). A principios de los años noventa
fue necesario tomar severas acciones económicas para mantener las
garantías sociales principales mientras se reconstruía la economía
cubana. Esta fase se denominó oficialmente «Período Especial».
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En respuesta a la precaria situación alimentaria, se estableció el
Programa Nacional de Acción para la Nutrición (PNAN), resultado
de compromisos hechos ante la Conferencia Internacional para la
Nutrición celebrada en Roma en 1992. Su objetivo era paliar las
consecuencias de la crisis a través de las siguientes estrategias bási-
cas (PNAN, 1994):

• Fortalecer la política agraria mediante la amplia descentrali-
zación de la tenencia y gestión de tierra, la diversificación de
la producción agrícola, y la transformación de la tenencia de
tierras estatales.

• Motivar a la población para participar en las actividades
agrícolas para su propia mejora nutricional.

• Incentivar la creación de autoabastecimientos o huertos fa-
miliares para satisfacer las necesidades de establecimientos
residenciales y educativos.

• Promover el desarrollo sostenible y compatible con el medio
ambiente.

• Reducir las pérdidas pos-cosecha a través de métodos
mejorados, como las ventas directas de alimentos de produc-
tores a consumidores en las ciudades (agricultura urbana).

• Incorporar los objetivos nutricionales a los programas y pla-
nes de desarrollo agrícola.

Muchas de estas medidas tomadas por el Estado contribuye-
ron a la proliferación de una agricultura más sustentable. Sin em-
bargo, el éxito de estas estrategias ha sido ensombrecido por varios
factores, entre ellos la dificultad para adaptar la agricultura espe-
cializada a gran escala a las nuevas prácticas, la falta de recursos
financieros y materiales para promover estas soluciones, y la poca
fuerza de trabajo en el campo.

Cambios en las estructuras productivas agrarias
En general, se tomaron determinadas medidas técnicas y organi-
zativas para reducir el impacto de la crisis en la agricultura. La des-
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centralización y reducción en escala de las grandes empresas estatales
era una necesidad debido a su ineficiencia. En 1993 el gobierno creó
las Unidades Básicas de Producción Cooperativa (UBPC). Esta fue
una medida eficaz que otorgó los derechos de usufructo (uso gratui-
to de la tierra durante un tiempo «indefinido») a los campesinos que
habían trabajado en las empresas agropecuarias estatales. También
se desarrollaron otras formas de distribución de la tierra que brinda-
ron oportunidades a las personas interesadas en regresar al campo.
En lo adelante, se crearon diez formas distintas de organización en la
agricultura cubana que coexistieron en tres sectores: el estatal, el no
estatal y el mixto (tabla 4).

Fuente: Martin, 2002.

Tabla 4
Organización de la agricultura cubana

Sector estatal Fincas estatales.

Granjas Estatales de Nuevo Tipo (GENT).

Fincas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FAR),
incluyendo fincas del Ejército Juvenil del Trabajo (EJT)
y del Ministerio del Interior (MININT).

Fincas de autoconsumo en centros de trabajo
e instituciones públicas.

Joint ventures entre capital estatal y extranjero.

Sector
no estatal

Producción
colectiva

Unidades Básicas de Producción Cooperativa (UBPC).
Cooperativas de Producción Agropecuaria (CPA).

Producción
individual

Cooperativas de Créditos y Servicios (CCS).
Campesinos individuales, en usufructo.
Campesinos individuales, propiedad privada.

Sector mixto

Estos cambios en la estructura agraria del país se caracteriza-
ron por la transferencia de la tierra del Estado a otros sectores. En
enero de 1995 el Estado había concedido los derechos de usufructo
del 58% de la tierra cultivable que controlaba a inicios de 1990
(que constituían, en ese momento, el 83% del total). Este cambio
en la propiedad de la tierra se ha denominado informalmente «la
tercera reforma agraria cubana». Durante un período de cinco años,
se incorporaron a las UBPC unos 150.000 trabajadores (Pérez Ro-
jas et al., 1999). Un análisis cronológico del porcentaje del área
agrícola nacional muestra que las UBPC predominaron rápidamen-
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te (tabla 5). El sector campesino privado también aumentó su área
de tierra en el proceso de distribución, un reconocimiento a su ca-
pacidad de gestión y papel creciente en la producción de alimen-
tos. Si se comparan con las empresas estatales, las UBPC son una
forma de producción más descentralizada (Villegas, 1999).

Fuentes: PNAN, 1994; Pérez Rojas et al., 1999; ONE, 2004; ONE, 2008.

Estatal 47,5

Otras organizaciones
estatales

UBPC – 26,5 40,6 39,8

CPA
12 26,3 37,0

Tabla 5
Porcentaje de tierra cultivable en Cuba

por forma de propiedad, 1989-2008

Forma de propiedad
de la tierra

1989-1992 1993 2000 2008

83
9,0 33,1 32,2

7,0

10,0Privada

Con la creación de las UBPC, el Estado fue capaz de mejorar la
gestión de la producción y a la vez ahorrar sus escasos recursos. El
tamaño de las grandes empresas mixtas se redujo diez veces, en
tanto el de las empresas ganaderas disminuyó veinte veces como
promedio, alcanzando un tamaño similar al de las Cooperativas de
Producción Agropecuaria (CPA) que habían existido durante más
de veinte años con razonables niveles de producción y eficiencia
(tabla 6). La estrategia de dividir la tierra en parcelas menores den-
tro de las UBPC se basó en la mayor eficiencia que tiene la produc-
ción a pequeña escala. Sin embargo, incluso con estas reducciones,
el tamaño promedio de las UBPC era todavía grande para la mayo-
ría de las actividades agrícolas principales, y la falta de recursos
hizo a muchas de ellas casi ingestionables.

Como empresas agrícolas gestionadas por las personas que
habitan en ellas, las UBPC facilitaron un mejor manejo de los re-
cursos naturales y la toma de decisiones por los campesinos. La
escala reducida de las UBPC, junto con su mayor diversificación y
uso más racional de insumos, maquinaria e infraestructura, posi-
bilitó incrementos en la productividad, lo que ayudó a mitigar las
pérdidas en insumos externos y capital.
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Sin embargo, el modelo de las UBPC todavía está lejos de alcanzar
sus beneficios potenciales; muchos métodos organizativos empleados
en las empresas estatales fueron reproducidos en las UBPC (Pérez Rojas
y Echavarría, 2000). La falta de un sentido de pertenencia, la persis-
tente dependencia de insumos externos y la limitada toma de decisio-
nes afectan el funcionando de las UBPC (Granma, 1997). En resumen,
aunque en su esencia las UBPC continúan formando parte de una es-
tructura que opera bajo la dirección de las empresas estatales, esta for-
ma de producción tiene mecanismos que favorecen la transición a la
descentralización y tiende a imitar los valores, la eficiencia y el poten-
cial de la producción campesina tradicional.

Contribución de los agricultores pequeños
En Cuba, las formas privadas de producción agrícola (desarrolladas
por campesinos, principalmente a pequeña y mediana escala) pueden
llevarse a cabo de manera individual o en grupos bajo dos tipos de
cooperativa: CPA y CCS. El primer tipo está compuesto por producto-
res que entregaron sus tierras a la cooperativa, por lo que se transfor-
man en propiedad social. El segundo tipo está integrado por campesi-
nos que forman una cooperativa en la que mantienen la propiedad de

Fuente: PNAN, 1994

2. Tubérculos, raíces, vegetales, plátano, granos y semillas (frijoles, maíz,
soya, girasol, ajonjolí, etc.).

Tabla 6
Tamaño promedio (ha) de las empresas estatales, UBPC y CPA

Actividad
principal

Empresas
estatales

1989

UBPC
1994

CPA
1994

Cultivos varios2 4.300 416 483

Cítricos y frutales 17.400 101 577

Café – 429 470

Tabaco 3.100 232 510

Arroz 27.200 5.040 –

Ganadería 28.000 1.597 631
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la tierra y de los equipos sobre una base individual, compran insumos
al Estado y reciben créditos y servicios (Álvarez, 2002). Ambos tipos
de productores tienen compromisos de ventas al Estado de acuerdo
con su potencial productivo. Además, cosechan alimentos y crían ani-
males para autoabastecerse. También pueden vender directamente los
productos agrícolas en el mercado local o a intermediarios.

Si se comparan con las fincas estatales, los campesinos privados
tienen mayor experiencia y tradición en la agricultura cubana, y no
sorprende que sus sistemas agrícolas hayan demostrado ser más
resilientes al enfrentar la crisis. Mientras las empresas agrícolas esta-
tales sufrieron rápidamente el impacto de la falta de insumos y
financiamiento, el sector campesino fue capaz de amortiguar la esca-
sez de recursos materiales. A fines de los años ochenta el sector priva-
do ocupaba el 18% de la tierra arable del país, pero diez años más
tarde contaba con el 25% del área agrícola y participaba significa-
tivamente en la producción, tanto para el consumo interno como
para la exportación. El porcentaje relativamente alto de contribu-
ción de la producción campesina a las ventas totales en el sector agrí-
cola nacional durante los años de crisis (tabla 7) demuestra su alta
eficiencia en el uso de la tierra. También muestra la capacidad de los
métodos de producción y organización de los pequeños agricultores
para contribuir al balance alimentario nacional, a pesar de contar
con escasos insumos externos. En 1996 el 70,7% del total de las
ventas agrícolas directas a la población fueron realizadas por campe-
sinos individuales o cooperativos (Martin, 2002).

Fuente: Lugo Fonte, 2000.

Arroz 17 Granos 74

Café 55 Leche 32

Caña de azúcar 18 Maíz 64

Carne de cerdo 43 Miel 55

Cítricos 10 Pescado 53

Cocoa 61 Raíces, tubérculos y vegetales 43

Frutas 59 Tabaco 85

Tabla 7
Contribución de la producción campesina a las ventas totales

al Estado de varios productos en Cuba

Producto % de ventas
al Estado

Producto % de ventas
al Estado
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Aunque la producción ganadera a nivel nacional ha estado
deprimida por la escasez de alimento importado y las adversas con-
diciones climáticas, como es el caso de prolongadas sequías, hura-
canes y otros eventos naturales, los campesinos han desarrollado
una gran capacidad de adaptación. El sector de los agricultores
pequeños se ha convertido en un modelo para la reestructuración
de la agricultura cubana (Álvarez, 2002).

El campesino cubano es un eslabón importante en la preserva-
ción de los cultivos tradicionales y del ganado más resistente, indis-
pensables para el mejoramiento genético y la agricultura sostenible
desde una perspectiva local (Ríos, 2004; Wright, 2005). Dentro de
la Asociación Nacional de Agricultores Pequeños (ANAP), el Movi-
miento Agroecológico Campesino a Campesino (MACAC) ha siste-
matizado la experiencia agrícola tradicional y ha reforzado los prin-
cipios sostenibles en la agricultura cubana. Este movimiento está
presente en 155 municipios (85% del total) a nivel nacional, y a
finales de 2004 daba empleo a unos 3.000 facilitadores y a más de
9.000 promotores (Perera, 2004). En un esfuerzo paralelo, en esa
fecha más de 4.000 productores se habían involucrados en el Progra-
ma de Innovación Agrícola Local del Instituto Nacional de Ciencias
Agrícolas (INCA), basado en procesos participativos de base.

Agricultura urbana y seguridad alimentaria

Fundación, estructura y objetivos
La agricultura urbana ha sido una iniciativa útil para la promoción
de la autosuficiencia alimentaria. Esta forma de agricultura estaba
casi olvidada en Cuba cuando los alimentos eran accesibles, pero
se convirtió en una estrategia importante al ser la primera reacción
de la población para superar la escasez de alimentos (Murphy, 1999).
Al cultivar dentro y alrededor de las ciudades, se podía hacer uso
de recursos locales y no había que pagar los costes de transporta-
ción de insumos o productos (Cruz y Sánchez, 2001). En los ini-
cios de la crisis del «Período Especial», la población se organizó
para cultivar solares libres, traspatios y azoteas en las ciudades. In-
cluso era común la crianza de animales dentro de las casas para
asegurar el suministro de alimentos a la familia. Surgida como una
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producción de subsistencia, a mediados de los años noventa la agri-
cultura urbana se había transformado en una práctica que también
incluyó las actividades comerciales y llegó a contribuir significa-
tivamente a la seguridad alimentaria del país.

Mientras la agricultura urbana fue extendiéndose, ganó orga-
nización y comenzó a recibir el apoyo gubernamental. En 1995 ya
existían 1.613 organopónicos (pequeñas parcelas de tierra aban-
donada en las ciudades donde se cultivan vegetales frescos), 429
huertos intensivos y 26.604 huertos comunitarios. En 1997 se creó
una red de empresas municipales e instituciones estatales (el Siste-
ma Nacional de Agricultura Urbana) para organizar a las personas
ya involucradas en este movimiento. Espacialmente, la agricultura
urbana cubre un radio de 10 km desde el centro de la cabecera
provincial, de 5 km desde el centro de las capitales municipales, de
2 km alrededor de las poblaciones de más de 10.000 residentes, y
la producción local para los asentamientos de menos de 1.000 per-
sonas. El gobierno desempeña todavía un papel importante en la
promoción y apoyo de este movimiento masivo hacia la seguridad
alimentaria.

El objetivo principal del movimiento cubano de agricultura
urbana es alcanzar un consumo diario de 300 gramos de vegetales
por ciudadano, que es la cantidad recomendada por la ONU/FAO y
adecuado surtido de fuentes de proteína animal. De acuerdo con
Companioni et al. (2002), otros principios básicos de este movi-
miento son:

• Distribución uniforme a lo largo del país.
• Correspondencia entre producción planificada y número de

habitantes.
• Interrelación cultivo-animal.
• Uso intensivo de materia orgánica y controles biológicos.
• Uso óptimo del área disponible para la producción de ali-

mentos.
• Integración multidisciplinaria y aplicación de la ciencia y la

técnica.
• Máxima utilización de la fuerza laboral.
• Empleo de residuos o subproductos para la nutrición vege-

tal y animal.
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El programa de agricultura urbana está compuesto por vein-
tiocho subprogramas, cada uno relacionado con un tipo o aspecto
de la producción agrícola o ganadera, que constituyen su base
organizativa y administrativa (GNAU, 2004).

Arroz popular: ejemplo de un subprograma exitoso
Fundamental en la dieta cubana, el consumo per cápita de arroz ex-
cede los 44 kg anuales o los 265 g por día (Socorro et al., 2002). La
producción de arroz en Cuba se desarrolló durante muchos años en
grandes granjas estatales y también era uno de los cultivos priorizados
a inicios del «Período Especial», cuando parecía «irrefutable» que los
métodos convencionales de altos insumos eran la única forma de
proporcionar suficiente arroz para satisfacer las necesidades de la
población (León, 1996). Sin embargo, incluso durante los años ochen-
ta, cuando los insumos estaban disponibles, no pudo cubrirse la de-
manda nacional y fue necesario importar el 40% del arroz consumi-
do. La producción de arroz con altos insumos demostró ser
insostenible al comenzar la crisis de los años noventa. El nuevo pro-
grama de «arroz popular» mostró que la agricultura auto-organizada
y de bajos insumos podría tener un impacto positivo en la autosufi-
ciencia alimentaria nacional (García, 2003).

La producción «popular» de arroz fue en sus orígenes, como la
agricultura urbana en general, un movimiento para el autoabas-
tecimiento. Este cereal comezó a cultivarse en áreas abandonadas,
en pequeñas parcelas entre los campos de caña de azúcar, en zanjas
del camino, etc. El movimiento creció rápidamente y logró niveles
imprevistos de producción y eficiencia. En 1997, mientras la Unión
de Empresas del Arroz estuvo muy afectada, con una producción
de 150.000 t, la producción de arroz «popular» logró 140.600 t, e
involucró a 73.500 agricultores pequeños que obtuvieron, como
promedio nacional, 2,82 t/ha sin el empleo de costosos insumos
(Granma, 1998). Este rendimiento fue muy favorable comparado
con el de la producción de arroz convencional durante los años
ochenta, que logró un medio rendimiento nacional de entre 2 y 3
toneladas por hectárea (ANPP, 1991). En 2001 el arroz popular fue
responsable de más del 50% de la producción total nacional de
arroz (García, 2003).
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Éxitos recientes y futuro
En el año 2000 la agricultura urbana produjo más de 1,64 millo-
nes de toneladas de vegetales y empleó a 201.000 trabajadores
(Granma, 2001). Dos años después, 326.000 personas se unieron
al programa de producción agrícola urbana (Granma, 2003), mien-
tras que en 2006 la producción llegó a 4,2 millones de toneladas y
dio empleo a 354.000 personas (Granma, 2006) (figura 2). La pro-
ducción reportada de 20 kg/m2 lograda por la agricultura urbana
excedió los 300 gramos de vegetales por persona por día.

El movimiento de la agricultura urbana también ha contribui-
do al establecimiento de una red de 1.270 puntos de venta de pro-
ductos agrícolas en las ciudades y 932 mercados agrícolas (Granma,
2003). Los productos distribuidos mediante esta red contribuyen
significativamente a la seguridad alimentaria, aunque los precios
todavía son altos considerando la capacidad de compra promedio
de la población.

Producción en organopónicos y huertos intensivos (miles de toneladas)
Rendimientos en organopónicos (kg m2)
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Figura 2
Producción de vegetales en organopónicos y huertos intensivos
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La cantidad de personas dedicada al trabajo agrícola en la peri-
feria de la ciudad continúa aumentando. Sin embargo, Cruz y
Sánchez (2001) consideran que este tipo de agricultura debe bus-
car un acercamiento más integrado que vaya más allá de una solu-
ción temporal a la crisis o de la mera seguridad alimentaria, como
puede ser la preservación de los ambientes urbanos, la lucha contra
la contaminación del aire y el agua, así como la creación de una
cultura de conservación de la naturaleza.

La estrategia de sustitución de insumos
Durante los años ochenta, las investigaciones agropecuarias en Cuba
se dirigieron mayormente hacia la sustitución de insumos, redu-
ciendo el uso de fertilizantes, pesticidas y concentrados para ali-
mentar el ganado. Estas investigaciones fueron aplicadas en las
actividades agrícolas económicamente más importantes y a gran
escala (Funes, 2002). Aunque el objetivo principal era la reduc-
ción de los costes de producción en la agricultura comercial a tra-
vés de la sustitución de insumos biológicos por agroquímicos, es-
tos estudios crearon las bases para la aplicación de prácticas
ecológicas cuando no había alternativas disponibles. Como resul-
tado, la sustitución de insumos en Cuba llegó a escalas no alcanza-
das en ningún otro país, y su efectividad e impacto positivo fueron
significativos (Rosset y Benjamín, 1994; Funes, et al., 2002).

Alternativas para el manejo ecológico del suelo
Como parte de las investigaciones sobre fijación de nitrógeno y
solubilización de fósforo, se desarrollaron varias preparaciones
microbiológicas para determinados cultivos. En las investigacio-
nes sobre sustitución de insumos, una amplia gama de estos
biofertilizantes ha sido desarrollada con éxito y se ha aplicado a
escala comercial en los cultivos fundamentales, sustituyendo un
porcentaje significativo de fertilizantes químicos.

Los resultados de tales investigaciones confirmaron la efectivi-
dad de usar abonos verdes y cultivos de cobertura en la producción
agrícola comercial. Estos estudios incluyeron el uso de sesbania
(Sesbania rostrata) en la producción de arroz (Cabello et al., 1989)
y el uso de crotalaria (Crotalaria juncea), frijol de la sota (Canavalia
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ensiformis), frijol terciopelo (Mucuna pruriens) y frijol lablab de
dolichos (Lablab purpureus) en otros cultivos comerciales (García
y Treto, 1997). Estos abonos verdes lograron sustituir altos niveles
de fertilizantes nitrogenados (el equivalente a 67-255 kg/ha de N,
7-22 kg/ha de P y 36-211 kg/ha de K) y mejorar las características
físicas del suelo (Treto et al., 2002). En la producción comercial de
tabaco, las aplicaciones de químicos se redujeron a través del uso
de abonos verdes para mejorar la fertilidad del suelo. También se
recuperaron otras prácticas de cultivo tradicionales, incluyendo el
uso de bueyes, que evitó la compactación de los suelos y conservó
sus condiciones físicas.

La producción de humus de lombriz (o vermicompost) y de
compost alcanzó altos niveles. Entre 1994 y 1998 la producción
nacional de estos dos fertilizantes orgánicos estaba entre 500.000 y
700.000 millones de toneladas anuales. Se popularizó la produc-
ción a pequeña escala de humus de lombriz y de compost, sobre
todo en la agricultura urbana, debido a los altos niveles de fertili-
zantes orgánicos exigidos por la producción de vegetales en camas.
A escala industrial, el uso de cachaza (impurezas filtradas del jugo
de caña de azúcar, un derivado de la industria azucarera) permitió
una reducción considerable o la eliminación de la demanda de fer-
tilizantes químicos en la mayoría de los cultivos comerciales im-
portantes. Con una aplicación de 120-160 t/ha, este fertilizante
orgánico reemplazó completamente a los fertilizantes químicos por
más de tres años en suelos arenosos, y el mismo resultado se logró
con el empleo de 180-240 t/ha durante más de cinco años en sue-
los con un mayor contenido de arcilla (Treto et al., 2002).

Control biológico
Después de 1990, en respuesta a la escasez de pesticidas, el control
biológico se volvió una estrategia fundamental para el control de plagas
en Cuba. La rápida aplicación de esta estrategia a escala nacional en
los años noventa se hizo posible gracias a la amplia experiencia en el
control biológico y a la existencia, desde 1960, de cinco laboratorios
para su estudio. Con el objetivo de producir agentes de biológicos
que controlaran las plagas agrícolas más importantes, se crearon 276
Centros de Reproducción de Entomófagos y Entomopatógenos
(CREE) distribuídos a lo largo del país: 54 para las áreas cañeras y
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222 para las tierras productoras de vegetales, tubérculos, frutas y otros
cultivos (Pérez y Vázquez, 2002). La producción real de estos agen-
tes de control biológico (hongos, bacterias, nemátodos e insectos be-
neficiosos) fue descentralizada y a pequeña escala, pues los CREE brin-
daron servicios tanto a fincas estatales y cooperativas como a fincas
privadas (Fernández-Larrea, 1997). Su uso fue amplio y en 1999
cubrió aproximadamente un millón de hectáreas en el sector no azu-
carero (Pérez y Vázquez, 2002).

Aunque Cuba nunca detuvo la importación de pesticidas, esta
se redujo a alrededor de un tercio de lo que se compraba antes de los
años noventa (Pérez y Vázquez, 2002). Los programas de manejo
integrado de plagas (MIP), combinados con el manejo biológico y
químico de los cultivos, fueron la estrategia más común para afron-
tar la escasez de pesticidas. La efectividad de las estrategias de control
biológico ha permitido la continua disminución del uso de pestici-
das. La aplicación de pesticidas en las cosechas se redujo veinte veces
en un período de quince años: de 20.000 tonaladas en 1989 a alre-
dedor de 1.000 toneladas en 2004 (Granma Internacional, 2004).

Tracción animal
A fines de los años ochenta la agricultura cubana disponía de unos
90.000 tractores y se importaban 5.000 al año. Después de 1989,
el número de tractores en funcionamiento cayó drásticamente por
la falta de combustible, mantenimiento y piezas de repuesto. Se
recuperó la práctica tradicional de usar bueyes para cultivo y trans-
porte. Unas 300.000 yuntas de bueyes fueron entrenadas, confi-
riendo menor dependencia de combustible fósil a los nuevos siste-
mas de producción. En 1997, el 78% de las yuntas de bueyes se
usaba en el sector privado, que cubría sólo el 15% del área agrícola
nacional; después el uso de los bueyes se extendió a todos los secto-
res agrícolas (Ríos y Aguerrebere, 1998).

El empleo sistemático de yuntas de bueyes en áreas agrícolas
requirió una integración de tierra para los pastos y la producción
del alimento animal, es decir, el uso mixto. Muchas fincas ganade-
ras que se habían especializado en la producción de leche o carne
comenzaron a usar bueyes para transportar los forrajes del corte y
arar la tierra donde crecerían las cosechas para la subsistencia y el
mercado. El cultivo especializado y las granjas ganaderas tuvieron
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que adaptar sus diseños a las nuevas condiciones. De igual mane-
ra, muchas cooperativas que antes se habían dedicado al cultivo
especializado de papa, boniato, vegetales, etc., crearon «módulos
pecuarios» usando ganado de doble propósito que produjo leche y
carne para los granjeros y podía reemplazar las yuntas de bueyes
como una fuente de tracción.

Policultivos y rotación de cultivos
La rotación de cultivos y los policultivos fueron desarrollados en aras
de estimular la fertilidad natural del suelo, controlar las plagas, res-
taurar la capacidad productiva y obtener mayor Uso Equivalente de
la Tierra (UET).3 La aplicación de estas alternativas —a menudo prac-
ticadas por los campesinos tradicionales— demostró ser esencial para
alcanzar los niveles de producción y se expandió en todo el país, es-
pecialmente en el sector cooperativo (Wright, 2005). Tanto los re-
sultados de investigación como los datos reales de la producción de-
mostraron que los policultivos y la rotación de cultivos posibilitó el
incremento de los rendimientos en la mayoría de los cultivos econó-
micamente importantes (Casanova et al., 2002). Por ejemplo, los
experimentos confirmaron que la soya (Glycine max) en rotación con
la caña de azúcar incrementa los rendimientos de esta última: de
84,4 a 90,6 t/ha, con una producción añadida de 1,7 t/ha de la soya
(Leyva y Pohlan, 1995). El policultivo de yuca (Manihot esculenta) y
frijol (Phaseolus vulgaris) bajo diferentes sistemas de manejo de cul-
tivos alcanzó mayores UET cuando se comparó con la yuya y los fri-
joles en monocultivo (Mojena y Bertolí, 1995). El policultivo de
abonos verdes y maíz (Zea mays) en rotación con papa (Solanum
tuberosum) también incrementó la producción del tubérculo (Cres-
po et al., 1997). Todas estas combinaciones de policultivo hicieron
más eficiente el uso de la tierra, así como el control de plagas.

3. El Uso Equivalente de la Tierra se calcula utilizando la formula UET=Ó(Rpi/
Rmi), donde Rpi es el rendimiento de cada cultivo en el policultivo y Rmi es el
rendimiento de cada cultivo en monocultivo. Para cada cultivo (i) se calcula un ín-
dice para determiner el UET parcial para cada cultivo, entonces los UET parciales se
suman para dar como resultado el UET total para el policultivo (Gliessman 2006).
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Más allá de la estrategia de sustitución de insumos
Los ejemplos anteriores de estrategias de sustitución de insumos
reconocen los positivos resultados de estos enfoques para la auto-
suficiencia alimentaria y el medio ambiente del país. Este modelo
de sustitución de insumos prevaleció en Cuba durante los años de
la crisis y se considera el primer intento de convertir un sistema
convencional a escala nacional (Rosset y Benjamin, 1994). Sin
embargo, estos enfoques necesitan evolucionar si se desea alcanzar
un nivel superior de sostenibilidad agrícola.

Muchos campesinos cubanos, al carecer de un marco agroe-
cológico, sustituyen insumos debido a las necesidades, pero pre-
fieren emplear agroquímicos cuando estos están disponibles, a
pesar de que reconocen sus efectos negativos en la salud (Wright,
2005). En la misma línea, los políticos cubanos tienden a consi-
derar el enfoque convencional como la forma más viable de recu-
perar la fertilidad de los suelos, el control de plagas e incrementar
la productividad en la agricultura. De hecho, una estrategia ac-
tual del Estado es la «potenciación» de la producción con el in-
cremento de agroquímicos, petróleo y alimento animal importa-
dos para su empleo en cultivos o actividades ganaderas priorizados.
Estos enfoques convencionales se están convirtiendo en políticas
y los sistemas de bajos insumos están recibiendo menos apoyo de
las estructuras administrativas del que necesitan. Estas tenden-
cias en la agricultura cubana dejan claro que la estrategia nacio-
nal de sustitución de insumos no ha evolucionado a una fase
agroecológica.

El modelo alternativo cubano necesita ser reforzado con un en-
foque más poderoso, tanto sistémico como ecológico. La sosteni-
bilidad a largo plazo sólo puede alcanzarse con cambios profundos,
o sea, considerando los sistemas agrícolas alternativos como verda-
deramente regenerativos, y no sólo de sustitución de insumos. La
integración de cultivos y ganadería dentro de los sistemas de produc-
ción diversificados para crear sistemas integrados de producción (SIP)
es una de estas alternativas (Monzote et al., 2002).
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Sistemas integrados de producción: un enfoque
hacia la sostenibilidad
La estrategia nacional de sustitución de insumos estableció la in-
fraestructura y el conocimiento básico acerca de los sistemas de
gestión agrícola sostenibles. Sin embargo, es necesario reconocer
las limitaciones tecnológicas de la sustitución de insumos para al-
canzar un enfoque más integrado y ecológico. Los sistemas de
monocultivo que aún prevalecen en la agricultura, la dependencia
de insumos externos y la falta de integración en los agroecosistemas
son algunas de estas limitaciones.

Cambios en la estructura de uso de la tierra
Los patrones de uso de la tierra presentes en la agricultura cubana
son de especial relevancia para la conversión hacia un modelo
agroecológico a escala nacional. Desde 1993 han tenido lugar im-
portantes cambios estructurales en el sector agrícola, que buscan
crear las precondiciones necesarias para la aplicación de una estra-
tegia nacional de sistemas mixtos.

En primer lugar, la descentralización de las empresas estatales
y la promoción de la cooperativización para mantener a las perso-
nas vinculadas a la tierra. En ese intento han sido claves la entrega
de tierras en usufructo, la reducción de la escala de producción y la
diversificación.

En segundo lugar, la desactivación durante los últimos años,
de 110 centrales azucareros de los 155 existentes, por lo que la mitad
de las más de 1,4 Mha antes dedicadas al monocultivo de caña de
azúcar está disponible para otros propósitos agrícolas. En 2002 el
Ministerio del Azúcar (MINAZ) inició un programa de reestructu-
ración (Tarea «Álvaro Reynoso») a fin de emplear las tierras que
antes pertenecían a los centrales azucareros (Rosales del Toro, 2002).

En tercer lugar, alrededor del 40% de las dos millones de hec-
táreas cubiertas por pastos (cerca de 900.000 ha) están invadidas
actualmente con «marabú» (Dichrostachys cinerea) y «aroma» (Aca-
cia farnesiana), dos especies leñosas de leguminosas de rápido cre-
cimiento. Estas plantas son difíciles de controlar a mano y hacerlo
con maquinaria encarece mucho más su control. Las causas princi-
pales de esta tremenda invasión son el abandono de los suelos agrí-
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colas y el uso inapropiado de la tierra. La incorporación de estrate-
gias integradas de producción puede ser una práctica de control
efectiva de estas malezas donde las condiciones lo permitan. Cál-
culos hechos por García Trujillo (1996) han demostrado que a tra-
vés de los sistemas agrícolas integrados en el sector ganadero es
posible —incluso a niveles muy bajos de producción— satisfacer
los requerimientos alimentarios de la población cubana con res-
pecto a la proteína animal, así como contribuir a las necesidades de
energía (carbohidratos).

Las condiciones ecológicas, económicas y sociales actuales fa-
vorecen la conversión a SIP agroecológicos en el sector ganadero
(Monzote y Funes Monzote, 1997). Debido a la disponibilidad de
animales, infraestructura y pastizales, puede haber resultados posi-
tivos inmediatos al convertir las unidades ganaderas en sistemas
agrícolas y ganaderos fertilizados con estiércol (García-Trujillo y
Monzote, 1995; Funes Monzote y Monzote, 2001; 2002). En la
producción agrícola comercial especializada, las rotaciones con un
componente animal pueden favorecer el mejor uso de los recursos,
tales como la biomasa resultante, los residuos agrícolas y los
subproductos del procesamiento de alimentos.

Aunque los productores tradicionales han practicado común-
mente la integración de cultivos y animales a pequeña escala, los
enfoques innovadores necesarios para los sistemas agrícolas mixtos
a mediana escala deben ser estudiados, implementados y disemi-
nados. Además, es necesario desarrollar estrategias que venzan las
mayores limitaciones para el desarrollo de sistemas integrados de
producción. Estas limitaciones incluyen la alta necesidad de fuerza
de trabajo, la falta de capital y la prioridad que aún se otorga a la
agricultura convencional y su infraestructura especializada.

La integración de la producción agrícola y ganadera puede
alcanzarse a diferentes escalas en tiempo y espacio. A gran escala
(regional, nacional) requiere más capital e insumos que a mediana
o pequeña escala. Por ejemplo, la transportación a larga distancia
de estiércol animal, con su alto contenido de agua, es difícil y cos-
tosa, y la maquinaria disponible dificulta el establecimiento de di-
seños de policultivos en grandes áreas. El incremento en la escala
conducirá también a la disminuición en la eficiencia productiva.
En contraste, el uso eficiente de los recursos se maximiza a escalas
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inferiores, a nivel cooperativo o de finca, debido a que en estas
escalas se facilitan las interrelaciones (ciclo interno de nutrientes).
Sin embargo, a cualquier escala, las prioridades, demandas y capa-
cidades de los productores para desarrollar estas alternativas son
factores clave en la implementación exitosa del modelo SIP.

En resumen, la implementación de diseños integrados gana-
dería-agricultura puede resolver muchos de los problemas que aún
predominan en los sistemas especializados relativos a los efectos
ambientales adversos, la productividad y la eficiencia. Mucha in-
formación científica y práctica demuestra las ventajas del modelo
SIP; sin embargo, debe prestarse más atención al desarrollo de adap-
taciones a las variadas condiciones locales. En la literatura se en-
cuentra a menudo una descripción física de los sistemas agrícolas y
la cuantificación de sus flujos ecológicos, pero es raro hallar enfo-
ques más integrados que documenten las dimensiones agroeco-
lógica, económica y social.

La aplicación de enfoques agroecológicos a través del modelo
sip puede ser un paso superior hacia la sosteniblidad en la agricul-
tura cubana. Las ventajas tecnológicas y prácticas de los SIP han
sido confirmadas científicamente, y la estructura económica y so-
cial actual del sector agrícola en Cuba favorece este proceso.

Lecciones de la transición hacia la agricultura sostenible
en Cuba
La historia reciente de la agricultura cubana demuestra que las re-
formas agrarias pueden no ser efectivas a largo plazo si no se tiene
en cuenta la adaptación a nuevas situaciones políticas y perspecti-
vas ecológicas. Por tanto, una de las mayores lecciones de la con-
versión a escala nacional hacia la agricultura sostenible en Cuba en
los años noventa es que es necesario cambiar el sistema mundial de
producción de alimentos prevaleciente, de forma tal que la conser-
vación de los recursos naturales ocupe un lugar tan importante como
los factores socioeconómicos y políticos.

La eliminación del latifundio en 1959 no erradicó los proble-
mas del sistema agrícola cubano. La reforma agraria otorgó buena
parte de la tierra a quienes la trabajaban y redujo el tamaño de las
fincas, lo que se tradujo en positivos impactos sociales; sin embar-
go, la falta de un enfoque ecológico y la concentración de tierras
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por el Estado en extensos monocultivos reforzaron la dependencia
de un desarrollo agrícola inadecuado que ha sido una característica
en la historia de Cuba. A pesar de que sus intenciones fueron al-
canzar un sistema socialmente justo, la nueva agricultura estatal,
como la de los latifundios, originó serios problemas ambientales y
socioeconómicos.

La enorme crisis económica, ecológica y social desatada a inicios
de los noventa fue el resultado del alto nivel de dependencia que
llegó a tener Cuba de sus relaciones con Europa del Este y la URSS.
Muchos estudios demuestran la profundidad de la crisis y casi todos
concuerdan en que habría sido mucho peor de no haber existido la
voluntad de cambiar a la planificación centralizada de recursos natu-
rales y de luchar por una estructura social equitativa. La ayuda gu-
bernamental, junto con su impulso a la innovación, el alto nivel edu-
cacional de la población y el intercambio de recursos y conocimientos
entre las personas, permitió la creación de un movimiento agrícola
sostenible y su implementación a escala nacional.

No obstante, en la agricultura cubana se necesitan pasos pos-
teriores. En realidad le hacen falta cambios profundos. A pesar de
que la innovación ha estado presente en todas las ramas de la agri-
cultura y las instituciones científicas han experimentado con tec-
nologías ambientalmente amigables a gran escala, estos esfuerzos
se han concentrado en la sustitución de insumos y se mantiene un
desfasaje entre los aspectos biofísicos y socioeconómicos del desa-
rrollo agrícola. Si esta nueva etapa de la agricultura cubana, carac-
terizada por el surgimiento de diversas prácticas agroecológicas en
todo el país, progresa más, debe reconocerse que ni el modelo con-
vencional ni el de sustitución de insumos será lo suficientemente
versátil para cubrir las demandas tecnológicas y las características
socioeconómicas de la heterogénea agricultura del país. El enfoque
de sistemas integrados de producción, basado en perspectivas
agroecológicas y métodos participativos de diseminación, puede
ayudar a alcanzar una fase superior en la transformación de la agri-
cultura cubana en su camino hacia la sostenibilidad.
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Aunque llegó al poder con un importante apoyo popular que fue
ratificado en varias ocasiones y a pesar de algunos avances en la
titulación de tierras, el gobierno de Evo Morales enfrenta grandes
dificultades para llevar adelante la «revolución agraria» prometida:
desde el rechazo de los grandes propietarios de Santa Cruz hasta las
dificultades para distribuir tierras entre los migrantes del occidente
que se instalan en el oriente. Detrás de estos problemas se esconde
una distribución de la tierra muy desigual, que genera una alta
pobreza rural, y la resistencia de importantes núcleos de poder a la
reversión de los latifundios improductivos. La victoria de Evo Mora-
les en las elecciones de diciembre seguramente abrirá la oportuni-
dad para profundizar los cambios iniciados.

Los antecedentes del conflicto por la tierra
En Bolivia la extrema pobreza es básicamente rural, y los ingresos
de las familias rurales dependen muy significativamente del acceso
a la tierra. Si los pobres que viven en las áreas rurales no acceden a
la tierra en condiciones seguras y productivas, jamás superarán su
condición. Se estima que en Bolivia existen cerca de 660.000 uni-
dades agrícolas, de las cuales el 87% —2,7 millones de personas—

V. LA «REVOLUCIÓN AGRARIA» DE EVO
MORALES: DESAFÍOS DE UN PROCESO
COMPLEJO*
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corresponde a pequeño productores. La gran mayoría de ellos vive
en las regiones de altura en los valles y el altiplano. Estas unidades
agrícolas ocupan tan sólo 14% de la tierra arable del país, lo que
revela el alto grado de parcelación y fragmentación de los miles de
minifundios. En estas zonas, 85% de los ingresos familiares pro-
vienen de actividades agropecuarias, a un promedio de menos de
300 dólares por persona por año. Cada persona del área rural
—quechuas, aymaras, guaranis, moxeños, trinatarios, chiquitanos,
ayoreos, …— vive con un ingreso promedio de menos de un dólar
al día (Banco Mundial, 2007).

Medio siglo atrás, a principios de la década del cincuenta, Boli-
via vivió una profunda conmoción social como resultado de la ocu-
pación indígena de las haciendas en las regiones de los valles y del
altiplano, en el preludio de lo que luego sería la reforma agraria de
1953. Ese año, el gobierno del Movimiento Nacional Revoluciona-
rio (MNR) proclamó, en la localidad campesina de Ucureña, el de-
creto que legalizó la liberación de la fuerza de trabajo rural-indígena
y el masivo reparto de tierras. Si bien la primera reforma agraria cum-
plió su ambicioso objetivo de distribuir tierras entre los campesinos
e indígenas y eliminar el trabajo servidumbral en el occidente, no
logró solucionar el problema de la pobreza rural (Urioste; Barragán y
Colque, 2007). Prácticamente todos los gobiernos de los últimos 50
años, pese a su diversa orientación, no invirtieron los recursos nece-
sarios para trasformar las condiciones productivas de las áreas rurales
tradicionales. Y esto se explica por una simple razón: se trataba de un
problema de los otros, es decir, de los indios.

Dos décadas más tarde de la primera reforma agraria, el proce-
so de distribución de la tierra se subordinó al favoritismo y la leal-
tad política, particularmente en el oriente y en especial durante la
dictadura de Hugo Banzer. En aquellos años, entre 1971 y 1978,
se repartieron gigantescos territorios a supuestos hacendados, dan-
do origen al latifundismo en esta región (Soruco, 2008). Simultá-
neamente, en la zona andina del altiplano y los valles, debido al
acelerado crecimiento poblacional y la sucesión hereditaria, se
multiplicaban los minifundios y se consolidaba un proceso de
sobreexplotación de la tierra sin un incremento en los rendimien-
tos. Mientras la propiedad de la tierra se concentraba en el oriente,
se atomizaba en el altiplano.
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Las dos instituciones estatales encargadas de la administración
de la tierra de uso agropecuario —el Consejo Nacional de Reforma
Agraria y el Instituto Nacional de Colonización— no tuvieron nin-
guna orientación productiva ni sostenible, por lo que finalmente, en
1992, tuvieron que ser intervenidas y cerradas tras serias denuncias
de corrupción, tráfico de influencias y favoritismo político.1

A principios de la década del noventa se había hecho evidente
la necesidad de ordenar la caótica y corrupta distribución de la tie-
rra. En 1996, luego de acalorados debates y movilizaciones popu-
lares que se extendieron por casi cuatro años, se aprobó la Ley 1.715
del Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), en un intento
por otorgar seguridad jurídica a los propietarios de las tierras y de-
terminar áreas fiscales a ser distribuidas, mediante la reversión y
expropiación, entre campesinos sin tierra o con tierra insuficiente.
Sin embargo, en  los diez años siguientes el proceso se tornó buro-
crático, lento y costoso y, con la notable excepción en la titulación
de las Tierras Comunitarias de Origen (TCO) en el oriente, no lo-
gró dar respuesta a la creciente demanda de los campesinos e indí-
genas de las regiones altas del país.

El problema se agrava por las características de la tierra en Bo-
livia. Del total de la superficie (109 millones de hectáreas), cerca
de la mitad está cubierta por bosques, y un tercio es semidesértica
o árida. Apenas unos 8 millones de hectáreas podrían ser clasifica-
das como de potencial uso agropecuario, incluyendo pastizales. Pero
de estos 8 millones sólo se utilizan en la agricultura cerca de 2,2
millones. En los últimos años, la superficie efectivamente cultiva-
da por año (sin tomar en cuenta tierras en descanso) fue de 1,4
millones de hectáreas, de los cuales cerca de 800.000 se destinan al
cultivo de soya. Existen, por lo tanto, cerca de 6 millones de hectá-
reas de tierras con potencial de uso agropecuario y ganadero que
no se explotan y que no cumplen ninguna función económico so-
cial. Esas tierras, ubicadas principalmente en el oriente y la
Amazonía, están en poder de personas que reclaman derechos so-

1. En 1992, el ministro de Educación del gobierno de Jaime Paz Zamora,
Hedim Céspedes, tramitó para sí mismo la dotación gratuita de más de 100.000
hectáreas, en el escándalo denominado BOLIBRAS.



138

bre sus propiedades. Como se analiza más adelante, esto explica
parte del conflicto político que atraviesa Bolivia.

Las promesas electorales de 2005 y los cambios a la Ley
INRA: avances, retrocesos y contradicciones
La campaña electoral de diciembre de 2005 tuvo la virtud de insta-
lar en el centro de la agenda política el problema del desarrollo
rural, la exclusión indígena y la inequidad en el acceso a la tierra.2

El Movimiento al Socialismo (MAS) de Evo Morales coincidió con
otros partidos políticos, como Poder Democrático y Social (Pode-
mos) y Unidad Nacional (UN), en la necesidad de promover polí-
ticas públicas de desarrollo rural con énfasis en la inclusión indíge-
na, tomando en cuenta los municipios rurales y las organizaciones
económicas campesinas, y fomentando los mercados locales y la
producción nacional de alimentos. Todos los partidos, aunque con
matices, condenaron al latifundio improductivo y señalaron que
debería ser eliminado, en el marco de la ley, si no cumplía su fun-
ción económico social.

Pero la propuesta del MAS en la campaña de 2005 fue más
allá, al proponer un «Pacto por la tierra» bajo los siguientes
lineamientos: garantizar la seguridad jurídica a las propiedades
que de manera probada y sustentable cumplan funciones pro-
ductivas; garantizar la justicia en el acceso a la tierra sancionando
a los especuladores, acaparadores y traficantes con la devolución
de sus tierras al Estado en aplicación de disposiciones constitu-
cionales y agrarias; restablecer la legalidad en la atención de las
demandas sociales fortaleciendo la institucionalidad agraria na-
cional y dotándola de mecanismos de control social; y articular
las políticas de redistribución de tierras con medidas de fomento
y diversificación productiva.

Para llevar adelante estos objetivos, se anunció que el gobierno
de Evo Morales efectuaría una revisión integral de todo el proceso

2. Junto con los movimientos sociales y otras ONG, la Fundación Tierra
desempeñó un importante papel en la inclusión del tema de la tierra y de las
autonomías indígenas en la agenda política nacional.
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agrario desde 1996 (año en que se aprobó la Ley INRA), aceleraría
el saneamiento priorizando áreas de conflicto, titularía tierras de
comunidades campesinas e indígenas y crearía un Defensor Agra-
rio —en reemplazo de la Superintendencia Agraria—, para velar
por el cumplimiento de las leyes, prevenir conflictos y facilitar su
resolución pacífica. El MAS se comprometió a encarar una reforma
del régimen impositivo de tierras, la regulación de ventas, hipote-
cas y transferencias de tierras aún no saneadas, así como de las tie-
rras embargadas retenidas por entidades bancarias, además de
implementar un programa nacional de asentamientos humanos.

Las propuestas de estos tres partidos —el MAS, Podemos y UN—
fueron duramente criticadas por algunas ONG (CEDLA, 2005) que
consideraban que ellas, incluyendo la de Evo Morales, adscribían a
la economía de mercado, recogían los planteamientos de los orga-
nismos internacionales, privilegiaban el mercado externo y, sobre
todo, se subordinaban a la Ley INRA, a la que calificaban como una
norma jurídica que promovía la contrarreforma agraria en base a
un enfoque neoliberal. De acuerdo a esta visión, las propuestas no
alcanzarían a satisfacer las demandas de tierras de campesinos po-
bres e indígenas, por lo que el conflicto se agudizaría.

En diciembre de 2005 Evo Morales llegó a la presidencia con
una mayoría absoluta de los votos y en agosto de 2008 fue ratifi-
cado en su cargo con el apoyo dos tercios de la población en un
referéndum revocatorio, con lo que consolidó su proyecto de cam-
bio al menos hasta fines de 2009. Este respaldo no se limitó al
occidente, donde sigue creciendo su base electoral, sino que se
extendió a los departamentos del oriente, conocidos como la Media
Luna, donde el gobierno incrementó su apoyo, aunque la oposi-
ción política, concentrada en los centros urbanos, sigue siendo
dominante. En enero de 2009, luego de muchas dificultades, fue
aprobada la nueva Constitución Política del Estado (CPE) por una
amplia mayoría (61%).

Ya en mayo de 2006, en el marco de la campaña para la elec-
ción de sus candidatos a la Asamblea Constituyente, el gobierno
había anunciado su decisión de hacer cumplir las leyes y comple-
tar el saneamiento de tierras en todo el país en los próximos cinco
años, revertir los latifundios improductivos del oriente y entregar
veinte millones de hectáreas a los campesinos e indígenas. Fue así
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como, el 19 de julio de 2006, la Comisión Agraria Nacional (CAN)
—el máximo órgano de deliberación y decisión en materia agra-
ria creado por la Ley INRA— aprobó, en una sesión plenaria en la
La Paz y con el único voto disidente de los grandes propietarios
de tierras agrupados en CONFEAGRO, un proyecto de ley
modificatoria de la Ley INRA, denominado de Ley Reconducción
Comunitaria de la Reforma Agraria. El Poder Ejecutivo lo remi-
tió al Congreso y, finalmente, en noviembre de 2006, tras mu-
chas dificultades fue aprobado por el Congreso y promulgado por
el Poder Ejecutivo.

Los principales cambios introducidos a la Ley INRA están orien-
tados a dotar de mayor capacidad al Estado para recuperar tierras
ociosas mediante la reversión sin indemnización. Esto implica de-
volver al dominio originario del Estado la propiedad de las tierras
que no están siendo trabajadas, es decir que no cumplen una fun-
ción económico social. Para alcanzar este objetivo, la nueva ley
desvincula el cumplimiento de la función económico social del pago
del impuesto a la tierra. En el pasado, la Ley INRA establecía que la
causa para la reversión era el abandono de la propiedad agraria, que
se demostraba por la falta de pago del impuesto a la tierra durante
dos gestiones consecutivas. Con la nueva norma, ya no importa si la
empresa, mediana o grande, paga el impuesto a la tierra, que en la
práctica es insignificante, pues ya no alcanza con demostrarlo para
reclamar el derecho de propiedad si la tierra no es trabajada. La ley
dispone también que el incumplimiento de la función económico
social puede ser total o parcial, lo que permite revertir aquella parte
de la propiedad que no está siendo trabajada. Asimismo, se otorga al
director del INRA la capacidad administrativa —mediante el sanea-
miento y durante el saneamiento— de determinar cuál tierra es sus-
ceptible de reversión y cuál no.3

3. Notablemente el Banco Mundial, conocido por su posición claramente
contraria a este tipo de facultades administrativas del Estado, no objetó los cam-
bios a la norma; por el contrario, en 2007 firmó un convenio con el Vicemi-
nisterio de Tierras del gobierno de Evo Morales que dispone la donación de 15
millones de dólares al programa gubernamental PROTIERRA, para que los cam-
pesinos pobres compren tierras con créditos dentro del concepto de «Reforma
Agraria Asistida por el Mercado».



141

La modificación de la Ley INRA dispone además que las pro-
piedades sujetas a expropiación serán distribuidas a quienes no tie-
nen tierras. Antes, la ley establecía que esas tierras expropiadas con
indemnización sólo podían destinarse para fines de utilidad públi-
ca (carreteras, sistemas de riego, obras públicas en general). Según
la nueva ley, serán destinadas a la promoción de nuevos asenta-
mientos humanos, primero para los campesinos del lugar y luego
para los provenientes de las tierras altas.

Por otra parte, la ley establece que, en caso de expropiación, se
indemnizará al propietario legalmente reconocido «tomando en cuen-
ta el valor de mercado de las tierras, mejoras, inversiones y otros cri-
terios que aseguren la justa indemnización». No se define si esto sig-
nifica que, en la práctica, la anunciada «revolución agraria» se
concretará comprando tierras a los latifundistas para distribuidas
gratuitamente a los campesinos e indígenas, ni tampoco queda claro
por qué el gobierno no realiza las compras forzosas al valor catastral,
que obviamente es mucho menor que el del mercado.

En relación a las comunidades y pequeñas propiedades del alti-
plano y los valles, se aplicará un Procedimiento Especial de Titula-
ción Sin Más Trámite, ya contenido en la antigua Ley INRA, pero
hasta ahora poco utilizado en la práctica. Mediante este mecanismo,
aquellas comunidades o pequeños propietarios que ejercen el dere-
cho de posesión —ocupación productiva de la tierra sin títulos—,
serán titulados de manera expedita a través de un procedimiento de
«saneamiento interno», según el cual las autoridades de las comuni-
dades (jilacatas, mallkus, capitanes, secretarios de los sindicatos) jue-
gan un papel central, no sólo de control social sino también de
liderazgo y legitimación del proceso de saneamiento de las tierras. Si
el nuevo procedimiento funciona, se traducirá en un involucramiento
mucho más directo de todos los comunarios en el proceso de titula-
ción, que dejará de ser un procedimiento administrativo exclusivo
del Estado para convertirse en un nuevo pacto social.4

 

4. En los últimos años, este procedimiento ha sido impulsado con mucho
éxito en varias comunidades del altiplano, valles y llanos por la Fundación TIE-
RRA (Fundación TIERRA, 2005).
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El conflicto por la tierra en el oriente y la Amazonía
La permanente migración de indígenas de los andes hacia la región
oriental desde hace varias décadas es resultado, como ya se señaló,
de la escasez de tierras en el occidente, el acelerado crecimiento
demográfico y la persistencia de la pobreza rural, y ha derivado en
una constante conflictividad agraria con marcado carácter étnico,
cuyo reflejo es la fuerte confrontación regional entre cambas y collas.

Como ya se mencionó, en el oriente unos pocos pero muy po-
derosos propietarios reclaman los títulos de grandes superficies
que en su mayoría no están trabajadas. La demanda de seguridad
jurídica muchas veces tiene como objetivo poder vender las tierras
a inversionistas. Estos, a menudo extranjeros y en especial brasile-
ños que cultivan oleaginosas, exigen títulos plenos sobre las tierras
que van a comprar o alquilar. Esto implica tierras saneadas, certifi-
cadas y tituladas por el INRA de acuerdo a las necesidades de los
grandes propietarios, que en muchos casos son los mismos que
digitan a los movimientos cívicos, los gremios de productores, los
partidos políticos y los medios de comunicación de esa región.

Pero el conflicto por la tierra en el oriente no es solamente eco-
nómico sino también  étnico-racial. Los indígenas sin tierra de la
región andina, quechuas y aymaras, continúan estableciéndose en
tierras no explotadas en el oriente cuyos propietarios, que no son
indígenas, demandan respeto por la propiedad privada. Algunos
propietarios medianos y grandes sostienen que la Ley INRA y luego
la Ley de Reconducción Comunitaria generan dos clases de ciuda-
danos: los indígenas, con derechos preferenciales y privilegiados,
que no están obligados a trabajar la tierra ni pagar impuestos para
retener su propiedad; y los productores agrícolas (como se llaman a
sí mismos) con títulos de propiedad, que pagan impuestos y gene-
ran empleos, pero sufren la inseguridad jurídica.

Desde el otro polo de la disputa, ya en 1996 los indígenas del
occidente denunciaban que la Ley INRA había dado por concluida la
distribución gratuita de tierras, especialmente para los nuevos colo-
nizadores collas que emigran al oriente, y que estas tierras acabarían
en el mercado en beneficio de los empresarios no indígenas. De acuer-
do a este argumento, la tierra ya no pertenecería a aquellos que la
trabajan sino a aquellos que tienen dinero para comprarla.
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Esta situación de tensiones y enfrentamientos se profundizó a
partir de 2008, cuando se aprobó el Estatuto Autonómico Depar-
tamental de Santa Cruz a través de un masivo referéndum declara-
do ilegal. El estatuto de Santa Cruz, al igual que los demás
estatutos de los departamentos de la Media Luna, constituye un
contundente rechazo a la pretendida revolución agraria de Evo
Morales, ya que las autoridades departamentales reclaman para sí
la facultad de administrar los recursos naturales, bloqueando la
posibilidad de aplicación de la reforma agraria en esa región. La
cuestión de la tierra está en el centro del conflicto de competencias
entre las autonomías departamentales y el gobierno central.

Este punto se comprende mejor si se considera que, entre otras
cosas, el Estatuto Autonómico de Santa Cruz confiere al Gobierno
Departamental, en verdad a su gobernador, la potestad de definir
sobre «la propiedad, la regularización de sus derechos, la distribu-
ción, redistribución y administración de las tierras del Departa-
mento». Se trata de una cuestión crucial, ya que ningún Estado
federal o departamento autonómico en ninguna parte del mundo
goza de ese conjunto de atribuciones plenas sobre los recursos na-
turales que reclama para si Santa Cruz. Asimismo, el estatuto eli-
mina la figura de la reversión del latifundio (expropiación sin in-
demnización) establecida en la Constitución Política del Estado.
La eliminación de esta figura jurídica —facultad potestativa del
Estado para la administración de los derechos de acceso y uso de
los recursos naturales renovables como la tierra, el agua y el bos-
que— es el fundamento que se esgrime desde el oriente para dar
continuidad al latifundio.

Por otra parte, el nuevo estatuto autonómico reconoce sólo a
los pueblos indígenas oriundos del departamento su derecho a las
Tierras Comunitarias de Origen, excluyendo así a la población
emigrante quechua y aymara, que constituye la mayoría indígena
y campesina del departamento (56% del total de indígenas de San-
ta Cruz). La cuestión es central: el estatuto crea un órgano para el
seguimiento a las políticas departamentales de tierras, el Consejo
Agrario Departamental, cuyos miembros serán acreditados por el
gobernador, es decir que dependerá de él decidir quién representa a
qué sector: todo indica que no habrá lugar para representantes de
los 250.000 indígenas quechuas y aymaras que viven en Santa Cruz



144

y que la presencia de los minoritarios pueblos indígenas de las tie-
rras bajas será muy marginal.

El poder otorgado al gobernador de Santa Cruz es enorme. De
acuerdo al estatuto, se crea un órgano operativo, el Instituto De-
partamental de Tierras (IDT), para el saneamiento de las tierras,
cuya máxima autoridad será designada por el gobernador de una
terna propuesta por el Consejo Agrario Departamental, que a su
vez es acreditado por el gobernador. En otras palabras, el goberna-
dor concentrará el suficiente poder para designar y remover al di-
rector del IDT. Del mismo modo, se establece que será el goberna-
dor quien firmará todos los títulos de propiedad de las tierras, en
lugar del presidente de la República, como disponen todas las cons-
tituciones políticas del Estado de Bolivia.

La nueva Constitución Política del Estado: la cuestión
de la tierra
En enero de 2009 se aprobó, en un masivo referéndum, la nueva
Constitución Política del Estado. Desde ese momento, los estatu-
tos autonómicos de Santa Cruz y de la «Media Luna»  han queda-
do al margen de la ley, ya que, para su eventual aplicación, deberán
compatibilizarse con la nueva norma, y para eso tendrán que sufrir
profundos cambios. Pese a ello, las organizaciones cívicas y políti-
cas del oriente se niegan a hacerlo.

Pese a los importantes  cambios que implica, en la nueva Cons-
titución Política se ha incluido un elemento que ha debilitado
sustantivamente el potencial de la revolución agraria que quiere
impulsar el gobierno de Evo Morales. En 2008, el gobierno nego-
ció con la oposición parlamentaria el texto constitucional que fi-
nalmente iría al referéndum en relación al tamaño máximo de la
propiedad agraria y ganadera. El proyecto inicial determinaba que
el tamaño máximo debía dirimirse, en un referéndum realizado
simultáneamente al de aprobación de la nueva Constitución, entre
5.000 o 10.000 hectáreas, ya que la anterior constitución no esta-
blecía límite. Salvo en dos municipios de 327, en el resto del país se
impuso la opción de las 5.000 hectáreas como límite máximo. Pero,
a pesar de este resultado, el texto hizo irrelevante el debate, ya que
se estableció que su aplicación tendrá efecto sólo a futuro. Con esta
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modificación se limitó la capacidad estatal para revertir los enor-
mes latifundios existentes. En otras palabras: el gobierno del MAS
ha aceptado que el límite máximo de 5.000 hectáreas a la propie-
dad  agrícola o ganadera empresarial se aplicará sólo a los predios
que se creen desde el momento de  aprobación de la nueva Consti-
tución, en enero de 2009. La norma, por lo tanto, no tendrá efecto
en los latifundios actuales, que deberían ser el corazón de la políti-
ca agraria.

Al no poder eliminar el latifundio por su extensión, la herra-
mienta que le queda al gobierno para revertir las grandes propieda-
des es verificar in situ (es decir, en el terreno mediante la observa-
ción directa de campo) el no cumplimiento de la función económico
social de cada predio, aspecto que ya estaba contenido en la ley de
1953, en la Ley INRA de 1996 y en la Ley de Reconducción Comu-
nitaria de 2006. Pero la experiencia de medio siglo demuestra que
este instrumento de la reversión de las tierras por el no cumpli-
miento de la función económico y social es altamente ineficaz: de
hecho, pueden contarse con los dedos de una mano los latifundios
que han sido revertidos por este motivo.

Como reacción, los propietarios de tierras del oriente y sus re-
presentaciones gremiales-corporativas (Confederación de Agrope-
cuarios de Bolivia-CONFEAGRO, Federación de Ganaderos de Santa
Cruz -FEGASACRUZ, Cámara Agropecuaria del Oriente-CAO) han
instruído el desacato a la nueva Constitución. De hecho, desde prin-
cipios de 2008 se han producido reacciones empresariales violentas
de propietarios de tierras contra las autoridades y funcionarios del
gobierno, que han paralizado los esfuerzos gubernamentales para
realizar el saneamiento del derecho propietario de las tierras.

La titulación de territorios indígenas en el oriente
y el saneamiento de tierras en el occidente
Durante sus tres primeros años y medio de gobierno, Evo Morales
ha concentrado su accionar en las tierras bajas del oriente amazónico.
Los derechos de propiedad colectiva sobre enormes territorios in-
dígenas que hasta 2006 estaban paralizados por trámites burocrá-
ticos u obstruidos por artimañas legales fueron prontamente titu-
lados y entregados a los pueblos indígenas de la zona. Durante más
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de una década y con ayuda de la cooperación internacional y la
participación de varias organizaciones indígenas y ONG, se había
avanzado en el saneamiento de muchas Tierras Comunitarias de
Origen (TCO) o Territorios Indígenas. Sin embargo, fue el gobier-
no del MAS el que por primera vez avanzó significativamente, otor-
gando títulos por una superficie de más de 9 millones de hectáreas
de tierras fiscales a favor de los pueblos indígenas amazónicos, al
extremo de que prácticamente ya no existen tierras ni bosques de
libre acceso para nuevos asentamientos humanos.

La titulación de territorios para los pueblos indígenas del oriente
no sólo entra en conflicto con los intereses de los medianos y gran-
des propietarios, sino también con las expectativas de los indígenas
del occidente que emigran a las zonas bajas en busca de tierras y
que ahora ya no las encuentran disponibles.

La concentración de las energías del gobierno, en particular del
Viceministerio de Tierras y del Instituto Nacional de Reforma Agra-
ria, en la titulación de los territorios indígenas en el oriente del país
ha hecho que el proceso de saneamiento de tierras en los valles y el
altiplano esté prácticamente abandonado. En efecto, en sus prime-
ros años de mandato el MAS no ha avanzado significativamente en el
saneamiento de nuevas tierras para campesinos, familias y comuni-
dades de la región andina. Lo que sí se ha hecho es acelerar la firma
de miles de títulos que desde hace varios años estaban pendientes,
pero apenas se han iniciado unos pocos saneamientos nuevos. Esto
genera una creciente demanda por la actualización del derecho pro-
pietario de las tierras de las comunidades andinas.

La Ley de Reconducción Comunitaria de 2006 no ha introduci-
do mecanismos para distribuir nuevas tierras a los indígenas del oc-
cidente en las áreas orientales y amazónicas de Santa Cruz, Beni y
Pando. En agosto de 2009 se produjo un asentamiento de 500 fami-
lias en Pando, al norte de la región amazónica limítrofe con Brasil,
probablemente con fines político electorales más que de desarrollo rural.
Pero fue una excepción. En general, la posibilidad de promover masi-
vos y sostenibles asentamientos humanos de campesinos sin tierra pro-
venientes del occidente andino sigue siendo una ilusión. En las actua-
les condiciones, la actividad informal urbana —en el comercio, la
pequeña industria, la artesanía y el empleo temporal—, sigue siendo
todavía más atractiva que el trabajo en el campo.
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El modelo soyero
A tres años y medio de la asunción de Evo Morales, está claro que
se ha logrado afectar la base material que sustenta el poder político
de las élites agroindustriales del oriente mediante el progresivo de-
bilitamiento del monocultivo de soya y todas sus vinculaciones y
ramificaciones políticas, económicas, sociales y regionales. La com-
pra de las acciones de  GRAVETAL, la principal empresa privada
acopiadora de soya y de granos de Santa Cruz, por parte de una
empresa subsidiaria de la compañía venezolana de petróleo, PDVSA,
hace evidente esta estrategia. En este marco, parece natural que los
grupos agroindustriales del departamento de Santa Cruz, antes pri-
vilegiados por políticas públicas y subsidios, se hayan convertido
en el núcleo político y económico de oposición al gobierno.

Otros factores conspiran contra el cultivo de soya: en primer
lugar, ha concluido el período de 10 años de preferencias arancela-
rias establecido en la Comunidad Andina de Naciones (CAN). Ade-
más, la soya boliviana debe competir con los productores brasileros,
argentinos y estadounidenses. Finalmente, hay que considerar los
altos costes del transporte en Bolivia. En este contexto, todo indica
que, a pesar del incremento del precio, el ritmo de ampliación de la
frontera agrícola de la soya y otras oleaginosas (cerca de 1 millón
de hectáreas en 2008) tenderá a estancarse, con todos los efectos de
desaceleración de la economía agropecuaria en el oriente que esto
podría generar.

Desde la perspectiva del gobierno, y debido a los altos ingresos
fiscales obtenidos por las exportaciones de gas y minerales, los pro-
ductores agropecuarios del oriente ya no son indispensables como
generadores de divisas. Por el contrario, el gobierno busca conver-
tir la estructura concentrada de tenencia de la tierra y de la produc-
ción del oriente en un modelo conformado por muchos pequeños
y medianos actores que produzcan diversos alimentos, en primer
lugar para el mercado interno y luego para exportar.

No será sencillo. Si, por un lado, diferentes factores apuntan a
un debilitamiento del modelo soyero del oriente, por otro la estra-
tegia oficial de promover una diversificación productiva orientada
principalmente a satisfacer el consumo interno va en contra de la
creciente demanda internacional, que genera precios atractivos para
producir soya y caña de azúcar para destinarla a los agrocombus-
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tibles. La demanda de cultivos para agrocombustibles contribuye
al alza del precio de la tierra en el oriente y, por lo tanto, a la agu-
dización del conflicto político y la pugna por el acceso a la tierra.

Conclusión
La proclamada «revolución agraria» no es un aspecto aislado den-
tro de la propuesta del gobierno, sino un tema central que incor-
pora viejas demandas de los sectores indígenas y campesinos y que
forma parte prioritaria del proceso de cambios políticos, sociales y
económicos que se viven en el país.

Pero este proceso de cambio en el sector agropecuario se en-
cuentra atrapado en una confrontación que hasta ahora ha logrado
detener el curso de las transformaciones buscadas, e incluso ha lle-
gado a poner en riesgo la gobernabilidad democrática debido a la
exacerbación de la contradicción étnico-regional entre occidente y
oriente.

Aunque hubo diversos intentos, muchos de ellos fallidos, por
afectar los latifundios en el oriente, la estrategia de cambios en el
sector agrario está casi paralizada debido al rechazo de los principa-
les terratenientes de Santa Cruz. Las dificultades para aplicar la
Ley de Reconducción Comunitaria en el Oriente bloquea la vo-
luntad de revertir los latifundios improductivos. Y esto se debe a
que el gobierno no reúne aún las condiciones políticas necesarias
para avanzar en un proceso más expedito de distribución equitati-
va, productiva y sostenible de las tierras.

La previsible victoria electoral de Evo Morales en las elecciones
de diciembre de 2009 posiblemente le otorgue amplias mayorías
en ambas cámaras de la nueva Asamblea Legislativa Plurinacional
(Congreso), lo cual seguramente le permitirá introducir algunos
cambios normativos para facilitar los avances en esta necesaria y
esperada «revolución agraria».
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La recientemente aprobada Constitución del Ecuador incorpora
con fuerza el tema de la Soberanía Alimentaria, como parte de un
nuevo régimen de desarrollo que privilegia la solidaridad social y la
sustentabilidad ambiental, dejando atrás el paradigma mercanti-
lista neoliberal. ¿Cuáles son los antecedentes para este cambio en la
hoja de ruta de la sociedad ecuatoriana? ¿Cuál ha sido el proceso
político que ha permitido este cambio? ¿qué alcances tienen las
nuevas garantías constitucionales en este campo? ¿cuánta sintonía
existe entre el texto constitucional y la agenda del actual gobierno?
¿cuál ha sido el rol de las organizaciones sociales en este proceso?
¿cuánta Soberanía Alimentaria se vislumbra hacia el futuro?

El régimen neoliberal en el agro ecuatoriano
En el año 1994, como parte del diseño aperturista y desregulador,
promovido por el gobierno conservador de Sixto Durán Ballén y
Alberto Dahik (1992-1996), se expidió la ley de Desarrollo Agrope-
cuario que fue en realidad una ley para la «contra reforma agraria»;
fue la forma jurídica que tomó para el sector agrario el neolibera-
lismo que se venía desplegando en el país desde mediados de los
años ochenta.

Las organizaciones sociales del campo resistieron la arremetida
mercantilista y lograron formar la Coordinadora Nacional Agraria
que fue el mayor espacio de convergencia de las organizaciones
campesinas e indígenas para defender la supervivencia de las
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ALIMENTARIA EN ECUADOR
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agriculturas familiares y comunitarias, acosadas por el aperturismo
y por los agronegocios. Pese a las importantes movilizaciones y
propuestas de estos actores la ley se implantó para cerrar el cerco
neoliberal.

Esta ley permitió acelerar la retirada del Estado de sus respon-
sabilidades para regular el mercado, para proteger la producción
nacional; y profundizó las disparidades entre la pequeña y la gran
producción agrícola. Tomando en cuenta que el Ecuador se ha ca-
racterizado históricamente por la coexistencia de dos modelos agrí-
colas, uno con importantes réditos dirigido a la exportación y otro
con escasa rentabilidad, incluso sólo de supervivencia, dirigido prin-
cipalmente al mercado interno y al autoconsumo; el desvanecimien-
to de la responsabilidad social del Estado y de su papel regulador
de la economía, favoreció la mayor concentración de la riqueza y la
ampliación de la pobreza rural.

Entre esas políticas neoliberales destacaron: la liberalización del
mercado de tierras (1994), la desaparición de entidades públicas de
apoyo a los agricultores (ENAC, ENSEMILLAS), la reducción del Minis-
terio de Agricultura, los incentivos para la agroexportación y
desestímulos para la producción dirigida al mercado interno (apertura
a las importaciones, reducción de aranceles/ ingreso a la OMC-1995).

Según los datos del censo agropecuario del año 2001:

• El 47,7% de pequeños propietarios poseía únicamente el
2,04% de la tierra de uso agrícola, en cambio, el 3,32% de
grandes propietarios acaparaba el 42,57% de la tierra de uso
agrícola.

• Además, era evidente el deterioro de la calidad de la tierra en
manos campesinas, ya que estos predios habían soportado
un uso muy intenso que agotó sus reservas de materia orgá-
nica y nutrientes.

• Apenas el 14% de los terrenos menores de 20 has tenía al-
gún tipo de riego.

• Apenas un 7% del campesinado tenía acceso a crédito for-
mal.

• Igualmente sólo un 7% recibía algún tipo de asistencia téc-
nica.
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• Se habían perdido derechos de los trabajadores y trabajado-
ras agrícolas sobre todo por la tercerización.1 Las mujeres
trabajadoras agrícolas estaban entre las más afectadas.

• Desinversión estatal en infraestructura como canales de rie-
go, secadores, silos, electricidad, vialidad, salud, educación,
comunicaciones.

La profundización de la apertura comercial promovida, entre
otros aspectos, por la integración de Ecuador a la OMC, puso en la
última década en mayor riesgo a las agriculturas campesinas y vol-
vió más dependiente al país de productos agro alimentarios del
exterior. Pudiendo ser un país prácticamente autosuficiente en ali-
mentación, Ecuador actualmente compra casi el 100% del trigo,
más del 90% de las lentejas, cerca del 50% del maíz, buena parte
de la soya; manzanas, uvas, duraznos e ¡incluso se ha llegado a im-
portar un producto emblema del país y de los andes como la papa!

Este cuadro lamentable parecía que se agravaría aún más con
la amenaza de la firma del Tratado de Libre Comercio con Esta-
dos Unidos que hubiera permitido una mayor invasión de pro-
ductos agro alimentarios provenientes de ese país; al maíz, el tri-
go, la soya, el arroz, se habrían sumado las partes de ave, la carne
de res, lo que afectaría gravemente a los pequeños y medianos
productores agropecuarios de todo el país, principalmente a los
de la costa.2

1. Mecanismo de contratación que permitía a los empresarios burlar sus
responsabilidades laborales al pasar al trabajador o trabajadora de un empleador
a otro mediante formas de intermediación

2. En la publicación Respuestas Campesinas Frente a la Apertura Comercial,
2007, Terranueva, entre otra importante información referida a los posibles
impactos del TLC, da cuenta de la asimetría del nivel tecnológico entre los pro-
ductores de maíz de Estados Unidos con los productores ecuatorianos. Mientras
en Ecuador se necesita un promedio cercano a 15 días por hombre para produ-
cir una tonelada de maíz, en Estados unidos bastan 1,2 horas para producir el
mismo volumen. Además la superficie sembrada de maíz en Estados Unidos es
72 veces mayor a la sembrada en Ecuador. Mientras en Estados Unidos se pro-
dujeron en 2004, 300 millones de toneladas, en Ecuador se llegó a 733.000
toneladas, 409 veces menos. Esa era la disparidad sobre la cual se pretendía ne-
gociar un Tratado de un supuesto «libre comercio».
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Esta era la realidad agraria del país hasta mediados de la pre-
sente década y el futuro se mostraba poco halagador pues se presu-
mía la continuidad de las políticas neoliberales con mayor apertura
comercial, más desentendimiento estatal, e incluso con nuevas
amenazas como la difusión de los agro combustibles, la posible
introducción de semillas transgénicas, la mayor concentración de
la tierra, la profundización de la privatización del agua para la pro-
ducción agropecuaria.

En suma, una perspectiva poco alentadora para la superviven-
cia de las pequeñas y medianas agriculturas, del campesinado, de
los pueblos y nacionalidades indígenas y de sus saberes tradiciona-
les vinculados con la agro biodiversidad.

La resistencia campesina e índigena al neoliberalismo
Cuando en 1994 se expidió la ley de «contra-reforma agraria», las
más representativas organizaciones sociales del campo (CONAIE,
FENOCIN, CONFEUNASC, CNC, FEI, FEINE, FENACLE) lograron
acuerdos y conformaron la plataforma agraria, desde la cual cues-
tionaron las intenciones de la ley, rechazaron la profundización del
excluyente modelo neoliberal, exigieron que el Estado tome medi-
das para proteger a las agriculturas campesinas frente a la liberali-
zación comercial, exigieron redistribución de la tierra, reconoci-
miento de territorios indígenas, acceso al agua de riego, entre otras
importantes demandas.

Aunque con estas acciones colectivas no se logró detener la
promulgación de esa ley neoliberal, se consiguió articular las fuer-
zas sociales del campo hacia una agenda de propuestas para defen-
der las agriculturas familiares y comunitarias, frente a los grandes
agronegocios y el aperturismo comercial internacional. Fue un pro-
ceso importante de resistencia social que permitió acercar posicio-
nes favorables a la democratización y reconocer, asimismo, a los
actores contrarios a esas propuestas de cambio; la polarización po-
lítica y social se hacía cada vez más evidente.

Sin embargo, las articulaciones entre las organizaciones del
campo fueron debilitándose a causa de una serie de factores; entre
otros, las acciones tomadas por los gobiernos de turno para dividir
a las organizaciones, sobre todo mediante la iniciación de progra-
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mas públicos como PRODEPINE que, con fondos del Banco Mun-
dial, propició una serie de disputas entre las organizaciones indíge-
nas por su conducción y control o como PROLOCAL, que también
con fondos del Banco Mundial, hizo algo parecido pero entre or-
ganizaciones campesinas principalmente de la costa.

Obviamente, no todas las debilidades de las organizaciones
sociales del campo se pueden endilgar a ese tipo de política públi-
ca, también las pugnas internas por liderazgos, los intereses por
lograr mayores cuotas en las instituciones y fondos públicos, la
disputa por captar representatividad en los territorios, las diversas
opciones electorales asumidas, todo ello ha conducido a una cada
vez mayor división de las organizaciones sociales del campo.

De todos modos, durante la última década las organizacio-
nes, aunque fraccionadas, se movilizaron principalmente para
luchar para que no se dé paso a la firma del ALCA primero y, lue-
go, del TLC con Estados Unidos. La lucha contra el aperturismo
comercial fue entonces el eje de la resistencia campesina en los
últimos años y su manera de oponerse a la profundización del
neoliberalismo.

Algunos intentos posteriores a la Coordinadora Nacional Agra-
ria del 94, como el de la Mesa Agraria que reunió desde fines de esa
década a CONAIE, CONFEUNASC y FENOCIN y que en los últimos
años se redefinió, por diferencias entre organizaciones, para quedar
conformada por FENOCIN, CNC y FENACLE, con el apoyo de varias
ONG nacionales e internacionales, han sido más bien excepcionales
y han tenido algunos logros en la generación de propuestas de polí-
ticas públicas hacia la soberanía alimentara, sobre todo en la fase de
elaboración de la nueva Constitución de la República. Estos espa-
cios de articulación han sido intermitentes y también afectados por
las rivalidades coyunturales entre las organizaciones participantes,
principalmente en los períodos electorales.

Un proyecto político electoral emergente
Los movimientos y organizaciones sociales, no sólo del campo sino
del conjunto de la sociedad civil organizada y progresista, con las
debilidades que hemos mencionado, mantuvieron una resistencia
al modelo neoliberal durante los últimos veinte años. Junto a la
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resistencia organizada e histórica, surgieron grandes movilizaciones
espontáneas de la ciudadanía, principalmente de Quito, que con-
dujeron, en un período de apenas 10 años, a la caída de tres gobier-
nos (Bucaram, Mahuad y Gutiérrez), considerados corruptos y
entregados a intereses de pequeños grupos de poder.

Esas recurrentes olas de inconformidad se expresaron en las
elecciones de 2006 con el respaldo mayoritario a un candidato
«antisistema» que colocó con fuerza la crítica a la «partidocracia» y
al modelo «entreguista neoliberal». El sujeto de este proyecto elec-
toral fue Rafael Correa un apenas conocido ex ministro de econo-
mía, quien luego de varios años de estudios en el exterior, regresó
al país con un discurso muy cercano al que los movimientos socia-
les habían desplegado en la última década.

Correa, quien arrancó con un respaldo muy pequeño (3% de
intención de voto) logró llegar a la presidencia derrotando al can-
didato de la derecha Alvaro Noboa, el más poderoso bananero del
país. Ya en el gobierno, el presidente dedicó el capital político ge-
nerado en las elecciones para arrinconar a los partidos convencio-
nales. Envió a su casa la mayoría de congresistas mediante una in-
tervención en el filo de la constitucionalidad por parte del Tribunal
Electoral y logró, a través de una consulta popular, convocar a una
Asamblea Constituyente de plenos poderes.

 De este modo, el anhelo de redefinir el Estado mediante una
Asamblea Nacional que había sido propuesto por los movimientos
sociales y por las fuerzas políticas de las izquierdas desde 1999, se
hacía realidad a través de la acción de un gobierno considerado
«cercano» pero no «propio». Cercano porque colocaba los temas
relevantes para el cambio, no propio porque lo hacía sin acuerdos
con los movimientos sociales ni con los partidos de la izquierda,
sino desde un emergente sujeto y proyecto político denominado de
la «revolución ciudadana», muy en sintonía con los eventos recien-
tes de movilización espontánea de la gente en las ciudades.

Un gobierno cuyas coordenadas programáticas resultan com-
plejas de descifrar. Por una lado con una clara voluntad de redistri-
bución de la riqueza y de responsabilidad social; de otro lado con
una lógica con tintes autoritarios y clientelares. De un lado con un
notable esfuerzo de reposicionar al Estado dándole el protagonismo
que años de neoliberalismo habían pulverizado; de otro lado, sin
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establecer acuerdos y más bien generando el debilitamiento de los
movimientos y organizaciones sociales. De un lado proponiendo
dejar el petróleo bajo tierra en un parque nacional protegido
(Yasuní), de otro lado promoviendo los agro combustibles y la
minería.

Tal vez, como algunos analistas han coincidido, se puede con-
siderar un gobierno desarrollista, con vocación social, salpicado de
una buena cuota de moralidad cristiana, con una nueva forma de
caudillismo y de retórica anti imperial y revolucionaria.

Más allá de esas calificaciones que seguramente tienen cierta
justificación, sin duda estamos frente a un gobierno de transición,
que recupera la presencia del Estado, que comienza a salir de la
lógica concentradora y excluyente que impuso por dos décadas el
neoliberalismo, que propone avanzar hacia un socialismo renova-
do (del «siglo XXI»), aunque no define con claridad los componen-
tes de ese modelo que más bien aparece como una suerte de capita-
lismo democratizado, un sistema con mayor equidad social.

En todo caso, el actual gobierno y su proyecto político emer-
gente han provocado un escenario de transformaciones en la socie-
dad ecuatoriana, cambios en el sistema político con el debilitamiento
de los partidos convencionales y la convocatoria a continuas con-
sultas populares; modificaciones en la agenda de desarrollo con la
puesta en el tapete de la redistribución de la riqueza, de la amplia-
ción de las prestaciones en salud y educación, como ejes de un cam-
bio social.

La herramienta política principal promovida por este gobierno
fue la Asamblea Constituyente de «plenos poderes» encargada de
elaborar una nueva constitución y redefinir la estructura institu-
cional del Estado. La Asamblea se formó, por vía de elecciones po-
pulares, con una importante mayoría del movimiento de gobier-
no, al que plegaron algunos grupos políticos y sociales de las
izquierdas, que habían tenido hasta entonces prudente distancia
(FENOCIN, FENACLE, Alternativa Democrática, Ruptura de Los
25, entre otros que pusieron asambleístas en las listas oficiales).

Esa mayoría empujó cambios constitucionales sea en el siste-
ma político, para sacarlo del control de unos anquilosados partidos
políticos, que del modelo de desarrollo, para salir del neoliberalismo
hacia un modelo de mayor equidad social. Temas clave del debate
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de la asamblea fueron, entre otros, el carácter mismo del Estado
que dejó de ser «social de derecho» para pasar a ser «plurinacional,
intercultural, constitucional de derechos». Lo que reconoce la plu-
ralidad etno-cultural del país, da más fuerza a la relación de la ciu-
dadanía con la constitución y con la exigibilidad de sus derechos.

El modelo económico fue otro eje de disputa, la derecha
neoliberal defendió la «economía social de mercado» pero la mayo-
ría progresista introdujo un nuevo enfoque: la economía social
solidaria. También se incorporó el Buen Vivir o Sumak Kawsay
como paradigma de un desarrollo sostenible y equitativo, vincula-
do al pensamiento ancestral andino, superando el concepto liberal
del «bien común».

La derecha política afectada por sus consecutivas derrotas elec-
torales ante Correa, poco pudo hacer, fueron sus aliados la Iglesia
católica y los medios masivos de comunicación (TV especialmente)
que defendieron los intereses de las élites y buscaron promover el
miedo en la gente frente al cambio constitucional. Dijeron que la
propuesta constitucional era favorable al aborto, al matrimonio gay,
a la despenalización de la droga, a la estatización de todo, lo que
afectaría gravemente a las libertades individuales. Discursos que
pese a sus intenciones de tocar la arraigada moral cristiana, no tu-
vieron efecto en la ciudadanía que aprobó con absoluta mayoría la
nueva constitución.

En ese contexto, aparece el tema de la Soberanía Alimentaria
como uno de los componentes de esta nueva perspectiva de desa-
rrollo incorporada en la Constitución.

Soberanía Alimentaria en la nueva Constitución
En el año 2001, en la Habana Cuba, múltiples organizaciones so-
ciales colocaban con fuerza el tema de la Soberanía Alimentaria
entendida como:

El derecho de los pueblos a definir sus propias políticas
sustentables de producción, distribución y consumo de ali-
mentos, garantizando el derecho a la alimentación para toda
la población, con base en la pequeña y mediana producción,
respetando sus propias culturas y la diversidad de los modos
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campesinos, pesqueros e indígenas de producción y
comercialización agropecuaria, y de gestión de los espacios
rurales, en los cuales la mujer desempeña un papel funda-
mental. La Soberanía Alimentaria debe asentarse en sistemas
diversificados de producción basados en tecnologías
ecológicamente sustentables.

Con el liderazgo de la Vía Campesina este foro hizo una enor-
me contribución a la comprensión del enfoque de Soberanía
Alimentaria y definió un curso de acción política para luchar en el
planeta por una nueva forma de gestionar los sistemas alimentarios,
de buscar la retirada de la OMC de la agricultura y de reactivar las
economías campesinas en el mundo.

Estas tesis, que aparecían más bien utópicas, han comenzado a
ser asumidas, al menos parcialmente, en las políticas oficiales de
algunos países de Sudamérica y Ecuador, desde su nueva Constitu-
ción, se convierte en un caso ejemplar.

La actual Constitución ecuatoriana redefine el modelo de de-
sarrollo para salir del sistema neoliberal hacia una nueva concep-
ción que se resume en los siguientes términos (artículos 275 y 276):

El régimen de desarrollo es el conjunto organizado, sostenible
y dinámico de los sistemas económicos, políticos, socioculturales
y ambientales, que garantizan la realización del buen vivir, del
sumak kawsay.

El Estado planificará el desarrollo del país para garantizar el
ejercicio de los derechos, la consecución de los objetivos del
régimen de desarrollo y los principios consagrados en la Cons-
titución. La planificación propiciará la equidad social y terri-
torial, promoverá la concertación, y será participativa, descen-
tralizada, desconcentrada y transparente.

El buen vivir requerirá que las personas, comunidades, pue-
blos y nacionalidades gocen efectivamente de sus derechos, y
ejerzan responsabilidades en el marco de la interculturalidad,
del respeto a sus diversidades, y de la convivencia armónica
con la naturaleza.
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El régimen de desarrollo tendrá los siguientes objetivos:

1. Mejorar la calidad y esperanza de vida, y aumentar las ca-
pacidades y potencialidades de la población en el marco de
los principios y derechos que establece la Constitución.

2. Construir un sistema económico, justo, democrático, pro-
ductivo, solidario y sostenible basado en la distribución
igualitaria de los beneficios del desarrollo, de los medios de
producción y en la generación de trabajo digno y estable.

3. Fomentar la participación y el control social, con recono-
cimiento de las diversas identidades y promoción de su re-
presentación equitativa, en todas las fases de la gestión del
poder público.

4. Recuperar y conservar la naturaleza y mantener un am-
biente sano y sustentable que garantice a las personas co-
lectivas el acceso equitativo, permanente y de calidad al
agua, aire y suelo, y a los beneficios de los recursos del
subsuelo y del patrimonio natural.

5. Garantizar la soberanía nacional, promover la integración
latinoamericana e impulsar una inserción estratégica en el
contexto internacional, que contribuya a la paz y a un sis-
tema democrático y equitativo mundial.

6. Promover un ordenamiento territorial equilibrado y equi-
tativo que integre y articule las actividades socioculturales,
administrativas, económicas y de gestión, y que coadyuve
a la unidad del Estado.

7. Proteger y promover la diversidad cultural y respetar sus
espacios de reproducción e intercambio; recuperar, pre-
servar y acrecentar la memoria social y el patrimonio cul-
tural.

Esta es una propuesta de paradigma sin duda pos-neoliberal,
que recoge la centralidad de los derechos, la necesidad de construir
justicia social, de activar la participación social en la gestión de lo
público, proteger la naturaleza, recuperar la soberanía nacional,
buscar un equilibrio territorial y promover la diversidad cultural.
Un conjunto articulado de aspectos dirigidos al Buen Vivir, al Sumak



161

Kausay de los pueblos originarios de los andes que privilegian la
solidaridad a la competencia, la igualdad a la disparidad social, la
protección antes que la destrucción de la naturaleza.

En ese contexto de un nuevo paradigma de desarrollo se inte-
gra la visión de Soberanía Alimentaria que está colocada en forma
transversal en varias partes del texto constitucional, pero que se
recoge principalmente en el art. 281 que dice:

Soberanía Alimentaria constituye un objetivo estratégico y una
obligación del Estado para garantizar que las personas, comu-
nidades, pueblos y nacionalidades alcancen la autosuficiencia
de alimentos sanos y culturalmente apropiados de forma per-
manente.

Para ello será responsabilidad del Estado:

1. Impulsar la producción, transformación agroalimentaria
y pesquera de las pequeñas y medianas unidades de pro-
ducción, comunitarias y de la economía social y solidaria.

2. Adoptar políticas fiscales, tributarias y arancelarias que pro-
tejan al sector agrícola y pesquero nacional, para evitar la
dependencia de importaciones de alimentos.

3. Fortalecer la diversificación y la introducción de tecnolo-
gías ecológicas y orgánicas en la producción agropecuaria.

4. Promover políticas redistributivas que permitan el acceso del
campesinado a la tierra, al agua y otros recursos productivos.

5. Establecer mecanismos preferenciales de financiamiento
para los pequeños y medianos productores y productoras,
facilitándoles la adquisición de medios de producción.

6. Promover la preservación y recuperación de la agrobio-
diversidad y de los saberes ancestrales vinculados a ella; así
como el uso, la conservación e intercambio libre de semillas.

7. Precautelar que los animales destinados a la alimentación
humana estén sanos y sean criados en un entorno saludable.

8. Asegurar el desarrollo de la investigación científica y de la
innovación tecnológicas apropiadas para garantizar la So-
beranía Alimentaria.
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9. Regular bajo normas de bioseguridad el uso y desarrollo
de biotecnología, así como su experimentación, uso y
comercialización.

10. Fortalecer el desarrollo de organizaciones y redes de pro-
ductores y consumidores, así como las de comercialización
y distribución de alimentos que promuevan la equidad
entre espacios rurales y urbanos.

11. Genera sistemas justos y solidarios de distribución y comer-
cialización de alientos. Impedir prácticas monopólicas y
cualquier tipo de especulación con productos alimenticios.

12. Dotar de alimentos a las poblaciones víctimas de desastres
naturales o antrópicos que pongan en riesgo el acceso a la
alimentación. Los alimentos recibidos de ayuda interna-
cional no deberá afectar la salud ni el futuro de la produc-
ción de alimentos producidos localmente.

13. Prevenir y proteger a la población del consumo de alimen-
tos contaminados o que pongan en riesgo su salud o que
la ciencia tenga incertidumbre sobre sus efectos.

14. Adquirir alimentos y materias primas para programas so-
ciales y alimenticios, prioritariamente a redes asociativas a
pequeños productores y productoras».

Se supera así la visión de seguridad alimentaria promovida desde
los actores del mercado y organismos internacionales como FAO que
priorizaron el acceso de la población a alimentos adecuados (sanos,
suficientes, nutritivos) sin que importe la fuente, la proveniencia de
esos alimentos, típica mirada mercantil que privilegia la circulación
de alimentos «baratos», aunque provengan de otras latitudes, gene-
ren mayor dependencia y afecten a los productores locales.

Sin duda se trata de un notable avance a favor de las agriculturas
familiares y comunitarias en tanto se establecen explícitamente res-
ponsabilidades del Estado para su reactivación, para la aplicación
de políticas diferenciadas dirigidas a estos sectores, como el crédi-
to, la redistribución de bienes de producción, el direccionamiento
de las compras públicas hacia los pequeños y medianos producto-
res y productoras.
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Sin embargo, temas indispensables para lograr una verdadera
reactivación de las economías campesinas desde su diversidad cul-
tural y capacidades propias, como son el del acceso a la tierra, el
agua, el control de la biodiversidad, quedan sólo delineados en tér-
minos generales y pendientes de la legislación secundaria. Por ejem-
plo, no se habla directamente de reforma agraria aunque se dice
que se promoverán políticas redistributivas que permitan el acceso
del campesinado a la tierra, una ventana abierta que tendrá que ser
llenada posteriormente con los alcances que las correlaciones de
fuerzas políticas lo permitan.

Otro tema que deberá ser desenvuelto en la legislación poste-
rior y que tuvo un tratamiento conflictivo durante la Asamblea
Constituyente es el referido a los transgénicos. Luego de una fuerte
presión de ecologistas y organizaciones sociales del campo para que
se prohíba la presencia de OGM en el país, los actores del mercado
apoyados por una parte de los participantes de la Asamblea logra-
ron que en el art. 73 se prohíba la introducción de organismos y
material orgánico e inorgánico que puedan alterar de manera defi-
nitiva el patrimonio genético nacional y que en el art. 401 se decla-
re al Ecuador libre de cultivos y de semillas transgénicas, prohibi-
ciones que sin embargo no logran restringir el ingreso de productos
transgénicos o elaborados basados en transgénicos que podrán con-
tinuar entrando al país libremente.

Correlaciones políticas y porvenir
Durante la realización de la Asamblea Constituyente las correla-
ciones políticas fueron complejas pero favorables para introducir
una serie de avances hacia la equidad social y la sustentabilidad
ambiental. Los sectores de la derecha política estuvieron muy debi-
litados por la fuerza electoral y discursiva del presidente Correa, de
tal modo que no pudieron ejercer mayor presión hacia el texto cons-
titucional.

Fueron más bien sectores reaccionarios, vinculados al estable-
cimento ubicados al interior del movimiento de gobierno quienes
colocaron tesis conservadoras y resistieron a varias propuestas pro-
gresistas del resto de participantes de la Asamblea del Movimiento
País. En temas sensibles como la redistribución de la tierra, la
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redefinición del sistema financiero, la desprivatización del agua, el
control de los recursos naturales, estos actores hicieron lo posible
para bloquear las tesis más progresistas. Por todo ello, el texto final
resultó una mediación entre esos dos campos de fuerzas dentro del
movimiento político en el gobierno.

La presión externa a la Asamblea reunida en Montecristi3  en el
tema agro alimentario provino de varias organizaciones sociales, en-
tre ellas de la Mesa Agraria como articulación de varias federaciones
campesinas y que reinvindicó posteriormente su capacidad de inci-
dencia en la constitución mediante un video y publicaciones que
mostraron las propuestas hechas y los textos constitucionales finales.
Como la Mesa Agraria, otros grupos asistieron a Montecristi e hicie-
ron sus planteamientos, unos en calidad de demandas muy puntua-
les, otros con propuestas de articulado completo. En todo caso, la
dispersión de los actores sociales fue evidente.

La mayor o menor profundización del régimen de desarrollo y
de las políticas para la Soberanía Alimentaria dependerán de las
nuevas correlaciones de fuerzas que se vayan estableciendo en el
país, lo que se configurará con mayor claridad en este nuevo perío-
do del gobierno de Evo Morales.

Sin embargo, ya hay algunas indicaciones de lo que puede ve-
nir pues justamente cuando se escribía este artículo, se acababa de
aprobar la ley orgánica que regirá el régimen de Soberanía Ali-
mentaria. El proceso de negociación de esta importante ley da cuenta
de la poca claridad en las correlaciones políticas. La falta de con-
senso dentro del propio gobierno y la dificultad de llegar a acuer-
dos entre organizaciones sociales, empresarios, legisladores, llevó a
que se mediara con la elaboración de una ley «marco» que apenas
esboza unos contenidos generales, dejando para otras futuras leyes
la precisión de temas sensibles como la redistribución de la tierra, o
la redefinición de la gestión del agua para riego, o el manejo de la
biodiversidad.

Se expidió una ley de evidente mediación, que no profundiza
los contenidos de la Constitución pero que tampoco retrocede, como

3. Población ubicada en la provincia de Manabí distante del centro políti-
co que se encuentra en Quito
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pretendían algunos sectores. La presión desde las organizaciones
en esta fase fue débil, cargada de ambigüedades por la poco clara
relación con el gobierno, porque en muchos casos se privilegió la
búsqueda de acuerdos electorales con el movimiento del presidente
Correa antes que la disputa programática.

La debilidad de articulación de las organizaciones sociales del
campo, la falta de una agenda de incidencia política de mediano
plazo, la dificultad de reconocer la mejor ubicación política frente
a este gobierno transicional, progresista y ambiguo, obstaculizan
la configuración de un sujeto con la fuerza suficiente para luchar
por la vigencia plena del nuevo modelo de desarrollo establecido
en la Constitución.

De otro lado, la crisis del capitalismo mundial genera incerti-
dumbre sobre la sostenibilidad de un modelo de gobierno basado
en buena medida en políticas sociales costosas que se han financia-
do con los excedentes petroleros, excedentes que no existen más y
que más bien se han convertido en un notable déficit en el presu-
puesto nacional por la caída de los precios. Igualmente la contrac-
ción de las economías del norte impactará en la reducción de las
exportaciones ecuatorianas, todo lo que podría conspirar con el
proyecto redistributivo en curso, incluyendo el cumplimiento de
algunos mandatos constitucionales que podría verse aplazado.

Dilemas de las organizaciones sociales
Hemos mencionado la desarticulación y la debilidad de la inciden-
cia política de las organizaciones sociales del campo en estos últi-
mos años, nos parece importante cerrar este breve artículo colo-
cando los que consideramos son dilemas de estos actores en el
escenario de cambios que vive el país.

Luego de resistir durante más de dos décadas al neoliberalismo,
ahora que «regresa» el Estado, al parecer las más importantes orga-
nizaciones sociales no encuentran el lugar que ocupar.

Ya no es el momento de la resistencia cerrada pues la agenda de
gobierno se acerca a los planteamientos programáticos defendidos
por las organizaciones durante las dos últimas décadas; sin embar-
go, hay también diferencias importantes en algunos ejes de la polí-
tica oficial, ¿qué hacer?
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Algunas organizaciones sociales que no han plegado al movi-
miento político del presidente Correa han pasado a hacer oposi-
ción abierta y hasta radical, jugando a nivel electoral con sus pro-
pios membretes; los resultados de esta opción son más bien negativos
para sus procesos de acumulación, las fisuras y debilitamiento in-
ternos son palpables y las posibilidades electorales son mínimas, al
menos en el corto plazo.

Otras organizaciones se han acercado al gobierno pero tratan-
do de mantener una autonomía haciendo críticas específicas a al-
gunos de los ejes de la política pública, críticas débiles que final-
mente se disuelven al momento que se privilegian los acuerdos
electorales con el movimiento político que gobierna. Los resulta-
dos de esta opción son ambiguos pues de un lado seguramente se
han ampliado sus articulaciones con ciertos espacios gubernamen-
tales pero, de otro lado, se han debilitado las capacidades de con-
vocatoria y movilización de las organizaciones.

Sin duda se requieren nuevos repertorios de lucha para los
nuevos escenarios, así como redefiniciones en los roles que deben
cumplir las organizaciones sociales frente a un Estado y un gobier-
no que si bien parece dejar atrás el neoliberalismo no da pasos evi-
dentes hacia una transformación inmediata, sino más bien hacia
una transición llena de incertezas.

Un doble juego de cercanía y diferenciación parece ser necesario
para desde la autonomía de las organizaciones sociales respaldar en
general el cambio en curso, pero a la vez presionar frente a las debi-
lidades e incongruencias del gobierno que conduce el proceso.

En el caso específico de la Soberanía Alimentaria respaldar las
iniciativas generales del gobierno no debe frenar la simultánea exi-
gencia por cambios en ciertas políticas incongruentes como la re-
partición masiva de úrea subsidiada que alienta los monocultivos y
que clienteliza a la población rural; o la promoción de agro com-
bustibles o la falta de políticas hacia una reforma agraria integral o
al menos para la redefinición de las cadenas agroalimentarias que
funcionan a favor de los grandes agro negocios.

Esta renovada estrategia que implica impugnar, exigir pero a la
vez proponer e incluso coejecutar políticas, luego de años de haber
tenido que dedicarse a resistir, está resultando compleja de asumir
por parte de las organizaciones sociales frente a un gobierno que,
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de su lado, tampoco da importancia al rol que podrían cumplir las
organizaciones en un proceso de transformaciones.

Lastimosamente en medio de una disputa por cambios signi-
ficativos, la comprensión de que la acción política transformadora
no puede recaer sólo en la política electoral, pero tampoco sólo
en la acción extra institucional, sino que debe resultar de un con-
junto articulado de esfuerzos desde la sociedad civil y desde aque-
llos actores del sistema político formal que coinciden con la bús-
queda del cambio, al parecer, aún no está madura en la sociedad
ecuatoriana.

Así las cosas, la Soberanía Alimentaria en Ecuador es un deste-
llo importante que todavía no logra convertirse en un claro destino
para el país.

Siglas utilizadas
ENAC Empresa Nacional de Almacenamiento y Co-

mercialización.
ENSEMILLAS Empresa Nacional de Semillas.
OMC Organización Mundial de Comercio.
CONAIE Confederación de Nacionalidades Indígenas del

Ecuador.
FENOCIN Confederación Nacional de Organizaciones

Campesinas Indígenas y Negras.
FEINE Federación Ecuatoriana de Indígenas Evangélicos.
FENACLE Federación Nacional de Trabajadores Agroin-

dustriales y Campesinos del Ecuador.
FEI Federación Ecuatoriana de Indios.
CONFEUNASSC Confederación Nacional del Seguro Social Cam-

pesino.
CNC Coordinadora Nacional Campesina.
PRODEPINE Proyecto de Desarrollo de los Pueblos y Nacio-

nalidades Indígenas del Ecuador.
PROLOCAL Proyecto de Reducción de la Pobreza y Desarro-

llo Rural Local.
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ALCA Acuerdo de Libre Comercio de las Américas
TLC Tratado de Libre Comercio.
ONG Organismos no gubernamentales.
FAO Organización de Naciones Unidas para la Agri-

cultura y la Alimentación.
OGM Organismo genéticamente modificado.
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El sector agropecuario durante el período neoliberal
Si hay un sector económico que se vio especialmente afectado, tan-
to de forma directa como indirecta, por las políticas neoliberales
aplicadas en América Latina durante los años ochenta y noventa
fue, precisamente, el sector agropecuario. La importancia econó-
mica y social de ese sector hubiera requerido de una protección
especial por parte de los gobiernos que asumieron los planes de
ajuste de sus economías impuestos desde los organismos financie-
ros multilaterales tras la crisis de la deuda externa de los años ochen-
ta. Unos planes de ajuste que afectaron tanto cualitativa como
cuantitativamente a este sector pero que no han podido restarle
protagonismo.

Así, a pesar de que su importancia relativa ha descendido du-
rante las últimas tres décadas, la contribución que el sector agrope-
cuario realizaba y sigue realizando al PIB nacional o a las exporta-
ciones de las economías latinoamericanas —y, por consiguiente, a
la obtención de divisas— queda difuminada si atendemos a su
importancia de cara a la generación de empleo, ingresos y, sobre
todo, alimentos en las áreas rurales, tradicionalmente afectadas por
mayores niveles de pobreza que los entornos urbanos. En cualquier
caso, la participación del sector agrícola en estos momentos en el
PIB regional sigue alcanzando el 6,5%, promedio que oculta im-
portantes disparidades entre países dado que entre 1990 y 2005 el
peso de la agricultura en un número considerable de países fue
superior al 10%, como es el caso de Bolivia, Colombia, Ecuador

VII. POLÍTICAS AGROPECUARIAS
EN EL MARCO DEL ALBA: EN BUSCA
DE LA SOBERANÍA ALIMENTARIA

Alberto Montero Soler
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o Paraguay, e incluso al 20%, como en Guatemala, Guyana o Hai-
tí (CEPAL, 2008).

A pesar de que estos datos hubieran sugerido la necesidad de
un tratamiento mucho más protector para el sector agropecuario,
los programas de ajuste no consideraron ningún tipo de cláusula
de salvaguardia al respecto y el sector se vio profundamente afecta-
do por las políticas económicas aplicadas. Las políticas neoliberales
tuvieron un enorme impacto sobre el sector agropecuario y,
consiguientemente, sobre las condiciones de vida en el entorno rural
por vías tanto directas como indirectas.

En primer lugar, los planes de ajuste contenían importantes
medidas liberalizadoras tanto del comercio exterior como de la
cuenta de capitales que estaban orientadas a lograr la completa
apertura de las economías a los flujos de capital internacional y a
promover la obtención de divisas por la vía de las exportaciones.
Eso suponía: el desmantelamiento de las barreras proteccionistas
de carácter arancelario con las que se protegía la producción nacio-
nal frente a las importaciones; la eliminación de los mecanismos
que establecían precios mínimos para productores como forma de
salvaguardar sus rentas de las fluctuaciones de los precios de mer-
cado; y el desmantelamiento de todos las subvenciones y ayudas
para la producción agropecuaria, ya fueran directas o bajo la forma
de créditos blandos. Estas reformas fueron realizadas bajo la pre-
sión del ajuste presupuestario y la excusa de que interferían sobre
el mercado.

Pero es que, además, aquellos escasos mecanismos de protec-
ción que lograron sobrevivir a los planes de ajuste neoliberal apli-
cados durante los años ochenta experimentaron una nueva ofensi-
va durante la década siguiente. En este caso el ataque se produjo
bajo la forma de presiones para la firma de tratados de libre comer-
cio sustentados abiertamente sobre la desarticulación de cualquier
tipo de mecanismo protector de la producción nacional, incluida
la agropecuaria. Los intentos por convertir al conjunto del conti-
nente americano en una zona de libre comercio con la firma del
Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA) promovido por
Estados Unidos constituirían la expresión más extrema de esa po-
lítica ultraliberalizadora que, afortunadamente y para este caso,
fracasó.
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Sin embargo, a pesar de que el ALCA no llegara a firmarse, no
por ello la liberalización de las economías nacionales por la vía de
la integración comercial se ha frenado. Esta ha continuado por una
vía menos ambiciosa pero igualmente efectiva en su incidencia sobre
los escasos mecanismos protectores para los productores naciona-
les que aún quedan en pie: se han multiplicado la firma de tratados
de comercio bilaterales y regionales en todo el continente.

En segundo lugar, las políticas de ajuste, en su búsqueda de la
estabilidad macroeconómica y fiscal, crearon un contexto econó-
mico altamente perjudicial para el sector agropecuario. Baste aquí
citar como expresiones de esa política el ajuste fiscal al que se vie-
ron sometido esas economías —y que estuvo basado en la drástica
reducción de los gastos sociales pero, también, de los de apoyo a los
productores— o la elevación de los tipos de interés y, por lo tanto,
el encarecimiento del crédito cuyo acceso es ya de por sí muy pro-
blemático para los pequeños y medianos productores agropecuarios.

Pero no sólo fue este contexto económico marcadamente res-
trictivo el que incidió de forma negativa sobre el sector, también
hay que tener en cuenta que este se vio afectado por las reformas
macroeconómicas generales aplicadas durante el período neoliberal.
Así, se procedió a la liberalización y privatización de los mercados
de tierras, insumos y productos agropecuarios lo que tuvo como
consecuencia la retirada del Estado de los procesos de fijación de
precios, comercialización, crédito y seguros; se eliminaron los im-
puestos a las exportaciones y se redujeron las tasas y se uniformizaron
los aranceles a la importación; se eliminaron las subvenciones al
uso de insumos y bienes de capital; o se recortaron las inversiones
públicas en riego, innovación tecnológica, sanidad vegetal y salud
animal (Pérez García, 2008).

Todo ello se tradujo en una reducción del gasto público desti-
nado al sector agrícola que descendió, no sólo por debajo de nive-
les inferiores a las contribuciones que el sector seguía realizando al
PIB, sino también en lo que a gasto público por habitante rural se
refiere. Las cifras pasaron de un promedio de 205 dólares en el pe-
ríodo 1985-1990 a 140 en el período 1996-2001 (CEPAL, 2007).

Esta confluencia de factores dio como resultado una situación
dramática en el entorno rural que estaba en plena consonancia con
la evolución que experimentó la pobreza durante todo el período
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de aplicación de las políticas neoliberales. Tanto en términos abso-
lutos como relativos, en 2003 los niveles de pobreza seguían sien-
do superiores a los que precedieron a la «década perdida». Una po-
breza que se agudizaba en el entorno rural ya que en 2002 la tasa
de pobreza rural superaba en más del 60% a la del entorno urbano,
y ello a pesar del fuerte proceso de emigración desde el campo ha-
cia las ciudades que se produjo durante esos años.1

Tendencias recientes (y preocupantes) en el sector
agropecuario latinoamericano
Más allá de los efectos inmediatos que las políticas neoliberales
tuvieron sobre el entorno rural, es importante destacar que esas
políticas también sentaron las bases para una serie de profundas
transformaciones que en estos últimos años están alterando radi-
calmente la naturaleza del sector agropecuario en América Latina,
y con ello las formas de vida de una gran parte de su población. En
efecto, tal y como expone Gudynas (2008), el sector agrícola lati-
noamericano se encuentra en una fase de intensa reestructuración
que puede caracterizarse por los siguientes rasgos:

a) Una creciente tecnificación, un uso más intensivo de los
recursos naturales y una mayor utilización de las biotecno-
logías con la finalidad de intensificar la «revolución verde»
y de incrementar con ello los márgenes de rentabilidad de
las producciones.

Esta opción, como puede suponerse, presenta ele-
vados costes sociales y ambientales. Por un lado, presiona
constantemente sobre la naturaleza y sus ciclos, tiene efec-
tos negativos sobre la biodiversidad y, al ser cultivos muy
extensivos, contribuye decisivamente a la desforestación

1. Bien es cierto que, a pesar de lo llamativo del dato, sí que se produjo una
reducción de dicha tasa durante ese período puesto que en 1980 la tasa de po-
breza rural duplicaba a la urbana y la triplicaba en el caso de la pobreza extrema.
En términos absolutos, también hay que destacar que, por primera vez, en 2005
el número de indigentes urbanos (44,2 millones) superó al de indigentes rurales
(39,7 millones). Datos de la CEPAL (2007).
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y presiona cada vez más sobre las áreas naturales protegi-
das. Y por otro, deja de lado a los pequeños y medianos
agricultores que carecen de recursos financieros para ac-
ceder a los paquetes tecnológicos de la nueva industria
agropecuaria, o que simplemente renuncian a ellos vo-
luntariamente conscientes de su impacto negativo sobre
la naturaleza.

b) Una presencia creciente de empresas transnacionales en el
agro latinoamericano auspiciado por su control sobre los
nuevos paquetes tecnológicos que sustentan el nuevo mo-
delo de explotación agropecuaria a nivel internacional.

Esas empresas se han extendido de forma vertical a lo
largo de toda la cadena productiva del sector, abarcando
desde la explotación primaria a la cadena agroindustrial y
la producción de alimentos elaborados, controlándola en
toda su extensión e incorporándola a las cadenas de valor
que operan a nivel global, con la consiguiente pérdida de
control de los gobiernos sobre la producción nacional. Esta
extensión vertical ha dado lugar, a su vez, a una creciente
mercantilización de todas las fases del proceso productivo,
externalizándose hacia terceros que se ofrecen como ven-
dedores de «servicios» agropecuarios. De esta forma, se
genera una nueva estructuración del proceso productivo,
caracterizada por su fragmentación en componentes y fun-
ciones que se compran y venden como cualquier otra mer-
cancía transable.

Nos encontramos, así, con una creciente concentra-
ción de la producción y del comercio agroalimentario mun-
dial en unas pocas empresas transnacionales, con capa-
cidad para anteponer sus intereses a los de los estados pro-
ductores y que no necesitan ya ser propietarios de las tie-
rras en las que se cultivan los productos que transforman o
comercializan para lograr imponerlos entre los pequeños y
medianos propietarios de esas tierras y que estos los susti-
tuyan por sus producciones tradicionales. Todo ello redun-
da, a su vez, en la configuración de un imaginario colecti-
vo que tiende a desprestigiar las formas tradicionales de
producción agropecuaria considerándolas ajenas a la mo-
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dernidad, vestigios de un pasado que es preciso superar si
se aspira a entrar en un estadio de civilización superior.

c) Se ha intensificado la vocación exportadora del sector como
consecuencia del importante aumento del precio de mu-
chos de los productos agropecuarios básicos en los últimos
años. Una tendencia que se ve reforzada por las expectati-
vas de que este período de precios elevados se mantenga en
el tiempo gracias al crecimiento sostenido de la demanda
internacional.

Ello ha ocasionado el aumento de la superficie culti-
vada de productos que son considerados dinámicos desde
el punto de vista del comercio internacional argumen-
tándose al respecto que la especialización en dichos culti-
vos reforzará las posibilidades de que el sector agrícola pueda
mantener un crecimiento sostenido en el tiempo. En ese
sentido, entre 1995-2005 la región ha aumentado la su-
perficie dedicada a cultivos dinámicos desde el 27% al 41%
de la superficie cultivada total, siendo las oleaginosas y, es-
pecialmente, la soja el cultivo de expansión más dinámica
y focalizándose geográficamente este cambio de tendencia
en los países del Cono Sur, especialmente en Uruguay, Ar-
gentina y Bolivia (CEPAL, 2007).

Los incrementos de los precios de esos productos
agropecuarios más dinámicos internacionalmente han pro-
vocado que los porcentajes que supone la exportación de esos
rubros hacia el resto del mundo sean muy elevados en rela-
ción con el total de exportaciones, condicionando de forma
decisiva las políticas comerciales de muchos de estos países y
su forma de inserción en los flujos del comercio mundial.

Pero, además, y como consecuencia del proceso de
desmantelamiento de las barreras proteccionistas con las
que se protegían sus producciones nacionales, estos países
han visto cómo se sustituía la superficie destinada al culti-
vo de productos alimentarios básicos por cultivos orienta-
dos a la exportación al tiempo que se incrementaban las
importaciones de productos alimentarios a bajos precios
desde terceros países. De esa forma, se ha consolidado una
mayor dependencia de los niveles de alimentación de gran
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parte de la población de la evolución del comercio mun-
dial de alimentos, incrementándose los riesgos alimentarios
y, por lo tanto, poniendo en grave riesgo su Soberanía
Alimentaria.

d) Todos los elementos anteriores confluyen para configurar
un sector agropecuario cada vez más dependiente de las
dinámicas que rigen el proceso de globalización en curso.
Tanto la dependencia de los «paquetes tecnológicos» de
insumos como el creciente control por parte de las empre-
sas transnacionales de las diferentes fases del proceso pro-
ductivo agropecuario y, evidentemente, la orientación es-
tratégica del sector hacia la exportación han dado como
resultado que la incidencia de la globalización sea especial-
mente aguda en este sector.

Nos encontramos, así, con una diversificación de los
destinos comerciales a los que llegan las producciones, y
consiguientemente con una mayor dependencia de las es-
trategias productivas nacionales con las decisiones comer-
ciales y las condiciones productivas en el resto del mundo.
Igualmente, el sector se encuentra cada vez más inserto en
la lógica de los procesos internacionales de acumulación y
reproducción del capital. Ello implica que está incremen-
tándose su vulnerabilidad antes las entradas y salidas de
capital especulativo con las consiguientes repercusiones
sobre los precios de productos que son, muchos de ellos,
parte de la canasta básica de alimentos de gran parte de la
población mundial. Por otra parte, en muchos mercados
agroalimentarios está generalizándose la utilización de ins-
trumentos financieros cada vez más sofisticados (aparición
de mercados de futuros o uso de instrumentos derivados,
por ejemplo). La consecuencia es la extensión de la lógica
de la especulación financiera al funcionamiento de estos
mercados lo que da como resultado una creciente desvin-
culación entre el precio de los productos y las condiciones
de producción y los ingresos de los productores. Ocurre,
así, que intermediarios de distinta índole, agentes comer-
cializadores o meros especuladores financieros completa-
mente ajenos al sector agropecuario son los principales
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beneficiarios de los aumentos de precios —cuando no sus
inductores directos— y quienes se apropian de la mayor
parte del excedente en detrimento de los productores.

e) Todo ello se ve acentuado porque, además, el proceso
globalizador carece de una institucionalidad y unas reglas
definidas que no reproduzcan en el sector agroalimentario
las condiciones desequilibradas que se dan en todas sus de-
más facetas. La Organización Mundial de Comercio (OMC)
se encuentra al servicio de los intereses de las naciones más
desarrolladas y al reclamar el desmantelamiento de las res-
tricciones al libre comercio sobre la base de la necesidad de
implementar unas relaciones comerciales basadas en la
«igualdad» de las partes está ignorando interesadamente las
desigualdades de partida tan tremendas que existen entre
los países y, consiguientemente, está promoviendo un sis-
tema comercial que las profundizará.

f ) Las consecuencias de la confluencia de estas tendencias en el
sector agroalimentario están siendo dramáticas. Nos encon-
tramos ante una crisis mundial de acceso a alimentos para
gran parte de la población mundial que está asistiendo a un
incremento de los precios que los hacen inalcanzables para
sus miserables presupuestos.2 La especulación financiera en
estos mercados o la reducción de la superficie destinada al
cultivo de alimentos destinándola al cultivo de agrocom-
bustibles y, por lo tanto, la creciente vinculación entre los
mercados agrícolas y energéticos se encuentran tras la esca-
lada del precio de los alimentos básicos.3

2. Según la FAO (2008), a mediados de 2008 los precios reales de los ali-
mentos se situaban un 64% por encima de sus niveles de 2002. Y a pesar de la
disminución en los precios internacionales de los alimentos básicos como con-
secuencia de la crisis económica, esa misma institución estima que el número de
personas subnutridas aumentará hasta los 1.020 millones durante 2009 o, lo
que es lo mismo, este año el número de personas que padecerán hambre crónica
será el más elevado desde 1970 (FAO, 2009).

3. Esa mayor imbricación entre los mercados de alimentos y los energéti-
cos provoca que sea la evolución del mercado energético la que marque la diná-
mica del precio de los alimentos, especialmente de aquellos cuyos cultivos se
sustituyen por agrocombustibles.
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Ello tiene como consecuencia que América Latina se
haya convertido en la única región en desarrollo exportadora
neta de alimentos y materias primas agrícolas y, sin embar-
go, tenga que hacer frente, al mismo tiempo, a importan-
tes problemas alimentarios, en especial, la subnutrición.
Así, como pone de manifiesto la FAO (2009), desde el pe-
ríodo 1995-1997 el número de personas subnutridas en el
mundo ha ido en aumento y, a pesar de los avances conse-
guidos al respecto en América Latina desde entonces, la
región ha vuelto a ver cómo se invertía la tendencia des-
cendente como consecuencia de las crisis económica y
alimentaria actual y el número de subnutridos ha vuelto a
aumentar.

Si se tiene en cuenta que uno de los grupos sociales
que en mayor medida se ve afectado por la crisis es el de la
población rural sin tierras y que, además, el incremento
del desempleo en las zonas urbanas provoca el retorno de
los migrantes hacia las zonas rurales y la necesidad de dis-
tribuir los escasos ingresos que en él se obtienen habrá que
concluir, lógicamente, que la incidencia de la crisis actual
sobre el medio rural va a ser especialmente grave. Esta cues-
tión nos trae de vuelta, por tanto, a la cuestión de la Sobe-
ranía Alimentaria y la necesidad de que los estados defien-
dan una política agroalimentaria orientada, en la medida
de lo posible, a la satisfacción de las necesidades de sus
poblaciones.

Todos estos factores sucintamente expuestos conforman un
panorama del sector agropecuario latinoamericano en el que se
ponen de manifiesto profundos cambios que apuntan hacia su cre-
ciente inserción en las dinámicas de la globalización. En este senti-
do, podría concluirse que las políticas neoliberales sentaron las bases
para este proceso por la vía del desmantelamiento del entramado
de políticas protectoras de un sector que, a pesar de la importancia
que tenía dentro de la estructura del comercio exterior de muchos
países latinoamericanos, presentaba una vocación prioritariamente
interna y centrada en garantizar los mayores niveles posibles de
Soberanía Alimentaria. La oleada neoliberal arrasó con ese entra-
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mado y dejó desamparados a los agricultores quienes asisten impo-
tentes a la transnacionalización de todas las fases de la cadena de
producción agroalimentaria, a la incorporación de ellas a las cade-
nas de valor globales y a la progresiva mercantilización de su acti-
vidad sin que de ello se deriven más ingresos, mayor bienestar
o mejores condiciones de vida.

ALBA: un proyecto de integración económica y social
al servicio de los pueblos de América Latina
La transnacionalización y la vocación exportadora del sector
agropecuario han encontrado un caldo de cultivo de lo más fértil
en la intensificación de los procesos de integración regional que se
han dado en el continente durante los últimos años. La multiplica-
ción de acuerdos comerciales de distinta naturaleza y alcance en
cuanto a sus materias objeto y los países participantes ha profundi-
zado la desarticulación de las barreras proteccionistas nacionales
para los productos agroalimentarios por vías tanto bilaterales como
multilaterales. Esa tendencia fue potenciada por la promoción de
tres tipos de políticas singularmente dañinas para la integración
regional (Martínez, 2005).

En primer lugar, la concepción del comercio como una carrera
competitiva entre economías vecinas por lograr exportar hacia Es-
tados Unidos y Europa mientras, simultáneamente, se descartaban
los mercados nacionales y regionales. En segundo lugar, el abando-
no del trato preferencial para los países de menor desarrollo y, con
ello, la pervivencia de las diferencias en términos de desarrollo en-
tre las economías de la región y la perpetuación de las asimetrías
existentes entre ellas. Y finalmente, la privatización masiva de las
empresas públicas de esos países y la adquisición generalizada de
esos activos por empresas transnacionales estadounidenses y euro-
peas a través de las que se ha vehiculizado un tipo de integración
basado, esencialmente en la liberalización de los movimientos del
capital transnacional.

De esta forma, la mayor parte de esos acuerdos comerciales no
reconocen las asimetrías entre las economías firmantes ni la impor-
tancia del sector agroalimentario para la Soberanía Alimentaria
nacional. A lo sumo, establecen mecanismos de coordinación en
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temas de política agrícola que, en términos efectivos, son mera-
mente nominales y suelen carecer de efectos concretos. Además,
tampoco se avanza en la coordinación de las estrategias producti-
vas a nivel regional y, mucho menos, se ha conseguido una política
comercial internacional común. La resultante son unos acuerdos
de integración regional que intensifican la competencia entre paí-
ses por el acceso a los mercados mundiales sobre la base de unos
productos similares.

La lógica de la liberalización y la competencia alcanza su máxi-
ma expresión en los acuerdos de libre comercio. Entre ellos, el Tra-
tado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) ha sido su
expresión más consolidada en la región y de sus desastrosos efectos
sobre el sector agroalimentario mexicano hay múltiples investiga-
ciones al respecto.4

Ese acuerdo trató de hacerse extensivo al resto del continente;
el fallido ALCA fue el intento más radical de liberalización comer-
cial que se ha planteado en la región.5 Intento que, tras su fracaso,
ha mutado en diversos acuerdos de libre comercio regionales (CAFTA-
RD) y bilaterales que han conseguido resultados similares aunque a
una menor escala.

Sin embargo, frente a estos planteamientos y propuestas de
integración regional de profundo carácter neoliberal surgió a prin-
cipios de este siglo una propuesta de integración que se ha confi-
gurado como proyecto contrahegemónico en el contexto de los
vertiginosos cambios políticos, económicos y sociales que experi-
menta América Latina desde los últimos años del siglo XX. En efec-
to, en el marco más amplio de los movimientos populares de re-
sistencia frente a la firma del ALCA surgió durante la III Cumbre de

4. Para un extenso análisis del TLCAN, véase Saxe-Fernández (2002).
5. El desmantelamiento de las barreras proteccionistas, la supresión de cual-

quier tipo de subvención o discriminación positiva para la producción nacional,
la mercantilización de los escasos y raquíticos servicios públicos básicos a los que
los ciudadanos tienen acceso en esos países, la posibilidad de establecer derechos
de propiedad sobre las especies animales, vegetales o, incluso, sobre los conoci-
mientos ancestrales de los pueblos originarios o la remisión de la administra-
ción de la justicia en materia de inversión extranjera a tribunales de arbitraje
internacional eran algunas de las materias objeto de negociación en ese tratado
(Devlin; Estevadeordal y Garay, 2003).
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Jefes de Estado y de Gobierno de la Asociación de Estados del Ca-
ribe en diciembre de 2001 una propuesta de integración para
América Latina radical y conceptualmente diferente a la defendida
por Estados Unidos: la Alternativa Bolivariana para América Lati-
na y el Caribe o ALBA o, como se le conoce actualmente, la Alianza
Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América.

Esta propuesta marca un distanciamiento, no sólo del ALBA,
sino también de los proyectos de integración que la han precedido.
Distanciamiento que parte, de entrada, de su naturaleza eminen-
temente antiimperialista. Así, esa primera nota diferencial explica-
ría, según Katz (2006), por qué el proyecto alude a una gesta
liberadora en el marco de una estrategia defensiva frente al impe-
rialismo y no a las características convencionales de los procesos de
integración regional. Y es que, lejos de definir la integración a par-
tir de la concreción de un marco preciso de relaciones comerciales
fundamentadas sobre la más estricta lógica mercantilista, el ALBA
carece de una definición perfectamente delimitada y que pudiera
ser asimilable a la de otros procesos de integración regional.

Estos últimos han tratado habitualmente de aprovechar los
beneficios derivados de la ampliación de los mercados para las
empresas nacionales y transnacionales y se han orientado hacia la
creación de una comunidad de negocios que, en su caso, permiti-
ría que se despejaran los caminos para la configuración de un or-
den institucional y político común siempre y cuando este resultara
funcional al mantenimiento y profundización del proceso de acu-
mulación económico.6

Frente a ellos, el ALBA ha optado por la lógica de la cooperación
comercial, el intercambio solidario y la complementariedad econó-
mica entre las diferentes estructuras productivas nacionales como
principios generales de su filosofía en un intento por extender la so-
lidaridad revolucionaria por el continente. En este sentido, los acuer-
dos que le dan contenido se distancian de los principios mercantilis-
tas que rigen el comercio internacional y tratan de contribuir a la
superación de las asimetrías económicas y sociales existentes entre

6. El ejemplo paradigmático al respecto lo constituiría el caso de la Unión
Monetaria Europea.
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un conjunto de naciones que presentan unas economías muy deses-
tructuradas, cuyos sectores primarios se encuentran hipertrofiados y
que han sido compelidas a volcarse hacia la exportación de materias
primas sin elaborar hacia los países desarrollados como única vía
posible de inserción en el comercio internacional.

La resultante es un proceso que intenta aprovechar las ventajas
comparativas que posee cada una de ellas frente a sus vecinos en el
entorno regional; pero no para hacer de esas ventajas un factor que
las posicione por encima de las restantes en el marco de un régimen
de competencia, sino para favorecer la complementación econó-
mica en el conjunto de la región. Es por ello que se ha afirmado
que el ALBA promueve un régimen de «ventajas cooperativas». Este
término definiría un régimen comercial en el que cada país pone
sus ventajas comparativas para la producción de determinados
bienes y servicios al servicio de la complementariedad entre las di-
ferentes economías nacionales a partir de un esquema de coopera-
ción basado, más que en el intercambio competitivo, en el inter-
cambio solidario y en la existencia de intereses y necesidades mutuas.
De esta forma, y de extenderse en la región un esquema de inter-
cambios comerciales basado en las «ventajas cooperativas», se lo-
graría profundizar en una especialización productiva eficiente y
competitiva compatible con un desarrollo económico y social equi-
librado al interior de cada país, lo que redundaría en una mejora
de la eficiencia sistémica en el conjunto de la región. Pero además
esto también posibilitaría un ejercicio más efectivo de la soberanía
económica de esos países al permitir distanciar sus estructuras pro-
ductivas de las imposiciones y condicionantes de un mercado mun-
dial globalizado en el que se ven obligados a participar en clara
desventaja frente a las naciones industrializadas.

En definitiva, con el ALBA se busca configurar un sistema de
comercio más «justo» y equitativo basado en la participación coo-
perativa, en donde cada país oferte a sus socios aquello que puede
producir en las mejores condiciones posibles y reciba, a cambio,
aquello que necesita.

La novedad de este proceso de integración no se ciñe tan sólo a
su filosofía y principios rectores sino que, como no podía ser de
otra forma, también impone un cambio en el contenido y las prio-
ridades de su agenda. Y es que el reconocimiento de la existencia
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de una enorme deuda social con los pueblos latinoamericanos exi-
giría, necesariamente, que en el centro de cualquier proyecto de
integración se ubicara una estrategia decidida que tuviera como
finalidad prioritaria su saldo.

Sin embargo, la opción seguida hasta ahora por esquemas de
integración excesivamente economicistas, en donde las políticas
sociales se consideran desde una perspectiva asistencialista y ceñi-
das a una función meramente paliativa de los efectos que, por otro
lado, generan las políticas económicas de marcada impronta
neoliberal, no habían hecho sino acentuar la magnitud de esa deu-
da social. El ALBA toma distancia de esos procesos y sitúa la deuda
social —y, en especial, las carencias en materia de salud, educación
y alimentación— en el centro de su estrategia de integración y en
torno ella hace girar la mayor parte de sus desarrollos.

Por otra parte, y a diferencia de los procesos de integración
neoliberal que han actuado de espaldas a los ciudadanos —y, consi-
guientemente, han cosechado su desinterés—, el ALBA ha apostado
por una estrategia que implica directamente a las clases populares en
el proceso de integración por la vía de convertirlos en sus principales
beneficiarios lo que ha concitado su atención, respaldo y demanda
de profundización.

Por una vez, los pueblos sienten que la integración se traduce
en bienestar directo e inmediato, en una mejora objetiva de sus
condiciones de vida y, por lo tanto, están dispuestos a respaldarla
porque la consideran un avance en la configuración de un orden
continental que antepone sus necesidades a su condición de mera
fuerza de trabajo susceptible de explotación. Evidentemente, ello
debe ir de la mano de unos estados dispuestos a convertir la solida-
ridad en una realidad operativa, lo que exige priorizarla frente a la
lógica mercantil y, simultáneamente, tener la capacidad y voluntad
de domeñar los mercados mediante el recurso a su regulación di-
recta. Además, también exige de gobiernos con visión estratégica
de largo plazo y con capacidad de transmitir y convencer a sus po-
blaciones de los beneficios globales de una apuesta decidida por la
cooperación y la solidaridad como pauta esencial de interrelación
entre países que aspiran a un futuro de bienestar común, a una
auténtica comunidad. Pero, sobre todo, necesita de gobiernos fuertes
y con capacidad de resistir las presiones y agresiones de determina-
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dos grupos de poder que, contemplando este tipo de acuerdos des-
de una perspectiva estrictamente mercantilista, entienden la soli-
daridad como pérdida y las políticas sociales como populismo.

Ese esfuerzo gubernamental se ve complementado con el entu-
siasmo con el que estas políticas son acogidas por la población en
general y por los movimientos sociales en particular gracias al ele-
vado grado de participación popular que exigen tanto para su ins-
trumentación efectiva como, lo que es más importante, para su
propio diseño. Se articulan, así, por vez primera, políticas que tra-
tan de comprometer tanto a los ciudadanos tradicionalmente ex-
cluidos del sistema como al conjunto de la ciudadanía en el desa-
rrollo de una estrategia latinoamericana de inclusión social que,
ante todo, intenta resolver los problemas esenciales de las grandes
masas pauperizadas que habitan esa región del planeta.

Estas políticas están contribuyendo, así, a paliar necesidades
materiales y sociales urgentes y a ofrecer a los pueblos las ventajas
tangibles en términos de bienestar que se derivan de un proceso de
integración que antepone lo social a lo económico, lo solidario a lo
competitivo. Y, al mismo tiempo, tampoco debe ser desestimada
su aportación a la generación de una conciencia real de ciudadanía
entre la población tradicionalmente excluida; de pertenencia a una
comunidad que, gracias a estas políticas, trasciende las fronteras
nacionales y se configura a nivel latinoamericano sobre la base de
la coincidencia en un gran conjunto de necesidades básicas insatis-
fechas o, lo que es igual, en su condición de acreedores de una
deuda social que exige ser saldada cuanto antes.

Se trata, por lo tanto, de una apuesta decidida por gestar un
proyecto de unificación latinoamericana basado en el protagonismo
de los oprimidos. Es más, como dice Katz (2006), lo que no puede
perderse nunca de vista en el horizonte es que «o el sujeto del nue-
vo proyecto son los oprimido o la propuesta perderá significación
transformadora».

Los limitados avances del ALBA en materia agropecuaria
y alimentaria
Un proyecto de integración de esta naturaleza no podía dejar de lado la
recuperación de la Soberanía Alimentaria para la región, y por tanto,
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debía apostar decididamente por políticas agropecuarias que sirvieran
a tal fin. Y, sin embargo, resulta significativo que en el documento
inicial de constitución del ALBA no se hiciera ninguna mención especí-
fica al sector agropecuario, aunque los principios generales que deben
guiar el desarrollo productivo dentro del marco regional sean perfecta-
mente aplicables: complementariedad, trato especial y diferenciado para
países y sectores en función de su nivel de desarrollo, cooperación,
desarrollo económico equilibrado y sostenible o recuperación de la
soberanía regional.7

En todo caso, esta circunstancia fue corregida tras la incorpo-
ración de Bolivia al ALBA en abril de 2006, bajo la Presidencia de
Evo Morales. Enmienda que era esperable habida cuenta de la
marcada importancia que la agricultura tiene en ese país y, a pesar
de ello, de sus problemas para satisfacer las necesidades alimentarias
de su población como consecuencia de que la mayor parte de la
producción se destina a los mercados de exportación.

Así Bolivia se unía a Cuba y Venezuela planteando un nuevo
instrumento de integración que complementaba al ALBA en diver-
sas cuestiones y, especialmente, en materia agroalimentaria: el Tra-
tado de Comercio entre los Pueblos (TCP). Este dedica especial aten-
ción a cuestiones tales como la recomposición de los estados y de
sus estructuras, la Soberanía Alimentaria, la producción nacional,
el respeto por las formas de vida tradicionales de las poblaciones
indígenas e, incluso, la asunción de sus concepciones acerca del
desarrollo humano y la preservación del medio ambiente.8 Desde
entonces, las iniciativas para tratar de reforzar la seguridad alimen-
taria en la región no han dejado de sucederse aunque habría que

7. Declaración conjunta de los presidentes de Cuba y Venezuela para la
creación del ALBA, del 14 de diciembre de 2004 (accesible en http://www.
alternativabolivariana.org).

8. De hecho en el artículo 5 del TCP se dispone explícitamente que «Los
países acuerdan ejecutar inversiones de interés mutuo que pueden adoptar la
forma de empresas públicas, binacionales, mixtas, cooperativas, proyectos de
administración conjunta y otras modalidades de asociación que decidan esta-
blecer. Se priorizarán las iniciativas que fortalezcan las capacidades de inclusión
social, la industrialización de los recursos, la seguridad alimentaria, en el marco
del respeto y la preservación del medio ambiente» (accesible en http://www.
alternativabolivariana.org).
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destacar que no se han aplicado aún con la intensidad desarrollada
para el caso de otras políticas sociales, como pudieran ser las referi-
das a salud o educación.

Con todas sus limitaciones, la esencia de las políticas agrope-
cuarias desarrolladas desde el ALBA parten del reconocimiento de la
importancia que ese sector tiene para los países que lo integran e
incide especialmente en la importancia que tiene para la subsisten-
cia de millones de campesinos. En ese sentido, el ALBA trata de
trascender la concepción meramente económica de lo agropecuario
y opta por resaltar su dimensión social. La producción agrícola pasa
a considerarse, entonces, desde la perspectiva de un modo de vida
sobre el que se fundamenta la preservación de opciones culturales
constantemente amenazadas desde la modernidad, desde el que se
articulan formas de ocupación del territorio que buscan la relación
armónica con la naturaleza y por su incidencia decisiva sobre la
seguridad y la Soberanía Alimentaria.

A tal fin, en este acuerdo de integración se apunta hacia políti-
cas que permitan compensar las desventajas propias de las peque-
ñas explotaciones en un mundo globalizado y que hagan viables
las formas tradicionales de producción, al tiempo que se tratan de
superar las dinámicas competitivas entre economías vecinas que
lograrían una mayor Soberanía Alimentaria e, incluso, una mejor
inserción en los flujos del comercio internacional por la vía de la
complementación productiva que por la de la competencia.

En el marco de esa filosofía, hay que destacar que la intensidad
de la atención prestada a los temas agropecuarios y a la soberanía y
seguridad alimentaria aumentó especialmente tras la crisis alimen-
taria que tuvo lugar durante 2008 como consecuencia del acelera-
do incremento del precio de los alimentos. Buena prueba de ello es
que en mayo de 2008 un numeroso grupo de países latinoamerica-
nos, entre ellos todos los del ALBA, se reunieron en Managua en la
«Cumbre Presidencial sobre Soberanía y Seguridad Alimentaria:
Alimentos para la Vida». En esa Cumbre se planteó la necesidad de
recurrir a una estrategia común sustentada sobre la complemen-
tariedad entre las diversas políticas y programas agroalimentarios
de la región, entre los cuales se encontraba el Acuerdo para la Imple-
mentación de Programas de Cooperación para la Soberanía y Se-
guridad Alimentaria en el Marco del ALBA.
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Como puede colegirse del propio nombre de la iniciativa, la
crisis alimentaria había sorprendido a los países del ALBA sin un
programa aún activo en materia de seguridad alimentaria. Y ello a
pesar de que un año antes, en la V Cumbre del ALBA de 29 de mayo
de 2007, los presidentes había afirmado con grandilocuencia que:

El ALBA está obligado a garantizar la alimentación de nuestros
pueblos en calidad y cantidad suficientes. El logro de este obje-
tivo constituye la prueba de fuego del conjunto de proyectos
estructurantes. Alcanzar el autoabastecimiento compartido en
la producción y distribución de alimentos, garantizando la se-
guridad alimentaria debe estar en el centro de los planes estra-
tégicos de largo plazo.9

Esa declaración de intenciones se complementó con el anun-
cio de dos proyectos concretos. Por un lado, la creación de un Ban-
co de Alimentos para garantizar el abastecimiento a la población;
y, por otro lado, la creación de una empresa «grannacional» de pro-
ductos alimentarios.

Es de esperar que estas empresas «grannacionales» constituyan
la expresión avanzada de la posibilidad de articular proyectos em-
presariales de naturaleza estatal sobre la base de la complemen-
tariedad económica entre países. En este sentido, el concepto de
empresas grannacionales surge en oposición al de empresas transna-
cionales y se orienta a «privilegiar la producción de bienes y servi-
cios para la satisfacción de las necesidades humanas garantizando
su continuidad y rompiendo con la lógica de la reproducción y
acumulación de capital». A tal efecto, las líneas que rigen su crea-
ción y funcionamiento son las siguientes:10

9. Hasta esa fecha se había avanzado muy poco en esa materia. Tan sólo se
había reconocido la posibilidad de utilizar mecanismos de comercio compensa-
do entre países y que, en algún caso, había implicado a productos agropecuarios
y se había firmado una carta de intenciones entre Cuba y Venezuela para crear
una empresa mixta para la producción y exportación de arroz.

10. «Conceptualización de Proyecto y Empresa Grannacional en el marco
del ALBA». Documento de la VI Cumbre del ALBA (accesible en http://
www.alternativabolivariana.org).
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• Parten de la noción de integración productiva y tienen en
cuenta las necesidades de complementación económica
entre las naciones que la integran en áreas fundamentales
para el desarrollo económico y social.

• Su producción debe orientarse a satisfacer el consumo fi-
nal o industrial del mercado intra-ALBA con la intención
de crear una zona de comercio justo a su interior.

• Finalmente, estas empresas operarán bajo los principios de
complementariedad, solidaridad, cooperación, reciprocidad
y convivencia armoniosa del hombre con la naturaleza ex-
plotando racionalmente los recursos naturales y ejecutan-
do proyectos ambientalmente sustentables, promoviendo
condiciones de trabajo digno y redistribución equitativa
de las riquezas.

Sin embargo, hasta el momento ninguno de esos proyectos se
ha concretado a nivel multilateral en las áreas agropecuaria o de
alimentación aunque sí lo ha hecho a nivel bilateral, especialmente
entre Cuba y Venezuela.11 Es por ello que en la última Cumbre del
Al-ba celebrada a mediados de diciembre de 2009 se instó a los
gobiernos a «la conformación y activación urgente de las empresas
y proyectos grannacionales priorizados», entre los que se encuen-
tran los relacionados con esas áreas.

Líneas estratégicas para el avance hacia la soberanía
y la seguridad alimentaria en el ALBA

Como puede apreciarse, los avances en materia agroalimentaria del
ALBA no son asimilables a los que se han producido en otras áreas
de integración económica y social como educación, sanidad, ener-
gía, telecomunicaciones o el sector financiero. Bien es cierto que
esa carencia podría explicarse, de alguna manera, aludiendo a la
propia naturaleza difusa de este proceso de integración que carece
de una institucionalidad definida y funciona a golpe de los impul-

11. Entre otras, en julio de 2007 se crearon cinco empresas mixtas entre
los dos países en las áreas de avicultura, lácteos, leguminosas, arroz y forestal.
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sos políticos imprimidos desde las distintas cumbres presidenciales
celebradas hasta el momento.

Eso explicaría que fuera a raíz de la reunión celebrada para tra-
tar la reciente crisis alimentaria cuando el problema de la soberanía
y la seguridad en esa cuestión se pusieran sobre la mesa de manera
más firme y se planteara la necesidad de revertir los efectos que más
de dos décadas de neoliberalismo han tenido sobre el sector
agropecuario latinoamericano y, especialmente, sobre los campesi-
nos de la región. Y es que el modelo neoliberal aperturista domi-
nante en el área agropecuaria había subvalorado la importancia del
sector para la creación de un mercado interno de alimentos, desar-
ticulando la institucionalidad agrícola —especialmente la referida
a la investigación y al crédito rural— y condenando a los habitan-
tes de las áreas rurales a la pobreza y la miseria.

De la mano de ese modelo neoliberal, y como se apuntó en la
primera parte de este trabajo, se procedió a la apertura comercial
unilateral y a la firma de tratados de libre comercio bilaterales o
multilaterales con países de la región o de fuera de ella; se elimina-
ron los subsidios a la producción; se privatizaron las empresas esta-
tales del ramo; se desregularon los mercados de bienes y servicios
agropecuarios y se redujeron las facilidades para acceder al crédito
rural. La crisis alimentaria vino, entonces, a poner de manifiesto
que las supuestas bondades del modelo no eran tales y ha forzado a
los países que están buscando una forma de integración alternativa
de sus economías a situar nuevamente en su agenda política más
inmediata el problema de la seguridad alimentaria.

A tal efecto se hace urgente una atención prioritaria de los paí-
ses del ALBA hacia el sector agropecuario que permita revertir las
dinámicas impuestas por el modelo neoliberal y que, a nuestro modo
de ver, debiera centrarse en los siguientes aspectos.

En primer lugar, en recuperar la pequeña producción rural no
sólo porque ha sido la que con mayor intensidad ha sufrido los
embates de la ofensiva neoliberal sino por su decisiva importancia
para la mejora de las condiciones de vida de las personas que viven
en ese entorno y que, en la mayor parte de América Latina, sigue
siendo la mayor parte de la población. La recuperación de la pro-
ducción rural es fundamental, de entrada, como política de lucha
contra la pobreza en un entorno caracterizado por el elevado por-
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centaje de personas que viven por debajo del umbral de pobreza y
por la ausencia de programas de protección social o de sostenimiento
de rentas que permitan aliviarla. Pero, además, tampoco debe
desecharse la contribución que desde el entorno rural se hace a la
seguridad alimentaria y a la sostenibilidad ambiental.

En este sentido, se impone una política que facilite el acceso de
los pequeños agricultores en condiciones ventajosas a semillas y
fertilizantes; a la propiedad y explotación de las tierras; a tecnolo-
gías adaptadas a sus condiciones de producción; a financiación bajo
la forma de crédito rural a bajos tipos de interés y con mecanismos
de corresponsabilidad que no necesariamente debe ser financiera
sino que puede condicionarse al cumplimiento de programas so-
ciales (vacunación, escolarización de los niños; alfabetización de
los adultos, etc.); a infraestructuras que les permitan dar salidas a
sus excedentes en las mejores condiciones posibles; y a mercados
locales cautivos en los que rija un precio justo por sus productos y
no los precios internacionales.

Esta política debería complementarse con dos acciones decidi-
das por parte de las autoridades públicas. Por un lado, con una polí-
tica de compras públicas en las que se priorice la producción de los
pequeños y medianos productores rurales en lo que a las compras
por parte del Estado se refiere. Ello permitiría transferir rentas hacia
esos agentes fomentando su producción y asegurándoles un merca-
do local cautivo en el que regiría unos términos de intercambio favo-
rables para sus productos. Igualmente, en la medida en que esa pro-
ducción se destine a programas públicos de suministro de alimentos
para las clases más desfavorecidas, la producción rural nacional en-
contrará un destino asegurado, ampliará el consumo local de ali-
mentos reduciendo los costes de transporte y almacenamiento, y so-
bre todo, contribuirá a mejorar la renta y la dieta de los más pobres,
tanto entre los productores como entre los consumidores.

Y por otro lado, y también como política pública, debería esti-
mularse la integración de la producción rural en las cadenas pro-
ductivas agropecuarias respetando, igualmente, unos términos de
intercambio favorables para ella. Esa integración debiera producir-
se a distintos niveles: productivo, en la industria de transforma-
ción, en la comercialización interna y en la exportación de los exce-
dentes una vez atendido el mercado interno.
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Todas estas políticas debieran acompañarse de la recuperación
decidida de la institucionalidad agropecuaria que tan devastada se
encuentra en la mayor parte de los países tras la etapa neoliberal.
En este sentido, desde el movimiento campesino se han hecho va-
rias propuestas que, entendemos, debieran ser atendidas cuanto
antes por los países del ALBA por su especial trascendencia de cara a
recuperar dicha institucionalidad (Silvia, 2008). Así, desde ese
movimiento se plantea la necesidad de crear, en primer lugar, un
instituto latinoamericano de reforma agraria y Soberanía Alimen-
taria que facilite el acceso a la tierra de los pequeños y medianos
productores que carecen de ella; en segundo lugar, también se insta
a crear un banco latinoamericano de semillas que rompa con el
monopolio de su comercialización en manos de unas pocas empre-
sas transnacionales; y, finalmente, también se propone la apertura
de un instituto de tecnología e investigación agropecuaria para la
cooperación, el asesoramiento y el impulso de políticas de tecnolo-
gía agraria para la producción sustentable.

En cualquier caso, tanto las políticas agropecuarias nacionales
como estos proyectos regionales deben sustentarse sobre la
complementariedad productiva en el marco territorial del ALBA y tener
como norte absoluto la conquista de la soberanía y la seguridad
alimentaria. El reconocimiento de la importancia de esos objetivos,
la búsqueda de fórmulas alternativas a las meramente mercantiles
para alcanzarlos y la priorización de las necesidades humanas frente
al beneficio se encuentran ya latentes en el seno del ALBA. Ahora es
tan preciso como urgente que ese proceso de integración asuma que
el refuerzo de la capacidad de generar alimentos para sus pueblos no
admite más demora y avance decididamente en esa línea.
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—La Vía Campesina afirma que es la hora de la Soberanía Alimen-
taria y que hay que empezar a poner en marcha políticas naciona-
les en esta línea. ¿Está siendo esta reclamación asumida por la pro-
puesta de integración regional ALBA (Alianza Bolivariana para las
Américas)? ¿Tiene el ALBA una política agraria definida? ¿Qué pa-
pel tienen los movimientos campesinos en propulsarla?

Peter Rosset: El ALBA ofrece una importante oportunidad a go-
biernos aliados, o que mantienen buenas relaciones, y que presen-
tan intereses comunes a la hora de promover políticas de Soberanía
Alimentaria o cercanas a ella. Sobre todo porque estos gobiernos,
al recibir el ataque del imperialismo y de las empresas multinacio-
nales, han padecido con mayor intensidad la crisis alimentaria mun-
dial. Y es que las empresas multinacionales han acentuado sus po-
líticas especulativas en países no afines a los intereses de Estados
Unidos como Venezuela o Bolivia con el objetivo de deslegitimar a
sus gobiernos. Por ejemplo, en Venezuela, Parmalat1 y Nestlé2  cons-
piraron para acaparar y exportar a Colombia la leche producida en
el país, agudizando las largas colas que se formaban para comprar
este producto, y así desprestigiar al gobierno de Hugo Chávez. En

VIII. ENTREVISTA A PETER ROSSET:
UNA VISIÓN DE LAS POLÍTICAS AGRARIAS
ACTUALES EN AMÉRICA LATINA

Xavier Montagut, Jordi Gascón y Natalia Riera

1. Parmalat es una empresa transnacional de la alimentación, con sede en
Italia, especializada en lácteos.

2. La Société des Produits Nestlé S.A., con sede en Suiza, es la compañía de
la agroalimentación más grande del mundo.
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Bolivia también practicaron políticas similares con el aceite y otros
productos de alimentación.

Esta situación ha favorecido que los gobiernos que forman parte
del ALBA sean especialmente sensibles a estos temas. Pero no sólo
ellos. Todos los países tuvieron que enfrentar la subida de los pre-
cios de los productos agropecuarios de 2008, y no hay nada que
ponga más nervioso a un gobierno que el surgimiento de motines
por la falta o encarecimiento de los alimentos. En estos momentos
hay un número cada vez más grande de instituciones públicas de
ámbito nacional, regional y local, y en todos los continentes, abier-
tas a las propuestas de la Soberanía Alimentaria.

Es en este contexto en el que La Vía Campesina considera que
en todos los países se puede avanzar hacia políticas públicas de
Estado a favor de la Soberanía Alimentaria, y especialmente en los
países que forman parte del ALBA por ser más progresistas y sufrir
esos ataques y manipulaciones.

Entre los países que forman el ALBA, así como en aquellos que
forman parte de Petrocaribe, que son algunos más,3 hay una preocu-
pación, expresada en varias ocasiones por el presidente Chávez, por
lo que en ocasiones denomina Seguridad Alimentaria y otras Sobe-
ranía Alimentaria. A través de los acuerdos de venta de petróleo a
precio y crédito preferencial a los países de Petrocaribe, se ha genera-
do un fondo nacional destinado a favorecer la producción de ali-
mentos para asegurar la Soberanía y la Seguridad Alimentaria de cada
país miembro. En el espacio ALBA se acaba de crear una nueva em-
presa pública internacional, Gran Nacional de Alimentos, propie-
dad de los gobiernos que forman parte de este espacio común, con
estos mismos objetivos. Se puede decir que estas propuestas son bue-
nas intenciones para asegurar la producción de alimentos.

No obstante, las organizaciones campesinas tienen serias preo-
cupaciones sobre cómo se están llevando a cabo estos esfuerzos.
Por ejemplo, no hay una indicación de que la producción que se
adquiera con los fondos nacionales destinados a la Seguridad
Alimentaria generados por Petrocaribe proceda del sector campesi-

3. Petrocaribe es una alianza petrolera de países del Caribe iniciativa del
Gobierno Bolivariano de Venezuela.
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no. Por el contrario, se sabe que en muchos casos se está contratan-
do al sector de los agronegocios. E igual pasa con la empresa Gran
Nacional de Alimentos. Tenemos información de que va a finan-
ciar la producción agroindustrial y a favorecer el suministro de
paquetes tecnológicos (semillas híbridas, fertilizantes químicos,
insecticidas, maquinaria, equipos de riego, etc.).

Así que no necesariamente las propuestas del ALBA y de
Petrocaribe favorecen la propuesta de Soberanía Alimentaria que
defiende La Vía Campesina, propuesta que evidencia la dicotomía
y conflicto entre dos modelos de producción agraria: un modelo
campesino, sostenible, basado en el mantenimiento de los seres
humanos en el campo y en la biodiversidad, y el modelo agroin-
dustrial basado en el monocultivo, en el uso de químicos de sínte-
sis y en la mecanización, que está desplazando al campesinado de
su tierra y espacio.

Por tanto, no es suficiente elegir un gobierno de izquierda o de
centro-izquierda, confiando que con ello todo irá bien. Es necesa-
rio que las organizaciones campesinas mantengan su autonomía
de esos gobiernos, con una posición de apoyo constructivo cuando
sus políticas son las adecuadas, y crítica y de presión cuando no es
así. Hay que mantener una posición de alerta y de presión con esos
gobiernos amigos. Es muy interesante generar fondos para la Se-
guridad Alimentaria en cada país y a nivel regional, pero eso tiene
que ir acompañado de políticas que aseguren que los contratos de
adquisición de alimentos se hacen con la población campesina e
indígena, y no con la agroindustria, su gran enemigo.

—En el mapa político actual latinoamericano parece difícil hacer
generalizaciones. Para empezar, sería interesante fijarse en algunos
de los países que integran el ALBA donde el cambio de las estructu-
ras agrarias parece haber entrado en la agenda gubernamental. Es
obligado empezar por Cuba, que tras la caída del bloque socialista
inició cambios radicales a favor de la Soberanía Alimentaria. Sin
embargo, casi dos décadas después de iniciar esta política, sigue
teniendo una gran dependencia de la importación de alimentos.
¿Cómo explicas esta situación?

P. R. Para entender la situación de la agricultura cubana actual
hay que conocer la situación existente antes de la Revolución, cuan-
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do el capital norteamericano dominaba el sector de la producción
de caña de azúcar a través de grandes latifundios de monocultivo
que fomentaba el desplazamiento del campesino de su tierra. La
Revolución fue una revolución muy agraria, empujada por el cam-
pesinado. Resultado de ello, una las primeras acciones del nuevo
gobierno fue la reforma agraria, y durante los primeros años las
políticas en este sector fueron similares a lo que hoy denominamos
Soberanía Alimentaria: diversificación agraria para reducir el mo-
nocultivo y mejora del nivel de autosuficiencia en la producción de
alimentos. Pero esto cambió como resultado del contexto geopo-
lítico. La presión y el bloqueo norteamericano llevó al acercamien-
to de Cuba al bloque soviético. Y los países europeos que formaban
este bloque, aunque socialistas, también requerían importar mate-
rias primas como el azúcar, así que ofrecieron términos de inter-
cambio para las exportaciones cubanas de este producto mucho
mejores que los que ofrecían los países capitalistas a otros países del
Sur. Ante esta nueva situación, fue relativamente cómodo para Cuba
caer en la trampa y volver al modelo agroexportador basado en el
monocultivo y en la importación de alimentos, ahora provenientes
de los países del bloque socialista. Este modelo se mantuvo hasta la
caída del bloque socialista en 1989-1990 y el inicio del Período
Especial,4 cuando Cuba padeció una crisis alimentaria. Resultado
de esta crisis, Cuba inició políticas dirigidas a fomentar un modelo
agrario menos dependiente de las importaciones de alimentos y
más ecológica.

Este proceso histórico ha hecho que las cifras de la dependen-
cia alimentaria de Cuba hayan fluctuado con los años. Antes de la
Revolución era sumamente dependiente. Esta dependencia dismi-
nuyó durante los primeros años de la Revolución. Posteriormente
esa dependencia, ahora de las importaciones del bloque socialista,
volvió a aumentar. Con la caída del bloque socialista y el inicio del
Período Especial, observamos primero un colapso de la produc-
ción, tanto de la producción para la exportación como también de

4. Se denomina así el período posterior a la caída del bloque socialista y de
la desaparición de la COMECON que llevó a Cuba a una fuerte crisis económica
y le obligó a cambiar su modelo productivo.
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alimentos para el mercado nacional, ya que no se podían importar
los insumos químicos y maquinarias que se necesitaban. Estos pro-
ductos de importación fueron sustituidos rápidamente por técni-
cas ecológicas como la yunta de bueyes, y comenzó a disminuir la
dependencia alimentaria al aumentar la producción de alimentos.
A final de la década de los años noventa, Cuba ya había recuperado
los niveles de producción de alimentos de antes del Período Espe-
cial. Con datos de la FAO en la mano podemos observar como en-
tre 1986 y 1995, período que abarca el colapso del bloque socialis-
ta y de la producción de alimentos en Cuba resultado del fin de las
importaciones de insumos agrarios, el crecimiento anual de ali-
mentos per cápita fue el peor de toda América Latina: aproximada-
mente un 5% negativo por año. Sin embargo, cuando Cuba trans-
forma su agricultura, ya en los noventa, hacia un modelo más
ecológico e independiente de las importaciones de insumos, se in-
vierte esta tendencia. En la década siguiente, la que va de 1996 a
2005, Cuba presenta la tasa per cápita de producción de alimentos
más alto de toda América Latina: un 4,2% al año. El colapso del
bloque socialista colocó a Cuba en la peor situación en cuanto a
producción de alimentos, pero la transformación agroecológica lo
dejó en el mejor lugar, reduciendo mucho la dependencia.

No obstante, en los últimos años otra vez se ha revertido la
tendencia. Ha crecido la dependencia de las importaciones de ali-
mentos. ¿Cómo se explica esto? Creo que la recuperación de su
economía llevó a Cuba a aprovechar una excepción «humanita-
ria», entre comillas, del bloqueo económico norteamericano que
permite la compra de alimentos de Estados Unidos. Es una deci-
sión estratégica que no tiene nada que ver con la alimentación,
sino que va dirigida a conseguir apoyo político en Estados Unidos
para frenar una posible invasión y favorecer el levantamiento del
bloqueo. El gobierno cubano creyó que comprando grandes canti-
dades de alimentos a corporaciones de Estados Unidos se iba a cons-
truir ese frente. Es una percepción que no surge de la nada, sino
que toma como ejemplo el caso de Vietnam. El bloqueo a Vietnam
se levantó precisamente porque las corporaciones norteamericanas
no querían que las europeas acapararan el mercado vietnamita, y
presionaron a la Casa Blanca contra el embargo. Cuba ha querido
repetir el proceso buscando una buena relación con las corporacio-
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nes norteamericanas. Lamentablemente no creo que esta política
haya creado esos lazos, aunque las corporaciones han obtenido
buenos beneficios. Y esta política de nuevo ha dejado a Cuba en
una situación de dependencia: las importaciones han crecido de
100 millones de dólares al año a 1.000 millones. Y el volumen de
las importaciones ha llevado a deprimir la producción nacional.

Así pues, cuando llegó la crisis mundial de los alimentos, Cuba
había vuelto a una situación de dependencia después de haber al-
canzado casi la Soberanía Alimentaria. Es irónico. No es que Cuba
no pueda producir sus propios alimentos. Fue una decisión de es-
trategia geopolítica. Con la crisis de los alimentos, el precio de es-
tos se duplicó. Y ahora Cuba no puede importar 2.000 millones de
dólares en productos alimentarios.

—¿Que política está desarrollando el Gobierno cubano frente a
esta situación? ¿Hacia donde crees que puede evolucionar?

P. R. La situación explicada coincide, aproximadamente, con
la asunción de la presidencia por parte de Raúl Castro. Cabe seña-
lar que Raúl siempre ha sido un gran defensor de la producción
campesina. Para enfrentar una cuenta de importaciones astronó-
mica, y una producción nacional de alimentos deprimida pero con
gran potencial, está proponiendo políticas dirigidas a reinvertir esta
situación y a buscar la independencia alimentaria en base a la pro-
ducción campesina. Hay perspectivas que indican que Cuba va a
volver a favorecer una política de Soberanía Alimentaria.

Hay que desatacar la existencia en Cuba de una fuerte organi-
zación de base campesina, la ANAP (Asociación Nacional de Agri-
cultores Pequeños), que forma parte de La Vía Campesina. La ANAP
tiene un movimiento en su interior denominado «Movimiento
Agroecológico de Campesino a Campesino», que se inició hace sólo
diez años, al que ya se han incorporado más de 100.000 familias
campesinas, más de una tercera parte del total de familias campesi-
nas del país. Estas familias, que han transformado su producción a
la agroecología, están obteniendo los mayores índices de producti-
vidad por hectárea de Cuba, y con una menor dependencia de
insumos químicos. Además, estas explotaciones son las que más
rápidamente se recuperan de los huracanes, un problema que se
está acrecentando con el cambio climático.
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Pienso que los planteamientos de Raúl a favor de la recupera-
ción de la producción nacional y la autosuficiencia, junto con este
movimiento campesino en aúge a favor de la producción agroeco-
lógica que está mostrando tan buenos resultados, han de llevar en
poco tiempo a Cuba a convertirse de nuevo en un modelo interna-
cional de políticas a favor de la Soberanía Alimentaria.

En lo concreto, Raúl está ahora apoyando políticas de autosu-
ficiencia con el rubro de la leche. Actualmente Cuba importa la
mitad de la leche que consume en forma de leche en polvo, que
luego se reconstituye. El litro de leche obtenido de esta manera es
sumamento caro, muy por encima del litro de leche producido por
campesinos cubanos. Como programa piloto de dos años, Cuba
ha iniciado una política encaminada a que cada municipio sea
autosuficiente en la producción de lácteos. Cada municipio ha te-
nido que desarrollar su propio plan para alcanzar este objetivo. En
el caso de municipios fuertemente urbanos, como La Habana, se
ha dado la posibilidad de hermanarse con municipios excedentarios
en producción de leche. El programa ya tiene un año de funciona-
miento, y los resultados están siendo muy buenos. La producción
campesina de leche ha aumentado considerablemente. Hay que
señalar que el programa se ha incentivado con un aumento del precio
de la leche de producción nacional de más del 100%, y no obstante
el precio sigue siendo inferior al de la leche importada. También se
redujo la burocracia permitiendo la entrega directa de la cooperati-
va campesina a la planta procesadora de leche más cercana, ya que
antes se tenía que enviar la leche a un centro de acopio provincial
para luego regresar a plantas procesadoras a veces muy cercanas de
las explotaciones que la habían producido. Cuando tuvimos la opor-
tunidad de visitar y conocer in situ el programa, los dirigentes
municipales nos explicaron que aplicar este programa no era com-
plicado. Hicieron reuniones previas con cada cooperativa para co-
nocer su potencial productor de leche, y en muchos casos las de-
mandas de las cooperativas eran muy sencillas: que los camiones
de acopio se acercaran un kilómetro más a la cooperativa, o alguna
mejora no muy costosa.

Lo interesante de este programa está en su papel ejemplificador.
En cualquier país, si a un ministro de agricultura se le dice, «oiga,
en dos años el país ha de producir 400 millones de dólares más en
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leche», es posible que se quiera suicidar. A nivel nacional, el reto
parece imposible. Pero cuando se descentraliza a nivel de munici-
pio, lo que parece un objetivo imposible resulta ser una tarea rela-
tivamente fácil. Cuba nos enseña, así, un camino de cómo a través
de las políticas públicas de Estado se puede alcanzar la meta de la
Soberanía Alimentaria.

—En el ámbito latinoamericano, Venezuela es tal vez el país con
un tejido campesino más escaso y que presenta una mayor depen-
dencia de las importaciones de alimentos. No obstante, la consti-
tución promulgada en 1999 defiende políticas a favor de la agri-
cultura campesina, y en 2008 se elaboró y aprobó la Ley Orgánica
de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria. ¿Qué papel tienen las
políticas agrarias en la agenda del gobierno de Hugo Chávez?

P. R. Se ha convertido en una prioridad para Chávez ya que,
como comenté anteriormente, Venezuela empezó a sufrir la crisis
alimentaria antes que los demás países resultado de lo que conside-
ro fue una conspiración en contra de su gobierno organizada por la
derecha venezolana del agronegocio, la empresas multinacionales
de la alimentación como Parmalat, Nestlé o Carlyle,5 y el imperia-
lismo norteamericano. Así pues, Hugo Chávez se sensibilizó muy
tempranamente en relación a este problema. Se puede afirmar que
es de los pocos presidentes que aboga por la Soberanía Alimentaria.
Ha implementado políticas que han tenido impacto, si bien han
sido muy verticalistas debido a la debilidad del sector campesino
venezolano, poco organizado y no muy fuerte. Esta debilidad es
resultado de que el sector agropecuario venezolano es muy escaso
en comparación con el resto de Latinoamérica, producto de haber
tenido petróleo desde los años 20. Con petrodólares siempre fue
mucho más fácil importar alimentos que producirlos. El resultado
es que Venezuela presenta un latifundio más débil, un agronegocio
más débil, un sector campesino más débil, facultades de agrono-
mía más débiles y un ministerio de agricultura más débil que cual-
quier otro país de la región. No es tarea fácil.

5. Carlyle Group es una empresa transnacional con sede en Estados Unidos
que tiene intereses en el sector de la alimentación.
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Pero aún con ello, en febrero de 2009 la FAO señaló a Venezue-
la por los esfuerzos de su gobierno en la implementación de políti-
cas, estrategias y programas para enfrentar la crisis económica glo-
bal y la volatilidad de los precios de los alimentos, así como por
proteger la seguridad nutricional y alimentaria de la población. Con-
cretamente, la FAO indicó como políticas positivas la creación de la
cadena nacional de supermercados públicos (Mercal), que ofrece
alimentos a sectores empobrecidos a precios subvencionados, y de
la empresa estatal de distribución de alimentos a precios controla-
dos. Venezuela también ha hecho esfuerzos a través de la reforma
agraria que, aunque tiene problemas, permite evidenciar algunos
avances. Resultado de estas políticas, vemos que en los diez años de
gobierno de Hugo Chávez la producción agropecuaria nacional ha
aumentado un 24%, si bien es cierto que empezando desde un
nivel de autosuficiencia muy bajo en relación a otros países. Si to-
mamos algunos productos específicos, vemos que en la última dé-
cada la producción de maíz ha aumentado un 205%, el arroz un
94%, el azúcar un 13% y la leche un 11%. Esto está reduciendo la
dependencia de las importaciones, pero sigue habiendo por delan-
te una tarea ingente. Y es que hasta hace poco Venezuela estaba
importando el 75% de sus alimentos. Es lo que allá llaman una
«agricultura de puertos».

Venezuela cuenta, por tanto, con un presidente sensibilizado y
con un gobierno que ha establecido políticas que ha confrontado
al Estado con el agronegocio nacional y las multinacionales, lle-
gando incluso a la expropiación de varias plantas procesadoras de
leche y cereales de estas empresas. Lamentablemente la empresa
distribuidora de alimentos, aunque juega un papel importante para
los consumidores, no está adquiriendo la mayoría de sus productos
en el sector campesino, sino en el agronegocio nacional. El gran
obstáculo en Venezuela es el bajo nivel de organización del sector
campesino resultado del proceso histórico antes explicado. Pero ese
es el reto. Porque es muy difícil alcanzar la Soberanía Alimentaria
con directrices que vienen de arriba. Aún en el mejor de los casos,
cuando encontramos un gobierno amigo como es el caso venezola-
no, igualmente se requieren movimientos fuertes y organizados de
productores campesinos y consumidores que hagan contrapeso, que
actúen de retroalimentación para mejorar y adecuar las políticas
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estatales, y que presionen para que estas políticas se cumplan. Así
está Venezuela. Hay avances visibles, pero aún queda mucho tra-
bajo por delante. Y es difícil enfrentar esta tarea sin organizaciones
sociales de base fortalecidas.

—Jalado por movimientos sociales mayoritariamente de base campe-
sina e indígena, en 2006 un aymara, Evo Morales, asumió el cargo de
presidente de Bolivia. La Constitución que la Asamblea elaboró y que
fue aprobada en referéndum en 2009 considera la Soberanía Alimentaria
como principio rector de la política agraria, si bien el mismo texto
tiene artículos que se enfrentan a este paradigma, como la aceptación
de la gran propiedad agraria de hasta 5.000 hectáreas. ¿Qué posibili-
dades reales tiene el gobierno del MAS (Movimiento al Socialismo) de
aplicar políticas pro-campesinas en zonas predominantemente latifun-
distas como las provincias orientales del país?

P. R. No lo tiene fácil. Desde el punto de vista de La Vía Cam-
pesina, Evo Morales es el presidente más campesinista del mundo.
Es fundador de La Vía Campesina. Tiene un compromiso sincero
con el sector campesino e indígena. Ayudó a definir el concepto de
Soberanía Alimentaria. Pero no lo tiene fácil. Por razones históri-
cas, el gobierno central de Bolivia es débil. En cambio el latifundio
es muy fuerte y controla la estructura política de varias provincias
importantes del país. Y hay que destacar que el gran latifundio de
Bolivia hoy es de capital extranjero, especialmente brasileño. Aun-
que Lula sea supuestamente presidente de un gobierno, entre co-
millas, «progresista», en realidad su política internacional pasa por
favorecer los intereses económicos del Brasil en el exterior. Es decir,
que en el conflicto de la tierra en Bolivia, el gobierno brasileño
defiende los intereses de los latifundios bolivianos que son
mayoritariamente de capital brasileño. No defiende la propuesta
de Soberanía Alimentaria que propone Evo Morales.

Con estas dificultades, para colocar la ley de lo que Evo Mora-
les denomina Revolución Agraria tuvo que ceder mucho. Tuvo que
colocar el techo de propiedad de la tierra en 5.000 hectáreas. La
definición legal de latifundio actualmente en Bolivia es, así, una
propiedad que está por encima de 5.000 hectáreas, lo que es absur-
do. Esto evidencia la fuerza política que tiene la derecha, arraigada
en el latifundio, en Bolivia.
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En Bolivia hay un nivel de organización campesina e indígena
con elevada capacidad de movilización, pero no tan potente en el
instrumento específico de la ocupación de tierras para forzar pro-
cesos de Reforma Agraria. Existe un Movimiento Sin Tierra en
Bolivia, hay organizaciones afines a Evo que hacen ocupaciones,
pero no en la escala necesaria para ganar una confrontación políti-
ca como la existente. Estas organizaciones no tienen el tamaño y
fuerza que tiene el MST del Brasil. Tener una organización así sería
la contraparte necesaria para ganar esa batalla. La batalla contra el
latifundio en Bolivia, así, está aún en el aire. Es complicado.
Y Evo sólo puede presionar hasta cierto punto, ante el riesgo sece-
sionista de una parte del país o de un golpe de Estado. El golpe de
Estado de Honduras en junio de 2009 es una llamada de atención
para Evo y su lucha contra el latifundio.

—A diferencia de Evo Morales, Rafael Correa, en Ecuador, era un
outsider poco antes de ganar las elecciones presidenciales en 2006.
Igual que en Venezuela y Bolivia, abrió un proceso constituyente
que terminó con la aprobación de un nuevo texto constitucional
(2008) donde se plasman, también, los principios de la Sobera-
nía Alimentaria. Y poco después promulgó una Ley de Soberanía
Alimentaria (2009). Su política está recibiendo el apoyo de sindi-
catos campesinos como la FENOCIN,6 pero también sufre una dura
oposición proveniente de la principal organización indígena, la
CONAIE.7 ¿Qué valoración hace de esa nueva legislación? ¿Y cómo
se explica esta oposición de sectores indígenas y campesinos?

P. R. Ante todo hay que destacar que es sumamente importan-
te que países como Ecuador, Bolivia o Venezuela hayan introduci-
do el concepto de Soberanía Alimentaria en la constitución y ha-
yan promulgado leyes de Soberanía Alimentaria. Porque esto abre
un espacio real, crea una cobertura legal, para que las organizacio-
nes sociales empujen a los gobiernos hacia políticas públicas ade-
cuadas. Pero esto no significa que la batalla se haya ganado. Hay

6. Confederación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y
Negras.

7. Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador.
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que trasladar lo que dice la ley o la constitución a la realidad, y eso
requiere movilización y presión política incluso cuando el gobier-
no es aliado.

Es muy complicada la situación de Correa, como persona, como
presidente, frente a la situación de división existente en los movi-
mientos sociales, como es el caso que enfrenta la CONAIE, la organi-
zación indígena más importante, y la FENOCIN, el principal sindica-
to campesino, de afrodescendientes, y también indígena. Cuando se
formuló la Ley de Soberanía Alimentaria surgieron diferencias de
opinión importantes entre algunos sectores de la CONAIE y grupos
ecologistas que consideraban que las cláusulas en contra de los
transgénicos, especialmente de tecnología Terminator, y del control
de los alimentos por parte de las multinacionales, no eran suficiente-
mente contundentes. La FENOCIN, en cambio, consideró que era la
mejor ley que se podía conseguir en el contexto actual. FENOCIN,
que es miembro de La Vía Campesina, apoyó la ley. En cambio la
CONAIE, que aunque no es miembro formal, sí es aliado de La Vía
Campesina, se opuso y se movilizó en contra. En fin, la ley quedó
como quedó. Haciendo una lectura en frío, creo que se puede afir-
mar que establece una legislación mucho mejor que la existente en la
mayor parte de los países. Pero la CONAIE tiene razón al afirmar que
no es una ley perfecta y que tiene puntos débiles.

Otro punto de confrontación en Ecuador es el tema minero. Y
es que los planteamientos ideológicos de Correa, similar a los de
Chávez, si bien por un lado se puede afirmar que es progresista y de
izquierda, por otro lado es sumamente desarrollista. E históricamen-
te, el desarrollismo siempre ha estado en conflicto con el modo de
producción campesino y el mundo indígena. El desarrollismo, sea
capitalista o socialista, explota recursos naturales que suelen encon-
trarse en territorios campesinos e indígenas. A aquel indígena que ve
como se construye un oleoducto en su comunidad que no respeta el
medio ambiente, le es igual si el gobierno es socialista o capitalista;
igual le destruye su territorio. Esto ha generado la contestación al
gobierno en Ecuador, igual que ha sucedido en otros países, de la
población indígena encuadrada en la CONAIE y de grupos ecologistas.
La posición política de la FENOCIN es más matizada. Por un lado,
coinciden que se trata de políticas equivocadas, casi neoliberales. Pero
por otro lado consideran que hay que aprovechar la oportunidad
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única e histórica que ofrece la presidencia de Correa para avanzar en
muchos temas que se encuentran en la agenda de los movimientos
sociales. El posicionamiento de FENOCIN es que se ha de mantener
la autonomía en relación al gobierno (aunque es verdad que algunos
de sus líderes han asumido cargo públicos), pero no pasar a la oposi-
ción. FENOCIN argumenta que pasar a la oposición abierta supone
hacer el juego a la derecha. Considera que se ha de ser aliado del
gobierno pero desde una posición autónoma crítica y constructiva.
Esta es su principal diferencia con la CONAIE, que piensa, y en parte
con razón, que la agresión que puede padecer algunos territorios in-
dígenas son suficientemente graves como para plantear una política
de oposición abierta.

No tengo claro quien tiene razón. Creo que ambos sectores la
tienen en parte. Las diferencias entre CONAIE y FENOCIN, no obs-
tante, vienen de atrás. CONAIE, a través de su brazo político Pacha-
kutik,8 participó en los dos gobiernos anteriores al de Correa, cre-
yendo que ofrecían oportunidades de avanzar, y acabaron quemados.
No lograron lo esperado y quedaron debilitados. Después de esas
dos malas experiencias, su posición es la de no pactar con ningún
gobierno para no dejarse engañar de nuevo. El proceso de FENOCIN,
en cambio, es el contrario. No entraron en los dos gobiernos ante-
riores porque consideraron que no suponían propuestas realmente
progresistas, que era una trampa. Y cuando llega Correa sí que lo
apoyan. Esta situación es muy compleja. Desde fuera es difícil de
entender: CONAIE, que pactó con los gobiernos anteriores, critica a
la FENOCIN por pactar con Correa, y la FENOCIN, que criticó a la
CONAIE por pactar con esos gobiernos, ahora la critica por no pac-
tar con el actual.

Hay cierto grado de razón en la CONAIE, al oponerse a la Ley
de Minería y criticar la Ley de Soberanía Alimentaria, y también
tiene otro grado de razón la FENOCIN, al considerar que es una
oportunidad histórica que hay que aprovechar. Son los ecuatoria-
nos, en fin, los que deben decidir cómo manejar una situación tan
compleja.

8. Movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik-Nuevo País (MUPP-NP).
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—El gobierno sandinista, en Nicaragua, parece extremadamente
ambigüo. Por un lado, el discurso de Daniel Ortega en los ámbi-
tos internacionales es claramente anti-neoliberal. Pero este dis-
curso no parece corresponderse con su política económica. ¿Se
entrevé algún cambio significativo en la política agraria nicara-
güense?

P. R. El caso nicaragüense también es complejo. Es cierto que
el Daniel Ortega actual no es el de los años ochenta. Podríamos
decir que el actual es un «sandinista light», o un «Daniel Ortega
light». Muchas de las críticas que se le hacen son correctas, como
que ha personalizado el partido o que ha diluido mucho sus po-
siciones políticas en el afán por alcanzar el poder y la necesidad
para ello de pactar con otros sectores. Pero también creo que la
situación no es tan negativa como consideran algunos sectores
progresistas internacionales. La situación nicaragüense es, repi-
to, compleja. Por un lado ofrece oportunidades reales para los
movimientos populares, pero por otro, de ninguna manera gene-
ra las esperanzas que creó el sandinismo en los ochenta. Creo que
la situación real está en un intermedio entre los que afirman que
el gobierno de Ortega es el sandinismo histórico de nuevo en el
poder, y los que lo consideran como un dictador personalista. Es
una situación que ofrece ventajas y desventajas a los movimien-
tos populares, tanto para los vinculados con el sandinimo como
para los que no lo están.

También es complicada la política agraria y la lucha por la tie-
rra. Los años posteriores a la derrota electoral del sandinismo su-
pusieron un fuerte retroceso de la reforma agraria. Resultado de
eso, hoy hay una fuerte demanda de tierra. Pero para ganar las elec-
ciones Ortega pactó una serie de compromisos, entre ellos la pro-
mesa de no llevar adelante una nueva reforma agraria. Esto ha lle-
vado a las organizaciones de base, tanto sandinistas como no
sandinistas, en la tesitura de organizar ocupaciones de tierras para
presionar al gobierno.

Esta es la situación actual. Se han mejorado los servicios socia-
les en las zonas rurales, por ejemplo, pero no se ha avanzado en el
derecho a la tierra. Es una situación compleja, incluso más que la
existente en Ecuador antes comentada.
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—Saliendo del espacio actual del ALBA hay otros países, como Pa-
raguay o El Salvador, que están viviendo en el último año cambios
políticos muy significativos. En el primero, una propuesta de iz-
quierdas ha roto el histórico monopolio del conservador Partido
Colorado. En el segundo, el Frente Farabundo Martí para la Libe-
ración Nacional ha alcanzado el poder casi dos décadas después de
los procesos de paz. Empecemos con El Salvador. El nuevo presi-
dente, Mauricio Funes, aseguró antes de las elecciones que no pen-
saba denunciar el Tratado de Libre Comercio. Con condiciona-
mientos como estos, ¿es factible llevar a cabo cambios significativos
en la estructura agraria salvadoreña?

P. R. Realmente es muy difícil. Creo que habrá menos repre-
sión, y que eso va a permitir oxigenar un poco los movimientos
sociales y que aumente su actividad. Pero hay pocas expectativas
de que se lleven a cabo grandes políticas progresistas desde el go-
bierno. Funes no sólo no va a romper el Tratado de Libre Comer-
cio, sino que tampoco va a ingresar en el ALBA. Él mismo ha afir-
mado que aspira a ser el Lula de Centroamérica. No un Daniel
Ortega o un Gabriel Zelaya, y mucho menos un Hugo Chávez o
un Evo Morales. Podemos decir que es un gobierno de centro-cen-
tro-izquierda, que reducirá drásticamente la represión, lo que ge-
nerará oportunidades, pero no es el gran aliado que uno habría
querido tener.

—En Paraguay, Fernando Lugo ha colocado a la cabeza de las dos
instituciones políticas más significativas para el tema agrario, el
Ministerio de Agricultura y el Instituto Nacional de Desarrollo Rural
y de la Tierra (INDERT), a personalidades con un perfil muy dife-
rente. Mientras que el segundo lo dirige un histórico defensor de
los derechos campesinos, el primero está encabezado por una per-
sona relacionada con el sector latifundista. Ante esta situación, ¿qué
opciones hay de que el nuevo gobierno lleve adelante políticas cla-
ras a favor del campesinado y dentro del paradigma de la Soberanía
Alimentaria?

P. R. El caso paraguayo también es complejo. Lugo ha llegado
al poder sin contar con diputados en el Congreso Nacional y con
una relación de fuerzas muy adversa. No controla las instituciones
del Estado. No controla el Parlamento. Es cierto que llegó al poder
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gracias, en parte, a organizaciones campesinas miembros de La Vía
Campesina y que son de las más combativas del continente. Tal vez
sólo el MST de Brasil les gana en combatividad. Pero la debilidad
señalada de Lugo y los escándalos de su vida personal que lo han
debilitado aún más políticamente han paralizado posibles propuestas
de reforma agraria, y lo han obligado a aceptar que el poder institu-
cional haya realizado acciones de represión sobre el movimiento
campesino que era inicialmente su aliado. Más allá de que resista
en el poder y consiga una reelección con una correlación de fuerzas
más favorable, no se puede esperar mucho.

Además el gobierno brasileño ejerce una fuerte presión sobre
Lugo, incluso realizando maniobras militares en la frontera, por el
tema de la tierra. Y es que igual que en el caso boliviano, el gran
latifundio en Paraguay es de capital brasileño, de los llamados
«brasiguayos». Una reforma agraria en Paraguay requeriría expro-
piar tierras de capital brasileño. Y el gobierno de Brasil ha dejado
muy claro que tiene la determinación de defender, de la manera
que sea necesaria, sus intereses económicos en Paraguay.

En resumen, Lugo es un presidente sumamente débil de un
país sumamente débil frente a su vecino brasileño, toda una super-
potencia. Tal vez se puede construir para un futuro, pero hay pocas
esperanzas a corto plazo.

—En Argentina, ¿qué lectura hace del llamado «conflicto de la soja»
que se vivió al inicio del gobierno de Cristina Fernández de
Kirchner? ¿Cuál ha sido la política agraria de los gobiernos Kirchner?

P. R. Mi impresión es que en Argentina coexisten tres propues-
tas diferentes en relación a la agricultura. Por un lado, la del agro-
negocio latifundista, claramente de derecha, aliado con el capital
transnacional y opuesto a los Kirchner. Por otro, encontramos la
posición del movimiento campesino, que se opone al latifundio y
aboga por una política «anti-soja» y a favor de la Soberanía
Alimentaria. Y la tercera propuesta es la de los Kirchner, que yo
definiría como «modernizadora», entre comillas, pero que no deja
de ser neoliberal. Este afán modernizador de los Kirchner los en-
frenta con el agronegocio latifundista y con el capital transnacional,
pero de ninguna manera su política es campesinista. El conflicto
de la soja, que tanta repercusión tuvo en la prensa nacional e inter-
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nacional, es resultado de la oposición entre la propuesta del
agronegocio y la visión neoliberal modernizadora de los Kirchner.
En algún momento, es cierto, el conflicto empujó a Cristina
Fernández de Kirchner a promover propuestas que podrían pare-
cer propias de una política de Soberanía Alimentaria, como tratar
de imponer un impuesto sobre la exportación de soja o la creación
de una empresa semi-pública destinada al acopio y distribución de
alimentos. Pero en general sus posiciones son neoliberales y poco
favorables al sector campesino.

Esta compleja situación es lo que lleva a que, en ocasiones, los
movimientos latinoamericanos apoyen tibiamente a los Kirchner
en su enfrentamiento contra el agronegocio latifundista. Pero no
es un apoyo muy entusiasta, ya que están lejos de promover una
política de Soberanía Alimentaria o a favor del campesinado.

—En Brasil, Lula repitió mandato tras unas elecciones que ganó
con holgura. Sin embargo, su política agraria le ha valido la crítica
de los movimientos campesinos. ¿Cuál es la postura de La Vía
Campesina y del Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra
(MST) frente a Lula?

P. R. Ha sido una decepción absoluta. Si antes del primer triunfo
de Lula había alguna esperanza de que con el Partido dos Trabal-
hadores (PT) en el poder se podía avanzar en la lucha agraria, ya hace
tiempo que se perdió. Las cifras demuestran que durante los gobier-
nos de Fernando Henrique Cardoso, de centro-derecha, hubo más
familias campesinas beneficiadas por la reforma agraria, que bajo los
dos mandatos de Lula. Lula no ha hecho nada. Por el contrario, ha
frenado totalmente la reforma agraria. Es cierto que los asentamientos
que ya tenía el MST establecidos cuando llegó Lula al poder han reci-
bido financiamiento para sus escuelas y créditos para la producción,
pero se trata de un paliativo. No ha resuelto la contradicción funda-
mental sobre la tierra. En este aspecto ha habido un retroceso. Ha
habido una creciente represión del MST y de los movimientos socia-
les campesinos. No ha sido una represión directamente dirigida por
el gobierno central, pero Lula se ha quedado con los brazos cruzados
mientras los gobiernos locales y estatales de centro-derecha y guar-
dias privados de los latifundios hacían ese trabajo. Lula, por tanto,
no ha supuesto ningún avance significativo.
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Ahora bien, la coyuntura actual es muy compleja. Hay elec-
ciones dentro de poco, y la derecha se ha organizado para impedir
que el PT, ahora con otro presidenciable, se mantenga en el poder.
La derecha está atacando al MST como una estrategia para atacar
indirectamente al PT. Acaban de abrir una comisión en las dos cá-
maras parlamentarias para investigar los supuestos «crímenes te-
rroristas» que habría perpetrado el MST con recursos públicos. Quie-
ren criminalizar aún más la lucha agraria, y para ello están utilizando
el hecho de que el MST recibió fondos públicos del gobierno del
PT. Todos sabemos que el MST nunca, a lo largo de su historia, ha
realizado acciones terroristas, pero este discurso forma parte de la
estrategia global de criminalización de los movimientos sociales.
Están intentando matar dos pájaros de un tiro: el MST y las aspira-
ciones del PT de mantener la presidencia. Lo peor es que los medios
de comunicación brasileños, controlados por la derecha, dan total
cobertura mediática a esa investigación para desprestigiar a ambas
organizaciones. Irónicamente, aunque el MST no está nada con-
tento con el gobierno Lula, ahora se ve en la tesitura de defenderse
junto con el PT.

—Para terminar la entrevista, ¿se atrevería a aventurar qué futuro
tienen las reivindicaciones campesinas a favor de la Soberanía
Alimentaria en América Latina?

P. R. A pesar de lo complejo que es la situación en cada país, La
Vía Campesina considera que se está viviendo una oportunidad
histórica. Varios factores explican esta percepción. Por un lado, la
reciente crisis alimentaria a nivel regional, continental y global,
que ha sensibilizado a la sociedad y a los gobiernos sobre el tema de
los alimentos. Por otro, los gobiernos progresistas, o relativamente
progresistas, especialmente los que forman parte del ALBA y tam-
bién los del Petrocaribe, generan espacios políticos interesantes. La
Vía Campesina, en su V Conferencia que tuvo lugar en 2008 en
Maputo (Mozambique), decidió establecer una estrategia nacional
e internacional destinada a aprovechar este espacio de oportunida-
des para promover políticas públicas de Estado a favor de la Sobe-
ranía Alimentaria. Creo que a día de hoy ya hay avances, aunque
complicados, en Venezuela, y significativos en Cuba. Hay posibi-
lidades en Bolivia, Ecuador y Nicaragua. Hay nuevos espacios
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políticos, tal vez no muy consolidados, en Paraguay y El Salvador.
También tenemos un movimiento campesino en Honduras, ahora
con problemas por el golpe de Estado, pero fortalecido en el medio
plazo. Creemos que se pueda avanzar significativamente.

La Vía Campesina, en este sentido, ha lanzado un proceso de
diálogo permanente crítico y constructivo con gobiernos y funcio-
narios accesibles, especialmente con gobiernos del ALBA, pero tam-
bién con gobiernos de orden regional y local en otros países. Para
2010 se habrá terminado de formular esta estrategia de acompaña-
miento crítico, que implica tanto asesorarlos como presionarlos,
para apovechar el espacio de oportunidades que se ha abierto. En
cierta manera se puede decir que ha llegado la hora de La Vía Cam-
pesina y de la Soberanía Alimentaria.
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Es difícil dejar de comparar los nuevos gobiernos nacionalistas sur-
gidos a contracorriente del modelo neoliberal en países como Ve-
nezuela, Ecuador o Bolivia, con los que aparecieron entre las déca-
das de los treinta y los setenta del siglo pasado intentando desarmar
el modelo agroexportador dominante desde la Independencia. En
ambos casos, la apuesta por un sistema económico de carácter pro-
teccionista, dirigido a desarrollar un mercado interno y a reducir la
dependencia del mercado externo, ha generado procesos similares.
Los discursos de Evo Morales, Hugo Chávez o Rafael Correa alre-
dedor de la necesidad y el derecho del Estado a controlar los recur-
sos petrolíferos y mineros del país, parecen calcados al de Lázaro

IX. ¿DEL PARADIGMA
DE LA INDUSTRIALIZACIÓN
AL DE LA SOBERANÍA ALIMENTARIA? UNA
COMPARACIÓN ENTRE LOS GOBIERNOS
NACIONALISTAS LATINOAMERICANOS
DEL SIGLO XX Y LOS POS-NEOLIBERALES
A PARTIR DE SUS POLÍTICAS AGRARIAS*

Jordi Gascón

*Buena parte de las ideas que se expresan en el presente artículo se han
desarrollado dentro de la asignatura Latin America: Development and Political
Perspectives from the US and Europe que imparto desde 2004 en el Institute for
the International Education of Students, IES Abroad de Barcelona, y se han
enriquecido en el debate con los alumnos y alumnas que han pasado por el cur-
so. Agradezco igualmente los comentarios al borrador de Víctor Bretón, de la
Universitat de Lleida, Giorgio Mosangini del Col·lectiu d’Estudis sobre
Cooperació i Desenvolupament, Ernest Cañada de AlbaSud y Xavier Montagut
de la Xarxa de Consum Solidari. El presente texto forma parte de una investiga-
ción realizada dentro del programa Pel reconeixement de la Sobirania Alimentària
i el deute ecológic de la campaña No Et Mengis el Món (www.noetmengiselmon.
org), co-financiada por la Agència Catalana de Cooperació al Desenvolupament.
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Cárdenas cuando nacionalizó el petróleo mexicano en 1938 o al de
Salvador Allende cuando hizo lo mismo con el cobre chileno en
1971. Y lo mismo se puede decir de la respuesta de la oligarquía
nacional y de los gobiernos y medios de comunicación occidenta-
les: desde el tratamiento peyorativo y la desestabilización social, al
intento de magnicidio o el golpe de Estado.

Pero tan notables como las similitudes son las diferencias, es-
pecialmente cuando fijamos nuestra atención en el ámbito agrario.
Si bien la Reforma Agraria aparecía en la agenda tanto de los go-
biernos nacionalistas del siglo pasado como en la de los actuales, la
manera de enfocar la política agraria es (o tendríamos que decir
«parece», ya que los nuevos gobiernos nacionalistas, exceptuando
el venezolano, están en sus inicios) muy diferente.

Este será el tema del presente artículo. La tesis que defendemos
es que, mientras que en los primeros el sector agrario aparecía subor-
dinado al objetivo principal de la política económica que era la in-
dustrialización, lo que generaba una política errática en relación a
los intereses del campesinado cuyo modelo de producción general-
mente era considerado una rémora que impedía la «modernización»
del país, en los segundos este modelo de producción es valorado y
defendido, al menos en el discurso, como el más oportuno y sosteni-
ble, y ha tenido y está teniendo un papel central en los recientes pro-
cesos constituyentes y posteriores desarrollos legislativos.

Por otra parte, el artículo aborda las limitaciones de los nuevos
gobiernos nacionalistas para cambiar realmente el paradigma agrario
y económico en general, así como el papel que los nuevos movi-
mientos sociales campesinos juegan en el nuevo contexto político.

El papel de la agricultura en los gobiernos nacionalistas
de los treinta a los setenta
En 1930 la crisis que ya afectaba a Estados Unidos y Europa desde
el año anterior sacudió América Latina. Esta crisis puso en eviden-
cia las limitaciones del modelo económico librecambista desarro-
llado desde la Independencia, el llamado modelo agroexportador,
que priorizaba la producción de materias primas y alimentos para
la exportación.
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La concepción del librecambismo como paradigma del desa-
rrollo pierde rápidamente fuelle en todo el mundo y ganan espacio
las ideas proteccionistas propugnadas por Keynes, especialmente
cuando Estados Unidos las empiezan a aplicar durante el período
del New Deal. Estas ideas serán asumidas y adaptadas al contexto
latinoamericano por la CEPAL, con Raúl Prebisch a la cabeza (y con
una perspectiva marxista por los llamados teóricos de la dependen-
cia), institución que influiría destacadamente en las políticas eco-
nómicas latinoamericanas durante décadas.

La aplicación de estas políticas será muy disímil. Mientras que
en algunos países ni se intentaron llevar a efecto o los intentos fueron
rápidamente abortados por la oligarquía tradicional y las potencias
extranjeras, principales beneficiarios del modelo agroexportador, en
otros se llevaron a cabo con mayor o menor fortuna y convencimien-
to. El objetivo de estas políticas económicas proteccionistas era re-
ducir la dependencia externa a través de la industrialización y del
desarrollo del mercado interno. A este modelo se la ha denominado
Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI).

Características del modelo de Industrialización por Sustitución
de Importaciones (ISI)
Con el convencimiento que el subdesarrollo y la dependencia se de-
bía combatir siguiendo el mismo proceso que habían vivido los paí-
ses centrales desde finales del siglo XVIII, el motor económico no
podía ser otro que la industria. Había que compensar la histórica
dependencia del sector primario con el desarrollo del secundario.

Como ya hemos comentado, la aplicación o intentos de aplica-
ción de este modelo fueron desiguales.1 Pero a sabiendas que se trata
de una generalización, lo podemos esbozar a partir del esquema 1 de
la página siguiente.

El esquema parte del objetivo último del modelo, que es la
industrialización (1) a partir de un proceso de desarrollo endógeno

1. Muchos gobiernos nacionalistas fueron abortados mediante el instru-
mento del golpe de Estado o la invasión militar por parte de EEUU. Otros se
vieron incapaces de hacer frente al poder de los sectores oligárquicos aliados con
el de los países occidentales.
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que busca reducir esa dependencia externa, considerada el princi-
pal escollo de las economías latinoamericanas. Es un tipo de in-
dustrialización que mira hacia el mercado interno (2), en la seguri-
dad de que los habitantes del país son potenciales consumidores de
las mercancías industriales que se produzcan.

Los demás factores que caracterizan el modelo ISI se pueden
denominar «objetivos instrumentales» ya que, más que fines en sí
mismos y por muy significativos que puedan parecer, surgen como
necesidades que hay que cumplir para poder llevar a cabo el obje-
tivo último que da nombre al modelo.

Este proceso industrializador parte con una fuerte desventaja: el
superior desarrollo industrial y tecnológico de los países del Norte,
capaces de producir mejor y a menor precio. Para enfrentar esta situa-
ción el modelo requiere convertir el mercado interno en un mercado
cautivo, y para eso establece políticas arancelarias proteccionistas (3)
encaminadas a impedir la entrada de productos competidores (aumen-
tando los impuestos), así como también a facilitar la de los suministros
necesarios para las nuevas industrias nacionales como maquinaria o
tecnología (en este caso, disminuyendo los aranceles).

Otra necesidad esencial para el modelo es la de capital finan-
ciero (4) para promover el desarrollo industrial, ya que el modelo
agroexportador no había generado un sistema crediticio más allá
del destinado a promover la producción de materias primas para la
exportación. Así surgen o se fortalecen bancos crediticios, general-
mente de titularidad estatal.

El modelo también requiere el desarrollo de nuevas infraestructuras
(5), pues las creadas con el modelo anterior tenían como objetivo
incentivar la producción de las mercancías exportables y facilitar su
salida del país. Así por ejemplo, lejos de promover las comunicacio-
nes intranacionales, que son las adecuadas para el desarrollo del
mercado interno, las existentes parcelaban el territorio en unidades
de producción, cada una de las cuales buscaba su salida al mar a
través de sus propias infraestructuras viales.2

2. Montoya (1980), estudiando el caso peruano, denomina a esta estructura-
ción en puzzle del territorio característico del modelo agroexportador «ejes re-
gionales de producción no-capitalista para el desarrollo del capitalismo dependien-
te». Estos territorios, productores de materias primas para la exportación, tenían
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Igualmente, el modelo necesita la implementación de indus-
trias pesadas (6) como la petroquímica o la siderúrgica destinadas a
cubrir la necesidad de suministros de la industria nacional de capi-
tal privado, que era mayoritariamente ligera dirigida a sustituir la
importación de productos de consumo finales.

La carga de establecer bancos financieros (4), crear infraes-
tructuras (5) e implementar una industria pesada (6) recae sobre
el Estado, ya que no hay un tejido empresarial local capaz de lle-
varlas a cabo; la oligarquía tradicional, que siempre se opondrá al
modelo, prefiere invertir su capital en el extranjero. Se ha aduci-
do que los mecanismos que los gobiernos nacionalistas utilizaron
para cubrir estas necesidades fueron la deuda externa y, secunda-
riamente, la emisión de moneda; políticas que, en última instan-
cia, llevarían al estrangulamiento del modelo durante la crisis de
los años ochenta por la imposibilidad de pagar la deuda cuando
subieron los tipos de interés y por una inflación disparada (Bulmer-
Thomas, 1998). Pero hay un elemento característico de estos go-
biernos que no se entendería sin esta necesidad de conseguir ca-
pital: la nacionalización (7) de sectores esenciales de la economía.
Ni la política monetaria ni el acceso a créditos baratos3 era sufi-
ciente para acopiar el capital necesario para llevar adelante el
modelo ISI. Recuperar y estatalizar recursos esenciales como el
petróleo o la minería, mayoritariamente en manos extranjeras tras
más de un siglo de modelo agroexportador,4 era una necesidad

independencia productiva entre sí e intereses políticos particulares a partir de
las cuales establecían sus propias infraestucturas. Esto era así al punto que podía
ser más rentable traer peones a la costa peruana procedentes de China que del
interior del país, o importar trigo de California que de la provincia de Huancan-
velica (Flores Galindo, 2001).

3. En un momento en que el mercado financiero internacional, sobre todo
durante el período de expansión económica iniciada tras la Segunda Guerra Mun-
dial y conocida como los «Treinta Años Gloriosos», tenía problemas para rein-
vertir las ganancias y fue reduciendo los tipos de interés a niveles extremada-
mente bajos para favorecer la demanda de préstamos.

4. El modelo agroexportador, especialmente en las crisis que solían seguir a
los «boom» económicos característicos del período, conllevó un proceso de cre-
cimiento de la deuda externa que en parte iba siendo amortizada cediendo al
capital extranjero derechos sobre los recursos nacionales.
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(objetivo instrumental), más que un objetivo directo, de los go-
biernos nacionalistas.5

Todos estos factores requerían un Estado fuerte (8). El Estado
dejaba de ser un mero facilitador de los intereses agroexportadores
para convertirse en el principal motor económico. Tal como seña-
lan Ruesga y Silva Bichara (2005), el modelo ISI obligaba al Estado
a asumir un cuatriple papel: planificador central (estableciendo los
mecanismos de política económica destinados a favorecer la indus-
trialización), empresario industrial (especialmente de servicios pú-
blicos como el agua o la energía, y de la industria pesada), empre-
sario financiero (para la concesión de préstamos a la inversión) y
regulador de las tensiones sociales entre empresarios y trabajado-
res. Esta regulación de las tensiones sociales, así como la mejora de
los servicios públicos, aparecen también como objetivos instru-
mentales. Veámoslo.

El modelo necesitaba el desarrollo del mercado interno. Y para
ello es esencial la formación de una clase media y de unas clases po-
pulares con capacidad adquisitiva (9). La sociedad generada por el
modelo agroexportador es dual en lo económico: una minoría pri-
vilegiada que tiene acceso a bienes de consumo importados, y
una mayoría con escaso acceso al mercado monetarizado. Crear las
condiciones para el surgimiento de una clase media fuerte (en bue-
na medida formada por funcionarios de un aparato estatal cada vez
más grande y complejo) y mejorar las condiciones socioeconómicas
de las clases populares urbanas y rurales es esencial para formar el
mercado interno.

Así, por un lado, se desarrolla una legislación laboral (10) des-
tinada a mejorar las condiciones laborales del sector trabajador.
Y por otro, se amplían los servicios públicos (11), mayoritariamente
de titularidad estatal (distribución de agua, acceso a la electricidad,
mejora en las comunicaciones y transporte, sanidad, educación).

5. Difícilmente se entendería, sino, la aplicación de unas medidas que en-
frentaban a los gobiernos nacionalistas con los países del Norte que solían tener
la propiedad o concesión de esos recursos. Y es que la nacionalización suponía
un elevado riesgo para el nuevo sistema político ante la posibilidad cierta de
sufrir represalias económicas (bloqueo, pérdida de mercados) o políticas (aisla-
miento, golpes de Estado, invasiones militares).
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Esto permite mejorar la capacidad adquisitiva de los sectores po-
pulares e, igualmente importante, les da cierta seguridad que les
anima a gastar sus ingresos y no a ahorrarlos ante el temor de lo
que pueda deparar el futuro. Por ende, estas políticas también re-
ducen las tensiones sociales.

Entre esta ampliación de servicios públicos, el del sistema edu-
cativo (12) es especialmente destacable. Los gobiernos nacionalis-
tas destinarán muchos esfuerzos a ampliar la red escolar (hasta ese
momento inaccesible para la mayoría de la población, especialmente
la rural e indígena) y a abrir la universidad a todos los sectores
sociales (tradicionalmente un reducto de la oligarquía). Y es que el
crecimiento del Estado y el proceso industrializador requería cua-
dros técnicos y profesionales de todo tipo.6

La mejora de las condiciones de las clases populares y la forma-
ción de una clase media no sólo aparece como una necesidad eco-
nómica, sino también política: los gobiernos nacionalistas que lle-
van adelante el modelo ISI requieren la formación de una base social
que los apoye, teniendo en cuenta que se enfrentan a la oposición
de los sectores oligárquicos tradicionales y de las potencias extran-
jeras, principales beneficiarios del modelo agroexportador que in-
tentan desarticular. El caso del peronismo en Argentina, que se
acabó convirtiendo en una cultura identitaria que se mantiene hasta
hoy sea cual sea el modelo político que el partido propugne, es la
expresión más exitosa de este objetivo (Arzadun, 2008).

Es en esta necesidad de mejorar el nivel de vida de los sectores
populares para convertirlos en consumidores y la de construir una
base social de apoyo, en la que hay que encuadrar la utilidad del

6. El caso mexicano durante el gobierno de Lázaro Cárdenas (1934-1940) es
ilustrativo. Sus esfuerzos por implementar un sistema educativo estatal en el ám-
bito rural y urbano, así como su intento de democratización de la universidad,
fueron serios y no exentos de conflictos con la Iglesia y sectores de la oligarquía
(Quintanilla, 2008). Y es que Cárdenas vivió en propia carne el resultado de esta
falta de cuadros técnicos cuando estatalizó el petróleo en mano de compañías nor-
teamericanas y europeas: rápidamente estas, como medida de presión, repatria-
ron a su personal especializado, generando un problema que a punto estuvo de
hacer fracasar la expropiación. Procesos similares de desarrollo del sistema educa-
tivo se dieron, poco después, en la Argentina de Perón o el Brasil de Vargas.
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instrumento de la Reforma Agraria (13) por parte de los gobiernos
nacionalistas.

La política agraria en el modelo ISI

La transformación de la estructura productiva por parte del mode-
lo ISI se centró casi exclusivamente en el sector industrial, y no
cambió sustancialmente el primario, que generalmente se mantu-
vo estancado y destinado principalmente a la exportación y a la
producción de alimentos baratos para el mercado interior.

Y es que las políticas agrarias de los gobiernos nacionalistas que
intentaron implementar el modelo ISI fueron políticas instrumenta-
lizadas a las necesidades de este modelo (Bretón, 1997; Kay, 1998).
Eso explica que fueran tan erráticas. Por un lado, reclamaban e im-
plementaban reformas agrarias que, en algunos casos, llegaron a ser
muy radicales en cuanto a la tenencia de la tierra: la Reforma Agraria
del Perú de 1969 terminó con el sistema latifundista; la que tuvo lugar
en 1953 en Bolivia había hecho otro tanto en las tierras altas y en las
zonas de valle. Pero por otra parte, los gobiernos nacionalistas no tu-
vieron problema en favorecer y subsidiar la importación de alimentos
baratos que hacían dumping a la producción campesina nacional, o en
imponer límites a los precios agrarios. Como señala Lipton (1977), los
gobiernos de este tipo siempre priorizaron las necesidades de la pobla-
ción urbana (alimentos baratos) sobre las de la población rural (pre-
cios agrarios justos). Es lo que Eguren (2006) ha denominado «el sesgo
urbano de las políticas agrarias».7

La Reforma Agraria basada exclusivamente (o casi exclusivamen-
te) en la redestribución de la tierra era una buena solución a corto
plazo para el modelo ISI, porque permitía mejorar las condiciones de
vida de la población campesina y obtener su apoyo político durante

7. Factor que coadyuvó a la crisis del modelo de producción campesino y el
aumento de la dependencia de la importación de alimentos fue el programa de
ayuda humanitaria de Estados Unidos en base a la distribución de alimentos
conocido como «Alimentos para la Paz», y que en realidad escondía una política
dirigida a crear un mercado internacional para los excedentes agrarios nor-
teamericanos destruyendo, con donaciones o precios subsidiados, la producción
local (Warman, 1988), además de actuar como instrumento de ingerencia polí-
tica en el contexto de la Guerra Fría (Portillo, 1987).
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un tiempo. Pero la ausencia de una política agraria definida, sumada
a la aplicación de las medidas antes señaladas contraproducentes para
los intereses del campesinado, supuso abocar la agricultura campesi-
na al estancamiento. Por otra parte las medidas agrarias encamina-
das a favorecer a la población urbana (alimentos baratos) tampoco
solucionaban problemas estructurales: si bien los precios bajos de los
alimentos permitían mantener salarios bajos, lo que podía ser útil a
corto plazo, a la larga reducía la capacidad de crecimiento del merca-
do interior que se quería consolidar.

Algunos ejemplos permiten entender la percepción que los
gobiernos que aplicaron el modelo ISI tuvieron de la agricultura
campesina. Uno es la ya citada Reforma Agraria peruana de 1969,
cuya aplicación real se alargó hasta 1975, año en que el presidente
Juan Velasco Alvarado fue depuesto. En sólo seis años la hacienda
prácticamente desapareció y se puso fin a la polarización latifun-
dio/minifundio característica del país hasta ese momento: mien-
tras que en 1960 el 0,1% de las explotaciones controlaban el 60,9%
de la superficie agropecuaria y más del 90% se repartía un escaso
10%, veinte años después el 62% de la explotaciones controlaban
el 52,4% de las tierras de cultivo (Monge, 1996).

Pero el objetivo original del gobierno no era la división de la
propiedad de la tierra, que fue lo que sucedió finalmente. El go-
bierno quería organizar el agro en torno a nuevas unidades de ex-
plotación de tipo cooperativo y asociativo que debían sustituir a
las haciendas: las CAP (Cooperativa Agrícola de Producción) y las
SAIS (Sociedad Agraria de Interés Social). Se entendía que la mo-
dernización del agro requería mantener la concentración de la pro-
piedad de la tierra. Por diversas razones, a mediados de los años
setenta se vieron las limitaciones del modelo, y para final de la dé-
cada la mayoría de estas estructuras se habían parcelado entre los
cooperativistas.8 En menos de dos décadas una parte importante
del campesinado pasó de ser colono u obrero agrícola a cooperati-
vista, primero, y a propietario minifundista, después.

8. Los estudios sobre el tema han ido acumulando las múltiples razones de
este fracaso. Al respecto, véanse las ponencias y debates de la sección «Reforma
y Reestructuración Agraria» en Eguren et al. (eds.) (1988).
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No todo el campesinado obtuvo beneficios de la Reforma Agra-
ria. Entre otras cosas, la política gubernamental de mantener la
concentración de la tierra existente, aunque cambiando la titulari-
dad de la propiedad, llevó a que el campesino de comunidad,
minifundista, que durante décadas había visto como sus propieda-
des eran enajenadas por los latifundios colindantes durante la ex-
pansión del modelo agroexportador, recibiese escasos beneficios.
Para él, el sistema hacendado, aunque convertido en sistema de
cooperativas, se mantuvo vigente y lo excluyó (Webb y Figueroa,
1975; Wienner, 1987).

Por otra parte, el gobierno velasquista estableció mecanismos de
control de los precios agrarios y favoreció la importación de alimen-
tos subsidiados, políticas que contradecían el supuesto interés en
apoyar las nuevas estructuras cooperativas (Gonzales de Olarte, 1994;
Castillo, 2006). El resultado es que buena parte de las rentas agrarias
no se quedaron en el campo sino que fueron absorvidas por otros
sectores: el industrial y el comercial (Matos Mar y Mejía, 1984).

La Reforma Agraria boliviana tuvo lugar años antes que la pe-
ruana, en 1953. En 1952, tras un levantamiento popular, el Movi-
miento Nacionalista Revolucionario (MNR) llegó al poder, y se
mantuvo en él hasta el golpe de Estado en 1964. El campesinado
indígena, especialmente del área andina, fue esencial para el éxito
de la insurrección, que era la reacción a la decisión de una Junta
Militar de impedir al MNR hacerse con el poder después de su triunfo
en las elecciones de 1951.

El papel jugado en el levantamiento por el campesinado fue
decisivo para el proceso de Reforma Agraria. El MNR no se había
planteado de forma explícita llevar adelante esta reforma. Incluso
existían sensibilidades en el gobierno claramente opuestas a una
medida de este tipo. Pero el campesinado andino, que se había con-
vertido en uno de los pilares políticos del nuevo gobierno, sí lo
tenía en su agenda, y lo llevó a la práctica mediante tomas de tie-
rras sin esperar el desarrollo de ninguna ley. Ante esta situación, al
gobierno del MNR no le quedó otra opción que decretar la ley de
Reforma Agraria y aceptar como se estaba llevando a cabo: convir-
tiendo los latifundios en minifundios mediante la distribución de
tierras a los campesinos en régimen de propiedad individual (Kohl
y Farthing, 2007).
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En las tierras bajas, en el Oriente, la situación fue muy dife-
rente. Allá no había población rural que presionara a favor de nin-
guna Reforma Agraria, además de que habían enormes extensio-
nes de terreno de titularidad pública por colonizar. Los dirigentes
del MNR no tuvieron reparos en otorgar buena parte de esas tierras
a quienes se acabarían convirtiendo en la actual élite terrateniente
del país (Muñoz Elsner, 2004; Urioste y Kay, 2005).

De forma más obvia que en el caso peruano, el gobierno nacio-
nalista que llevó a efecto la Reforma Agraria boliviana ninguneó la
pequeña explotación campesina. Fue la presión social del campesi-
nado que lo apoyaba, organizado y armado, la que obligó al MNR
a legalizar, por la vía de los hechos consumados, la disolución de la
gran propiedad en la zona andina y en los valles. En realidad, el go-
bierno aún mantuvo esperanzas que el espíritu comunitario que se le
atribuía al indígena podría dar paso a la formación de unidades eco-
nómicas de tipo cooperativo, más adecuadas a su modelo de agricul-
tura moderna (Urioste; Barragán y Colque, 2007).

Cuando el gobierno emenerista tuvo la opción de poner en
práctica su propia agenda política agraria, como fue en el caso del
oriente, no tuvo inconveniente en favorecer la formación de una
nueva oligarquía terrateniente, en este caso afecta al régimen, cuyo
objetivo era producir mercancías para la exportación. Y destinar a
ello unos recursos y esfuerzos públicos (construcción de infraes-
tructuras, sistemas de créditos y subvenciones, exención de impues-
tos a la importación de insumos,...) que nunca disfrutaron los cam-
pesinos de las tierras altas y de valle (Mitre, 2008; Soruco, 2008).
Y es que en el oriente, ese territorio aún fronterizo y marginal, no
había población campesina potencialmente útil ya fuera como base
política o como consumidora de productos manufacturados na-
cionales.

La política agraria de Juan Domingo Perón en Argentina entre
1946 a 1955 es posiblemente el modelo que habrían deseado se-
guir los dirigentes bolivianos emeneristas. Como Bolivia, Argenti-
na contaba con abundancia de tierra fronteriza por colonizar, lo
que permitió a Perón capear cualquier propuesta de Reforma Agraria
y favorecer el desarrollo de una «agricultura moderna» basada en
grandes unidades productivas (latifundios y cooperativas) destina-
das a producir para la exportación.
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Antes de alcanzar el poder, Perón dejó entrever la posibilidad
de una Reforma Agraria. Pero si en algún momento se lo planteó
en serio, abandonó la idea nada más ganar las elecciones de 1946,
como evidenció al colocar como ministros de Agricultura a per-
sonas relacionadas con el sector terrateniente. Su política se cen-
tró en incrementar la producción a través de la colonización de
tierras de frontera y de la modernización del agro en la línea esta-
blecida por la Revolución Verde, así como en minimizar el con-
flicto social en el campo mediante la receptividad de las deman-
das del campesinado organizado en cooperativas. El interés en
aumentar la producción por parte del Estado se debía a que él
acopiaba la producción destinada a la exportación. Comprando
a precios bajos y vendiendo a precios altos obtenía unos benefi-
cios que después destinaba al sistema crediticio industrial y ru-
ral-exportador (Girbal-Blacha, 2008).

En los tres casos tratados (Perú, Bolivia y Argentina) se obser-
va la desatención y desconfianza en el modelo de producción cam-
pesino por parte de los gobiernos nacionalistas, preocupados por
llevar adelante un desarrollo centrado en la industrialización y en
el que el interés por el sector agrario era instrumental, destinado a
cumplir con los objetivos últimos del modelo ISI.9

En resumen, las reformas agrarias tenían objetivos subsumidos
a las necesidades de este modelo. Entre ellos: a) mejorar las condi-
ciones de vida de la población rural para aumentar su capacidad
adquisitiva y convertirlos en consumidores del mercado interno
que se quería desarrollar; b) obtener apoyo político por parte del
sector campesino que compensase la oposición de la oligarquía tra-
dicional y de las potencias extranjeras, cuyos intereses se veían da-
ñados por las políticas económicas de los gobiernos nacionalistas;

9. El impulso que durante el gobierno de Lázaro Cárdenas (1934-1940) se
dio a la Reforma Agraria mexicana, aunque buscando favorecer la industrializa-
ción, si confiaba en el modelo de producción campesino. Pero esto duró poco.
A partir de 1940 el Estado mexicano asumió la Revolución Verde como para-
digma agrario, lo que llevó a favorecer la empresa agropecuaria en detrimento
de la explotación campesina (Bretón, 2000). Cabe señalar que el período
cardenista tuvo lugar en los albores del período de los gobiernos nacionalistas
del siglo XX, cuando los principios del modelo ISI estaban aún perfilándose.
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c) debilitar a esta oligarquía que históricamente basaba su poder
político y económico en la propiedad de la tierra.

Pero más allá del cambio de tenencia de la tierra, las políticas
agrarias también tenían otros objetivos que casaban mal con el
modelo de producción campesino: a) modernizar el agro a partir
de los principios de la Revolución Verde entonces en boga (grandes
unidades productivas, tendencia al monocultivo, mecanización, uso
de insumos industriales, etc.); b) mantener, en una estrategia para
intentar alcanzar una balanza de pagos positiva, su vocación
exportadora; y c) producir alimentos baratos destinados a una po-
blación urbana en rápido crecimiento.

Para Kay (2002) este desinterés de los gobiernos nacionalistas es
aún más manifiesto al asegurar que las reformas agrarias latinoame-
ricanas se aplicaron con posterioridad al inicio del desarrollo del
modelo ISI. Concretamente cuando el proceso industrializador de-
clinaba después de su primer impulso. Las reformas agrarias se plan-
tearon como una estrategia para intentar reactivarlo. Eso explicaría
también su carácter parcial y limitado. Y a todo caso, no dieron el
empuje esperado a la industrialización, ni a través del aumento de
rentas agrarias (capital para la industria) ni a través del crecimiento
del mercado interno (creación de consumidores rurales).10

Crisis del modelo ISI y fin del período de las reformas agrarias
La crisis de la década de los años ochenta en América Latina, répli-
ca de la padecida en los años setenta por los países del Norte y a la
que tradicionalmente se ha denominado «crisis del petróleo», puso
en evidencia las contradicciones del modelo ISI. Entre otras cosas,
la industrialización no había reducido la dependencia; si acaso, se
había sustituido la importación de bienes industriales de consumo
final por la importación de tecnología y equipamiento industrial.
Resultado: la balanza de pagos siguió siendo deficitaria. Por otra
parte, las limitaciones del mercado interno y la dificultad de expor-

10. Kay compara las reformas agrarias latinoamericanas con las de Asia
Oriental. Según el autor, estas últimas, mucho más completas y realizadas con
anterioridad al proceso industrializador, si habrían sentado las bases para el de-
sarrollo industrial en países como Taiwan o Corea del Sur.
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tar los bienes industriales finales que ahora estos países producían
hizo que la industria colapsase. La crisis, además, no sólo terminó
con los préstamos baratos que se podían obtener en el mercado
financiero internacional, sino que disparó los tipos de interés e hizo
que la deuda externa rebasase niveles inasumibles. Finalmente, la
tentación de emitir papel moneda como solución a corto plazo para
enfrentar esta situación generó una espiral inflacionista que alcan-
zó niveles escandalosos (7.500% anual en Perú, 2.700% en Brasil,
3.000% en Argentina).

Como reacción a esta crisis, y en otro viraje de 180 grados, de
nuevo el librecambismo apareció como el paradigma a seguir y se
abandonaron las veleidades proteccionistas. Con el colapso del
modelo ISI y el advenimiento del neoliberalismo, la Reforma Agra-
ria desapareció de la agenda política. En su lugar surgieron pro-
puestas de desarrollo agrario que, bajo el manto de la cooperación
al desarrollo, buscaban aliviar ligeramente la situación del campe-
sino mejorando su capacidad productiva y de comercialización a
partir de sus escasos recursos, pero sin plantearse acciones redestri-
butivas que enfrentasen las causas últimas de la pobreza rural.

Curiosamente uno de los principales agentes del Consenso de
Washington, el Banco Mundial, rescataría el término «Reforma
Agraria» a principios de 2000 ante la agudización del problema
social del campo, si bien para referirse a lo que no es más que un
mercado de tierras libre y autorregulado que el Banco prometía
apoyar con préstamos a los pequeños productores. Una propuesta
que ha sido acusada de ahondar en la diferenciación social campe-
sina, la descampesinación y la marginalidad rural (FIAN y La Vía
Campesina, 2004; Rosset, 2005).

Pero para entonces las organizaciones sociales campesinas ya
habían recuperado la bandera de la Reforma Agraria como elemento
esencial, pero no único, de una propuesta de política agraria inte-
gral que reivindica y revaloriza el papel de la economía campesina:
la Soberanía Alimentaria. Este nuevo paradigma agrario tendrá un
papel destacado en los gobiernos nacionalistas que surgirán con el
nuevo siglo.
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La política agraria de los nuevos gobiernos nacionalistas
(I): tendencias
El surgimiento de nuevos gobiernos nacionalistas antineoliberales
en América Latina es un fenómeno aún muy reciente como para
que hayan podido teorizar y acordar un modelo económico alter-
nativo. Venezuela es el que presenta una trayectoria más larga (des-
de 1999), pero en Ecuador y Bolivia estas propuestas alcanzaron el
poder en 2007 y 2006 respectivamente, y cerraron sus procesos
constituyentes a finales de 2008 y principios de 2009. En otros
países, como Paraguay o El Salvador, aún está por ver por qué de-
rroteros se adentrarán los nuevos gobiernos de Fernando Lugo y
del Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional.

Concretamente en el ámbito agrario, la afirmación de que no se
ha establecido un modelo político claro es aún más oportuna, por cuanto
Venezuela, el país con mayor trayectoria en este tipo de gobierno, tam-
bién es el que presenta un tejido campesino más reducido en la región.
A eso hay que sumar que en los nuevos gobiernos nacionalistas encon-
tramos sensibilidades muy diferentes, incluso opuestas. Es fácil descu-
brir, junto a las propuestas más novedosas y radicales, discursos que
recuperan la idea de la industrialización como paradigma del desarro-
llo en la línea del modelo ISI, o quienes, buscando establecer equili-
brios con los poderes fácticos del país, abogan por soluciones de com-
promiso que no enfrenten el paradigma neoliberal.

No obstante esta indefinición, se puede hablar de tendencias
en cuanto a las políticas agrarias de estos gobiernos. Tendencias
que pueden entreverse a partir de tres factores: a) el hecho de que la
industrialización ya no aparezca como el objetivo último del mo-
delo económico; b) la capacidad y la agenda política de las bases
sociales campesinas e indígenas que apoyan a los nuevos gobier-
nos; y c) la revalorización del modelo productivo campesino en los
textos de las constituciones y leyes agrarias promulgadas.

a. Minusvaloración del sector industrial
En una entrevista realizada a Fernando Lugo antes de las eleccio-
nes que lo convirtieron en presidente de Paraguay al frente de la
Alianza Patriótica para el Cambio, y a la pregunta de cuáles serían
sus ejes de programa político, contestó:
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El primer eje es la Reforma Agraria integral, que no es sola-
mente una cuestión de tierras. Acá se han repartido más de 11
millones de hectáreas en los últimos 20 años, pero eso no ha
solucionado el problema. La Reforma Agraria tiene que abar-
car otros aspectos, no solamente el de la tierra, sino también la
formación, la asistencia técnica, el acompañamiento, ir crean-
do un modelo productivo diferente... Nosotros proponemos
una Reforma Agraria integral no como una simple repartida
de tierras sino como un proceso en que los sujetos de la Refor-
ma Agraria sean los campesinos, los indígenas, la gente que la
trabaja hoy ineficientemente. En el segundo lugar ponemos la
reactivación económica, pero con un ingrediente de equidad
social. La oligarquía nacional vive muy bien a expensas de la
pobreza, que se sigue acumulando en grandes sectores de la
sociedad paraguaya. Hay que democratizar también el creci-
miento económico. En tercer lugar, hablamos de la recupera-
ción de la institucionalidad de la República. Paraguay se ha
identificado en los últimos 60 años con un solo partido, el Co-
lorado, que se siente dueño de todas las instituciones estatales.
Uno de los puntos será «despartidizar» las instituciones estata-
les. Por eso decimos que hay que recuperar la institucionalidad
de la República, hacer que las instituciones sean de todos los
paraguayos por igual. (Carracedo, 2008)

En este breve planteamiento de sus líneas programáticas no
aparece ninguna referencia al sector industrial. Y Fernando Lugo
no es una excepción en la nueva oleada de gobiernos nacionalistas.
Es un elemento diferenciador con aquellos que propugnaron el
modelo ISI: la industrialización no aparece en su agenda política. Y
cuando el término surge ya no es para referirse a una industria que
sustituya la importación de bienes manufacturados, sino a una
industria de transformación primera de recursos naturales: la de
hidrocarburos, o incluso la creación de una industria de derivados
de la hoja de coca (tema clave en la política de Evo Morales, anti-
guo líder cocalero).

Los organigramas de estos gobiernos parecen indicar esta ten-
dencia. En el caso boliviano, la industria ya no sólo no cuenta con
un ministerio propio, sino que ha de compartir viceministerio con
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otros ámbitos de la economía como el comercio y las exportacio-
nes.10 De los más de veinte ministerios que componen el gabinete
ejecutivo de Ecuador, solo uno se cuida de este sector, al igual que
sucede, por ejemplo, con el turismo. En el caso venezolano, la po-
lítica industrial se diluye en algunas secretarías, mientras que sec-
tores económicos como el turismo o la agricultura cuentan con sus
propios ministerios.

Si nos fijamos en las nuevas constituciones de estos tres países
vemos que, de nuevo, el tema de la industrialización es secundario.
O incluso, como en el caso ecuatoriano, parece haber desaparecido.

Es arriesgado explicar este cambio, pero podemos aventurar al-
gunas razones. Una es el conocimiento de las limitaciones y contra-
dicciones del modelo ISI, cuya obcecación en el proceso indus-
trializador generó un círculo vicioso que terminó en una crisis con
un alto coste social, político y económico. Por otra parte, hoy el sec-
tor industrial ya no se percibe como el paradigma de la modernidad
como sucedía antaño. Por el contrario, las economías «modernas» (la
de los países ricos) se caracterizan por el paulatino incremento del
papel de los sectores tecnológico y de servicios en detrimento de los
sectores primario y secundario. También hay que considerar la per-
cepción actual de que otros sectores económicos son de mayor inte-
rés estratégico, como el extractivo (los precios de las materias primas
y de los hidrocarburos son mucho más interesantes hoy que hace
cincuenta años), el turismo o, como veremos, el agrario. Y finalmen-
te, la presión de las bases sociales de estos gobiernos, en buena medi-
da de origen campesino e indígena, y que a diferencia de hace cinco
o seis décadas ahora se presentan fuertemente organizados y cuentan
con una agenda política propia.

b. La agenda política de los movimientos sociales campesinos e
indígenas que apoyan a los nuevos gobiernos nacionalistas
Ni los autores más optimistas consideran hoy un éxito las reformas
agrarias del siglo XX en América Latina para los intereses campesi-

11. El Viceministerio de Industria, Comercio y Exportaciones es uno de
los cinco viceministerios del Ministerio de Desarrollo Económico, ministerio
que también se ocupa de otros sectores económicos como el turismo, la vivien-
da, el urbanismo, la cultura o la micro-empresa.
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nos. Por el contrario, a largo plazo parecen no haber tenido un
efecto destacado en las condiciones de vida de la población rural.
En este sentido, quien fuera coordinador del equipo que elaboró la
propuesta de plan brasileño de Reforma Agraria para el gobierno
de Lula da Silva, se sorprendía que

No obstante las grandes diferencias que pueden señalarse entre
los procesos de Reforma Agraria que tuvieron lugar en el pasa-
do en los distintos países del continente, la situación actual del
campesinado latinoamericano, en términos económicos, sociales
y políticos, presenta algunas similitudes que no deberían apa-
recer teniendo en cuenta que han pasado reestructuraciones de
la propiedad de la tierra de dimensiones muy distintas. (Arruda
Sampaio, 2005)

Parecería que las reformas agrarias de los gobiernos nacionalis-
tas del pasado siglo no fueron más que, en el mejor de los casos, un
episodio de catarsis similar a la que generan los rituales de inver-
sión estudiados por la antropología, siempre útiles en términos
anímicos y para fortalecer el sentido de comunidad, pero incapaces
de generar ningún tipo de cambio. Bien al contrario, liberan las
tensiones que podrían provocar esos cambios, por lo que en reali-
dad sirven para consolidar el statu quo.

Pero en los últimos años hay una revalorización de ciertos efec-
tos colaterales generados por esa ola de reformas agrarias. En este
sentido, Bretón (2007) recupera como una importante consecuen-
cia positiva la formación de los nuevos movimientos sociales de
raíz campesina e indígena que, afirma, no se podrían entender sin
esas inconclusas reformas agrarias que en parte los engendró. La
Reforma Agraria, o la lucha por ella, convirtió a medio plazo a la
población campesina en agente político al fortalecer su capacidad
de organización e incidencia política.12

Refiriéndose al caso boliviano, pero en una afirmación que se
puede extrapolar a buena parte de América Latina, Álvaro García
Linera (2008), actual vicepresidente de Bolivia y mano derecha de

12. Véase el artículo de Víctor Bretón publicado en el presente libro.
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Evo Morales, asegura que a diferencia de lo que sucedió en el siglo
XX, cuando los movimientos sociales fueron articulados alrededor
del sindicalismo obrero y de organizaciones populares urbanas
portadoras de un ideario de mestizaje modernizador, los que ac-
tualmente tienen mayor poder de interpelación política son las or-
ganizaciones de base indígena y campesina. Así son buena parte de
las organizaciones sociales que sustentan los actuales gobiernos
nacionalistas de Bolivia, Ecuador o Paraguay, o que apoyaron go-
biernos que inicialmente se presentaban como tales (el caso de Lula
da Silva en Brasil es un buen ejemplo).13

En el citado caso de Brasil, el Movimento dos Trabalhadores
Rurais Sem Terra (MST) fue una de las organizaciones en la que se
sustentó el Partido dos Trabalhadores (PT) para llevar a la presiden-
cia a Lula da Silva en 2003, aunque las promesas incumplidas de
cambio de modelo agrario, especialmente en relación a la distribu-
ción de tierras a campesinos, le han ido distanciando de esta base
social (Stedile, 2005). En 2008, Fernando Lugo alcanzó la presi-
dencia de Paraguay aupado por una plataforma de agrupaciones
políticas y movimientos sociales. Estas últimas se habían agrupado
en el Movimiento Popular Tekojoja, donde el papel de las organi-
zaciones campesinas e indígenas es muy destacado.

En Ecuador las organizaciones campesinas que conforman la
Mesa Agraria (Federación Nacional de Trabajadores Agroindustriales,
Campesinos e Indígenas Libres del Ecuador —FENACLE—, Federa-
ción Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras
—FENOCIN— y Coordinadora Nacional Campesina —CNC Eloy
Alfaro) tienen mucha influencia en las políticas agrarias del gobier-

13. Lula da Silva ha mantenido, en lo esencial, el modelo neoliberal: su
propuesta económica se basa en aumentar las exportaciones de materias primas
y alimentos baratos, para lo que invierte grandes esfuerzos públicos en la cons-
trucción de infraestructuras destinadas a facilitar su extracción, favorece la
agroindustria y mantiene el fuerte impacto medioambiental del modelo (Paiva,
2006). Es cierto que ha aumentado la parte de la renta estatal dedicada a accio-
nes sociales dirigidas a los grupos más vulnerables, lo que le ha permitido man-
tener su popularidad al punto de ser reelegido con holgura en las elecciones
presidenciales de 2006. Pero se le acusa de que estas medidas son de carácter
asistencialista y no son políticas basadas en el establecimiento de derechos uni-
versales (Marques y Mendes, 2007).
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no de Rafael Correa a cuyo partido (Alianza País), de manera más o
menos clara, apoyan.14

La relación entre el Movimiento al Socialismo (MAS), el partido
que encabeza Evo Morales, y las principales organizaciones campesi-
nas e indígenas bolivianas es mucho más explícita, casi orgánica, por
cuanto su presidente surge de ellas. El Consejo Nacional por el Cam-
bio (CONALCAM), plataforma creada para apoyar los cambios políti-
cos que propugna el gobierno de Evo Morales, está formada
mayoritariamente por movimientos campesinos e indígenas como la
Confederación Nacional de Mujeres Campesinas Indígenas Origi-
narias de Bolivia «Bartolina Sisa» (CNMCIOB-BS), la Confederación
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), la
Confederación de Indígenas del Oriente Boliviano (CIDOB) o el Con-
sejo Nacional de Marcas y Ayllus del Qullasuyo (CONAMAQ).15

En Venezuela el papel de las organizaciones campesinas está
lejos de ser tan influyente en las políticas gubernativas, lo que es
lógico si tenemos en cuenta que presenta un tejido campesino muy
reducido: sólo el 14% de la población vive en zonas rurales, y ha de
importar más de un 70% de los alimentos. No obstante, las políti-
cas chavistas cuentan con el apoyo de las principales organizacio-
nes campesinas agrupadas en la Coordinadora Agraria Nacional
Ezequiel Zamora (CANEZ) y otras estructuras campesinas, decenas
de cuyos líderes han sido asesinados por ello (Wilpert, 2006).

Hay una característica común a todas estas organizaciones y que
es preciso destacar. Políticamente hablando ya no son, como fueran
antaño, sujetos pacientes. Ahora se tratan de actores propositivos.

Los movimientos campesinos e indígenas del siglo pasado que
se iniciaron con la revolución mexicana y se alargaron hasta la dé-
cada de los ochenta no habían desarrollado un modelo teórico más
allá de considerar que sus problemas radicaban exclusivamente en
la tenencia de la tierra. La Reforma Agraria, entendiendo como tal
la simple distribución de tierras entre los campesinos, marcaba el
horizonte de sus reclamaciones.

14. Véase el artículo de Juan Pablo Muñoz publicado en el presente libro.
15. Véase los artículos de Fernando Mayorga y Miguel Urioste en el pre-

sente libro.
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Pero en la década de los noventa en América Latina surgen o
maduran una nueva generación de movimientos sociales, muchos
de ellos de campesinos e indígenas, bien organizados y con objetivos
ambiciosos (Escobar, 1995; Vanden, 2007). Y es que el campesina-
do (con o sin tierra, indígena o no) ha dejado de ser aquella masa
informe que los gobiernos nacionalistas del siglo XX intentaron con-
vertir (o convirtieron) en su base social inculcándoles una agenda
política ajena. Ahora se estructura en organizaciones con capacidad
de decisión e influencia política, al punto de haber sido capaces de
poner en jaque y tumbar con sus movilizaciones diversos gobiernos
en Ecuador y Bolivia en los últimos quince años. Y lo que es más
novedoso, posee una agenda política propia: la Soberanía Alimentaria.

Además se empezaron a coordinar a nivel internacional hasta
cuajar, en 1993, en la creación de La Vía Campesina, actualmente la
plataforma antiglobalización más grande, que reúne asociaciones y
sindicatos agrarios de todos los continentes, y que fue impulsada por
organizaciones campesinas latinoamericanas. El objetivo de La Vía
Campesina es enfrentar el modelo agroindustrial dominante que
convierte la producción y los recursos agrarios en mercancías ade-
cuadas para la especulación financiera, enfrentamiento que personi-
fican en la Organización Mundial del Comercio, la institución
multilateral que más activamente promueve este tipo de agricultura
desde el advenimiento del neoliberalismo (Desmarais, 2008).

Para La Vía Campesina existen dos modelos de producción
agrario mútuamente excluyentes: el agroindustrial, basado en la
tecnología de la Revolución Verde, y el de la Soberanía Alimentaria,
concepto presentado en 1996 por esta plataforma y que defiende el
modelo de produción campesino. Mientras que el primero se sus-
tenta en el comercio internacional, el segundo revaloriza los circui-
tos cortos de comercialización; mientras que el primero pide que el
acceso a la tierra se establezca a través de las reglas del mercado,
el segundo reclama una Reforma Agraria genuina; mientras que el
primero se basa en la mecanización, el uso de insumos industriales
y el monocultivo intensivo, el segundo aboga por la agroecología
como técnica productiva.16

16. Para una comparación detallada de los dos modelos, véase Rosset (2006).
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Pero lo interesante de la Soberanía Alimentaria es que no es un
mero pliego de reclamaciones o un recetario de buenas prácticas,
sino que es el constructo teórico de una propuesta que integra to-
dos los elementos que participan en el proceso productivo agro-
pecuario y en la vida rural: los insumos (agua, tierra, semilla), la
tecnología, el ecosistema, el mercado y los consumidores, la fuerza
de trabajo, el acceso a créditos y subsidios, la calidad de la produc-
ción, el acceso a servicios públicos, etc. Y lo hace reclamando el
reconocimiento de derechos (derecho de un país a definir sus polí-
ticas agrarias, derecho a los recursos productivos, derechos de la
mujer campesina, derechos indígenas, derecho a la alimentación,
derecho al acceso al mercado local, derechos del consumidor, etc.),17

y sólo secundariamente capital para la producción. Y es que se tra-
ta de una propuesta política, y no de un modelo productivo o de
una estrategia destinada a acceder a recursos financieros públicos.

En resumidas cuentas: las organizaciones campesinas e indíge-
nas que se han convertido en el principal sustento de los gobiernos
nacionalistas del pos-neoliberalismo son estructuras autónomas del
poder político, fortalecidas a través de redes internacionales, y con
una agenda política propia. Y esto hace que su apoyo ya no sea
ciego. Estas organizaciones reclaman que las políticas gubernativas
consideren el mundo rural campesino como sector prioritario y la
Soberanía Alimentaria como el paradigma agrario a privilegiar.18

17. En el Foro Mundial por la Soberanía Alimentaria celebrado en La Ha-
bana en 2001 se definió la Soberanía Alimentaria como «el derecho de los pue-
blos, comunidades y países a definir sus propias políticas agrícolas, pesqueras,
alimentarias y de tierra que sean ecológica, social, económica y culturalmente
apropiadas a sus circunstancias únicas. Esto incluye el verdadero derecho a la
alimentación y a producir los alimentos, lo que significa que todos los pueblos
tienen el derecho a una alimentación sana, nutritiva y culturalmente apropiada,
y a la capacidad para mantenerse a sí mismos y a sus sociedades». En 2008, La
Vía Campesina organizó en Yakarta una conferencia internacional centrada en
preparar una estrategia para llevar adelante su propuesta a las Naciones Unidas
de una Declaración Internacional de los Derechos de las Campesinas y los Cam-
pesinos, que considera como prioridad política.

18. Incluso en el caso venezolano, donde algunos de estos movimientos
campesinos han sido coordinados (que no creados) por el chavismo, su activi-
dad política demuestra que se tratan de movimientos autónomos aliados, pero
no subordinados, al gobierno (Valencia Ramírez, 2005).
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c. El modelo agrario campesino en los procesos constituyentes
Los nuevos gobiernos nacionalistas han requerido el desarrollo de
un aparato legislativo que les facilitase la aplicación de sus propues-
tas políticas. En algunos casos se abrieron nuevos procesos constitu-
yentes que culminaron en la aprobación en referendum de nuevas
cartas magnas (Venezuela, Ecuador y Bolivia),19  que posteriormen-
te han sido o están siendo seguidas por la elaboración de nuevas leyes
destinadas a hacer operativo el articulado constitucional.

En este proceso han participado activamente los movimientos
sociales, y especialmente los de base campesina e indígena. Y eso se
ha reflejado en las nuevas constituciones y leyes.20

La constitución venezolana de 1999, el producto más temprano
de la ola de nuevos procesos constituyentes, no habla de Soberanía
Alimentaria, posiblemente porque cuando fue elaborado este con-
cepto tenía muy corta trayectoria y no estaba consolidado. No obs-
tante, la constitución recoge los principales principios que propugna
este paradigma: derecho del campesinado a la propiedad y control de
los recursos productivos (art. 305 y 307), consideración de la gran
propiedad como contraria al interés social (art. 307), la agricultura
sostenible como principio básico del desarrollo rural (art. 305), la
seguridad alimentaria como principio que tiene que ser alcanzado
con la producción nacional y no con importaciones (art. 305), de-
fensa de la economía agraria frente a otros sectores productivos (art.
305), mejora de la condiciones de vida de la población campesina
(art. 306), acceso de la población campesina a las infraestructuras,
créditos y otros insumos necesarios para la producción (art. 306),
etc. A parte del articulado que hace referencia explícita a la política
agraria, cabe señalar que la constitución también considera otros
principios que son esenciales para el desarrollo del paradigma de la
Soberanía Alimentaria, como son la defensa de los derechos indíge-
nas (capítulo VIII, art. de 119 a 126) y medioambientales (capítulo
IX, art. de 127 a 129), o la limitación de las exportaciones e impor-
taciones a los intereses de la actividad económica nacional (art. 301).

19. Fernando Lugo ha asegurado que iniciará también un proceso consti-
tuyente en Paraguay.

20. Diversos artículos en el presente libro tratan este tema con más detalle.
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A principios de 2008 el gobierno venezolano promulgó una
Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria (Decreto
n.º 6.071).

En la constitución ecuatoriana aprobada en 2008, el concepto
Soberanía Alimentaria sí aparece y asume un papel muy destaca-
do: un capítulo entero (el tercero) se dedica a ratificar la agenda de
este paradigma como uno de los principios rectores del modelo
agrario del país. Pero el concepto también aparece repetidamente
en otros artículos de la constitución: cuando se hace referencia al
derecho a la alimentación (art. 13), al medio ambiente (art. 15 y
413), a la política económica (art. 284, 304, 334 y 423), al acceso
al agua (art. 318) y al suelo agrario (art. 410), o a la equidad de
género en relación a la propiedad y control de los recursos produc-
tivos (art. 324 y 334). Como en el caso venezolano, otras secciones
de la constitución se adecúan a los principios de la Soberanía
Alimentaria, como son los derechos indígenas (art. 57 a 60 y 242)
y medioambientales (art. 413 a 415).

Un artículo transitorio de la constitución obligaba a la realiza-
ción de una ley específica para el desarrollo del régimen de Sobera-
nía Alimentaria. Esta ley (Ley Orgánica de Soberanía Alimentaria)
se elaboró y aprobó a principios de 2009.

La constitución boliviana, aprobada a principios de 2009, tam-
bién considera la Soberanía Alimentaria como principio rector de
la política agraria (art. 405 a 407). La función social de la tierra es
el elemento que da derecho al acceso al suelo agrario, y no ya el
simple hecho de poseer un título de propiedad (art. 397). La Sobe-
ranía Alimentaria también aparece como principio rector de las
relaciones internacionales (art. 255). Esta constitución es el texto
que más incide en los derechos indígenas a todos los niveles, y en-
tre ellos, los que conciernen a la Soberanía Alimentaria. El texto
apuesta por el mercado interno y por la aplicación de medidas pro-
teccionistas (art. 320), establece también políticas destinadas a la
protección del medio ambiente (art. del 380 a 392, entre otros), y
defiende el derecho de la mujer a la propiedad y al acceso a los
recursos productivos (art. 395 y 402).

Destacaríamos tres puntos que caracterizan estas propuestas
legislativas en relación a la cuestión agraria:
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1. Papel central de la agricultura: la política agraria ya no apa-
rece subsidiaria del sector industrial o de otro considerado la
piedra angular del desarrollo. En realidad, la industria es poco
tratada en los nuevos textos constitucionales y está lejos de
asumir el carácter estratégico que tuvo durante los gobier-
nos nacionalistas del siglo XX. La agricultura es uno de los
sectores (no el único) que ahora asume este rol.

2. Soberanía Alimentaria: el tratamiento de la política agra-
ria es holística, y ya no se centra sólo en la tenencia de la
tierra, sino en todos los factores que afectan a la produc-
ción. Y es que se asume explícitamente como principio rec-
tor de la política agraria el paradigma de la Soberanía
Alimentaria, cuyo objetivo es revalorizar y defender el pa-
pel del modo de producción campesino.

3. Políticas relacionadas: el nuevo aparato constitucional tam-
bién establece otras políticas (medio ambiente, derechos indí-
genas, política macroeconómica, etc.) que inciden positiva-
mente en el modelo propugnado por la Soberanía Alimentaria.

A parte del papel de los movimientos sociales campesinos e
indígenas en estos procesos constituyentes, es también obligado
remarcar la influencia que ha podido tener el cambio de paradig-
ma agrario en Cuba a partir del Período Especial. No en vano, los
principales líderes de los nuevos gobiernos nacionalistas, especial-
mente Evo Morales y Hugo Chávez, se han manifestado admira-
dores de la Revolución Cubana en repetidas ocasiones. Haciendo
virtud de la necesidad, Cuba inició a principios de los noventa un
proceso de transformación del sector agrario hacia un modelo
agroecológico basado en el paradigma de la Soberanía Alimentaria,
después de siglos centrado en la producción para la exportación,
modelo que la Revolución mantuvo y profundizó.21

Recapitulando, parecería que si la CEPAL fue quien estableció
el marco teórico de los gobiernos nacionalistas de hace medio si-

21. Al respecto, véase el artículo de Fernando Funes-Monzote y la entrevis-
ta realizada a Peter Rosset en el presente libro.
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glo, ahora son las propuestas surgidas de los movimientos sociales
los que generan los principios ideológicos de los gobiernos nacio-
nalistas pos-neoliberales. Pero esto no es así: igual que los primeros
asumieron los principios cepalinos de forma irregular y fragmenta-
da (Urquidi, 2005), las propuestas de los movimientos sociales tam-
poco parecen ser asumidas por los segundos en su integridad.

La política agraria de los nuevos gobiernos nacionalistas
(II): limitaciones
Hemos visto que los movimientos sociales campesinos e indíge-
nas, fuertemente organizados y con la bandera de la Soberanía
Alimentaria como propuesta política, están interviniendo en la
agenda agraria de los nuevos gobiernos nacionalistas. Y que esto se
refleja en las nuevas constituciones y leyes que se están promulgan-
do. Pero el establecimiento de un nuevo ordenamiento legislativo
no siempre se materializa en políticas acordes. El ejemplo colom-
biano es significativo: la aplicación de la constitución de 1991, en
su momento la más avanzada en la región en cuanto a consolida-
ción de derechos sociales, ha sido un fracaso tras casi dos décadas
de desarrollo de políticas neoliberales (Bustamante Peña, 2004).

Limitaciones políticas
Pero antes de fijarnos en la aplicación de las políticas, podemos
observar estas contradicciones en las misma leyes y constituciones
promulgadas.

Regalsky (2008) afirma, refiriéndose a la nueva constitución
boliviana, que se trata de un texto contradictorio ya que intenta
hacer coexistir dos doctrinas jurídicas diferentes: una de tradición
liberal y otra de inspiración indígena. El mismo autor señala que
esta contradicción se materializa en un aspecto tan sensible como
es la propiedad de la tierra. Por un lado, se fundamenta el carácter
inalienable de la propiedad privada, mientras que por otro esta
propiedad aparece subordinada a la existencia de determinados
valores y fines sociales. Continuando en el ámbito agrario, pode-
mos observar que la constitución acepta la existencia de la gran
propiedad (hasta 5.000 hectáreas), lo que es incongruente con el
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paradigma de la Soberanía Alimentaria. Esta ambivalencia llega
incluso a la contradicción en el texto, como sucede en relación a los
organismos genéticamente modificados (OGM): mientras que el
artículo 255 prohibe la importación, producción y comercialización
de OGM, el artículo 409 manifiesta que «será regulada por ley».

Una situación parecida es la de Ecuador. La Ley Orgánica de
Soberanía Alimentaria a la que nos hemos referido declara al país
«libre de cultivos y semillas transgénicas». Sin embargo, Rafael Correa
impuso una serie de modificaciones al texto original aprobado por la
Asamblea Nacional por las que, entre otras cosas, se permite la im-
portación y procesamiento de materia prima que contengan insumos
de origen transgénico siempre y cuando «cumplan con los requisitos
de sanidad e inocuidad y que su capacidad de reproducción como semi-
llas sea inhabilitada por trozamiento» (art. 26). Esto da pie a la intro-
ducción de OGM de tecnología Terminator22  (Grupo ETC, 2009).
Las modificaciones presidenciales también inciden en algunos ele-
mentos que contradicen los principios de la Soberanía Alimentaria,
como la posibilidad de ampliar los subsidios a los grandes producto-
res agropecuarios, la legalización de los manglares ilegalmente ocu-
pados por empresas camaroneras, o la posibilidad de producir
biocombustibles con recursos de vocación agrícola (Acosta, 2009).

Estas limitaciones y contradicciones también son visibles en la
aplicación de la legislación y de las propuestas gubernativas. La
Reforma Agraria propugnada por el gobierno venezolano, por ejem-
plo, está siendo dificultada por el sabotaje de parte de la burocracia
estatal, del sistema judicial, del poder terrateniente, e incluso de la
violencia mercenaria contra los líderes campesinos locales (Her-
nández Navarro, 2005). Por razones similares la capacidad de
implementar las medidas gubernamentales promulgadas por el
gobierno boliviano en los departamentos orientales, controlados
por los sectores oligárquicos, es muy restringida.

¿A qué se debe esta discordancia entre propósitos y resultados?
Como ya señalamos anteriormente, hay que recordar que los equi-
pos de los nuevos gobiernos nacionalistas no están formados por

22. Tecnología que permite el diseño genético de semillas programadas para
ser estériles en su segunda generación.
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personas con planteamientos ideológicos homogéneos. Entre sus
filas podemos descubrir desde líderes con posicionamientos radi-
cales de izquierda hasta cargos con leves principios reformistas que
no desean enfrentar el paradigma neoliberal, pasando por dirigen-
tes indígenas que abogan por un modelo socioeconómico de natu-
raleza diferente.

Pero un elemento esencial a la hora de explicar esta contradic-
ción radica en entender que detentar el control del aparato del Esta-
do no implica tener el poder, al menos de forma absoluta.23 El con-
cepto gramsciano de hegemonía viene aquí como anillo al dedo. El
caso de la Reforma Agraria chavista antes citado es ejemplar. Igual-
mente las concesiones que el gobierno de Evo Morales tuvo que ha-
cer en la nueva constitución boliviana, algunas en el último momen-
to, para arrancar los votos suficientes en la Asamblea Constituyente
que le permitiese cuadrar la aritmética parlamentaria, también ex-
plican las contradicciones en el texto de ley. Y es que, como afirma
Carlos Romero Bonifaz (2008), ministro del gobierno de Evo Mo-
rales, las principales controversias en el debate constituyente y auto-
nómico se centraron y se siguen centrando alrededor de la cuestión
agraria, ya que el latifundio es el fundamento del poder económico y
político de las élites de las provincias orientales.

Los nuevos gobiernos nacionalistas se hallan, así, entre dos
aguas. Por un lado están presionados por el poder oligárquico local
con el apoyo internacional de los países occidentales, que exigen
respeto al statu quo establecido por el neoliberalismo. Por otro, lo
están por los movimientos sociales en los que se sustentan y que les
reclaman más decisión y radicalidad en sus políticas económicas.

En esta situación, los nuevos gobiernos nacionalistas, especial-
mente en Ecuador y Bolivia, también encuentran en la oposición a
sectores de los movimientos sociales, descontentos por la lentitud

23. El mismo Evo Morales aceptaba un año después de llegar a la presiden-
cia que, en sus propias palabras, «el Estado no controla las instituciones del Es-
tado» (citado en Fuentes, 2007). La apabullante victoria del MAS en las eleccio-
nes generales de diciembre de 2009, acaparando el 64% de los votos emitidos y
marcando una distancia de 34 puntos con el segundo partido más votado, le dio
el control del aparato legislativo y ejecutivo, pero igualmente quedó lejos de
dominar todos los engranajes del poder.
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o por el carácter poco drástico (poco socialista o poco indígena) de
las medidas emprendidas. Es cierto, no obstante, que a día de hoy
esta oposición desde la izquierda es poco significativa.

En Ecuador la encabeza la CONAIE (Confederación de Nacio-
nalidades Indígenas del Ecuador) y su brazo político-partidista,
Pachakutik (Movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik-
Nuevo País). Ambos actores políticos cuentan con una destacada
historia reciente, pero se encuentran en una profunda crisis desde
su temporal y fracasado apoyo al gobierno de Lucio Gutiérrez en
2002. Organizaciones de carácter menos indigenista y más sindi-
cal-campesino como la FENOCIN, o partidos políticos como Alian-
za País de Rafael Correa y, en menor medida, el Partido Sociedad
Patriótica del citado Lucio Gutiérrez, parecen tener hoy la prefe-
rencia de la mayor parte de su histórica base social.24 También or-
ganizaciones de izquierda radical como el Movimiento Popular De-
mocrático tienen representación parlamentaria.

En Bolivia esta oposición es también limitada. En las elec-
ciones generales de diciembre de 2009, la izquierdista Alianza
Social encabezada por el líder quechua René Joaquino, que había
sido alcalde de Potosí, surgió como la cuarta fuerza política a ni-
vel nacional, pero a mucha distancia del MAS.25 En la oposición
también se encuentran algunas organizaciones sociales y sectores
cercanos a las tesis indígenas del dirigente histórico Felipe Quispe
«Mallku». Pero también los movimientos sociales que forman el
CONALCAM, soporte de Evo Morales, critican lo que consideran
concesiones del gobierno del MAS a la oligarquía. En abril de 2009,
por ejemplo, una de estas organizaciones, CIDOB, abandonó tem-
poralmente el CONALCAM y afirmó que iba a estudiar su relación
con el gobierno por la decisión del Congreso controlado por el

24. En las elecciones de 2009 a la Asamblea Nacional, Pachakutik quedó
relegado al 11º partido con sólo el 1,37% de los votos emitidos, si bien en varias
circuscripciones iba aliado con otras fuerzas políticas. Sólo se mantiene fuerte
en su tradicional feudo de Cotapaxi. Datos del Consejo Nacional Electoral de
Ecuador (www.cne.gov.ec).

25. Alianza Social obtuvo el 2,31% de los votos emitidos, mientras que el
MAS alcanzó el 64,22%. Datos de la Corte Nacional Electoral de Bolivia
(www.cne.org.bo).
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MAS de reducir a siete, de los dieciocho reclamados, el número de
escaños indígenas en la Asamblea Legislativa Plurinacional que
se iba a formar.

En Paraguay, Fernando Lugo se encontró, al poco tiempo de
asumir la presidencia, con la crítica de los movimientos sociales
que le apoyan y que están encuadrados en el Movimiento Popular
Tekojojá. La causa: las medidas políticas tomadas por algunos de
los miembros del gobierno, entre ellos el ministro de Agricultura y
Ganadería. Cabe destacar que, en una clara ejemplificación de esta
tensión por lo dos lados a la que se ven sometidos los gobiernos
nacionalistas, Fernando Lugo colocó como principales responsa-
bles de la política agraria a dos personalidades con perfiles ideolo-
gicos muy dispares. Por un lado, como ministro de Agricultura y
Ganadería eligió a Cándido Vera Bejarano, una persona muy liga-
da a los intereses del gremio empresarial latifundista. Por otro,
situó al frente del Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la
Tierra (INDERT) al abogado Alberto Alderete, histórico defensor
de los derechos campesinos.

Refiriéndose a la nueva constitución boliviana y preguntándo-
se sobre su radicalidad en el tratamiento del tema agrario, como
hemos visto tan contradictorio en algunos puntos, Urioste (2008)
afirma:

Lo que sí es inaceptable es que desde el gobierno se nos diga
que el proyecto de Nueva Constitución Política del Estado en
materia agraria, y más particularmente en la materia de tierras,
es revolucionario, porque sencillamente no lo es. Es tan refor-
mista como lo fue durante el medio siglo pasado.

El autor tal vez peca de aventurado al equiparar las políticas
agrarias actuales con las de los gobiernos nacionalistas del siglo XX
ya que, como hemos visto, el rol que se da a la agricultura en la
política macroeconómica es muy diferente, así como el hecho de
que, mal o bien, la propuesta de Reforma Agraria actual es inte-
gral, en base a los principios de la Soberanía Alimentaria, y no cen-
trada sólo en la tenencia de la tierra.

Pero sí es cierto que a día de hoy y sea por el motivo que sea
(porque no es el objetivo de los dirigentes nacionalistas pos-neoli-
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berales, porque la oposición de la oligarquía limita su capacidad de
maniobra, o por cualquier otro factor), estas políticas agrarias es-
tán lejos de ser tan radicales y revolucionarias como aparentan. Y
es que para ello los nuevos gobiernos nacionalistas tendrían que
romper con dos obstáculos que parecen infranqueables: el limitante
desarrollista y el limitante capitalista.

¿Revolución o reforma?
Es difícil definir «radicalidad» o «reformismo», básicamente por-
que son de esos conceptos que W. B. Gallie denomina conceptos
esencialmente debatidos (essentially contested concepts); es decir,
conceptos alrededor de los cuales se genera un debate inacabable
ya que pueden dar pie a definiciones incompatibles pero válidas,
dependiendo de los aspectos que se enfaticen y el contexto en el
que se planteen. En términos prácticos, aquí consideraremos que
la radicalidad de las políticas gubernativas se pueden alcanzar me-
diante dos vías, que son las reclamaciones que predominan en los
movimientos altermundistas: proponiendo un modelo económico
basado en una estricta sostenibilidad de los medios productivos
(vía ecologista), o enfrentando la estructura de clase y étnica (vía
socialista e indigenista).

Ninguna de las dos opciones parece asumida por los nuevos
gobiernos nacionalistas. Por un lado, los planteamientos macroeco-
nómicos siguen siendo productivistas: el crecimiento continúa
siendo el credo de la política económica. Por otro, aunque en su
retórica han recuperado el término «socialismo», están muy lejos
de ser propuestas dirigidas a terminar con las diferencias socioeco-
nómicas.

a) Mantenimiento de los principios desarrollistas
Exceptuando Cuba,26 los países que a día de hoy están aplicando
de manera más decidida medidas anti-neoliberales en América
Latina (Venezuela, Bolivia y Ecuador) son países que cuentan con
grandes reservas de hidrocarburos y de otras materias primas
extractivas. Esto se convierte en un cuchillo de doble filo.

26. Si bien el níquel es actualmente la principal fuente de divisas del país.
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Por un lado, estos recursos generan (cuando de nuevo son con-
trolados por el Estado) unos ingresos que favorecen el cambio del
modelo económico: permiten destinar recursos a cubrir las necesida-
des de las clases populares que son la base social del gobierno nacio-
nalista, a afrontar las obligaciones con las instituciones multilaterales
permitiendo romper con las políticas económicas a las que estas obli-
gan,27 o a iniciar procesos de re-nacionalización de sectores estratégi-
cos privatizados durante la hegemonía neoliberal.

Pero por otro lado esta dependencia dificulta que el nuevo
modelo económico que se quiere implementar, y que en realidad
está en formación, rompa con la premisa desarrollista-productivista.
Los nuevos gobiernos nacionalistas han abandonado las antañas
esperanzas depositadas en el sector industrial, pero también la con-
fianza en reducir sustancialmente la dependencia de las exporta-
ciones. Y más contando con estos recursos naturales de gran valor
estratégico y cuyo cotización no deja de aumentar en el mercado
internacional.28

Si bien la agricultura no aparece hoy como un sector subsumido
a otro al que se considere el eje del desarrollo económico del país,
como sucedía con el modelo ISI, es cierto que la minería y la indus-
tria petrolífera perjudican los principios de Soberanía Alimentaria.
Fijémonos en el capítulo dedicado a los derechos de los pueblos indí-

27. Venezuela liquidó la deuda externa que tenía contraída con el Banco
Mundial en 2007, lo que le permitió retirarse de esta institución y del FMI.

28. En 2008 el ritmo del alza del precio del petróleo, constante desde prin-
cipios de la década, se disparó hasta alcanzar casi los 150 dólares, para bajar en
pocas semanas al nivel de principio de año. Parece difícil discernir todas las cau-
sas de este fenómeno, pero parece que hay dos que son especialmente destacables:
factores especulativos, que vislumbrando el cénit del petróleo dispararon el pro-
ceso de encarecimiento del crudo; y la crisis mundial financiera iniciada ese
mismo año, incentivada en buena parte por este encarecimiento del crudo, pero
que a su vez favoreció su rápido abaratamiento como resultado de la disminu-
ción del proceso productivo en todo el planeta, y por ende de la demanda de
petróleo. A todo caso, todo indica que se tratan de ajustes coyunturales. Ni la
crisis ni la especulación pueden esconder que nos acercamos a la finitud de un
petróleo que, no obstante, es consumido cada año en mayores cantidades que el
anterior. Después de la caída de los precios en la segunda mitad de 2008, el
precio del petróleo volvió a iniciar una subida constante similar a la que tuvo en
el período 2000-2007.



248

genas de la actual constitución venezolana. Mientras que el primero
de los artículos de esta sección (art. 119) confirma los derechos de
propiedad colectiva de la tierra, el siguiente (art. 120) deja en la
ambigüedad la capacidad de decisión de estos pueblos indígenas en
cuanto al aprovechamiento de sus recursos naturales:

El aprovechamiento de los recursos naturales en los hábitats
indígenas por parte del Estado se hará sin lesionar la integri-
dad cultural, social y económica de ellos e, igualmente, está
sujeto a previa información y consulta a las comunidades indí-
genas respectivas. Los beneficios de este aprovechamiento por
parte de los pueblos indígenas están sujetos a la Constitución y
a la ley.

¿Serán vinculantes los resultados de las consultas que plantea
el texto constitucional? En realidad, el anterior artículo 119 ya es
de una notable vaguedad, al considerar que «corresponderá al Eje-
cutivo Nacional, con la participación de los pueblos indígenas, de-
marcar y garantizar el derecho a la propiedad colectiva de sus tie-
rras». ¿Qué se entiende por «participación»?

La Ley de Explotación Minera promulgada en 2009 por el
gobierno de Rafael Correa en Ecuador defiende la minería incluso
por encima de preceptos establecidos en la Constitución de 2008.
Por ejemplo, mientras que esta cierra toda posibilidad a cualquier
tipo de actividad extractiva en áreas protegidas, en la ley se estable-
cen diversas excepciones que lo autorizarían. Esta nueva ley no es
más que la continuación de una política gubernamental de defensa
de concesiones mineras de empresas extranjeras que afectan grave-
mente el medio ambiente y la Soberanía Alimentaria de la pobla-
ción local, y que ha generado una fuerte respuesta por parte de la
sociedad local afectada y de organizaciones ecologistas como Ac-
ción Ecológica e indígenas como la CONAIE.

No olvidemos que el paradigma de la Soberanía Alimentaria
no es desarrollista. Bien al contrario. Frente a la idea de producir
mercancías, aboga por la función social de la agricultura, que debe
ser la de producir alimentos. En consonancia con ello, frente a la
idea de producir «más», Soberanía Alimentaria aboga por producir
«mejor»: productos de calidad, producción sostenible con el me-
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dio, etc. Frente a la búsqueda del mercado más rentable en térmi-
nos monetarios, Soberanía Alimentaria aboga por el control del
mercado por parte de productores y consumidores, por lo que pre-
fiere los circuitos cortos de comercialización, más allá del precio
coyuntural del producto. El concepto de sostenibilidad en el que se
basa Soberanía Alimentaria se opone al uso de los recursos natura-
les que hace la minería extractiva.

Como hemos dicho, el modelo económico del nuevo naciona-
lismo está aún en construcción. Pero el proceso no parece exento
de contradicciones importantes, como el de querer conjugar dos
paradigmas, la Soberanía Alimentaria y la minería extractiva, mú-
tuamente excluyentes. Sobre el terreno (en lo local) y en la legisla-
ción ya se está poniendo en evidencia esta incongruencia. Así pues,
si bien en un acto de ilusión hemos denominado a los nuevos go-
biernos nacionalistas como «post-neoliberales», difícilmente los
podríamos considerar gobiernos del «post-desarrollo» en el sentido
que Arturo Escobar (2005) da a este término.

b) Un nuevo modelo capitalista
«Socialismo del siglo XXI» es un concepto muy utilizado por los prin-
cipales dirigentes nacionalistas latinoamericanos actuales. Las pro-
puestas nacionalistas del siglo XX, inmersas en la Guerra Fría, rara-
mente fueron tan osadas.29 Raramente, también, veían la Revolución
Cubana como un referente, mientras que así lo consideran algunos
de los principiales líderes nacionalistas actuales. El término con el
que aquellos se denominaban, cuando se animaban a ello, era el de
«Tercera Vía», y sus referencias eran Paises No Alineados como el
Egipto de Nasser o la India de Indira Gandhi (pero no la Yugoslavia
de Tito). Quien fuera teórico de la autodenominada Revolución Pe-
ruana dirigida por Velasco Alvarado, Carlos Delgado Olivera, defi-
nía la Tercera Vía como anticapitalista y antiimperialista, pero tam-
bién como anticomunista (Delgado, 1973).30

29. A destacar la excepción de Allende en Chile (1970-1973).
30. No confundir la concepción nacionalista de Tercera Vía con lo que hoy

se conoce como tal, teorizado por pensadores como Anthony Giddens, y que no
es más que una sumisión de los principios socialdemócratas a la economía del
libremercado (Callinicos, 2002).
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«Socialismo del siglo XXI» se puede considerar como otro de
esos conceptos esencialmente debatidos. En una entrevista realizada
a Andrés Tuesta, coordinador del venezolano Frente Nacional Cam-
pesino Ezequiel Zamora, a la pregunta sobre la concepción que de
este término tiene el chavismo, respondía:

[…] el encargado de la comisión de finanzas de la Asamblea XXI
no es comunismo, el socialismo del siglo XXI es como el de Feli-
pe González en España, con empresas privadas. Y después, cuando
sale otro diciendo alguna estupidez parecida, nosotros le contes-
tamos: «bueno; si el presidente no ha lo ha definido todavía,
¿por qué tu tienes que definirlo?». Y más aún, quien tiene que
iniciar ese debate es el propio pueblo y el pueblo tiene que defi-
nirlo en la acción concreta. Y lo que entendemos hasta ahora por
intuiciones es que ese socialismo del siglo XXI no será como Eu-
ropa del Este, no será como el de las socialdemocracias europeas
o los estados de bienestar, y tiene que ser profundamente
latinoamericanista. Desde reivindicar las creencias identitarias,
las cosmovisiones indígenas ancestrales, la rebeldía de los pue-
blos originarios, los afrodescendientes. Tendrá que incorporar el
pensamiento bolivariano y todo el pensamiento crítico que des-
de aquí se construyó. Tendrá que incorporar la cristiandad que
deconstruyó el discurso religioso del conquistador; una teología
de la liberación. Entre otras cosas, porque hay muchas otras co-
rrientes más. (Prensa de Frente, 2006; la cursiva es nuestra)

Pero más allá de la manifiesta indefinición del concepto, lo cierto
es que a día de hoy nada indica que los nuevos gobiernos naciona-
listas se dirijan hacia una sociedad socialista. El aparato legislativo
con el que se han dotado no busca romper en ningún momento las
diferencias sociales: las nuevas constituciones aceptan y favorecen
la propiedad privada de los medios de producción. Sus acciones
políticas más radicales tampoco van por ese camino.

Y es que considerar como socialistas el antiimperialismo (en-
frentamiento con Estados Unidos, Europa e instituciones multila-
terales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial
o la Organización Mundial del Comercio), la nacionalización de
recursos estratégicos o las políticas de Reforma Agraria conlleva
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caer en el riesgo de confundir dos debates diferentes: el de protec-
cionismo versus librecambismo, por un lado, y el de socialismo
versus capitalismo, por otro. El primero responde a la pregunta de
cómo se ha de crear la riqueza, mientras que el segundo enfrenta el
tema de cómo se ha de distribuir la riqueza creada.

En la coyuntura actual, y desde el inicio de la hegemonía
neoliberal, los binomios proteccionismo-socialismo y librecambismo-
capitalismo parecen los más naturales, al punto de que en los discur-
sos altermundista y neoliberal vulgar no es raro su consideración como
sinónimos. Pero esto no siempre ha sido así. Y el ejemplo más evi-
dente es Cuba, que tras la declaración del carácter socialista de la
Revolución en 1961, su gobierno no sólo no desarticuló el modelo
agroexportador (como si intentaban los nacionalistas de aquel en-
tonces), sino que lo reforzó al introducirse en el sistema del CAME
(Consejo de Ayuda Económica Mútua) que establecía una división
productiva por países del bloque pro-soviético. Cuba, así, siguió an-
clada en el monocultivo del azúcar (y en menor medida, del tabaco y
del café) para su exportación al mercado socialista, mientras que de-
pendía de las importaciones de bienes manufacturados, alimentos,
insumos agrarios y recursos energéticos.

No olvidemos que la mejora de las condiciones de vida de los
sectores populares a costa, tal vez, de reducir los beneficios de la oli-
garquía por parte de los gobiernos nacionalistas, es resultado de las
exigencias del modelo económico que implementan, así como de su
necesidad de hacerse con una amplia base social de apoyo (véase el
esquema 1, p. 218). Pero no de la aplicación de un modelo político
socialista que busque romper las diferencias de clase. En otras pala-
bras, las acciones más radicales de los gobiernos nacionalistas (actua-
les y pretéritos) son consecuencia o necesidad de la adopción de un
modelo económico proteccionista, pero no por ello menos capitalis-
ta. Declarar que el modelo ISI o el aún en construcción de los actua-
les gobiernos nacionalistas son propuestas socialistas sería afirmar
que Keynes o incluso el magnate norteamericano Henry Ford, por
propugnar modelos económicos similares, también lo eran.31

31. En las décadas de aplicación del modelo ISI, incluso en los años de ma-
yor crecimiento económico, no sólo no se mantuvo sino que se acentuó las des-
igualdad en los ingresos en América Latina con muy escasas excepciones (Urquidi,
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Conclusiones
Hay un factor que marca las diferencias entre las políticas agrarias
de los gobiernos nacionalistas del siglo pasado y los actuales: estos
últimos parecen haber sido capaces de romper con las premisas
modernizadoras basadas en la industralización, al punto de revalo-
rizar la agricultura campesina y asumir los principios de la Sobera-
nía Alimentaria. O al menos así se plantea en el discurso de sus
principales dirigentes y se desprende de los procesos constituyentes
realizados.

Y es que los gobiernos nacionalistas son hijos de su tiempo.
Los del siglo XX vivieron un período en el que tanto el pensamien-
to capitalista como el marxista ortodoxo consideraban la desapari-
ción del campesinado como una ley irreversible y una necesidad
para el desarrollo (Giner y Sevilla Guzmán, 1980). En plena Gue-
rra Fría, pocos preceptos político-económicos generaban tanta una-
nimidad como este. Las voces discrepantes eran poco significativas
y marginadas en ambos bloques. La Revolución Verde aparecía como
la estrategia universalmente aceptada para acabar con los incómo-
dos e ineficientes campesinos que aún resistían.

Este planteamiento empezó a cambiar en la década de los ochen-
ta, justamente cuando el neoliberalismo empezó a ser el paradigma
dominante. Propuestas surgidas de un marxismo revisado por la
visión ecologista y de un anarquismo histórico revalorizado (la re-
cuperación del Narodnismo) empezaron a cuajar en el ámbito de
los estudios rurales. Como afirma Sevilla Guzmán (2006), fue en-
tonces cuando se dejó de ver al campesino como una categoría his-
tórica cuyo rol se circunscribía a un determinado período temporal
(que además había pasado), para ser considerado un modelo espe-

2005). Es cierto que las estadísticas que se basan en este aspecto, como el Índice
de Gini, no tienen en cuenta otros factores que condicionan el nivel de vida de
la población, como el acceso a la educación, a un sistema sanitario público y
gratuito, o a alimentos subvencionados, entre otros factores que sí se dieron en
el período por esa necesidad de crear consumidores para el mercado interno.
Como tampoco consideran el aumento de los ingresos de los sectores subordi-
nados resultado del crecimiento económico, al centrarse sólo en las diferencias
de ingresos. Pero pone en evidencia que no era intención de los gobiernos na-
cionalistas romper con la estructura de clases.
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cífico de manejo y explotación de los recursos naturales y de los
agrosistemas y que, por lo tanto, es intemporal. Una forma de ex-
plotar los agrosistemas, por cierto, ecológicamente sostenible y so-
cialmente apropiado.

Esta visión es la que defienden los movimientos sociales cam-
pesinos y en la que se basa su propuesta de Soberanía Alimentaria.
Nos atreveríamos a decir que este planteamiento es dominante ac-
tualmente en los estudios rurales. Y también ha sido asumido, al
menos formalmente, por los nuevos gobiernos nacionalistas lati-
noamericanos.

Pero en los hechos, la política pro-campesinista basada en la
Soberanía Alimentaria de los nuevos gobiernos nacionalistas es
dubitativo. Diversos factores pueden explicar estas vacilaciones. Por
un lado, estos gobiernos están en proceso de consolidación, una
consolidación especialmente complicada ya que reciben una fuerte
presión por parte de los sectores oligárquicos nacionales y de go-
biernos y transnacionales foráneas que dificultan el desarrollo de
su agenda político-económica y los obliga a la negociación. Tam-
bién incide que, resultado de esta presión interna y externa, los
movimientos sociales en los que se sustentan se encuentran en la
tesitura de cerrar filas a favor del gobierno por razones tácticas; es
decir, se ven impelidos a reducir su horizonte de reclamaciones y
críticas, y con ello el empuje del proceso hacia posiciones más radi-
cales. Como comentaba un cuadro político de la Confederación
Bartolina Sisa, una de las organizaciones que forman parte del
CONALCAM y pilar del gobierno de Evo Morales, «tenemos ganas
de que se apruebe la Constitución y que el clima político se calme
un poco para poder empezar a hacer oposición».32 Además estos
gobiernos nacionalistas aglutinan en su seno muchas sensibilida-
des políticas, en algunos casos incluso opuestas. Otro elemento que
influye es que esta nueva oleada de gobiernos nacionalistas aún no
ha definido un marco conceptual de política económica. Finalmen-
te, no podemos olvidar la dependencia del sector minero y de los
hidrocarburos: si bien la agricultura no aparece subsumida al sec-
tor extractivo, como sí hicieron los gobiernos nacionalistas del si-

32. Conversación privada. Enero de 2009.



254

glo XX con el sector industrial, ambos modelos son incompatibles
en la práctica, y no es fácil prescindir de unos recursos naturales
que generan ingresos cuantiosos y rápidos.

Y es que aunque el modelo económico de los nuevos gobiernos
nacionalistas aún está en formación, si se evidencia que seguirá
siendo un modelo desarrollista. Aunque han asumido uno de los
paradigmas más descollantes del movimiento antiglobalización
como es la Soberanía Alimentaria, no han sido capaces de asumir
otros como la Ecología Política.

A parte de su incapacidad de romper con el principio desa-
rrollista, otra característica de este modelo económico es que, más
allá de la retórica, no se trata de un modelo socialista. Los procesos
constituyentes han marcado las bases para mejorar las condiciones
de vida de sectores sociales históricamente marginados (indígenas,
afrodescendientes y campesinos, entre otros), pero no han preten-
dido romper el sistema de clases.

Afirma Reygadas (2008) que la gran desigualdad socioeconómica
que caracteriza América Latina (la mayor del mundo según el Coefi-
ciente de Gini) se debe tanto a que es una sociedad diferenciada como
a que los mecanismos de compensación no están institucionalizados
o se encuentran en crisis. Parecería que los gobiernos nacionalistas
de antaño y los actuales luchan sólo por establecer o restablecer estos
mecanismos de compensación, pero no por acabar con la desigual-
dad, sea por debilidad política, por incapacidad mental para romper
con los preceptos desarrollista y capitalista, o porque su objetivo es
cambiar el modelo librecambista por otro proteccionista (para lo que
sólo requieren mejorar las condiciones de vida de la población para
potenciar el mercado interno).

Elemento que diferencia el contexto político del siglo XX del
actual es el rol que juega la población indígena y campesina. Las
organizaciones y movimientos sociales que los agrupan están hoy
mucho más organizadas que hace cinco décadas. Incluso están
estructuradas a nivel internacional a través de plataformas como
La Vía Campesina. Y cuentan con una agenda política propia, la
Soberanía Alimentaria. Esto los convierte en un factor propositivo
con fuerte capacidad de incidencia en las política públicas.

Se ha aducido que el desarrollo de los movimientos sociales
indígenas y campesinos se vio impulsado en cierta medida por los
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procesos sociales que supusieron la ola de reformas agrarias del si-
glo pasado. Pero no se puede olvidar otro elemento característico
de aquel período: la universalización de la educación. Y es que si
algo juega a favor de estos movimientos en la actualidad es que
cuentan con sus propios cuadros intelectuales formados gracias a
la apertura de las universidades del siglo pasado, situación que no
pudo disfrutar el sector campesino e indígena durante el período
de 1930 a 1980.

Esta fortaleza de los movimientos sociales actuales, actores ahora
muy influyentes en las esferas gubernamentales, puede enfrentar
las limitaciones que se han señalado y radicalizar los procesos polí-
ticos que se están viviendo. Así, por ejemplo, si bien es cierto que
la constitución boliviana acepta la concentración de la propiedad
en latifundio, también lo es que impone la «utilidad social de la
agricultura», lo que puede convetirse en una puerta abierta a una
Reforma Agraria radical si se llegara a considerar que el monocul-
tivo para la exportación no es útil socialmente.

A todo caso esta posible radicalización será resultado de la
correlación de fuerzas: básicamente, si los nuevos gobiernos nacio-
nalistas son capaces de fortalecerse y reestablecer (o establecer) el
Estado-nación a partir (y forzado) por las reclamaciones de los movi-
mientos sociales que los sustentan, o por el contrario son los pode-
res oligárquicos, coaligados con poderes económicos internaciona-
les, los que imponen su fuerza y capacidad política.
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